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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes; de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann, y de Agricultura, señor José Antonio Galilea Vidaurre.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 55ª y 58ª, especiales, y 56ª y 57ª, ordinarias, en 27, 28 y 29 de septiembre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, en relación con las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materia financiera, entre otros, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03).



2.- Proyecto de ley que denomina “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura” al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos (boletín N° 7.023-24).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, y renueva su vigencia (boletín N° 6.830-14).



2.- Proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones derogando el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 C (boletín Nº 7.617-15).



3.- Proyecto que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



4.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el decreto ley N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11).



5.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (boletín N° 7.487-12).



Con el mismo mensaje hace presente la urgencia, calificada de “simple”, en cuanto al proyecto de ley que regula la venta y el arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y que exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03).



Con el cuarto hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho del proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Cantero, relativo al fortalecimiento de la radiodifusión regional y local (boletín N° 7.931-15).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.534-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Queda para tabla.



Con el segundo indica que rechazó algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política (Véase en los Anexos, documento 2).


--Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa a los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el tercero comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta, constituida para resolver la divergencia suscitada durante la tramitación del proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7.526-13).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el último remite el mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2012 (boletín N° 7.972-05).



Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho mensaje fue recibido el día 30 de septiembre del año en curso (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Dos de la Excelentísima Corte Suprema, con los que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, emite su parecer en cuanto a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Escalona, que modifica el Código de Justicia Militar en materia de competencia por delitos en que aparezcan involucrados menores de edad (boletín N° 7.887-07).



2.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la participación de los menores en espectáculos públicos (boletín Nº 5.117-13).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (boletín N° 6.974-06).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015, y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 768 del Código de Procedimiento Civil; 418 del Código Procesal Penal; 41 del decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 1997, y 38 de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro (s) de Defensa Nacional:



Contesta un oficio, enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la provisión de cargos en la empresa de Astilleros y Maestranzas de la Armada (ASMAR).



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Da respuesta a un oficio, remitido en nombre del Senador señor Quintana, relativo al estado del camino Flor del Valle-Carén, comuna de Melipeuco.



Responde un oficio, expedido en nombre del mismo señor Senador, sobre factibilidad de realizar enrocamiento de río Purén, sector de La Isla, Región de La Araucanía.



Contesta una petición, enviada en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), para considerar la construcción de una pasarela peatonal entre Villa Los Ríos y Villa San Pedro sobre la Ruta 5 Sur, comuna de Los Lagos.



Atiende una solicitud de información, dirigida en nombre de la Senadora señora Alvear, respecto de obras en puntos inundables de la Región Metropolitana.



Responde un oficio, expedido en nombre del Senador señor Horvath, sobre construcción de tramo faltante del camino Austral entre Puerto Montt y Chaitén.



Contesta una solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, referida a mantenimiento de caminos en localidades de Pellín, Chupallar y Menque, comuna de Tomé.



Da respuesta a un oficio, remitido en nombre del Senador señor Bianchi, respecto de avance de diversos proyectos de infraestructura en la provincia Antártica Chilena, Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Informa sobre creación de nueva Plataforma Ministerial de Atención de Solicitudes y de Unidad de Relación Ciudadana y Gestión de Información Ministerial.



Atiende oficio, cursado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de exigencias en bases de licitación de obras de reconstrucción en Regiones afectadas por el terremoto y el tsunami.



Del señor Ministro de Salud:



Responde consulta, dirigida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre pago de jornadas extendidas de urgencia en hospital de Porvenir.



Contesta oficio, enviado en nombre del Senador señor Prokurica, en que solicita información relativa a las becas de especialización médica y su obligación de retorno al Sistema Nacional de Servicios de Salud.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Atiende solicitudes de información, remitidas en nombre de la Senadora señora Rincón, en relación con los subsidios para viviendas nuevas y de reparación en las comunas de Villa Alegre y Pelluhue.



Responde un oficio, enviado en nombre del Senador señor Horvath, acerca del plazo para postular al programa Fondo Solidario I.



Da respuesta a un oficio, remitido en nombre del Senador señor Navarro, respecto de extensión de subsidio al consumo de energía eléctrica a campamentos de la Región del Biobío.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Contesta un oficio, dirigido en nombre del Senador señor Navarro, sobre efectos en la salud humana del antimonio utilizado en sistema de frenos de vehículos motorizados.



Del señor Ministro (s) del Medio Ambiente:



Atiende un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señor Letelier, señoras Allende y Rincón y señores Girardi, Gómez, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto y Zaldívar (don Andrés), sobre medidas de protección del embalse Rapel (boletín N° S 1.396-12).



Responde un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señora Rincón y señor Sabag, respecto de declaración del río Archibueno como Santuario de la Naturaleza (boletín N° S 1.363-12).



Del señor Subsecretario del Interior:



Contesta una solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Zaldívar (don Andrés), acerca de reposición de fondos a la Municipalidad de Sagrada Familia, destinados a emergencias producto del terremoto.



Del señor Director del Servicio Electoral:



Responde una petición de información, cursada en nombre de la Senadora señora Pérez (doña Lily), sobre dificultades de operación del Sistema de Inscripción Automática y Voto Voluntario.



De la señora Directora Nacional de Obras Hidráulicas:



Remite información, solicitada en nombre de la Senadora señora Rincón, acerca de Planta de Tratamiento de Aguas Servidas y Proyecto de Alcantarillado en comuna de Retiro.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fomenta el mercado de cruceros turísticos, con urgencia calificada de “suma” (boletines N°s 7.528-06 y 7.285-06, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 4).



Nuevo primer informe de la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Gómez, en primer trámite constitucional, que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable (boletín N° 7.636-09) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la misma Comisión, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (boletín N° 2.357-09) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (boletín N° 7.947-03) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo (boletín N° 7.456-11) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Bianchi, señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y señores Prokurica y Walker (don Patricio), con la que dan inicio a un proyecto de ley que sanciona uso de menores o incapaces con fines de mendicidad (boletín Nº 7.964-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Walker (don Ignacio), Pizarro, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de ley que permite la interrupción del embarazo ante riesgo demostrado para la vida de la madre (boletín Nº 7.965-11) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Senadores señoras Alvear y Allende y señores Bianchi, Frei (don Eduardo) y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley que instituye el 6 de octubre de cada año como “Día Nacional del Trabajador Ferroviario” (boletín Nº 7.974-13) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señora Alvear, señor Walker (don Patricio), señora Allende y señores Rossi y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de ley que establece la obligación del Servicio de Registro Civil e Identificación de llevar un registro de domicilios.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, en conformidad con lo dispuesto en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Uriarte para ausentarse del territorio nacional entre los días 8 y 15 de octubre del año en curso.



--Se accede.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, se acaba de informar que se ha recibido un oficio de la Excelentísima Corte Suprema en que emite su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en una moción de mi autoría, que modifica el Código de Justicia Militar en materia de competencia por delitos en que aparezcan involucrados menores de edad.



El Máximo Tribunal da un informe favorable a la iniciativa.



Como los parlamentarios no tenemos capacidad legislativa para fijar urgencia a las mociones -ello no está establecido- y la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia tiene una tabla archicopada, solicito que dicho órgano técnico tome debida nota del oficio de la Corte Suprema y coloque en tabla el proyecto mencionado.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



Acordado.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, en primer término, solicito que se curse un oficio al Primer Mandatario en atención a que se declaró inadmisible la moción que presentamos junto con los Senadores señoras Allende y Alvear y señores Rossi y Andrés Zaldívar, con la que se daba inicio a un proyecto que establece la obligación del Servicio de Registro Civil de llevar un registro de domicilios.



Como se trata de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, queremos pedir el patrocinio del Ejecutivo para poder tramitar este proyecto e implementar de manera óptima la inscripción automática y el voto voluntario.



Y en segundo lugar, el Gobierno presentó a tramitación el proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción automática, en el cual se entrega la facultad al Servicio Electoral para acceder a la información sobre los domicilios de los futuros electores que posee el Registro Civil. 



Dicha iniciativa se envió solo a la Comisión de Gobierno, en circunstancias de que el proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones se está viendo en Comisiones unidas de Constitución y de Gobierno. El punto se planteó el otro día en el primer órgano técnico, y hay buen ambiente para que aquella iniciativa también vaya a Comisiones unidas.



Por tal motivo, solicito recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática también sea analizado en las referidas Comisiones unidas.

El señor GIRARDI (Presidente).- Su segunda petición, señor Senador, está resuelta en los acuerdos de Comités, a los que dará lectura a continuación el señor Secretario General.



Si después de ello le quedan dudas, podremos revisar el asunto.



Respecto del oficio al Ejecutivo por usted solicitado, si le parece a la Sala, se le dará curso.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, deseo agregar algo más a lo señalado por el Senador señor Patricio Walker. 



En una reunión de las Comisiones de Gobierno y de Constitución, unidas, se le pidió al Ejecutivo -estaba presente el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado- que se diera patrocinio a la referida moción, pues ella nos permitirá avanzar a fin de tener las mejores condiciones para aplicar la inscripción automática.



Y en principio, el representante del Gobierno se mostró de acuerdo. 



Además, informo al Honorable señor Patricio Walker que su otra petición fue planteada en la reunión de Comités y ya está acordado. Espero que se ratifique en la Sala el que las Comisiones unidas de Gobierno y de Constitución revisen el proyecto que facilita el proceso de inscripción electoral automática, que solo se había enviado a la primera de ellas, lo cual me parece un error.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, solicito recabar la anuencia de la Sala para que el proyecto que figura en el cuarto lugar de la tabla, el que establece incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, que se halla para discusión general y que viene aprobado en forma unánime de la Cámara de Diputados y de la Comisión de Educación del Senado, se trate como si fuera de Fácil Despacho.  Así, se podría fijar pronto plazo para presentar indicaciones, si las hubiera.



Se trata de una iniciativa aprobada por unanimidad en todas y cada una de las instancias de la Cámara Baja. 



Si no vemos hoy este asunto, quedará siempre en un lugar muy al final de la tabla. Y considero importante sacarlo adelante.



Esa es la razón de mi solicitud, en cumplimiento del Reglamento.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, se accedería a lo solicitado.



No hay acuerdo.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, pido recabar la autorización para que la Comisión de Educación pueda sesionar en forma paralela con la Sala a partir de las 19. Esto, debido a que aquella se encuentra convocada para tratar reformas constitucionales.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Hay acuerdo?



--Se accede.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Abrir nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre requisitos de funcionamiento de las universidades no estatales, en relación con el lucro (boletín N° 7.760-04), hasta las 13 del martes 11 de octubre, en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



2) No considerar en esta sesión la iniciativa que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación (boletín Nº 7.856-04) e incorporarla al Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana.



3) Tratar el proyecto sobre interés máximo convencional, signado con el Nº 10, en el séptimo lugar del Orden del Día de la presente sesión, y ubicar en el último lugar de la tabla el que aparece en el Nº 7, que despenaliza la interrupción del embarazo (boletines Nºs 7.373-07, 6.522-11 y 6.591-11, refundidos).



4) Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que fomenta el mercado de cruceros turísticos (boletines Nºs 7.528-06 y 7.285-06, refundidos). 



5) Disponer que la iniciativa que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos (boletín Nº 6.733-06), sea considerada, primero, por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y, luego, por la de Hacienda.



6) Enviar el proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática (boletín N° 7.962-06) a Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas.



7) Retirar del Tiempo de Votaciones de esta sesión el proyecto de acuerdo signado con el N° 6, sobre creación de Comisión Bicameral para el estudio de un anteproyecto de nueva Constitución Política (boletín N° S 1.412-12), y colocarlo en el Tiempo de Votaciones de la sesión del martes 11 de octubre.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, uno de los acuerdos de Comités es ubicar el proyecto de ley relativo al aborto en el último lugar de la tabla.



Yo y otros parlamentarios (los Senadores señores Pizarro y Coloma) asistiremos la semana subsiguiente, en representación de la Corporación, a una reunión de la Unión Interparlamentaria Mundial en Suiza.



Ante ello, pido que se acuerde que la discusión de esa materia se deje para la primera semana de noviembre; así todos podremos participar en el debate.



¡No quiero que se pierda el voto del Senador Pizarro en ese proyecto tan relevante...!

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay ningún problema.



Creo que lo importante es que se debata profundamente esa iniciativa.



Queda para ser tratada en la primera semana de noviembre.
V. ORDEN DEL DÍA

DEROGACIÓN DE DERECHO PREFERENTE COMO CRITERO PARA RESOLUCIÓN DE OTORGAMIENTO DE PERMISO DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones derogando el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 C, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7617-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 46ª, en 30 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 51ª, en 7 de septiembre de 2011.


Discusión:



Sesiones 54ª, en 14 de septiembre de 2011 (queda para segunda discusión); 56ª, en 27 de septiembre de 2011 (se aplaza su votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que el Comité Partido MAS solicitó en la sesión del martes 27 de septiembre pasado el aplazamiento de la votación del proyecto, por lo que ahora corresponde pronunciarse al respecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pido que ponga en votación la iniciativa. Ello debió haber ocurrido ayer, pero se pidió postergación. 



En consecuencia, hoy día no corresponde discutir, sino solo votar.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor y dos abstenciones) y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Coloma, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Escalona y García.

ENMIENDA DE LEY SOBRE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7187-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010.


Informes de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo): sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


Hacienda: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


Discusión:



Sesión 89ª, en 19 de enero de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 19 de enero del año en curso.



Los informes de ambas Comisiones dejan constancia de que los números 15 y 16 del artículo único no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general, el cual efectúa adecuaciones de referencias legales.



Esas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología realizó diversas modificaciones al texto aprobado en general, las que acordó por unanimidad, con excepción de tres que se darán a conocer.



Por su parte, la Comisión de Hacienda introdujo varias enmiendas al texto despachado por la Comisión de Educación, que fueron aprobadas unánimemente.



Las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



Por último, tendrán que votarse separadamente las enmiendas no acogidas por unanimidad.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, este proyecto se aprobó hace ya varios meses, como señaló el señor Secretario en la relación.



Y la razón por la cual ahora debemos votarlo en la Sala tiene que ver con que durante gran parte de su tramitación el Ejecutivo insistió en efectuar modificaciones que, en opinión de muchos Senadores de la Comisión de Educación, se apartaban claramente del espíritu de la ley de subvención escolar preferencial. Como se sabe, esta data del año 2008, y según especialistas de distinto signo, claramente es uno de los factores que más han contribuido a mejorar los aprendizajes de los estudiantes, que en los últimos años han medido la prueba SIMCE y el informe PISA.



Por lo tanto, resultaba fuertemente cuestionable modificar en forma tan sustantiva la SEP. Según conocemos, esta es voluntaria y busca atender a cerca de un millón de jóvenes que se encuentran en condición de alumnos prioritarios, vulnerables, sometidos a un sistema de calificación para esos efectos nada fácil, bastante complejo, engorroso y que incluso depende de la información entregada por distintos Ministerios, como la Ficha de Protección Social, índices de vulnerabilidad de la JUNAEB, indicadores relativos a salud y otros.



En consecuencia, se trata de un debate complicado. Pero quiero destacar aquí el rol del Ministro señor Bulnes, porque apenas asumió su cargo entendió que el escalonamiento planteado en la propuesta original del Ministerio desnaturalizaba claramente la subvención.



Es preciso señalar que la ley SEP apunta a entregar más recursos a los niños más vulnerables, y tiende a beneficiar aproximadamente al 40 por ciento más pobre.



Por consiguiente, la distinción inicial de otorgar más recursos al 20 por ciento más pobre -28 por ciento de incremento- y un aumento de 14 por ciento al quintil inmediatamente siguiente (el segundo) nos parecía que en nada aportaban a seguir mejorando la calidad del aprendizaje, por cuanto la subvención se dirige a un segmento en general bastante homogéneo.



En efecto, desde el punto de vista sociocultural, no se dan grandes diferencias en las familias. Hablamos de aquellas de bajo nivel cultural, de educación media incompleta; es decir, con poca diversidad entre un quintil y otro.



Más aún, es preciso considerar que este beneficio no se entrega al alumno. Constituye un factor para determinar la subvención, pero finalmente esta va al establecimiento. En teoría, en este no debiera haber mayores diferencias. Es muy raro que dentro de la sala de clases un profesor haga distingos entre el 40 por ciento más vulnerable y el porcentaje que no lo es.



Hay programas de la JUNAEB que hacen esa diferencia. Lo conversamos con el ex Ministro señor Lavín y también con el Ministro señor Bulnes.



Nos parece que, desde el punto de vista pedagógico, es una cuestión bastante discutible. Me refiero concretamente a la tercera colación que reciben a algunas horas del día los alumnos más vulnerables.



Señor Presidente, insisto: si en la actualidad hay un debate importante en el país es el de la educación. Y el asunto de la subvención escolar preferencial en el marco de la discusión presupuestaria no es menor.



Sé que muchos señores Senadores están muy interesados en la materia, que será central, porque gran parte del incremento que anunció el Gobierno en este 7,2 por ciento de expansión del gasto en educación tiene que ver justamente con la subvención escolar preferencial, que se lleva parte importante de esos recursos.



Este instrumento, a mi juicio, es necesario. También lo es incrementar los fondos.



Quiero reiterar la disposición que ha mostrado el Ministro señor Bulnes para flexibilizar en esta materia y despejar una votación que estaba entrampada. El escalonamiento claramente no iba a proporcionar mejora alguna en los aprendizajes.



Algunos, incluso, pensaban que lo que se buscaba aquí era convertir la SEP en una especie de supersubvención,  hiperfocalizada, lo que traería más segregación al sistema, el cual -como se sabe- ya está sumamente segmentado.



En la Comisión, nosotros concurrimos con nuestra votación favorable basados en los aspectos que señalé.



También escuchamos a la Contraloría General de la República respecto de  algunas cuestiones que luego se transformaron en indicaciones que suscribimos junto con el Senador señor Ignacio Walker, y que tienen que ver con otorgar mayor transparencia.



Estamos hablando de que la ley SEP ya es -diría- extraordinariamente transparente, pero, al mismo tiempo, de lo más estricta en cuanto a su rendición, a diferencia de la subvención general, que es la que aporta mayores recursos.



En tal sentido, resulta imposible no unir este debate con el que tiene lugar respecto del proyecto sobre el lucro. Porque cuando se planteó lo relativo a este, algunos sectores -especialmente los interesados en esta materia: los establecimientos que hoy son sociedades comerciales- ya han iniciado una campaña del terror en el país, según la cual se les van a quitar las subvenciones, se cerrarán colegios y poco menos que viene un proceso expropiatorio.



Pues bien, lo que se busca simplemente es establecer una mayor fiscalización.



La subvención general -que a muchos establecimientos les significa el 40 o 50 por ciento de los recursos- no tiene algún tipo de control. Se rinde de manera muy genérica. De modo que hoy día se ha transformado en un fondo de libre disposición que no tienen ni siquiera el Presidente de la República, ni el Ministro de Educación, ni un alcalde, ni ninguna autoridad que administre fondos públicos.



Por eso hablamos de mayor fiscalización y de una rendición de cuentas exhaustiva.



Hay muchos otros aspectos.



Sé que los demás miembros de la Comisión de Educación se van a referir a esta iniciativa.



Señor Presidente, este proyecto, junto con aumentar en forma pareja los recursos para el 40 por ciento de los alumnos más vulnerables, sin diferenciar entre colegios municipales y particulares subvencionados, lucren o no, contiene otro aspecto positivo respecto del cual el Ministro señor Bulnes recogió el planteamiento mayoritario de la Comisión y que tiene que ver con la flexibilización a la que apuntaba el proyecto original: mantener las actuales áreas a las cuales se destinan estos recursos. Nos referimos a convivencia escolar, gastos de administración y una serie de herramientas que han dado buenos resultados.



Por lo tanto, si hubiéramos permitido al sostenedor o al establecimiento municipal elegir una de estas áreas, habríamos dejado fuera materias muy sensibles, como los fondos necesarios para enfrentar el bullying, cuyo proyecto fue aprobado por el Senado hace algunas sesiones. Allí se necesita  un sistema de convivencia escolar mucho más estricto y  más orgánico. Y ello naturalmente requiere recursos. Porque normalmente los establecimientos deben contratar profesionales asistentes de la educación para tal propósito.



En definitiva, creo que la iniciativa en debate -más allá de las votaciones separadas previstas- logra cumplir con el siguiente objetivo: que la SEP, una de las herramientas más eficaces, creada el año 2008 durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet, pueda seguir dando sus frutos en cuanto a mejorar significativamente el aprendizaje de cerca de un millón de niños que hoy se encuentran en el sistema escolar, y también el de los muchos que se incorporarán a él. Porque -como se sabe- en la actualidad la SEP llega hasta séptimo año básico; en el 2012 lo hará hasta el octavo; y a partir del 2014 se aplicará íntegramente en la enseñanza media.



Por lo tanto, se trata de una buena herramienta. No había razones importantes para innovar en esta materia. Muy por el contrario, el criterio de la Comisión ha sido respaldarla. De modo que así lo haremos, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, abriremos la votación.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como se señaló durante la relación de este proyecto, primero corresponde votar las modificaciones que fueron aprobadas en forma unánime en la Comisión. Posteriormente, hay que pronunciarse respecto de tres enmiendas resueltas por mayoría y que se señalarán en su oportunidad.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).-Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, me alegro mucho de que estemos votando ahora el proyecto. Tengo la impresión de que tendrá un apoyo unánime.



Son pocas las iniciativas que en los últimos años hayan recogido de manera tan cabal el concepto de justicia social, que es la médula de la doctrina de la Democracia Cristiana por lo menos, en cuanto a dar mayores recursos para los más vulnerables. 



Ese es el sentido de la subvención escolar preferencial, establecida por una norma legal aprobada en el Congreso bajo el Gobierno de la Presidenta Bachelet en el 2008.



Es digno de resaltar, además, que los establecimientos educacionales, públicos o privados, que reciben la subvención escolar preferencial, no pueden cobrar financiamiento compartido por los alumnos vulnerables o prioritarios por los cuales se reciben estos recursos.



Espero que eso muestre una tendencia para los que aspiramos a la siguiente fórmula: a mayor subvención, menor financiamiento compartido.



Ese es un segundo aspecto que hay que resaltar.



Por otro lado, el proyecto consolida esta subvención escolar preferencial que ya tiene tres años. Porque había muchos vacíos, dudas de interpretación y problemas con la Contraloría General de la República respecto de la utilización de los recursos.



Por lo tanto, parece necesario efectuar estas reformas, a fin de consolidar tan importante instrumento.



¿Qué significa? Que se aumentan los fondos destinados anualmente a la SEP en 48 mil millones de pesos, según el informe financiero. Es un reajuste de 21 por ciento de la subvención escolar preferencial.



Celebro que el Ministro de Educación y el Gobierno se hayan allanado a aceptar esta fórmula pareja en vez de implantar la superSEP que se proponía para los más pobres: 28 por ciento para la mitad más pobre y 14 por ciento para el 20 por ciento no tan pobre.



Nos parece lógico y más fácil desde el punto de vista administrativo disponer un reajuste parejo de 21 por ciento, que significa alrededor de 100 millones de dólares adicionales anuales, equivalentes a unos 48 mil millones de pesos.



También se garantiza que los recursos se usarán de mejor forma. Numerosos informes de la Contraloría General de la República han formulado serios reparos a los municipios, muchos de ellos inescrupulosos -de hecho, hay acciones penales pendientes-, que han destinado parte de los dineros contemplados por la ley SEP a fines incluso distintos de la educación.



Por otra parte, la iniciativa permite adecuaciones a la ley de aseguramiento de la calidad de la educación, que despachamos el pasado mes de abril.



Otro objetivo muy importante es que refuerza la regulación en materia de apoyo técnico pedagógico a través de un sistema de acreditación, con la finalidad de que las entidades asesoras presten un servicio de calidad.



De otro lado, se permite que el director y la comunidad escolar participen en la formulación del Plan de Mejoramiento Educativo que todo establecimiento que recibe subvención escolar preferencial debe presentar tanto al Ministerio de Educación como, bajo la nueva ley, a la Agencia de Calidad.



Igualmente, se efectúa una precisión bastante relevante respecto de los fines en que pueden ser utilizados los recursos de la SEP, entre ellos, preparar y capacitar a los equipos directivos, así como reforzar financieramente, vía incentivos, el rol que ellos cumplen en el uso de sus atribuciones; contratar a docentes, asistentes de la educación, sicólogos, neurólogos, en fin, a todos aquellos profesionales que permitan mejorar cualitativamente el proyecto educativo.



Se fortalece, de manera muy importante, la regulación de los apoyos técnico-pedagógicos mediante el establecimiento de claros requisitos para el ingreso y permanencia en el Registro de Entidades Técnicas de Apoyo y la creación de un Sistema Integral de Información de la Asistencia Técnica Educativa.



Y, por cierto, se consagra un mayor resguardo en el empleo de los recursos de la subvención escolar preferencial, reforzándose las normas sobre fiscalización y rendición de cuentas, justamente para evitar un vacío y esta especie de caja negra en que a veces se convierte el uso de dineros, que son cuantiosos y que en estos primeros tres años no siempre han sido utilizados de la manera que corresponde.



Por lo tanto, como Democracia Cristiana llamamos a apoyar el proyecto de ley. Por supuesto, yo lo votaré a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en momentos en que nos hallamos discutiendo diversos temas vinculados con la educación, creo que la presente iniciativa debería servir de ejemplo de lo que debemos lograr, porque, al final del día y más allá de nuestras legítimas diferencias, todos soñamos con un país en el cual no importe dónde se haya nacido, sino los sueños que se persiguen y adónde se quiere llegar. Y, sin duda, la educación constituye uno de los caminos más importantes para cumplir tal propósito.



En ese sentido, este proyecto nos muestra que si llegamos a acuerdo podemos alcanzar grandes cosas. Si nos sentamos a conversar, podemos avanzar ahí, donde más importa: en ayudar a quienes más lo necesitan. 



Pienso que todos coincidimos en que la educación es el gran trampolín de movilidad social que permite nivelar la cancha para generar una nación con verdadera igualdad de oportunidades.



Sin embargo, todos sabemos también que ella resulta mucho más difícil para las personas que provienen de familias más vulnerables.

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, señora Senadora. 



Me han pedido que los Diputados que están interrumpiendo la sesión se sienten y se mantengan en silencio y en una actitud de respeto.



Puede continuar, Su Señoría.

La señora VON BAER.- ¡Quieren agregarle un poco de alegría a la Sala...! ¡Está bien!



Bueno, aquí, señor Presidente, lo importante es que se ha logrado un acuerdo para ir en ayuda de aquellos que más lo necesitan, para los cuales el costo en educación es más alto y por quienes debemos hacer un esfuerzo mayor.



En tal sentido, la subvención escolar preferencial cumple un papel fundamental, no solo porque focaliza los recursos en los alumnos más vulnerables, sino también porque los destina al mejoramiento de la calidad de la educación, lo que implica enormes avances en materia de equidad.



El propósito de esta medida es igualar el acceso a las oportunidades de aquellos estudiantes que se encuentran en desventaja al acceder a colegios de baja calidad producto de sus condiciones socioeconómicas, otorgándoles mayores recursos para compensar las diferencias en el capital cultural con el que llegan a estudiar.



Tomando en cuenta lo anterior, señor Presidente, estoy convencida de que la modificación legal en análisis es una gran noticia para la educación de nuestro país, porque, junto con la aprobación de la Agencia de Calidad, estamos dando un paso adelante en el mejoramiento de la calidad de la enseñanza en Chile y, principalmente, en la ayuda a los alumnos más vulnerables, quienes necesitan un apoyo especial para poder cumplir con sus sueños. Y ello, considerando sobre todo que la SEP es uno de los elementos que efectivamente está contribuyendo a mejorar los resultados en educación, según las últimas mediciones entregadas por el SIMCE. 



Así, este proyecto permite hacer de la subvención escolar preferencial un instrumento que colaborará más eficazmente a la optimización de los logros de aprendizaje de los estudiantes más vulnerables de nuestro país.



Si bien son varios los puntos que mejora la presente iniciativa, quiero detenerme en dos que me parecen fundamentales.



El primero de ellos dice relación con el aumento -en mi opinión, significativo- en un 21 por ciento de los aportes de la SEP para todos los alumnos y en todos los niveles. De este modo, los recursos estatales vía subvención (regular y preferencial) a estudiantes prioritarios entre primero y cuarto básico alcanzarán a más de 80 mil pesos mensuales -nos estamos acercando, por tanto, al país con el que todos soñamos-, llegando el beneficio a más de 800 mil educandos pertenecientes a las familias del 40 por ciento más vulnerable.



Esta es una buena noticia, señor Presidente.



El segundo aspecto importante apunta a mejorar la asignación de los recursos en cada uno de los colegios que reciben este apoyo. En efecto, la iniciativa permite que los establecimientos prioricen sus gastos en las áreas que ellos consideren más relevantes. En consecuencia, trabajando en torno al Plan de Mejoramiento Educativo, cada plantel podrá poner los énfasis según la realidad que esté viviendo.



En síntesis, señor Presidente, al aprobar el proyecto de ley en análisis estamos aumentando significativamente el monto de los recursos destinados a los colegios que atienden a los niños más vulnerables de nuestro país y, por ende, emparejando la cancha y acercándonos a ese país donde todos puedan cumplir sus sueños, como, asimismo, estamos permitiendo que los colegios adecuen mejor el uso de los recursos a la realidad en la cual se hallan insertos.



Finalmente, tengo la convicción de que para poder avanzar en un debate fructífero en materia de educación resulta relevante que el objetivo de los proyectos de ley que se presenten y de las políticas públicas que se adopten tengan siempre el foco en mejorar la calidad de la enseñanza para los niños y jóvenes de nuestro país y en la ayuda de quienes más lo necesitan, en forma más rápida.



Quiero remarcar que debemos seguir avanzando, así como lo hace la presente iniciativa, en resolver los déficits en calidad, equidad y financiamiento de nuestro sistema educacional. Hemos mejorado mucho, pero nos queda camino por recorrer. Y este proyecto nos muestra que, si somos capaces de discutir, de dialogar y de llegar a acuerdos, también vamos a poder ir en ayuda de aquellos que más lo necesitan.



Por lo tanto, me alegro de que hoy vayamos a tener un resultado igual al alcanzado en la Cámara de Diputados, donde no hubo ningún pronunciamiento en contra -es lo que espero-, pues eso mostraría que podemos lograr entendimientos entre nosotros.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quiero ser claro en este proyecto. 



En varias de las votaciones realizadas he manifestado que no comparto la entrega de recursos a los establecimientos educacionales a través de este tipo de subvenciones, porque ello hace competir a los más pobres con los más pobres. Desde luego, no se observa ninguna diferencia entre una persona calificada con diez y otra calificada con once. Sin embargo, este proyecto de ley establece una diferencia -en mi opinión, ilógica- entre alumnos que son, en general, vulnerables. Nadie me puede decir que en La Pintana la mitad de los alumnos es vulnerable y la otra mitad no lo es. Es cosa de mirar la estructura socioeconómica para darse cuenta de que la forma en que se entregan los recursos está mal implementada.



Es deber del Estado entregar los medios que se requieren para una educación de buena calidad, sin hacer diferencias entre alumnos de una misma escuela. Y el sistema planteado implica instaurar un corte, entregar fondos de manera diferenciada para un lugar donde todos los estudiantes son de baja capacidad económica.




Creo, señor Presidente, que aquel es un mal modo de hacer política educacional. El Estado tiene que comprometer los recursos que sean necesarios para que todos los niños de Chile se puedan educar con calidad. Y para eso es mucho más simple consagrar un criterio.



En nuestro país existen, aproximadamente, 3 millones 200 mil alumnos. Si a esta cifra le sacamos el 7 por ciento de estudiantes que asisten a colegios privados, ella se reduce a alrededor de 3 millones 100 mil educandos. Esto significa que, en lugar de entrar en estas disquisiciones y estos repartos de recursos tan extraños como los que se aprecian hoy, a cada niño se le podría dar, directamente, 100 mil pesos. 



Para ello se requieren 8 mil millones de dólares anuales. Y en la actualidad el Ministerio gasta 6 mil 200 millones al año en materia de subvenciones. Es decir, faltan 1.800 millones de dólares para poder hablar de una educación de buena calidad en los colegios. Todos los expertos que han concurrido a nuestra Comisión de Educación afirman que con sobre 80 mil pesos por niño se logra tal propósito. Sin embargo, acá se opta por una extraña entrega de recursos, con condiciones que a nosotros nos parecen mal dirigidas hacia la obtención de una educación pública gratuita de buena calidad, como es la obligación del Estado.



Al margen de eso, señor Presidente, en diversas oportunidades les he pedido al Ministro y al Subsecretario del ramo que informen a esta Corporación qué pasó con los aportes de la antigua ley de subvención escolar preferencial. Y resulta que hasta el día de hoy no me ha llegado ni un antecedente al respecto. 



Quiero hacer presente que en su oportunidad el Senado destituyó de su cargo a Yasna Provoste por la pérdida de menos recursos que los que ahora se han perdido en materia de educación municipal. 



Reitero: hasta el día de hoy el señor Ministro no informa qué pasó con dichos aportes.



Y hoy nosotros celebramos que nuevamente se vayan a traspasar a los municipios mayores fondos para la educación de niños pobres, en circunstancias de que la mitad de los recursos anteriores se perdieron y sin que nadie se preocupe de investigar o de pedirle al señor Ministro, aquí presente, que explique por qué su Cartera no ocupó los mecanismos de control necesarios para evitar la pérdida de miles de millones de pesos.



Hoy todos nos felicitamos porque vamos a entregar mayores recursos a los mismos municipios que antes los perdieron. La verdad es que no lo entiendo. Eso no tiene lógica. Lo razonable es que el Senado reciba primero la información solicitada y, una vez que tenga claro cómo se gastaron tales dineros y si ellos fueron destinados, en definitiva, a los niños más pobres -igual que lo dice ahora este proyecto-, dé su aprobación. Pero no logro entender que en este momento simplemente nos felicitemos por haber logrado mayores fondos sin saber si ellos serán finalmente destinados a la educación de los estudiantes de menor nivel socioeconómico.



Por eso, señor Presidente, me parece que no podemos lisa y llanamente dar nuestro asentimiento a esta iniciativa hasta que el señor Ministro informe al Senado y al país qué pasó con los recursos que se perdieron, independiente de la coalición a que pertenezcan los alcaldes afectados. Hay investigaciones en la Contraloría y en el Ministerio Público de las cuales no tenemos idea. 



Yo, al menos, no daré mi voto favorable -me voy a abstener-, pues no considero razonable que la Cartera de Educación no explique finalmente qué ocurrió.



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Le voy a dar la palabra al señor Ministro al término de la votación. 



Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, resulta reiterativa esta discusión acerca de cómo financiamos la educación y, particularmente, si los recursos orientados a ella cumplen o no el objetivo buscado. 



Lo dije el 2009, lo dije el 2010 y lo reitero el 2011: la forma de financiamiento a través de subvenciones y, específicamente, de la SEP, ha fracasado. No existe un correlato de fiscalización. 



Por lo tanto, de acuerdo con lo dicho por el Senador Gómez, no parece prudente, transparente, ni correcto que el Senado apruebe recursos sin conocer exactamente su destino. 



Yo emplazo hoy día al Gobierno, antes Oposición, sobre el particular. 



De 238 mil millones de pesos, la Contraloría General de la República ha dicho que el 52 por ciento ha sido rendido con una pésima calificación, y el 48 por ciento restante no existe, no está rendido. 



El informe del organismo contralor señala -y por eso me extraña la actitud de los parlamentarios de Gobierno, antes Oposición, que eran tan adictos a las fiscalizaciones- que del total de recursos recibidos, por ejemplo, en la Municipalidad de San Miguel -aunque esta es una situación que afecta a todos los municipios-, 212 millones de pesos fueron invertidos en instrumentos financieros. O sea, no se gastaron. 



Y suma y sigue. 



En Pudahuel, del total de recursos recibidos por concepto de subvención escolar preferencial por la Corporación Municipal de Desarrollo Social desde el Ministerio de Educación, en el período comprendido entre junio del 2008 y abril del 2010, ascendentes a la suma de 1.706 millones de pesos, solo se gastaron 658 millones, existiendo un saldo de 1.048 millones de pesos. 



Si bien se trata de cifras del año pasado, le hemos dicho al Ministro, señor Felipe Bulnes, que para aprobar recursos debemos saber cómo se van a gastar. 



Los municipios no están en condiciones de administrar debidamente tales dineros. Las denominadas “ATE” (organismos de Asistencia Técnica Educativa Externa) la verdad es que han sido un fracaso. 



Yo le pido al Ministro que nos diga cuál es la evaluación de la tercerización de los servicios. Porque cuando aquí se dice “pongan más plata en mejorar la calidad”, lo que se hace es salir al mercado a ver qué profesor está cesante, quién se organizó para brindar apoyo al colegio, pero la calificación de ese apoyo es de dudosa transparencia y, particularmente, de dudosa excelencia. 



Todos queremos que los niños pobres reciban más dinero. No obstante, el problema no radica en su redistribución en 10 niveles, de tal manera que para los superpobres haya una supersubvención, y para los menos pobres, una subvención simple. Se trata de saber si los fondos que estamos aprobando serán invertidos por los alcaldes de acuerdo a los fines establecidos por la ley SEP. 



Sobre el particular, con todo respeto, señor Ministro, una vez más, al igual que el Senador Gómez, le pido que nos cuente cómo se gastaron las platas del 2010. A mi juicio, se gastaron mal, porque el mecanismo de la subvención se encuentra agotado, porque la municipalización está agotada. 



De ahí que el 2009 me opuse durante 4 meses pidiendo garantías al respecto. Porque la tesis era insistir en la entrega de un voluminoso monto de recursos a los municipios a sabiendas de que lo iban a gastar mal, lo cual me llevaba inmediatamente a sospechar que había una doble intencionalidad. 



En efecto, pasar plata a las municipalidades teniendo la certeza de que la malgastarían permitiría luego manifestar que se les debía quitar la educación y entregársela a los establecimientos particulares subvencionados. Porque todos sabíamos el 2009 que los municipios no estaban en condiciones ni tenían la capacidad para gastar de manera adecuada esos dineros. 



Todos nos sentimos complacidos de que haya más recursos. ¿Cuántos? Ahí se halla el problema. Estuvimos en Finlandia con los Senadores Quintana y Cantero. Pero ocurre que aquí, señor Ministro, estamos apostando a 60 mil pesos de subvención escolar, o a 90 mil, en el caso de la preferencial, en circunstancias de que dicho país gasta el equivalente a 460 mil o 480 mil pesos chilenos. Me dirán que no es posible tal comparación, pues el ingreso per cápita de Finlandia es de 35 mil dólares y el de Chile de cerca de 15 mil, además de que no contamos con el nivel de sus profesores. 



En la Universidad de Helsinki nos informaron que de 1.700 postulantes a carreras de educación solo aceptaron 120 el año 2010, y que para psicología había 20 cupos, porque el mercado laboral no permite una mayor dimensión del campo profesional.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- ¿Me concede un minuto, para terminar?

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme.

El señor NAVARRO.- Como hemos sido críticos de la manera de asignar estos recursos; como hemos dicho que esta medida no resuelve el problema de la falta de calidad, pues implica dar una señal de aumento de recursos sin un resultado cierto, contrariando la petición de excelencia, de calidad planteada por el propio Gobierno, me voy a abstener.



Lo haré porque no hay certeza alguna respecto de cómo se gastarán los dineros, de cuántos fiscalizadores habrá. Además, aún no hemos recibido ninguna respuesta del Ministerio acerca de las denuncias realizadas por la Contraloría.



Si estos fondos se gastarán igual que en 2010, con un 48 por ciento hecho desaparecer por los municipios, en verdad debiéramos votar en contra. Pero como queremos que lleguen más recursos y que haya más fiscalización, me abstendré, con la condición de que el Ministro pueda aclarar al más breve plazo qué pasó con esos dineros.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, lamento que estemos discutiendo hoy esta materia, que es central, importante, que se encuentra en la agenda pública desde hace varios meses, en conjunto con un proyecto de ley que criminaliza a los jóvenes que están movilizados para lograr una educación de mejor calidad.



Creo que el Gobierno cumplió el objetivo. Si quería desviar la atención desde la educación, que está en el centro, hacia otros asuntos, lo logró. Pero vamos a encargarnos de poner de nuevo el tema principal en el foco, que es lo que nos convoca hoy día a hablar de educación.



He escuchado con mucha atención las distintas intervenciones. Oí al Senador Ignacio Walker hablar de las bondades del proyecto.



Nadie podría estar en contra de aumentar una subvención en 21 por ciento cuando se destina a los niños vulnerables, aun cuando acojo y recojo lo planteado por el Honorable colega Gómez en orden a que efectivamente este modelo de focalización nos lleva a cambiar el sistema desde discriminar a los más pobres a concentrar a los más pobres. Y al final tenemos una sociedad absoluta y totalmente desintegrada. La educación no es un espacio en donde jóvenes provenientes de distinta cultura, de diversos sectores geográficamente hablando o de familias de distinto nivel socioeconómico se integren y compartan experiencias. Eso no es la educación en Chile.



Por lo tanto, el sistema propuesto hace un poco lo mismo.



Además, resulta difícil discriminar entre niños vulnerables y supervulnerables, porque todos quienes asisten a una escuela de La Pintana probablemente sean niños en riesgo social, vulnerables, que requieren más recursos y más apoyo para su educación.



Nadie podría decir que está mal que haya un apoyo técnico y pedagógico mejor, acreditando las instituciones que se dedican a eso. Creo que en buena parte la falta de transparencia se debe a que una gran cantidad de recursos han sido despilfarrados y dilapidados a través de organismos que no cumplen ningún requisito de calidad para llevar adelante estas tareas. Y estos se transforman simplemente en una forma de desviar fondos para distintos fines. Me alegro de que se pretenda acreditar a las instituciones que se hacen cargo de la calidad y de la asistencia técnica.



Evidentemente, quién podría estar en contra de que haya un plan de mejoramiento sujeto a la subvención en donde participen el director y la comunidad. Eso por supuesto es básico para mejorar la educación. Si no se integran los padres, los profesores, los codocentes, no estaremos en condiciones de avanzar.



Cuando se habla de aumentar la subvención, todos tenemos claro que si se entrega subvención escolar preferencial el sostenedor no puede cobrar un financiamiento adicional a la familia del niño. Y alguien decía: “A mayor subvención indudablemente menos financiamiento compartido y menos lucro”.



Y ahí yo tengo un punto.



Si aquí se ha hablado de falta de transparencia, de despilfarro en el uso de estos recursos -incluso, la Contraloría ha hecho observaciones; hay casos en el Ministerio Público-, eso rige tanto para los sostenedores públicos, municipales, como para los establecimientos particulares subvencionados que han hecho mal uso de los dineros. Y esto último también tiene que ver con un lucro mal habido.



Quiero dejar constancia en esta Sala de que me sorprende ver todos los días en los diarios que hay una “comisión de los siete” (creo que así se llama). Se trata de siete personas que están pensando cómo regular el lucro. Y lo que uno aprecia en la calle, y también en el mismo diario “La Segunda”, es a jóvenes que señalan: “No más lucro, no más negocio con la educación. Cambiemos el enfoque”.



Entonces, empieza a coincidir cierta estrategia por parte del Gobierno para desmovilizar al movimiento estudiantil, a través de una ley antisaqueo, en fin, con la acción de algunos parlamentarios que en cierta forma están reculando de su decisión primaria de legislar en contra del negocio en la educación, del lucro. Deseo sentar ese precedente por cuanto es importante que esas cosas se digan en este lugar y no en otro. Porque me sorprende mucho que los mismos que nos invitaban a que apoyáramos un proyecto para poner fin al lucro finalmente terminen negociando de espaldas a la ciudadanía y desoyendo una de las demandas principales del movimiento estudiantil, que se encuentra en el corazón de este: el fin del lucro.



Finalmente, respecto de la iniciativa en análisis, me abstendré, al igual que el Senador Navarro y el Senador Gómez.



Señalo lo anterior porque, estando en la Cámara de Diputados, escuché los argumentos esgrimidos para inhabilitar a la entonces Ministra de Educación, Yasna Provoste. Y hoy nos hallamos en presencia de un desfalco, de una irregularidad tremendamente mayor. Sin embargo, nadie dice absolutamente nada. Hay una falta de coherencia, una inconsistencia, un doble estándar para juzgar situaciones que son similares. Y eso en realidad me asombra.



Y por eso me abstendré. Porque no ha habido transparencia, no se ha mencionado en qué se han gastado los recursos a que se ha hecho mención, como bien lo señaló el Senador Gómez. Y, además, porque es parte de un modelo absolutamente fracasado, que esperamos reformar en las próximas semanas y meses.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palaba el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto va en el camino correcto.



El Presidente de la República remitió la iniciativa el año pasado a la Cámara de Diputados, donde fue aprobada por 83 votos a favor y cero en contra. Es muy importante señalar eso. Y en diciembre de 2010 pasó al Senado, para ser analizada por las Comisiones de Educación y de Hacienda.



Por cierto, lo que tenemos que hacer es entregar los recursos para que la calidad de la educación mejore, que es lo que están pidiendo no solo nuestros jóvenes sino todo el país. Y la manera más adecuada de lograrlo es mediante el control, pero también entregando los recursos, que son muy necesarios.



Resulta importante mencionar que para todos los alumnos y en todos los niveles la SEP se incrementará en 21 por ciento.



Por lo tanto, los recursos que recibirán los alumnos prioritarios vía SEP aumentarán, por ejemplo, en el tramo de prekínder a cuarto básico de los actuales 25 mil 467 pesos a 30 mil 815 pesos. Entre quinto y sexto básico se incrementarán de 16 mil pesos a más de 20 mil pesos. Y entre séptimo básico y cuarto medio el mejoramiento será un poco menor.



Originalmente, el proyecto contemplaba un incremento diferenciado de recursos, focalizándose solo en el quintil más vulnerable. En tal sentido, hay que valorar el trabajo que se hizo en ambas Comisiones, porque dicha propuesta se desechó durante la tramitación en esta Corporación, producto de la preocupación de los Senadores de todas las bancadas, compartidas también por muchos Diputados. Entonces, debido principalmente a la alta movilidad existente entre los distintos quintiles, lo importante era que se implementara entre los dos últimos.



Es preciso señalar, como bien dije, que se aumenta la subvención escolar preferencial.



Por otro lado, se agrega la facultad del sostenedor para que, a fin de cumplir las acciones del plan de mejoramiento, pueda contratar docentes, asistentes de la educación y personal necesario para mejorar -eso es relevante- las capacidades técnico-pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, el desarrollo, el seguimiento y la evaluación del plan de mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docente -tan necesario hoy día-, asistentes de la educación y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional, así como incrementar sus remuneraciones.



Asimismo, es importante dejar constancia de que, en virtud del artículo 8º bis, no podrán ser contratadas -esto dice relación con el tema de la transparencia- las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados, parientes hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad, ambos inclusive, respecto de los administradores o representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor, salvo en determinados casos específicos.



Lo significativo aquí es que se aumenta el valor de la subvención preferencial, un compromiso que asumió el Presidente de la República en cuanto a mejorar la calidad de la educación y a entregarle mayor cantidad de recursos.



Espero que esta normativa sea aprobada, dado que los requisitos que se van a exigir para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que deben prestar apoyo técnico-pedagógico a los establecimientos educacionales en lo concerniente a la elaboración e implementación del plan de mejoramiento educativo, revisten mucha importancia.



Tales requisitos son: identificación plena de los objetivos, metas -algo que no existía claramente antes- y áreas de especialización de la entidad o la persona; descripción de las metodologías e instrumentos de trabajo, de evaluación y monitoreo utilizados por la entidad o persona; descripción de la formación y experiencia de la persona o de sus equipos de trabajo cuando se trate de entidades, y, finalmente, no registrar incumplimientos de obligaciones previsionales ni comerciales.



Por lo tanto, hay un avance significativo en lo que respecta a control y en lo que nuestro país espera: contar con una educación de mejor calidad.  



Por eso, voto afirmativamente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, no deja de llamarme la atención  el tenor y la forma en que aquí se argumenta en ciertos momentos, tanto de uno como de otro lado. Se llega a una virulencia verbal que realmente resulta preocupante.



Digo lo anterior porque, dadas las tremendas diferencias que hemos observado en los planteamientos sobre materia educacional, la búsqueda de consensos básicos en torno a ella parece ser una obligación ineludible del Senado. Es preciso buscar acuerdos básicos que establezcan políticas de Estado; que avancen en la lógica de los derechos universales en educación, en el concepto de bienes públicos cautelados por aquel, en que le cabe un rol insustituible y donde tiene que aplicarse con total energía.



Me llama la atención que un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra vincule este tipo de asuntos con la idea de desmovilizar, con iniciativas de ley que buscan poner orden en la calle. Y Su Señoría lanza al voleo la afirmación de que hay incoherencia, doble estándar y falta de trasparencia. Cuando, en realidad, es su argumentación la que considero inconsistente y hasta cobarde intelectualmente. Porque se pronuncia sobre un tema sin hacerse cargo de los grandes destrozos, de la falta al Derecho y al respeto. Es decir, esas mismas personas que claman al cielo por poder expresarse y que exigen ejercer sus derechos fundamentales, no tienen ningún empacho en atropellar los derechos de otros.



Dejo hasta ahí este punto, porque no es el asunto central. Y vuelvo al que nos convoca.



En materia educacional se requieren consensos básicos, acuerdos fundamentales.



Lo he sostenido incansablemente: este tipo de iniciativas no me satisface. No me gusta esa lógica de discriminar entre más pobres, menos pobres y un poquitito menos pobres. Esa categorización de seres humanos desde la perspectiva de su situación socioeconómica me da vergüenza.



Pienso que el Estado debe hacerse cargo del costo real de la matrícula. Y me parece más coherente el mensaje cuando señala que el Gobierno del Presidente Piñera contempla duplicar la subvención. El problema es que el plazo de 8 años lo encuentro completamente fuera de lugar, porque ese lapso significa hipotecar el futuro de una generación completa.



Preferiría que se hiciera un llamado a mejorar los aspectos tributarios para financiar el incremento de la subvención escolar en el más breve plazo. Eso es lo que yo quisiera.



Por su parte, se avanza en una lógica de aumentar de 50 mil a 90 mil pesos la subvención para los alumnos que socioeconómicamente califican como “vulnerables” y son definidos como “prioritarios”.



A mí, por lo menos, me parece mal esta categorización; aunque va en la lógica de responder a lo que hemos planteado en la Sala incansablemente: la subvención estándar que queremos alcanzar es de 80 mil a 90 mil pesos.



El Estado debe buscar la fórmula que le permita financiar, como un derecho universal, sin ponerle apellido ni mirar la situación socioeconómica, la educación de los niños chilenos que quieren hacerlo en una escuela pública. De esa manera podrán enfrentar el desafío de la formación de sus habilidades sociales -que son las primeras que, a mi juicio, es preciso desarrollar y con mayor energía- y, luego, cognitivas, a fin de que ellos puedan realizarse en plenitud.



Más recursos para los niños vulnerables. Está bien. Sin embargo, esperaría que el Gobierno se hiciese cargo de un llamado nacional, que trasciende trincheras políticas y que no es patrimonio de algunos líderes que hoy día intentan arrogarse el derecho de representar la inquietud de otorgar educación pública gratuita. Ese es un clamor que hacemos trasversalmente chilenos de todos los sectores.



El proyecto en debate busca generar más recursos para niños, en este caso, vulnerables, y flexibilizar las normas legales que han impedido un uso eficiente de los dineros asignados, lo cual ha producido situaciones irregulares, como ya se ha señalado.



Hay 800 mil alumnos esperando ese beneficio. Por lo tanto, votaré a favor del proyecto, porque va en la línea de dar respuesta a esos estudiantes.



Sin embargo -repito-, el 45 por ciento de los niños recibirá algún tipo de categorización según su condición socioeconómica. Y espero que haya sido un desliz semántico sostener que esto es lo deseable. No quiero que a los niños de mi país se les categorice conforme a ese parámetro. Los niños son niños, independientes de su situación socioeconómica, y tienen derecho, como lo tuvimos todos nosotros, a una educación pública financiada, gratuita y de calidad.



Por supuesto que también creo en la educación particular subvencionada. Y si un padre tiene un interés especial en ella, se lleva su subvención, pone el adicional y educa a su hijo en un colegio de esa naturaleza.



Por eso, cuando alguien por allí dice: “Queremos impulsar la libertad en materia educativa”, en realidad, no hay ninguna libertad.



Si se entrega la subvención escolar preferencial solo a los niños categorizados, asumimos que no estamos financiando el costo real de la educación y que mantenemos aún un margen mayoritario de quienes están recibiendo 50 mil pesos por ese mismo concepto. No obstante, sabemos que la enseñanza que deseamos dar cuesta -como se ha señalado aquí- 90 mil pesos. 



Ese es un desafío del que el Estado deberá hacerse cargo en el más breve plazo.



Por lo tanto, estoy disponible -cuenten con mi voto- para llevar a cabo una reforma tributaria que permita generar nuevos recursos con el objeto de financiar ese déficit, hacer justicia en el país y guardar coherencia respecto de un derecho que tanto proclamamos pero que, a veces, no cautelamos adecuadamente.



Voto a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el proyecto ingresó a la Cámara de Diputados el 7 de septiembre de 2010 y fue despachado al Senado el 2 de diciembre de ese mismo año.



Aquí llevamos más de 10 meses tramitando la iniciativa, que era considerada de alto interés para la educación más necesitada, y sobre todo, para la de los niños vulnerables.



Sin lugar a dudas, este debate se cruza con el principal tema contingente: la decisión sobre la educación. El estudio del Presupuesto de la Nación y las discusiones que tendremos más adelante estarán centrados en dicha materia.



Como señaló el Senador señor Cantero, el Presidente de la República se comprometió a duplicar la subvención escolar, y lo volvió a ratificar en el Mensaje del 21 de mayo de 2010.



Por lo tanto, eso es una promesa. Todos esperamos que se cumpla. Ya vienen en el proyecto de Ley de Presupuestos cantidades bastante importantes para educación. Y confiamos en que siga el compromiso en ese aspecto.



Ha habido atraso en aprobar esta iniciativa, que se iba a aplicar de manera gradual: en 2010, desde prekínder hasta 6° básico; en 2011, a 7° básico; en 2012, a 8° básico, para entrar en régimen de ahí en adelante. 



Los gastos establecidos, ya en régimen, ascienden a 41.566 millones de pesos anuales. Se trata de una cantidad muy significativa y necesaria. En efecto, el primer año hay un aumento de 14 por ciento en la subvención de los alumnos menos vulnerables y de 28 por ciento en la de los más vulnerables. Y así, sucesivamente, para ir favoreciendo a los educandos en los años 2011 y 2012, hasta llegar a 921.738 alumnos prioritarios, de los cuales 454.124 corresponden al 20 por ciento más vulnerable, y 467.614, al resto.



A mí no me cabe duda de que esos recursos son absolutamente indispensables para la educación pública.



Aquí se habla del “gran fracaso de la educación municipal”.



¿Y por qué no hacemos un análisis profundo y vemos cuántos recursos se les estaban entregando a los municipios?: ¡30 mil, 40 mil pesos por alumno!, en circunstancias de que los colegios particulares subvencionados gastan ¡120 mil, 140 mil pesos por cada uno!



Es decir, a las municipalidades les exigimos mucho y les entregamos poco. Por eso han tenido que recurrir a sus fondos ordinarios, a sus fondos propios, para cubrir los déficits en educación y en salud. Ambos servicios traspasados son deficitarios, y los municipios deben cubrir los dineros faltantes.



Ahora, lo más fácil es decir: “Hagamos borrón, quitémosles las responsabilidades pertinentes”, sin analizar en profundidad el motivo del fracaso.



¿El fracaso fue por mal manejo o por total insuficiencia de los recursos? Creo que fue por esto último: recursos absolutamente insuficientes.



Y los alcaldes, ¡amarrados de manos!



Hay profesores y directores de pésima calidad. ¡Pero no los pueden cambiar: el Estatuto Docente los protege! Por ende, los jefes comunales se hallan con las manos amarradas.



En cambio, en los colegios particulares subvencionados, si existe un profesor con esa característica, lo cambian  rápidamente y, en consecuencia, mejora la calidad de la enseñanza.



Espero que en el debate profundo que realicemos -recordemos que se nos viene el problema educacional- podamos zanjar todas esas situaciones.



Se habla también de los controles, señor Presidente.



No me cabe duda de que ahora debemos establecer controles. Ya modificamos la ley para permitirle al Ministerio de Educación intervenir en los establecimientos a los cuales se les entregan los recursos. Antes ni siquiera podía preguntar en qué se utilizaban. Hoy día sí tiene facultad para pedirles a los colegios particulares subvencionados y ,sobre todo, a los municipalizados cuenta detallada del financiamiento público que reciben.



Hemos ido progresando en tal aspecto. Y confío en que, a través de la ley en proyecto y de alguna otra que se presente, mejoremos ostensiblemente no solo la educación pública sino la educación general en nuestro país.



Por supuesto, voto que sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este es un proyecto que, producto del debate existente en el país, no podemos dejar de votar a favor, porque en todas partes la gente de los diversos sectores políticos está planteando que sin mayor financiamiento no será factible mejorar la educación y que sin mejoramiento de la educación no tendrá lugar el salto que todos anhelamos para las personas de más escasos ingresos.



Pero llama la atención lo expuesto aquí por el colega Gómez en el sentido de que “nadie se ha preocupado de la inversión de los recursos”.


No es así, señor Senador. Yo le he preguntado reiteradamente al Ministerio de Educación qué ocurrió con los 240 mil millones de pesos que generaron la acusación constitucional contra la Ministra Provoste. Eso nunca se ha sabido. 



Como si ello fuera poco, la Contraloría General de la República abrió una investigación, la que todavía no concluye; no hay informe definitivo. 



Por lo mismo, señor Presidente, quiero pedir que, en nombre del Senado, se le envíe un oficio al Contralor General de la República para solicitarle la elaboración del informe final al objeto de que se determine adónde fueron a dar dichos dineros.



Porque el hecho de que desaparezcan recursos, antes o ahora, es exactamente igual de grave.



¡Las platas que el Estado destina a la educación hay que cuidarlas!



En el caso en comento, durante años no hubo ni siquiera conciliación de saldos, no de parte de quienes percibían las platas, sino del Ministerio.



240 mil millones de pesos constituyen una cifra como para preocuparse, más aún si no los recibieron precisamente los alumnos de más escasos recursos.



Con relación al planteamiento del Senador Rossi en cuanto a que se va a abstener, a que no se pronunciará a favor de este proyecto por lo sucedido en la oportunidad de que se hizo mención, yo me pregunto cómo votó él en su momento la acusación constitucional. Sería bueno saberlo, para ver si realmente es consecuente respecto a la desaparición de recursos fiscales.



Finalmente, cabe manifestar que esta iniciativa, que dispone un mayor aporte para la educación, también contempla los medios para controlar su inversión.



Y eso es lo que deseamos: que cada vez que el Estado entregue más fondos a la educación este esfuerzo vaya acompañado de los mecanismos tendientes a establecer que tanto las autoridades como quienes actúan en la fiscalización de la calidad de la enseñanza puedan determinar, en tiempo y forma, si esos dineros se destinaron de verdad al cumplimiento de dicho objetivo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, este intercambio de opiniones ha derivado hacia un aspecto no previsto inicialmente en el debate, cual es, desde el punto de vista de algunos de nosotros, la profunda injusticia que se cometió al aprobarse la acusación constitucional contra la Ministra de Educación Yasna Provoste.



Los cargos que se le formularon nunca fueron confirmados, como se acaba de reconocer aquí. En consecuencia, se obró haciendo abuso de la mayoría circunstancial que en ese instante existía en el Congreso Nacional, lamentablemente para el destino de la Ministra Provoste, quien tiene el enorme mérito de haber sido un instrumento esencial, desde la perspectiva de la institucionalidad, en la aprobación del proyecto de ley respectivo inicialmente.



Porque deberíamos recordar que la subvención educacional preferencial no tuvo acuerdo al comienzo. No había en el Parlamento los votos suficientes. Y se argumentaba que podía ser una herramienta de discriminación dentro de los colegios y prestarse para abusos.



La verdad es que los abusos no vinieron del Gobierno central, sino de los municipios que hicieron mal uso de los recursos. Pero, desde el ángulo de la institucionalidad democrática, quedó demostrado que existen los resortes suficientes para garantizar que, independientemente de quien esté en el Gobierno, el contenido de las leyes que se aprueban en el Congreso Nacional se aplique.



Esos recursos, de acuerdo a la municipalización, fueron entregados a los municipios que firmaron como sostenedores los convenios para aplicar la subvención educacional preferencial y -fueron muchos los casos- los mal usaron.



La Asociación Chilena de Municipalidades opina que en numerosas situaciones existió mal uso; pero defiende también el hecho de que en otros casos no hubo tal, sino que los reglamentos pertinentes llegaron atrasados, no se dictaron en forma oportuna o eran contradictorios y dieron lugar a vacíos legales que llevaron a algunos alcaldes a cometer errores. Incluso, se registraron casos en que, por deudas previsionales, los tribunales incautaron los fondos en cuestión y los destinaron a otros fines.



O sea, existió una diversidad de situaciones. Pero uno no podría incluirlas todas al voleo en una acusación de corrupción formulada contra la globalidad de los alcaldes.



No fue así. Hay una larga lista de casos completamente distintos unos de otros. En consecuencia, corresponde discernir uno a uno.



Se me está acabando el tiempo, señor Presidente, así que me voy a apurar.



Aprobaré este proyecto de ley porque involucra 40 mil millones de pesos anuales a partir de 2012, según los datos del informe que tengo en mi poder.



Independientemente de lo que ocurra, yo entiendo que el Ministro de Educación presentará una iniciativa de ley modificatoria de la municipalización. Y el propio Gobierno ha denominado este proyecto “de desmunicipalización”.



Ello no habría sido factible sin la presencia multitudinaria del movimiento estudiantil.



Acá, creo que todos debemos reconocer que el país cambió en algún momento. No sé cuándo. Tal vez en la segunda quincena de abril o en la primera de mayo, o a mediados de junio. Lo ignoro. Pero en algún instante la masividad de la demanda de los estudiantes modificó el escenario nacional y lo que era imposible hasta marzo de este año hoy es posible.



Hay, en mi concepto, respaldo político suficiente para llevar adelante un proyecto de ley que desmunicipalice la educación.



Pienso que esos 40 mil millones, sin perjuicio de lo que ocurra más adelante, van a ser una cantidad significativa de recursos que irán a los jóvenes y niños que más necesitan en nuestra sociedad. Es decir, independiente del reacomodo institucional, el sentido de focalización en los más desposeídos no se va a perder.



Por consiguiente, creo que de todas maneras vale la pena aprobar este proyecto, que mejora una iniciativa enviada por la Presidenta Bachelet que en su momento fue objeto de desconfianza, no tuvo apoyo suficiente y por eso recibió respaldo para solo 20 por ciento, para un quintil.



Ahora las condiciones cambiaron.

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.

El señor ESCALONA.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Entonces, siendo otras las condiciones, se amplía a dos quintiles porque, aunque en cierto momento se dudaba o se desconfiaba de ello, se demostró que la subvención escolar preferencial es un instrumento útil, válido, necesario para la asignación de los recursos del Estado a quienes más los requieren. Y estoy seguro de que estos más de 40 mil millones seguirán a disposición de esos mismos niños y jóvenes, independiente de los cambios institucionales que se aprueben -espero- de aquí a fin de año.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor  García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer término, debo reiterar que, como bien lo dijo el colega Sabag, este proyecto de ley ingresó a la Cámara de Diputados en septiembre de 2010, desde donde se despachó al Senado en diciembre de ese año.



¡Qué lástima que el Congreso Nacional se esté demorando más de un año en despachar esta iniciativa!



Porque ya para 2010 se contemplaban recursos por sobre 3 mil millones de pesos con el propósito de beneficiar a alrededor de 780 mil alumnos. Esa plata, simplemente, no fue al sistema educacional.



Para este año, originalmente el proyecto contemplaba 38 mil millones de pesos, dinero que en su gran mayoría no llegó. Porque en el hecho ya estamos a fines de 2011, y probablemente, con suerte, este proyecto va a ser ley a partir del próximo 1º de noviembre.



Dicho eso, señor Presidente, debo manifestar que votaré a favor porque considero tremendamente necesario aumentar los recursos de la subvención escolar preferencial.



Quiero recordar además que, como bien lo señaló el Senador Escalona, se trata de una ley promulgada en 2008, bajo la Presidencia de la doctora Michelle Bachelet. Lo que aquí estamos haciendo, entonces, es incrementar la referida subvención y, por supuesto, mejorar el financiamiento de la educación básicamente donde se concentran los niños más vulnerables.



De otra parte, se han expresado aquí diversas opiniones a propósito del uso que se les habría dado a los recursos pertinentes.



Yo comparto lo que sostuvo el Senador Escalona, pues al menos a nosotros, a los parlamentarios de La Araucanía, la Asociación de Municipalidades de nuestra Región nos ha convocado reiteradamente para decirnos que estas, por ejemplo, pagaron deudas previsionales con los profesores sin tener que hacerlo; deudas por asignación de perfeccionamiento con el mismo sector que probablemente tampoco debían solventar.



Como aquí se ha dicho, las instrucciones al comienzo no eran claras. Entonces, suponer que ha habido por parte de los municipios robo, malversación de los dineros en comento me parece una exageración.



En todo caso, debe ser la Contraloría General de la República quien determine qué municipalidades o qué corporaciones educacionales municipales han hecho mal uso de los recursos y aplique todo el rigor de la ley cuando ello se compruebe.



También quiero recordar, señor Presidente, que a partir de agosto de este año, a raíz de la promulgación de la ley 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y su Fiscalización, creamos la Superintendencia de Educación, que deberá controlar que los sostenedores de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado se ajusten a las leyes, reglamentos e instrucciones dictados por ella.



Además, cabe recordar que el artículo 54 de dicho cuerpo legal dispone que los sostenedores de establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado deberán rendir cuenta pública del uso de todos los recursos, mediante procedimientos contables.



Por lo tanto, más entrega de recursos, pero al mismo tiempo mayor fiscalización.



Creo que la ecuación está bien hecha y que podemos decir que avanzamos por camino seguro, mejorando el financiamiento de la educación, particularmente en el caso de los niños más vulnerables.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, deseo sumarme a varias intervenciones habidas esta tarde aquí, en esta Sala, y agregar algunas cosas que me parecen elementales.



Asimismo, como fundadora de la Asociación Chilena de Municipalidades, quiero defender la actuación de los alcaldes y de los concejos. Y ello, en forma transversal. Porque esto no es político.



Es cierto lo que decía el colega García (también se refirió al punto el Senador Escalona recientemente): muchísimas veces los alcaldes, por falta de información, por equivocación, por error, tomaron recursos correspondientes a la subvención en comento para pagar deudas, hacer traspasos de ítems, en fin, al interior de los municipios.



Por eso, sobre la materia debemos ser sumamente claros.



Este proyecto de ley, que modifica la subvención escolar preferencial, no solo entrega nuevos recursos fiscales, por cifras bastante altas (estamos hablando de un beneficio que va a llegar a más de 800 mil alumnos pertenecientes a las familias del 40 por ciento más vulnerable de nuestro país): 52 mil millones de pesos al año. Además, de cierta forma, va a sanear financieramente una situación que se estuvo dando y que concluía en hechos que incluso podían constituir irregularidades en determinadas municipalidades, como lo dijo recién el Senador señor García; pero, más allá de alguna investigación en curso, lo importante es que en general hubo actuaciones de buena fe de parte de los alcaldes.



El proyecto en debate, como se ha dicho, ingresó en septiembre de 2010 y se aprobó en la Cámara de Diputados y en las Comisiones de Educación y de Hacienda del Senado.



Deseo destacar algunos puntos de su contenido.



En primer lugar, los aportes de la subvención escolar preferencial se aumentan, para todos los alumnos y en todos los niveles, en un 21 por ciento. De este modo, aquellos que recibirán los educandos serán prioritarios en el segmento de los más vulnerables, que superan los 800 mil. Se trata, en el fondo, de 800 mil familias a las que estamos llegando con el impacto del beneficio.



En seguida, existirá una mayor posibilidad de uso de recursos. Porque este fue uno de los principales problemas de implementación que presentó la ley.



Se apunta, primero, a flexibilizar las acciones que debe contener el plan de mejoramiento educativo y se pasa de las actuales cuatro áreas obligatorias a que cada establecimiento priorice las más relevantes de acuerdo con su verdadera realidad local. También se plantea ahí lo relativo a este último aspecto en cada una de las comunas.



Se podrá contratar docentes, en segundo término, y aumentar horas contratadas, para poner en práctica la nueva subvención escolar preferencial.



Y, por último, cabe mencionar el establecimiento de manera explícita de usos adicionales, como la preparación y capacitación de equipos directivos e incentivos de desempeño docente, entre otros, para evitar interpretaciones equívocas.



Por lo tanto, la iniciativa que nos ocupa implica puros beneficios por donde se mire, ya que la Agencia de Acreditación de Calidad, que venía en desarrollo desde el Gobierno anterior y se concretó en el del Presidente Piñera, habiendo sido promulgada ya la ley respectiva, va a marcar un antes y un después con respecto al aseguramiento de la calidad.



Tal como aquí se señaló, no sacamos nada con dar más recursos si no se registra transparencia en su ejecución. Ello se tiene que acompañar de un buen uso de los fondos del Estado. Y, por esa razón -lo expongo, señor Presidente, por su intermedio, al señor Ministro de Educación, quien se encuentra presente-, considerando la función de la Agencia y las normas de la nueva Superintendencia de Educación, que también va a marcar una impronta muy importante en materia de fiscalizar, pido que se nos apoye en relación con la iniciativa sobre transparencia.



Esta última, que ingresé en calidad de autora, con mis Honorables colegas Quintana, Cantero, Hernán Larraín y Espina como coautores, sigue la línea de transparentar el buen uso de los recursos estatales y dar el mismo tratamiento de las sociedades anónimas a todos los proyectos educativos que los reciben, tengan o no fines de lucro. Lo que se halla en debate es el aseguramiento de la calidad y el que la ejecución de cada peso tenga la transparencia necesaria.



Por lo tanto -y para concluir, señor Presidente-, creo que esta es una innovación de real importancia y que causará un efecto muy relevante, porque la subvención escolar preferencial va a impactar positivamente en nuestra educación pública, así como también en la gestión municipal. Definitivamente, será así.



Como es obvio, los Senadores y la Senadora de la bancada de Renovación Nacional votarán a favor, tal como lo expresó, además, mi Honorable colega García.



Y, para finalizar, quiero retomar la idea y concluir con ella: este es un proyecto que otorga nuevos recursos del Estado y, simultáneamente, más elementos de transparencia, algo que el Gobierno del Presidente Piñera ha impulsado con mucha fuerza a través de la nueva Superintendencia de Educación, en cuya implementación con la mayor celeridad el Gobierno se ha jugado muy fuertemente.



Si eso lo unimos a las herramientas de la Ley de Transparencia, que entró en vigor en abril del año 2009, obtendríamos proyectos realmente muy redondos, desde el punto de vista de mayores ingresos, con recursos del Estado, para la educación pública, y, a la vez, mayor transparencia y control en el buen uso de esos fondos.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, es posible que la aprobación o rechazo del proyecto esté cruzado inevitablemente por el ambiente que estamos viviendo en el país. Nadie puede permanecer indiferente si llevamos más de cuatro meses de una movilización muy intensa y que hoy día registra, según la última encuesta, más del 87 por ciento de respaldo de la ciudadanía, la cual ve que se está luchando por terminar con el lucro y algunos abusos de regulaciones que, por desgracia, han hecho que nuestra educación sea probablemente de las más segregativas del mundo.



Pero hoy día tenemos que pronunciarnos sobre una iniciativa bien concreta, nacida en la época de la Presidenta Bachelet, cuando solo se pudo aprobar lo relativo al 20 por ciento de los niños más vulnerables, como se recordó acá. Hoy día tenemos la posibilidad de cubrir el 40 por ciento.



Los que concordamos con ello, como es mi caso, estamos disponiendo un aumento del 20 o del 21 por ciento de la subvención. No sé bien cuál es la cifra exacta,...

El señor WALKER (don Ignacio).- Es el 21 por ciento.

La señora ALLENDE.- ...porque el propio informe de la Comisión de Hacienda hace referencia a un 20 por ciento. Pero partamos de la base de que es el 21, como dice mi Honorable colega Ignacio Walker.



El procedimiento se ha concebido de una cierta manera gradual: se alcanzará el 7° básico por primera vez y se continuará a razón de un nivel por año. Los beneficiarios son hoy más de 800 mil alumnos y el próximo año se llegará a 900 mil. ¡Qué duda cabe de que se requieren recursos adicionales para los niños más vulnerables!



¡Y qué duda cabe de que no nos gusta el actual sistema escolar! Soy partidaria, como lo han planteado los estudiantes, de reformar profundamente el régimen educacional, porque, entre otras cosas, segrega, como dije.



Mas hoy día vamos a pronunciarnos, en concreto, sobre una subvención escolar preferencial que apunta al 40 por ciento de los niños que he mencionado; que se incrementa en 21 por ciento; que va a permitir un progreso, evidentemente, de acuerdo con el plan de mejoramiento educativo -en este, además, tiene que ser partícipe toda la comunidad escolar-, y contratar personal psicopedagógico y docente que fortalezca efectivamente la calidad que todos estamos buscando.



¡Qué duda cabe, entonces, de que tenemos que luchar porque se aplique todo lo que contempla la ley, para que realmente llegue al niño más vulnerable!



En cuanto al 48 por ciento de los recursos que aquí se ha recordado que no han sido rendidos, lamentablemente, por los municipios, los cuales los recibieron vía sus corporaciones educacionales, por cierto que pueden mediar múltiples razones para ello, como también se ha señalado, algunas justificadas y otras absolutamente injustificadas, y será preciso aplicar todo el peso de la ley. Pero, por haberse incurrido en ello, no podemos postergar a niños vulnerables.



No estoy dispuesta a esto último, señor Presidente. Quiero una reforma profunda del sistema de educación. Pero creo que resulta indiscutible que esta iniciativa nació en 2008 y que tenemos ahora la posibilidad de ampliarla. Me alegro de que por lo menos se beneficie al 40 por ciento de los niños más vulnerables.



Porque claramente se requieren más recursos y un plan de mejoramiento educativo de calidad, con participación activa de toda la comunidad escolar. También claramente buscamos, entonces, que el Estado cumpla lo que estimamos que la educación tiene que ser: un bien público. No quiero considerarla, ni como un haber, ni como un instrumento de mercado, ni como un trampolín, como aquí se ha señalado, sino completamente como un bien público -repito-, respecto del cual el Estado no puede eludir su responsabilidad. Y esta última, en tal caso, se está concretando a través del aumento de los recursos que se destinan a esos niños.



Ya tendremos la ocasión de ver, en definitiva, cómo son los acuerdos finales a los que vamos a llegar -cabe esperar que lleguemos a una cierta concordancia-; cuáles son los verdaderos cambios que tendrán lugar en el sistema educacional. Pero hoy día estamos ante la posibilidad de aumentar la subvención en 21 por ciento, y, por eso, señor Presidente, mi voto es a favor y voy a apoyar el proyecto de ley.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis,

El señor ORPIS.- Señor Presidente, se plantea en forma reiterada, con mucha razón, que el mejor mecanismo para lograr la movilidad social es, precisamente, el sistema educacional. Y el concepto es válido en especial respecto a las personas más vulnerables. Esa fue justamente la motivación para crear la subvención preferencial: concentrar la mayor cantidad de recursos en dicho sector de la población.



Pero este solo hecho no necesariamente es condición para obtener los mejores resultados. Porque ello no basta: es indispensable que los recursos se expresen en logros académicos, lo que indica un determinado nivel de preparación. Y, por lo tanto, parto de la base de que el otorgamiento de la subvención debe hallarse absolutamente subordinado al progreso que registren en ese aspecto los alumnos de colegios vulnerables.



Creo, señor Presidente, que llegó la hora de la verdad para la ley, porque se cumplen cuatro años de la implementación de los convenios. La normativa no estableció un mecanismo de renovación, que es una de las partes esenciales, en cambio, del proyecto en estudio. Estimo que cuando ellos se renueven será tremendamente importante, no solo respecto del Ministerio, sino también del Congreso, poder analizar, con mucha precisión, cuáles fueron los resultados académicos de los establecimientos que los celebraron y obtuvieron una subvención preferencial.



La iniciativa en análisis contiene otro elemento adicional que me parece tremendamente positivo, consistente -ello también es unánime dentro del mundo educativo- en que el verdadero desarrollo y éxito en materia educacional, al margen de los cambios estructurales, se da a nivel de aula, se da en el establecimiento, se da en la relación profesor-alumno.



Por eso, son muy importantes los mecanismos de flexibilidad que se incorporan a fin de contratar docentes, asistentes de la educación y personal necesario para mejorar las capacidades técnico-pedagógicas del plantel y la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento.



Sin embargo, debo reconocer que me ha inquietado un aspecto del debate. Es indudable que la Contraloría General de la República es la que determinará si se utilizaron bien o mal los recursos. Lo que me alarma es que los destinados a la subvención preferencial hayan sido derivados a otros fines, porque se hipoteca precisamente el futuro de los alumnos de que se trata. Y más allá de las buenas o malas intenciones que se hayan abrigado para hacerlo, mi preocupación, que se refiere, finalmente, a la motivación inspiradora del beneficio, a lo esencial de la subvención, orientada a la población más vulnerable, radica en que los fondos no se hayan dirigido a esta, que es la que más necesita un mayor nivel educativo y medios.



Por lo tanto, me parece bien la incorporación de normas de transparencia en el proyecto de ley, las cuales establecen, en definitiva, que el dinero de la educación preferencial deberá ser objeto de una cuenta detallada y absolutamente distinta del resto de las subvenciones.



Sinceramente, señor Presidente, considero que no se puede alegar ignorancia o falta de información en no haber destinado los fondos a su objetivo, ya que todo el propósito del legislador en orden a potenciar a los más vulnerables termina perdiéndose al no llegar, en definitiva, a sus destinatarios y no se ven los resultados académicos en particular en la población que, por su condición, necesita precisamente más movilidad social.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay objeciones, el Honorable señor Tuma me reemplazará en la testera, pues deseo intervenir.



Acordado.

)--------------(



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Tuma, en calidad de Presidente accidental.

)---------------(

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, estos asuntos no son fáciles de resolver. Porque, evidentemente, si uno respondiera a la necesidad inmediata, debiese aprobar el proyecto, y, a lo mejor, con entusiasmo; mas lo único que hace este tipo de iniciativas es seguir profundizando un modelo que, a mi juicio, se halla condenado al fracaso, a la imposibilidad de que Chile avance seriamente en mejorar la calidad de su educación, de constituirla un derecho. Algo que cuesta tanto en nuestro país, pero que representa un valor universal -lo de que es un derecho y, por lo tanto, conlleva gratuidad-, aquí es una particularidad, una extrañeza, una verdadera anomalía.



Me parece que deberíamos establecer un criterio que se sustentara en la garantía de la educación gratuita y de calidad para todos. Y sobre esa base, evidentemente, podrían existir otros de focalización adicionales. La educación no cuesta menos de 100 mil pesos mensuales por alumno. De otro modo, no es posible lograr la calidad. Y en comunas pobres, como Cerro Navia, La Pintana o Renca, todos los niños debieran ser objeto de políticas de discriminación positiva.



Lo que estamos haciendo acá, obviamente, es mantener una política excluyente y la educación, al final, como un negocio. En consecuencia, deberíamos discutir seriamente cómo el país puede financiar una reforma educacional verdadera, cómo se plantea hacer de la educación un instrumento de transformación y cambio, no solo desde el punto de vista de la economía, sino también de formar mejores ciudadanos, de definir cuáles son los que queremos para el siglo XXI.



Hemos entrado a una centuria que va a significar cambios profundos, en la cual los elementos de ciencia, de biotecnología, de biología, de síntesis, van a marcar las economías, y nuestra sociedad es absolutamente analfabeta respecto de lo que lo anterior depara. Con la educación actual, no tenemos ninguna posibilidad de generar destreza, de ser parte del mundo que viene ni de que en este se inserten nuestros jóvenes.



Por ello, nuestro país requiere con urgencia la destinación de los 4 mil millones de dólares por año adicionales que cuesta la reforma educacional. Lamentablemente, el Presupuesto -sé que no va más- proporcionará 700 millones de dólares anuales, lo que constituye una fracción por completo insuficiente, un verdadero portazo a toda la demanda de la sociedad chilena. Y la única manera de lograr el financiamiento necesario es una reforma tributaria y que las grandes riquezas paguen impuestos.



Pero si el objetivo del Gobierno es proteger a estas últimas para que no paguen aquellos que debieran... De hecho, nuestra carga tributaria es mucho más baja que la de Brasil, la cual se cuestionaba antes por situarse en un 33 por ciento, o la de Argentina, que está llegando al 30 por ciento. Con una de 20 puntos, jamás podremos enfrentar el desafío de las políticas sociales, y menos cuando se trata de un fondo de 4 mil millones de dólares, pero para seis o siete años, y que carece, además, de financiamiento permanente e incluso puede poner en riesgo algo que ha sido muy valorado en Chile: la responsabilidad fiscal.



Entonces, por mi parte, al menos, creo que tenemos que ir a la esencia del problema y no seguir poniendo parches. Y esto último es lo que estamos haciendo hoy día. ¡Es el parche de un modelo neoliberal! ¡Es el parche de un modelo que ha transformado la educación en un negocio y que sigue apostando al lucro, cuando la mayor parte de la sociedad demanda que se terminen uno y otro en ese ámbito! ¡Cuando sabemos que, en los colegios privados subvencionados, los recursos adicionales corren el riesgo de ser capturados por los prestadores y que se los metan en el bolsillo, sin invertirlos en los niños y jóvenes de nuestro país!



Por tal motivo, prefiero abstenerme.



Fui uno de los cinco Senadores que votaron en contra -porque la cuestión viene de antes y se lo reconozco al señor Ministro- del acuerdo suscrito por el Gobierno anterior con la Unión Demócrata Independiente, en particular, el de las manos levantadas, que de cierta manera significó darle la espalda a las demandas del movimiento de “los pingüinos”.



También voté en contra del acuerdo que se hizo a principios de este año, cuando el entonces Ministro Lavín nos planteó la idea de ¡una profunda revolución de la educación...!



Tampoco voy a apoyar la iniciativa que nos ocupa porque me parece que sería traicionarnos a nosotros mismos, pues implica seguir evitando la discusión de fondo que el país tiene que hacer y continuar poniendo parches.



Cuando uno mira la realidad de los países vecinos y de naciones exitosas como Finlandia, Nueva Zelandia, Alemania, Francia, que cuentan con sistemas de educación de calidad, queda perplejo al notar que estos son gratuitos y de derecho. Estudiar en esos países (educación superior, escolar o prebásica) es gratis. Y en estos sí que existen recursos para pagar. Podrían hacerlo, pero no lo hacen. Ello, porque el concepto de educación que sustentan se orienta en una dirección diametralmente opuesta a la de Chile, donde aquella se ha transformado en un bien de consumo, en un elemento de mercado.



Los conceptos de gratuidad son universales; se aplican en todas partes del mundo. Es cada familia la que decide si los usa o no. Pero constituyen derechos esenciales. 



Hacia allá debiera propender nuevamente nuestro país: a edificar una sociedad que se sustente en el objetivo fundamental de garantizar derechos, los que deben ser de calidad para que la educación sea de verdad un instrumento de igualación, de oportunidades, de inclusión, y no el que se presenta hoy día.



En Chile la educación está hecha para perpetuar y profundizar la desigualdad, la exclusión, la discriminación, la reproducción de las elites. Tenemos que cambiar esa realidad, lo que no se logrará siguiendo el camino de apostar por un modelo que se encuentra en crisis.



Por lo tanto, mi voto no está disponible para ahondar la situación con este tipo de iniciativas.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quien me antecedió en el uso de la palabra quizás me ahorra algunos comentarios porque yo pienso exactamente lo contrario.



Y mi actitud para enfrentar los problemas también es distinta.



Su Señoría se acaba de vanagloriar de haber votado con la misma fuerza en contra de lo que planteó la Presidenta Bachelet en su momento y de lo que propone el Presidente Piñera ahora. A mi juicio, esa no es la forma de afrontar los problemas. Eso es darles la espalda. 



La iniciativa sugiere una política que apunta a la esencia de cómo mejorar de verdad la calidad de la educación.



A veces se pierde el norte y se olvida lo que importa. Para que el ascensor social funcione en Chile, lo fundamental es la calidad de la enseñanza. Ello, más allá de quién la imparta, guarda relación con optimizar los contenidos, con dar oportunidades, con acortar las brechas de quienes tienen condiciones distintas, ya sea por el lugar donde nacieron o por los recursos económicos de sus familias. 



Y el proyecto en análisis va a la vena de esa desigualdad social profunda, la que se plantea con mayor dureza en el ámbito de la educación.



Me cuesta entender que alguien -después de todo lo que hemos visto y vivido- niegue un voto favorable a una iniciativa que busca precisamente otorgarle al más desposeído una ayuda especial en materia de subvención. ¡Ojo! Quizás se deba a que esta materia no tiene que ver con los que hacen ruido. Porque el proyecto no atañe a los universitarios, quienes generan un espacio comunicacional distinto. 



La iniciativa afecta a los que guardan silencio, a los que están en la educación preescolar o parvularia, la gran olvidada de las últimas décadas en Chile: solamente el 30 por ciento de los menores entre 2 y 6 años accede a ese nivel de formación, lo que claramente representa una gran desigualdad en la carrera por la vida. 



Además, se beneficia a la educación básica y media, donde también hay desigualdades profundas que tenemos que enfrentar.



Y la forma de solucionar esto es realizar un esfuerzo país tendiente a brindar una ayuda especial precisamente donde se produce esa desigualdad.



Ello constituye la médula de lo que debemos resolver: ¿cómo permitimos un mayor acceso a la educación? Obviamente, con una subvención de esta naturaleza. Además, con un incentivo especial para los que se hagan cargo de alumnos vulnerables, quizás se posibilite un acceso distinto.



El proyecto también tiene que ver con el financiamiento.



¿Cuántas veces se ha planteado en esta misma Sala la imposibilidad de brindar buena educación con los recursos hoy disponibles? ¿Cómo avanzar hacia un monto mayor de subvención que, según los investigadores, debiera estar entre 80 y 100 mil pesos?



Asimismo, la iniciativa se vincula con la calidad. Porque su texto también contempla los escenarios que a uno le garantizan que los recursos serán bien utilizados y que habrá capacidad para fiscalizarlos, que es lo que importa al final.



En resumen, señor Presidente, pese a que en materia educacional hemos tenido mucho espacio para el disenso y que los debates están a la vuelta del camino -probablemente nos dividirán en temas muy sustanciales-, creo que este es el tipo de asuntos que nos deberían unir. 



Para ser franco, yo esperaba una aprobación unánime. Me cuesta mucho entender que no será así. Incluso me es difícil comprender que el estar en contra de todo es lo que al final parece generar algún dividendo. 



Los temas educacionales se abordan enfrentando los problemas, no dándoles la espalda.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones acogidas en forma unánime por las Comisiones de Educación y de Hacienda (28 votos a favor y 6 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron la señora Rincón y los señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro y Rossi. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde tratar las modificaciones aprobadas por mayoría.



Como se observa en el informe de la Comisión de Educación, las indicaciones 9), 10) y 11) se aprobaron por tres votos a favor (Honorables señores Quintana, Walker (don Ignacio) y Chadwick) y uno en contra (Senador señor Navarro). Ellas se refieren al artículo 8° bis que se agrega al proyecto mediante el numeral 3, nuevo. 



Esa es la primera enmienda.



La segunda busca suprimir el actual número 3. 
Y la tercera, el numeral 4.



En todas estas modificaciones se pronunció en contra el Senador señor Navarro.

El señor COLOMA.- ¿Por qué no hacemos una sola votación, señor Presidente?

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí. Hagamos una sola.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Va a argumentar, Su Señoría? 

El señor QUINTANA.- ¡Sí, pues! Es un tema fundamental.



Estamos hablando del artículo 8° bis, nuevo, ¿verdad?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señor Senador.



Luego de ello, como ya señalé, se tratará la modificación que propone suprimir el número 3 del proyecto. Y después, se abordará una tercera, para eliminar el numeral 4. 



Todas las enmiendas fueron acordadas por mayoría en la Comisión de Educación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Solo deseo pedir que se efectúe una sola votación respecto de las tres modificaciones, para seguir avanzando en la tabla.

El señor TUMA.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, podemos realizar un solo pronunciamiento para las tres enmiendas, lo que, a mi juicio, es razonable.

El señor GÓMEZ.- Siempre que se dé tiempo para argumentar, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Por supuesto.

El señor WALKER (don Ignacio).- Abra la votación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se entiende que vamos a votar las tres modificaciones mencionadas en un solo acto, concediendo el tiempo correspondiente para fundar el voto.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Votar que sí es hacerlo por el voto de mayoría en la Comisión?

El señor GIRARDI (Presidente).- Así es. Se vota a favor o en contra de la proposición del órgano técnico.



En votación las tres enmiendas acordadas por mayoría en la Comisión de Educación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, considero importante establecer algunas precisiones sobre el artículo 8º bis, nuevo. 



Su incorporación fue pedida por la Asociación Chilena de Municipalidades y también, por la Contraloría General de la República. 



Tal norma busca, básicamente, establecer mayores niveles de transparencia.



En general, lo que tenemos hoy afortunadamente no cambia. Este fue un punto relevante que sostuvimos los miembros de la Oposición en la Comisión, en especial en la discusión durante los primeros meses. Lo reitero, pues varios Senadores decían: “¿Por qué el trámite de la iniciativa ha tomado diez meses?”. Bueno, porque al principio era muy rígida la postura del Gobierno en torno al escalonamiento y a separar la subvención especial preferencial entre los dos primeros quintiles, en circunstancias de que al interior de una sala de clases o de un establecimiento nada de eso debería notarse.



En definitiva, la SEP no es otra cosa que un factor de asignación de recursos. Pero uno eficiente, porque, como se ha dicho, explica en gran medida los incrementos logrados por Chile en las pruebas SIMCE y PISA, lo cual ha sido reconocido a nivel internacional en los últimos años.



Frente a ello, se mantienen las cuatro áreas establecidas para el Plan de Mejoramiento Educativo: gestión de recursos, gestión de currículo, liderazgo escolar y convivencia.



¿Cuál es la diferencia entre lo propuesto en el proyecto y la SEP actual? Que con el artículo 8º bis, nuevo, se busca que la contratación de personal, en lo cual se va el 50 por ciento de los recursos y hacia donde apuntan las críticas de algunos colegas (Senadores Gómez, Rossi, Navarro, entre otros), sea separada de las cuatro áreas de gestión. 



Lo anterior, obviamente, pone el foco de una manera distinta, por lo que resultará mucho más fácil examinar el rendimiento de la SEP. 



Además -y este es un tema no menor; por eso insisto en él-, hubo un planteamiento muy transversal de parte de todos los actores involucrados (Colegio de Profesores, Asociación Chilena de Municipalidades, Contraloría), en el sentido de que hoy día los profesionales que están reforzando cualquiera de las cuatro áreas (gestión de recursos, gestión de currículo, liderazgo escolar y convivencia) son contratados a honorarios, en circunstancias de que los profesores bien podrían ser contratados bajo el Estatuto Docente o el Código del Trabajo, según la modalidad que corresponda.



Entonces, tal flexibilidad será garantía de mayor control de los recursos.



Por esa razón, señor Presidente, junto con el Senador Ignacio Walker, aprobamos en la Comisión las indicaciones que originaron el artículo 8º bis, nuevo, al igual que el Honorable señor Cantero.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ¡yo quisiera...

El señor QUINTANA.- ¡Creerme...!

El señor GÓMEZ.- ... creerle al Senador Quintana lo que ha mencionado...!



Hablando en serio, deseo insistir en que nuestro sistema educacional -he escuchado muchas veces precisiones respecto de su calidad- está considerado entre los más malos de los que hay en los países a los cuales pretendemos parecernos: los de la OCDE.



Si se revisan los estudios sobre la calidad de la educación chilena, se apreciará que los colegios municipales están en la línea más baja, con un poco más de 400 puntos, y los particulares subvencionados, con y sin fines de lucro, en torno a los 440 puntos.



¿Quiénes imparten buena educación en Chile? Los colegios particulares pagados. Estos se hallan sobre la línea media de la OCDE: más de 500 puntos.



Entonces, cuando llevamos a cabo, en este Gobierno o en los anteriores -no me refiero solo al actual-, políticas de focalización en la entrega de recursos para niños más pobres, no estamos cumpliendo un objetivo real -vuelvo a insistir en ello-: permitir que la educación pública sea de calidad y que exista un referente relevante, como el Estado, que garantice calidad suficiente para tirar hacia arriba al resto de los establecimientos educacionales.



¡Eso en Chile, señor Presidente, no pasa!



Bajo ese concepto, quiero expresar que nuestra educación es de una calidad bastante baja.



En la prueba PISA se establecen 6 niveles. Y la educación chilena está en el nivel 2; es decir, uno antes del más malo.



Entonces, ¿de qué estamos hablando? De que entregamos recursos focalizados, pero la educación no mejora. 



¡Esa es la realidad! ¡Eso dicen los estudios!



En definitiva, se necesitan criterios de mejoramiento de la educación. Y ahí se debe partir por algo esencial. En este punto quiero contestarle a mi amigo el Senador Juan Antonio Coloma: no es que uno esté en contra por estarlo. Hay que modificar el sistema de educación -lo he manifestado siempre- por completo, desde su nivel preescolar hasta el terciario.



¿Por qué? Porque el ámbito preescolar es el más importante desde el punto de vista del desarrollo del niño, según dicen todos los expertos. Sin embargo, si se analiza la cobertura actual de dicho sistema, se aprecia que es mínima con relación a la cantidad de niños en Chile.

El señor COLOMA.- Alrededor de 30 por ciento.

El señor GÓMEZ.- De 1,5 millones de menores, solo se halla cubierto el cuarenta y tantos por ciento, y además, en tres sistemas -JUNJI, INTEGRA, VTF (jardines municipales vía transferencia de fondos)-, cada uno con distintas subvenciones.



Es decir, no existe un trabajo serio, focalizado, a efectos de establecer una educación integral que produzca los cambios que esperamos.



Por consiguiente, entregar recursos a un “pozo negro” no me parece una fórmula adecuada. Lo correcto sería fijar criterios globales.



Por eso, siempre sostenemos la necesidad de contar con un sistema nacional de educación. Eso no significa volver al Ministerio de Educación, sino definir claramente cuál será ese sistema.



En materia preescolar estamos lejos de lograr calidad. 



Por ejemplo, en el nivel de los niños de 0 a 2 años, la situación resulta más grave aún por la falta de posibilidades para ofrecer lugares donde ellos desarrollen su capacidad de aprendizaje, aspecto que constituye la parte más importante de la educación.

El señor COLOMA.- ¿Y el posnatal?

El señor GÓMEZ.- El posnatal dura seis meses.

El señor COLOMA.- ¡Pero ayuda!

El señor GÓMEZ.- Yo estoy hablando de niños de 0 a 2 años.



Señor Presidente, le pido más tiempo para argumentar. Di el acuerdo para abrir la votación en el entendido de que se nos permitiría exponer.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- En atención a las diversas cifras que hemos ido estudiando, es necesario efectuar en Chile una inversión extremadamente alta. Nosotros la calculamos en más de 10 mil millones de dólares al año, adicionales a lo que hoy día tiene el Ministerio de Educación. ¿Por qué? Porque nosotros queremos que de ese millón y medio de niños el 80 por ciento de ellos curse educación preescolar, con un aporte del Estado no de 35 mil pesos, sino uno similar al de los países desarrollados -como corresponde-, el cual supera los 160 mil pesos. Pero, como lo calculamos en 145 mil pesos, se necesitan 5 mil 382 millones de dólares al año.



¿Y cuánto invierte hoy día el Estado chileno en materia educacional? Menos de 1.200 millones de dólares. ¡Esa es la realidad de nuestra cobertura e inversión en la educación preescolar, la más importante!



En materia de educación escolar...

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.



Tiene un minuto adicional.

El señor GÓMEZ.- Como decía, en materia escolar, hay diferencias tremendas. Porque no hay un sistema nacional que asegure calidad, seguridad y gratuidad.



Para ello se requiere inversión de verdad. Por eso señalaba anteriormente que, de acuerdo a los expertos, un aporte estatal por niño de 100 mil pesos para todo el régimen escolar permite una educación dirigida hacia la calidad, lo que implica 8 mil millones de dólares.



¡Ojo! Hoy día se invierten 6 mil 200 millones. Por lo tanto, solo restaría agregar 1.800 millones de dólares.



En la educación superior, también es menester hacer cambios, y que sean profundos, no cosméticos. Por eso, nosotros calculamos que se requieren más o menos 3 mil 765 millones de dólares.



Pero en nuestro análisis no proponemos que ello se realice de la noche a la mañana. Probablemente se precise determinado lapso, para lo cual establecemos distintos criterios de desarrollo, hasta llegar a los 15 años.



¿Por qué? Porque de esa manera lograremos la cobertura de la mayoría de los preescolares de 0 a 2 años.



En fin, la intencionalidad de nuestra intervención es llamar la atención respecto de que el problema educacional no se puede resolver en forma parcial, sino que se debe perseguir un fin, una mirada de futuro y recibir una inversión suficientemente fuerte.



El Gobierno propone destinar 700 millones de dólares al presupuesto de educación, lo que significa absolutamente nada en función de lo que requiere el país.



Si realmente quisiéramos hacer el cambio educacional que se necesita a partir del 2012, ello implicaría invertir el próximo año en esta materia no menos de 4 mil 200 millones de dólares para lograr las reformas que el país pide. Lo demás sería totalmente inconducente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Concluyó su tiempo. Le vamos a dar una cuarta extensión. Pero por última vez.

El señor GÓMEZ.- Por eso me oponía a votar en un solo acto. La próxima vez no daré la unanimidad.



Podríamos haber debatido cada uno de los artículos. En estas materias es más importante intervenir. Como se están discutiendo ahora no es lo adecuado sobre todo cuando el país debe imponerse de las diferencias existentes en este ámbito.

El señor GIRARDI (Presidente).- Por eso le he dado más tiempo.

El señor GÓMEZ.- Este tema es muy de fondo como para estar cortando cada dos minutos la intervención. Lo relevante sería realizar una discusión profunda. Y no la hemos tenido. Aquí se aprueban las iniciativas sin que la ciudadanía sepa cuáles son nuestras diferencias.



Nosotros tenemos una discrepancia de fondo, y queremos plantear con toda claridad que tanto este Gobierno como el anterior, y todos los otros, debieran haber invertido los recursos necesarios con la finalidad de cumplir el objetivo de una educación pública gratuita de calidad. Y eso no se ha hecho. ¡Ni ahora ni antes!



Lo que se efectúa hoy constituye un engaño. Se establecen 700 millones de dólares en el presupuesto. Se ponen 4 mil millones como si fueran la solución del problema. Resulta que estos son para 4 o 6 años. Y ello no es suficiente para efectuar los cambios educacionales que el país requiere, que los estudiantes piden y que más del 80 por ciento de los chilenos exige.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, cuando se mencionaba que la primera intención de este proyecto era incrementar normas y la segunda flexibilizarlas, simplemente se aludía al sentido de lo propuesto: flexibilizar las disposiciones que permitan efectivamente regularizar situaciones que no quedaron del todo claras y que generaron inconvenientes en el uso de los recursos por los alcaldes.



Entiendo que ello no solo es una clarificación para el futuro, sino que también viene a dar una clara señal respecto de los alcaldes o los encargados del área educacional que gastaron los fondos sin disponer de tal clarificación.



El sentido de esta norma es precisamente dar claridad acerca de lo que se puede hacer; declarar que hay flexibilización y precisar algunos ámbitos poco despejados.



Señor Presidente, me parece positivo regularizar la situación, toda vez que, como se ha señalado, la Contraloría presentó algunas objeciones que, de no ser dilucidadas, van a generar problemas hacia adelante. No se aclaran del todo retroactivamente. Pero, por lo menos, se da una señal orientadora.



Además, quiero valorar el trabajo del señor Ministro en la línea de ir despejando los “ruidos” y abriendo espacios para avanzar en la solución de los problemas que hoy día nos tienen tan complicados en el ámbito educacional.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 20 votos a favor y 4 abstenciones, se aprueban las enmiendas acogidas por mayoría en la Comisión de Educación y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).



Se abstuvieron los señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto y Rossi.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Educación.

El señor BULNES (Ministro de Educación).- Señor Presidente, no voy a extenderme en los beneficios del proyecto, porque ello ha sido tratado latamente por los señores Senadores.



Solamente deseo destacar como eje fundamental que esta normativa beneficiará a más de 800 mil alumnos que caen en la categoría de prioritarios, que corresponden a los más vulnerables. Por lo tanto, la aprobación de este proyecto representa una gran noticia.



Junto con lo anterior, quiero resaltar el trabajo de consenso que se dio en la Comisión de Educación del Senado, donde, no obstante las diferencias que se plantearon por el Presidente de la Comisión, Honorable señor Quintana, y los Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Ignacio Walker y Hernán Larraín -quien en su momento también la integraba-, se llegó a concordar un texto que, finalmente, después de varios meses de debate, nos permite sacar adelante el proyecto, faltando solo el trámite de la Cámara de Diputados.



Ello representa una gran noticia para el país y, en especial, para los estudiantes que se verán beneficiados con esta subvención en todos los niveles.



Además, quiero agradecer a los Senadores que hoy dieron su apoyo mayoritario a esta iniciativa.



Por último, respecto de lo planteado por el Honorable señor Gómez, debo expresar que me voy a preocupar de revisar los oficios pendientes de respuesta. Porque, si hay requerimientos de información que no se han contestado, procede ponerse al día.



Es cuanto quería expresar, señor Presidente.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Señores Senadores, debo anunciar que en Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana figurarán el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo sobre el ejercicio de actividades remuneradas por parte de los familiares dependientes de miembros de las misiones diplomáticas, representaciones consulares y misiones permanentes”, y la iniciativa que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo.

El señor ESCALONA.- ¿Por qué?

El señor GIRARDI (Presidente).- Porque así fue solicitado por algunos Senadores.



La segunda iniciativa a la que me referí debe ser discutida en general.


Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, yo no fumo, soy antitabaquista. Pero no soy partidario de criminalizar a la gente que fuma. Así que no estoy de acuerdo en que se le dé este tratamiento al proyecto sobre el tabaco, el cual requiere debate.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Conforme al Reglamento, el Presidente tiene la atribución para proponerlo, sin perjuicio de que un Comité pueda observar esa proposición.

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay problema, señor Senador. 



Pensé que se trataba de una solicitud ampliamente compartida. Además, es una campaña universal de este Gobierno y un tema planetario. No hay norma nueva que se esté aprobando o alguna que no haya sido promovida por la Organización Mundial de la Salud.



Pero no veo inconveniente en que se discuta como señala Su Señoría.



La otra solicitud corresponde al Honorable señor Frei y a otros señores Senadores, quienes pidieron colocar en Fácil Despacho la ratificación del Convenio con el Consejo Federal Suizo.



Entonces, quedará solo en esa parte de la tabla de mañana el proyecto de acuerdo a que me referí.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero ser superclaro en respaldar y asumir lo dicho por el Senador Escalona.



No se trata de que uno esté de acuerdo o no con el contenido del proyecto. Yo tampoco fumo; pero en Fácil Despacho se tratan aquellas iniciativas que casi no requieren debate. Por eso las intervenciones están limitadas a un tiempo dividido en partes iguales entre un Senador que apoye un proyecto y otro que lo impugne.



Y si hay una materia que requiere debate es precisamente este tipo de acuerdos. Por ello debe tenerse mucho cuidado con su incorporación en Fácil Despacho.



Coincido con lo planteado por el Senador señor Escalona, lo que no significa tener pleitesía ni criminalizar actitudes, sino simplemente estudiar a fondo las normativas que deben aplicarse a millones de chilenos.



Entonces, veamos esto con sentido positivo y no negativo.



Adhiero, pues, a la posición de Su Señoría.

El señor GIRARDI (Presidente).- Así lo entiende la Mesa, señor Senador.

AUMENTO DE PENAS EN DELITO DE ROBO DE CAJEROS AUTOMÁTICOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7689-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 46ª, en 30 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es sancionar el robo con fuerza de cajeros automáticos o dispensadores automáticos de dineros, o del dinero y valores contenidos en ellos, con la pena de presidio menor en su grado máximo de 3 años y un día a 5 años.



La Comisión discutió esta iniciativa en general y dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, en la misma forma en que lo despachó la Cámara de Diputados. Su texto se transcribe en la parte pertinente del informe.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, como señaló el señor Secretario, esta iniciativa, iniciada en mensaje, fue analizada por la Comisión, la cual la despachó por unanimidad; se aprobó por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, y tiene por objeto aumentar las penas por el robo de cajeros automáticos.



¿Qué señala el mensaje? Fundamenta la iniciativa en el hecho de que el funcionamiento de los cajeros automáticos reviste una particularidad que lo transforma en una actividad de especial importancia para la población, constituyendo un beneficio social que asegura a los usuarios la satisfacción de sus necesidades mediante la entrega de un sistema de pago aceptado por todo el comercio.



En ese contexto -continúa el mensaje-, la existencia de cajeros automáticos responde a una necesidad de acceso de los particulares a los recursos financieros de manera expedita y segura, por lo que los delitos contra los dispensadores implican la interrupción de un servicio relevante para la comunidad.



Agrega que estas herramientas de entrega de dinero permiten el acceso a servicios financieros en sectores que, por su ubicación geográfica, condición socioeconómica o su escasa población, no son atractivos para el funcionamiento de sucursales bancarias. Así, tales cajeros constituyen un elemento de acceso igualitario a los recursos financieros, permitiendo a las personas transitar sin portar grandes cantidades de dinero y disminuyendo la posibilidad de robos.



El mensaje da cuenta también de una estadística extraordinariamente alta en este tipo de delitos.



Señala que a marzo de este año se han verificado más de 126 robos a cajeros automáticos, de los cuales 80 se han producido por medio de la técnica del “vehículo vaquero” (la ciudadanía conoce este mecanismo como “alunizaje”, porque se utilizan autos o camionetas para lacear y arrancar los cajeros), representando el 63,4 por ciento del total de los robos.



La estadística indica, pues, que durante este año las cifras vinculadas a robo mediante la técnica del vehículo vaquero o alunizaje aumentaron en 63,5 por ciento. De manera que nos encontramos frente a una actividad delictual creciente, por lo cual hay que establecer una penalidad distinta a la existente en la actualidad,



Al respecto, quiero recordar a los señores Senadores que los distintos tribunales del país sancionan este tipo de ilícitos aplicando las penas para los delitos de hurto y robo, por lo que en 85 por ciento los autores de estos actos quedan en libertad en la misma audiencia de control de detención, echando por tierra muchas veces la exitosa acción policial en la captura de los delincuentes que los llevan a cabo.



Tal situación ha llevado al Ejecutivo a determinar un aumento significativo de las penas. Y la agravante que propone en el mensaje la establece en función del objeto material, los cajeros automáticos y dinero contenido en ellos, y no de la interrupción e interferencia en su funcionamiento en razón de los siguientes argumentos.



Normalmente, el robo con fuerza de cajeros automáticos genera como efecto el que dejen de funcionar. Por lo tanto, el servicio socioeconómico que se entrega a la comunidad queda absolutamente imposibilitado.



En seguida, se presentan problemas para determinar las causas del no funcionamiento del cajero.



Y en tercer lugar puede resultar complejo asimilar la función social de los servicios de suministro público a la utilidad de los cajeros.



Así, se incorpora un nuevo inciso al artículo 443 del Código Penal, sancionando específicamente el robo de cajeros automáticos con la misma pena que el robo de cosas que produzcan la interrupción de un servicio público o domiciliario, es decir, 3 años y un día a 5 años.



Vuelvo a insistir: se equipara la pena -no lo dispone así la legislación hasta ahora- para el robo de un dispensador a la que rige para el robo con fuerza de cosas que produzca interrupción de un servicio público o domiciliario.



Esas son las razones que tuvo la Comisión de Gobierno para aprobar en general el proyecto, porque siempre resulta necesario en este tipo de iniciativas abrir un espacio de tiempo para la discusión en particular, por si algún Senador quiere perfeccionar el tipo penal, con el objeto de mantener coherencia en la sanción de estos ilícitos.



Por ende, como miembros de la Comisión de Gobierno, proponemos y recomendamos a la Sala acoger la idea de legislar.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, sin entrar al fondo ni pronunciarme sobre las bondades o defectos que pudiera contener la iniciativa, quiero señalar lo siguiente.



Me llama profundamente la atención que el proyecto no haya sido visto por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, ya que trata sobre una materia específica de su ámbito (aumento de penas y establecimiento de una nueva figura criminal) y dice relación con una disposición del Código Penal. 



Por eso, pido que la iniciativa sea enviada igualmente a dicho órgano de trabajo.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, a mí también me llama mucho la atención el proyecto, pues no entiendo por qué se han de establecer sanciones especiales para delitos ya contemplados hoy en nuestra normativa. Da la impresión de que hay una obsesión por tipificar de manera distinta determinados ilícitos en cuanto a su penalidad. 



Aquí pareciera que lo único que se busca es proteger a los bancos, que son los que prestan el servicio de cajeros automáticos. Pero no veo cómo se pueda llegar a la conclusión de que un aumento en las penas vaya a terminar con los robos de los dispensadores de dinero.



Recuerdo que años atrás se empezó a generar una cadena de robos a las sucursales bancarias. En esa oportunidad, se exigió que las propias entidades afectadas dispusieran normas de prevención y de seguridad mínimas para evitarlos. ¿Por qué? Porque con el nivel de competencia y de ofertas que había para conquistar a nuevos clientes lisa y llanamente ellas habían dejado de aplicar medidas de esa índole; también, por supuesto, porque su establecimiento significaba mayores costos de operación. Sin embargo, a nadie se le ocurrió incrementar las penas por el robo de dinero a un banco.



Y aquí, señor Presidente, no creo que porque endurezcamos las penas vayan a disminuir los robos de cajeros automáticos. Pienso que una política de prevención en esta materia tiene que correr por cuenta de las propias instituciones que entregan el servicio mediante el establecimiento de mecanismos o medidas de seguridad que impidan la ocurrencia de los ilícitos.



De hecho, en las estaciones de servicio -los lugares preferidos para el robo de dispensadores, por las facilidades que ofrecen para quienes llegan en vehículo (el Senador Pérez Varela hablaba de los “vehículos vaqueros” con los cuales los amarran y los transportan para después retirarles el dinero)- ya se nota con claridad que los resguardos dispuestos han imposibilitado, en la práctica, la comisión de nuevos ilícitos: topones o barreras delante de las máquinas o su disposición empotrada, de manera que no sea fácil llegar y sacarlos.



Eso mismo se hizo antiguamente en las sucursales bancarias y los robos disminuyeron a tal punto que hoy en día son prácticamente excepcionales.



Pero, más allá de las cuestiones prácticas, lo que me llama la atención es que estemos legislando para proteger a instituciones que, en realidad, ofrecen un servicio por el cual cobran bastante caro. No es gratuito. A mí no me convence el argumento del incremento de las penas porque el robo de cajeros interrumpe el suministro de un servicio público o domiciliario. Con ese criterio, entonces, deberíamos legislar de esa forma para cada una de las áreas de la actividad comercial donde se produjeran delitos. Y, en este caso, los bancos cobran por el servicio y compiten por él, en tanto que los usuarios pagan por tal prestación.



A mí no me parece razonable establecer una suerte de discriminación en un determinado tipo de delitos. Si es robo, es robo; si es hurto, es hurto; si es con violencia, es con violencia; si es en lugar no habitado, es en lugar no habitado.



Así que, en principio, no considero que un proyecto de esta naturaleza tenga lógica, porque claramente discrimina con respecto a otros sectores.



El fin de semana nos enteramos, a través de los medios de comunicación, de que el Gobierno enviará una iniciativa que aborda el saqueo a los supermercados y las tomas, entre otras situaciones, en circunstancias de que las sanciones para esos delitos ya se hallan establecidas en el Código Penal. Pareciera que existe una tendencia, una moda: empezar a discriminar o hacer diferencias entre ilícitos de la misma especie. 



Curiosamente, lo que siempre se protege es al dinero o a quienes poseen determinada condición económica, a pesar de que esas mismas instituciones les cobran a los usuarios -que son quienes nos deberían importar- por los servicios que les prestan.



Así que, señor Presidente, me parece muy bien que la iniciativa pase a la Comisión de Constitución, para ver si ahí nos pueden explicar, con otros argumentos o con una imaginación mayor a la contenida en el mensaje,  por qué se justificaría para la sustracción de cajeros automáticos una sanción mayor y distinta de las establecidas para el robo y el hurto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, la verdad es que no quiero prejuzgar respecto al fondo del proyecto. 



Estaba revisando el mensaje y no me queda tan claro que sea necesario -tal vez lo es- establecer la pena, en este caso, en función del robo con fuerza en las cosas en lugar no habitado cuando se produce la interrupción de un servicio público o domiciliario. 



Fui 12 años Diputado y ahora llevo un año y medio como Senador, y nunca me había tocado que una iniciativa de esta índole no pasara por la Comisión de Constitución. Y este es un proyecto cuya naturaleza hacía pertinente remitirlo allí. 



Desconozco por qué en su oportunidad se decidió enviarlo a la Comisión de Gobierno. Con todo respeto, en la de Constitución jamás pretenderíamos analizar una iniciativa relacionada con los municipios, con los gobiernos regionales, porque se trata de materias que son de su competencia. 



Por eso, me quiero sumar a la petición de que el proyecto sea enviado a la Comisión de Constitución. No tengo problemas, puesto que ya lo vio la de Gobierno, en actuar como Comisiones unidas. Pero en este momento no estoy en condiciones de pronunciarme sobre él sin haber tenido un debate de fondo en el órgano pertinente. Lo digo con todo el respeto que me merecen los integrantes de la otra Comisión. No tengo nada contra ellos. Simplemente, la materia que aborda el texto en debate hacía necesario que este fuera visto por la de Constitución.



Por lo tanto, señor Presidente, me sumo al planteamiento que los Senadores Pizarro y Muñoz Aburto efectuaron en tal sentido.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- En realidad, señor Presidente, el proyecto es bastante simple. En la Cámara de Diputados lo vio la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas. Y en razón de que Carabineros e Investigaciones pasaron a depender del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, en el Senado todas estas iniciativas se han estado enviando a la Comisión de Gobierno.


Pero debo aclararle al Senador Patricio Walker que la Comisión de Constitución ha estudiado muchas iniciativas que le correspondían solo a la de Gobierno. Así lo hicimos presente en la Sala. Y por eso actualmente se están viendo dos o tres de ellas por ambos organismos, trabajando de manera unida. 



En todo caso, no tengo ningún problema en que este proyecto vaya también a la Comisión de Constitución, o a Comisiones unidas, que sería lo mejor. Se podrían formar dos tablas: una en la que se incluyeran las iniciativas de más fácil despacho, como esta, y otra en la que colocaran las demás, como aquella que envió recientemente el Ejecutivo, que ya estamos analizando. 



En relación con el texto en discusión, quiero decir lo siguiente.



¿Qué dicen, generalmente, los jueces? “Nosotros aplicamos la ley, no la hacemos, pues ello corresponde a los parlamentarios y al Ejecutivo”. 



Entonces, vienen los reclamos. “¡Pero no puede ser! ¡Se llevaron otro cajero automático! A marzo de este año ya van 126 robos”. Y los autores del delito salen libres al día siguiente o a los pocos días. Ahí está el costo-beneficio: “A lo mejor me va bien si robo un cajero con 100 millones de pesos; de lo contrario, voy a estar poco o muy poco tiempo en la cárcel”. 



Y se trata de un ilícito que no estaba contemplado cuando se estableció el Código Penal. Esto de llevarse los cajeros automáticos es de ahora último. Por lo tanto, no está tipificado, aun cuando queda englobado dentro del robo con fuerza. 



¿Qué hace este proyecto de ley? Agrega, en el inciso segundo del artículo 443 del referido Código, algo muy corto: “Con la misma pena” -o sea, 3 años y un día a 5 años, como manifestó el Presidente de la Comisión de Gobierno, Senador Pérez Varela- “se sancionará el robo con fuerza de cajeros automáticos o dispensadores automáticos de dineros, o del dinero y valores contenidos en ellos”. 



¡Eso es todo! Porque los jueces dicen que tal delito no se encuentra tipificado. Y en cuestiones penales el delito debe estar tipificado para ser sancionado. Por lo tanto, los defensores logran sacar a los delincuentes, que continúan asaltando. Y los cajeros automáticos brindan un servicio público, que a todos nos presta gran utilidad. En cualquier parte a la que uno vaya no tiene que hacer cola en el banco para sacar plata. 



Sin embargo, su robo hoy es “el pan nuestro de cada día”. Y la gente pregunta: “¿Cuándo y cómo se le va a colocar coto a esa situación?”.



¡Con esto, pues! ¡Con el proyecto que ha llegado al Parlamento! 



La Cámara de Diputados lo despachó antes de 60 días. Aquí, nosotros vamos a entrar en una larga letanía, como nos ocurrió con una ley que vimos recientemente, que a la otra rama del Congreso le tomó menos de 90 días aprobarla, y a nosotros, más de 10 meses. 



¡Qué pasa en el Senado hoy en día! La semana pasada analizamos, en tercer trámite, la iniciativa sobre posnatal. ¡Estuvimos casi dos horas y media discutiendo un asunto simple! La Cámara Baja lo despachó en 10 minutos, casi de inmediato. Es lo que hacíamos antes en esta Corporación. Ahora es al revés. Es la Cámara de Diputados la que nos está dando lecciones de ejecución rápida y efectiva, sin discusiones. Antes se hablaba, no por un proyecto, sino para la galería o para que quedara registrado en la historia. ¡Eso es propio de un Diputado, no de un Senador! 



Por ello, creo que estamos ante una iniciativa tan simple, tan necesaria,  que, si de mí dependiera, la aprobaría en general y en  particular a la vez, cosa que la próxima semana el Presidente la estuviera firmando como ley de la República. 



Gracias. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, seré muy breve, porque la intervención del Senador Sabag, quien me interpretó plenamente, me ahorra muchas de las cuestiones que pensaba decir. 



Solo agregaré que tengo entendido que el robo de cajeros automáticos se entiende perpetrado en lugar no habitado, por lo que las penas aplicables son más bajas. 



Hasta marzo de este año ya se habían registrado -así me pareció escuchar- 126. Y se trata -digamos las cosas como son- de hechos que causan temor y alarma en la población, pues se producen uno tras otro. 



Por eso, me parecen muy razonables las dos medidas que se proponen. La primera consiste en aumentar la penalidad, y la segunda, en obligar a las instituciones financieras a tener mayor vigilancia -en concreto, vigilantes privados-, para evitar la perpetración de este tipo de delitos, los cuales, aparentemente, se cometen con bastante facilidad y reiteración. 



Votaré que sí, señor Presidente.  

El señor GIRARDI (Presidente).- Pido autorización de la Sala para que me reemplace en la testera el Honorable señor Gómez.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela. 



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Gómez, en calidad de Presidente accidental.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, yo no tengo ninguna objeción para que este proyecto sea visto por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. 



Tal como dijo el Honorable señor Sabag y lo refrendó el Senador García, se trata de un texto simple. Sin embargo, se han dado ciertos argumentos que no corresponden a la realidad. 



La iniciativa apunta a los robos de cajeros automáticos que se cometen no solo en bancos, sino también en farmacias, supermercados, bombas de bencina, almacenes. Estamos hablando de un servicio público. ¿Cuántas pensiones y cuántas remuneraciones se pagan a través de ellos? Constituyen un instrumento vastamente utilizado por la población. De ahí que sean ubicados en los lugares de más fácil acceso. Muchas comunas pequeñas, por lo menos de mi circunscripción electoral, piden la instalación de un dispensador, aunque a veces quede algo alejado, con el objeto de que los funcionarios públicos, los pensionados y la gente en general puedan disponer de los recursos financieros de manera fácil y expedita. 



Por lo tanto, no hay duda de que el robo, la destrucción o la paralización de cajeros automáticos causan un grave perjuicio a la población, a las numerosas personas -ojalá que su uso se siga masificando- que los utilizan a diario. 



Por eso, el robo de una de esas máquinas es distinto del robo común y corriente -de un auto, por ejemplo-, porque con ello se imposibilita que se siga prestando un servicio a la comunidad. 



Lo único que hace este proyecto de ley es equiparar su penalidad con la del robo con fuerza en las cosas cuando este provoca la interrupción de un servicio público o domiciliario, porque, en realidad, es eso lo que ocurre en este caso. Y estoy seguro de que la Comisión de Constitución, en el evento de que la Sala determine que la iniciativa sea estudiada también por ella, va a arribar a la misma conclusión, por cuanto es obvio que con la sustracción de uno de dichos aparatos se interrumpe un servicio y, por ende, su sanción debe ser equiparada a la establecida por el Código Penal para la interrupción de cualquier servicio público o domiciliario. Así, se castiga de manera significativa a quien comete ese delito. De eso no hay duda. 



En las grandes ciudades ya se puede apreciar que los bancos están tomando medidas para resguardar sus cajeros automáticos. Pero ¿qué posibilidad tiene de hacerlo una farmacia, un almacén o un supermercado pequeño de pueblo? Puede que también empiecen a tomar alguna decisión al respecto. 



Sin embargo, lo que aquí se pretende no es resguardar el dinero del banco, sino castigar a quien inflige un perjuicio significativo a la ciudadanía. 



Basta, por ejemplo, que se robe un dispensador ubicado en una caja de compensación que paga las pensiones para decir que nos encontramos frente a una situación extraordinariamente compleja, pues se interrumpió un determinado servicio.



Si no aprobamos la iniciativa en análisis, la sanción que se aplicará, en el evento de que la persona sea detenida e investigada, será la del robo o del hurto y no la establecida para el delito de robo con fuerza de cosas que produzcan la interrupción de un servicio público o domiciliario.



Por ende, creo que ese es el camino que debemos tomar.



Como Presidente de la Comisión de Gobierno, no tengo objeción en que el proyecto pase a la de Constitución. No fue el órgano técnico que dirijo el que pidió tratarlo. Siendo el Ministerio del Interior el que hoy, a través de la Subsecretaría de Seguridad Pública, tiene una función en esta materia, la Mesa juzgó adecuado que fuera a la Comisión que se vincula directamente con dicha Cartera la que conociera de la iniciativa. Y eso me parece bien.



Tal vez proyectos de mayor complejidad deban ser vistos por la Comisión de Constitución. Pero este no reviste tales características. Es una iniciativa simple, como dijo el Senador Sabag.



En consecuencia, considero que sería más adecuado que la Sala la despachara, salvo que, según el mejor entender del Presidente, se quiera remitir a la Comisión de Constitución.



Pero estoy seguro -vuelvo a insistir- de que dicho órgano técnico arribará a la misma conclusión a la que llegaron la Cámara de Diputados y la Comisión de Gobierno, y que sin duda refrendará la mayoría del Senado.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Señores Senadores, ha terminado el Orden del Día. Además, no existe quórum para tomar la decisión de enviar el proyecto a la Comisión de Constitución.



Por lo tanto, la iniciativa queda pendiente para mañana. Se encuentran inscritos los Senadores señores García-Huidobro, Pizarro y Coloma.



No habiendo quórum para adoptar acuerdos, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A los señores Ministro de Salud y Director de FONASA, solicitándoles informar en detalle sobre ELEVACIÓN DE APORTE EN PRESTACIONES SANITARIAS PARA HOGAR DE CRISTO, EN ESPECIAL CON RELACIÓN A ALBERGUES Y HOSPEDERÍAS DE REGIÓN DE MAGALLANES.


Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Director Nacional de CONADI, consultándole por TARDANZA EN ASIGNACIÓN DE TÍTULOS DE SUBDIVISIÓN DE TERRENOS DE COMUNIDAD CHOROTRAIGUÉN EN COMUNA DE SAN JUAN DE LA COSTA, PROVINCIA DE OSORNO (Región de Los Lagos).


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, a fin de que, por su intermedio, la Armada Nacional informe respecto de NÓMINA DE CONCESIONES EN BORDE COSTERO DE CORONEL Y FISCALIZACIONES DE ELLAS POR AUTORIDAD MARÍTIMA (Octava Región). Al señor Ministro de Educación, a fin de pedirle información relativa a RECLAMACIÓN JUDICIAL POR ASOCIACIÓN DE ACTIVIDAD CIRCENSE CON MALTRATO ANIMAL EN TEXTO DE ESTUDIO. Al señor Ministro de Salud, para solicitarle antecedentes en cuanto a VERTIMIENTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES LÍQUIDOS POR PLANTA DE CELULOSA DE COMPLEJO FORESTAL E INDUSTRIAL NUEVA ALDEA A ESTERO VELENUNQUE EN COMUNA DE RÁNQUIL y con el propósito de que informe sobre GASTO DE MÁS DE 500 MILLONES DE PESOS DE SEREMÍA DEL BIOBÍO PARA CIERRE DE VERTEDERO SANTA ALICIA, SECTOR PATAGUAL, COMUNA DE CORONEL. Al señor Ministro de Energía, a fin de que responda diversas consultas relacionadas con SUMINISTRO ELÉCTRICO DE ISLA SANTA MARÍA, COMUNA DE CORONEL, y para que remita antecedentes actualizados en torno a “PROGRAMA DE VIGILANCIA AMBIENTAL DEL ÁREA DE VERTIMIENTO Y DRAGADO DEL MUELLE PASARELA ENAP REFINERÍAS S.A.” y a PROBLEMAS DE DISEÑO DE MUELLE PASARELA EN BAHÍA SAN VICENTE DE TALCAHUANO. A la señora Ministra del Medio Ambiente, para que informe en cuanto a VERTIMIENTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES LÍQUIDOS POR PLANTA DE CELULOSA DE COMPLEJO FORESTAL E INDUSTRIAL NUEVA ALDEA A ESTERO VELENUNQUE EN COMUNA DE RÁNQUIL. Al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, para que remita antecedentes acerca de RESTITUCIÓN DE GASTO EFECTUADO POR MINISTERIO DE SALUD A RAÍZ DE CIERRE DE VERTEDERO SANTA ALICIA, SECTOR PATAGUAL, COMUNA DE CORONEL. Al señor Director General de Aguas, solicitándole que informe respecto a VERTIMIENTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES LÍQUIDOS POR PLANTA DE CELULOSA DE COMPLEJO FORESTAL E INDUSTRIAL NUEVA ALDEA A ESTERO VELENUNQUE EN COMUNA DE RÁNQUIL. A la señora Superintendente de Servicios Sanitarios, pidiéndole información sobre ENTREGA POR CENTRO INTEGRAL DE TRATAMIENTO AMBIENTAL DE RESIDUOS LÍQUIDOS POTENCIALMENTE CONTAMINADOS A ESSBIO PARA TRATAMIENTO; INCIDENCIA DE COSTOS ASOCIADOS EN CLIENTES DOMICILIARIOS, Y EXIGENCIAS A ESSBIO PARA EVITAR CONTAMINACIÓN DE RESTANTES VOLÚMENES DE AGUAS TRATADAS. Al señor Director Nacional de la CONAF, para que indique ESTADO ACTUAL DE PROTOCOLO DE ACUERDO PARA CREACIÓN DE RESERVA NACIONAL NONGUÉN. Y al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, requiriéndole antecedentes acerca de FISCALIZACIÓN DE EVENTUALES COBROS EXCESIVOS POR CGE Y REPACTACIONES SIN CONSENTIMIENTO EN CUENTAS DE ELECTRICIDAD EN COMUNA DE CHIGUAYANTE (los diez últimos de la Región del Biobío).



Del señor PROKURICA:



Al señor Presidente Ejecutivo de la Corporación del Cobre, a fin de que informe sobre CONTRATO DE SUMINISTRO DE AGUA INDUSTRIAL ENTRE DIVISIÓN SALVADOR Y CENTENARIO COPPER CHILE LTDA (Tercera Región).
)--------------(



--Se levantó la sesión a las 19:22.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL RÉGIMEN DE LIBERTAD CONDICIONAL Y ESTABLECE, EN CASO DE MULTA, LA PENA ALTERNATIVA DE TRABAJOS COMUNITARIOS

(7534-07)


Oficio Nº 9732


VALPARAÍSO, 28 de septiembre de 2011


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (boletín N° 7534-07), con las siguientes enmiendas:


Artículo 1°

Numeral 3)




Ha sustituido la frase “en el inciso primero del artículo 6°”, por la siguiente: “en el artículo 6°”.


Artículo 2°

Numeral 2)

Letra b) 


La ha reemplazado por la siguiente: 

“b) Incorpóranse, como nuevos incisos segundo y tercero, los siguientes, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto: 

 

“Para proceder a esta sustitución se requerirá del acuerdo del condenado. En caso contrario, el tribunal impondrá, por vía de sustitución y apremio de la multa, la pena de reclusión, regulándose un día por cada tercio de unidad tributaria mensual, sin que ella pueda nunca exceder de seis meses.




No se aplicará la pena sustitutiva señalada en el inciso primero ni se hará efectivo el apremio indicado en el inciso segundo, cuando, de los antecedentes expuestos por el condenado, apareciere la imposibilidad de cumplir la pena.”.


-Ha sustituido la  letra c) por la siguiente:




“c) Intercálase en el inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, entre las palabras “Queda” y “exento”, el vocablo “también”; y agrégase, a continuación de la palabra “grave”, la frase “que deba cumplir efectivamente”.

Numeral 3)

i) Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 49 bis:




-Ha sustituido en el inciso primero la expresión “la colectividad” por el pronombre “ésta”.




-Ha agregado en el inciso segundo, después de la palabra “privados”, y antes del punto aparte, la frase “sin fines de lucro”.

ii) Ha sustituido, en el artículo 49 quáter, la expresión “y al defensor” por “, al defensor y al condenado”.

iii)  Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 49 sexies:

-Ha agregado en el inciso primero una letra a) del siguiente tenor, pasando la actual letra a) a ser b), y así sucesivamente:




“a)No se presentare, injustificadamente, ante Gendarmería de Chile a cumplir la pena en el plazo que determine el juez, el que no podrá ser menor a tres ni superior a siete días;”. 

-Ha sustituido en la letra a), que ha pasado a ser b), el punto final por un punto y coma (;).

-Ha reemplazado la letra b), que ha pasado a ser c), por la siguiente:





“c) Su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, a pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo, o;”.


-Ha sustituido en el inciso segundo la palabra “quinto” por “tercio”.

-Ha reemplazado en el inciso cuarto la expresión “70 del Código Penal” por la cifra “49”.




Numeral 4) 

Lo ha suprimido.

Artículo 3°

Ha sustituido los incisos primero, segundo y tercero del artículo 52, por el siguiente:

“Artículo 52.- La pena de multa, en cuanto a su imposición, sustitución y apremio, se regirá por lo dispuesto en los artículos 49 a 49 sexies del Código Penal.”.

                   *******


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1013/SEC/11, de 2 de agosto de 2011.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa

Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez

Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE REGULA LA INSTALACIÓN DE ANTENAS EMISORAS Y TRANSMISORAS DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES

(4991-15)





Nº 1.255/SEC/11





Valparaíso, 4 de octubre de 2011.





Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, tomó conocimiento del rechazo de esa Honorable Cámara a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, correspondiente al Boletín N° 4.991-15, y del nombre de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.





Al respecto, el Senado acordó que los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones concurran a la formación de la aludida Comisión Mixta.





Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 9.735, de 29 de septiembre de 2011.





Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Presidente del Senado.- Mario Labbé Araneda, Secretario General del Senado
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PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS PARA EL AÑO 2012

(7972-05)

Oficio Nº 9741

VALPARAÍSO, 4 de octubre de 2011

Tengo a honra pasar a manos de V.E. el Mensaje por medio del cual S.E. el Presidente de la República inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2012, boletín N° 7972-05.


Para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Constitución Política de la República, me permito poner en conocimiento de V.E. que el referido Mensaje fue recibido en esta Corporación, el día 30 de septiembre del año en curso.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Mario Bertolino RENDIC, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

T E X T O  D E L  M E N S A J E
Santiago, 30 de septiembre de 2011.

MENSAJE Nº 198-359/
Honorable Cámara de Diputados:
En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración el proyecto de ley de Presupuestos para el sector público para el año 2012.
I.
FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY.
1.
Contexto económico global.
El proyecto de ley de Presupuestos para el año 2012 que vengo en presentar, constituye una herramienta fundamental para concretar el conjunto de políticas públicas centrales correspondientes a nuestro Programa de Gobierno y que nos permitirán seguir avanzando en la construcción de una sociedad mejor. 

Las condiciones económicas globales que enfrentaremos en 2012 son, no obstante, altamente inciertas en este momento. Existe un riesgo significativo de que las principales economías del mundo experimenten una importante desaceleración e incluso una nueva recesión. Sin duda, la evolución de la economía chilena depende crucialmente de lo que ocurra en la economía global, por lo que el presupuesto 2012 tiene la doble función de avanzar nuestra agenda sectorial y maximizar las opciones de dinamismo y flexibilidad de nuestra economía. Así, el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2012 ha sido formulado de manera consistente con una meta de déficit estructural para el Gobierno Central Consolidado de 1,5% del PIB, lo que nos mantiene avanzando gradualmente hacia la meta de déficit estructural de 1% del PIB en 2014. 

La propuesta de presupuesto para 2012 estipula ingresos del Gobierno Central Consolidado por un total de $27.877.514 millones, gastos por $28.388.389 millones y un déficit efectivo de $510.875 millones. Esto implica un crecimiento de 6% real en los ingresos y 5% del gasto respecto de la ley N° 20.481, de Presupuestos de 2011, ajustada por la rebaja de gastos que debimos hacer en el segundo trimestre derivada de las perspectivas macroeconómicas que en ese momento existían. Asimismo, esta propuesta considera un crecimiento de 5,4% del gasto corriente y 3,2% en la inversión pública; esta última explicada por la alta base de comparación dada por su fuerte crecimiento en 2011. 

El presupuesto para el año 2012 significa que el gasto del Gobierno Central Consolidado representará 22,7% del PIB estimado para el año. El déficit efectivo corresponderá a 0,4% del producto. 

Este presupuesto implica también un paso decidido hacia una sociedad de igualdad de oportunidades. Chile ha crecido y goza de una economía sólida, pero no todos nuestros compatriotas tienen las mismas oportunidades de surgir, de emprender y de participar de los beneficios del crecimiento. El gobierno que presido tiene la convicción que el camino de la igualdad de oportunidades es la vía para la justicia social y el desarrollo de nuestro país.

El proyecto de Ley de Presupuestos 2012 tiene un marcado énfasis en la clase media, así como avances significativos para asegurar una educación de calidad para todos, una agenda social y solidaria para los más desposeídos, y un acento especial en las regiones y la descentralización del país. 

2.
Un Presupuesto para la Igualdad de Oportunidades.
Este proyecto de ley recoge las prioridades de nuestro programa de gobierno y nos encamina por la senda de progreso y justicia que es la base del bienestar de nuestra sociedad.

Constituye, así, un nuevo paso hacia la construcción de una sociedad de oportunidades y seguridades para todos. Una que premie el esfuerzo y permita que los talentos de cada persona puedan desarrollarse. Una sociedad en que todos cuenten con la libertad y certeza necesarias para desplegar su potencial creativo y alcanzar sus metas.

3.
Un presupuesto para la clase media. 

El presupuesto para 2012 pone su sello en las familias de clase media, confirmando el compromiso de mi gobierno de asegurar que todos puedan surgir y desarrollarse en igualdad de condiciones. 

Para que Chile sea un país socialmente justo, debemos construir las bases para que cada familia tenga la convicción de que habrá un futuro mejor para sus hijos, en una sociedad inclusiva en la que cada cual pueda desarrollar al máximo sus capacidades y anhelos, en un país en el que todos nos sintamos seguros, acogidos y en paz. Un país con igualdad de oportunidades para todos: ese es el Chile que soñamos. 

La educación es el centro de los mayores esfuerzos del Presupuesto 2012. Nuestro objetivo es que en el mediano plazo todos los jóvenes tengan acceso y financiamiento a una educación de calidad. Se contemplan por ello cuantiosos recursos para avanzar con paso decidido hacia una verdadera solución educacional para Chile. En este presupuesto el monto de recursos adicionales destinados a educación es el más relevante de todos, absorbiendo del orden de 26% del aumento total del gasto presupuestario de 2012. 

La salud constituye otra de las áreas en la cual la clase media ha sido sistemáticamente postergada. El Presupuesto 2012 se hace cargo de esta deuda, entre otras medidas, con: el financiamiento de una importante cantidad de proyectos de inversión, lo que permitirá tener un mayor número de instalaciones y mejores equipamientos a nivel primario, secundario y terciario, algo que beneficiará a cientos de miles de personas; la creación del programa que premia a 30 Centros de Salud Familiar (CESFAM) de Excelencia, el incremento sustancial del per cápita basal de atención primaria, que alcanzará a $3.123; la entrada en vigencia del postnatal de seis meses, la eliminación del 7% de cotización de salud para los pensionados de hasta el tercer quintil y reducción de ella para los del cuarto quintil. Asimismo, habiéndose cumplido durante 2011 con prácticamente eliminar las listas de espera de enfermedades AUGE, el nuevo desafío es ahora erradicar las listas de espera de patologías no AUGE. 

En materia de seguridad ciudadana, el gobierno tiene también el firme compromiso de que las familias se sientan protegidas, recuperando su derecho a vivir en paz. El Presupuesto 2012 incluye recursos para financiar 2.000 nuevos efectivos de Carabineros y 200 nuevos oficiales de la Policía de Investigaciones, cumpliendo así más del 50% del compromiso presidencial a 2014. Del mismo modo, se potenciará el programa de intervención en barrios críticos e inseguros, abordando 50 barrios residenciales y 64 barrios comerciales. Además, serán destinados importantes recursos para dar continuidad a los proyectos “Estrella de Los Andes” y “Bioseguridad”, así como para realizar inversiones en tecnología avanzada en los ámbitos forense, de microbiología, de vigilancia y visión nocturna y software para análisis criminal, entre otros. También se destinan recursos para incorporar 20 nuevas comunas al “Plan Cuadrante de Seguridad Preventiva”, cumpliendo progresivamente con la meta presidencial de tener 50 comunas adicionales a las ya existentes. 
Uno de los anhelos principales de toda familia, sin distinguir situación económica, es alcanzar la vivienda propia. Sin embargo, hasta ahora la clase media en Chile no había recibido un apoyo suficiente en materia habitacional, ya que las políticas sociales estaban dirigidas principalmente a aquellas personas que se encuentran en situación económica más precaria. Es por esto que, para aumentar el bienestar y disminuir la carga financiera que enfrenta día a día la clase media, el presupuesto 2012 destina recursos especiales para la implementación del subsidio habitacional a ese segmento. Este subsidio busca entregar la mayor libertad posible a las familias de sectores medios y emergentes para que puedan elegir y escoger su vivienda, constituyendo una política habitacional inédita en nuestro país. Estos nuevos subsidios beneficiarán a los hogares hasta el tercer quintil de vulnerabilidad. 

4.
Un presupuesto para la educación.
La sociedad chilena ha sido testigo de los nuevos desafíos que presenta la educación en nuestro país. Son miles los jóvenes que sueñan con una educación de calidad, que les abra las puertas al desarrollo y les permita contribuir y ser protagonistas del futuro de Chile. Por eso, parte importante de las medidas incluidas para 2012 están destinadas a garantizar que ningún joven con las capacidades y el entusiasmo por estudiar se quede sin posibilidad de hacerlo. 

El presupuesto 2012 destina a iniciativas vinculadas a educación preescolar, escolar y superior un total de $5.499.308 millones, que implica un crecimiento de 7,2% respecto de 2011, una de las mayores tasas de crecimiento de todo el Gobierno Central. Este esfuerzo es extraordinariamente relevante y plantea las bases para mejoras sustantivas en todos estos niveles. 

Asimismo, para el año 2012 los recursos adicionales destinados a este sector representan casi un 26% del total del crecimiento del gasto presupuestario. 

Los recursos destinados a educación estarán enfocados en los programas de educación preescolar, en el incremento de las subvenciones para la educación escolar y en la mejora del financiamiento de la educación superior, entre otros. 

En Educación Superior, el Presupuesto de 2012 contempla incrementos de recursos para la entrega de becas a todos los alumnos meritorios del I y II quintil. Asimismo, este presupuesto incluye los recursos necesarios para cumplir con nuestro compromiso de rebajar la tasa del Crédito con Aval del Estado, aumentar los aportes institucionales para las universidades, y el mejoramiento de la formación inicial de los futuros docentes. Por otro lado, las becas de alimentación y mantención crecen en un 40%, alcanzando los $90.110 millones. 
Por otra parte, hemos creado un Fondo para la Educación por US$4.000 millones que nos aseguran el financiamiento de las importantes reformas en proceso. 

5.
Un presupuesto para la salud.
En materia de salud los esfuerzos desarrollados hasta la fecha han sido significativos; prueba de ello es que las listas de espera AUGE se han reducido considerablemente. Para 2012, el gobierno se ha propuesto ampliar los beneficios en salud, con especial énfasis en la clase media.

La Ley de Presupuestos 2012 considera recursos para el Ministerio de Salud por $4.293.285 millones, lo que representa un aumento de un 6,7% respecto de 2011. Con este esfuerzo se seguirán profundizando las medidas para mejorar la calidad y atención de la salud para todos los chilenos.

La atención primaria representa la puerta de entrada al Sistema Público de Salud y resulta clave para prevenir y atacar en forma temprana los distintos problemas de salud, y para el adecuado control de las enfermedades crónicas. El presupuesto asignado para la atención primaria crece por sobre el resto del sistema de salud, incrementándose en 9,6% respecto de 2011, alcanzando a $982.000 millones. 

En materia de atención secundaria y terciaria el Presupuesto 2012 presenta un crecimiento de 5,9% con respecto a 2011, lo que hace que las asignaciones contempladas para las atenciones en este nivel alcancen a $2.419.620 millones.

Es importante destacar que para hacer posible la disminución de la lista de espera prolongada No Auge se incorporan $4.268 millones adicionales, llegando el total destinado a este fin a $113.166 millones. De igual manera, para el programa de prestaciones complejas, la Ley de Presupuestos destina $12.537 millones adicionales. 

En el mismo sentido, y recalcando el compromiso del Gobierno, de mejorar la calidad y dignidad en la atención de los usuarios del sistema de salud público, se incrementa en 28,7% los recursos destinados a mejorar la gestión de la Red Asistencial, especialmente en lo que se refiere a implementación de módulos SIDRA (Sistema de Información de la Red Asistencial). Asimismo, se considera un aumento de recursos por un monto de $7.248 millones, para financiar la incorporación de 81 nuevas camas críticas, 7 módulos de camas agudas y hospitalización domiciliaria en 5 establecimientos.

Por otra parte, dentro del presupuesto de 2012 se contemplan $36.848 millones adicionales para el programa de Garantías Explícitas en Salud (GES), tanto para el nivel primario como secundario. De estos recursos, $20.858 millones, se destinarán a aumentar la cobertura de la población beneficiaria de FONASA para las patologías que este programa contempla, además de financiar el crecimiento en el número de casos por variaciones en la prevalencia de los problemas AUGE. Por otro lado, también se incluyen $4.112 millones para Bono Auge, en el caso que sea necesario acudir a un segundo prestador, si hay retraso en la oportunidad de atención del programa de Garantías Explícitas en Salud.

Con el objeto de garantizar la igualdad entre todas las personas, y apoyar la libre elección de la población, se considera un incremento de $20.860 millones para la Medicina Curativa de Libre Elección. Además, y cumpliendo otro de los compromisos de este Gobierno, la Ley de Presupuestos contempla recursos para iniciar durante el año 2012 el esperado piloto del GES preventivo para la salud bucal, tabaco y extensión del control niño sano.

Respecto de la inversión en salud, el presupuesto 2012 destinará $302.640 millones a este fin, lo que permitirá tener un mayor número de instalaciones y mejores equipamientos a nivel primario, secundario y terciario, algo que beneficiará a cientos de miles de personas.
6.
Un presupuesto para la seguridad ciudadana.
El proyecto de presupuesto 2012 avanza con paso firme en materia de seguridad ciudadana. El objetivo final es que todos podamos vivir en paz, sin temor a ser víctimas de la delincuencia. Para cualquier persona es indispensable tener la tranquilidad que al volver a sus casas sus familias se encontrarán bien. 

Con ese fin, el presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública alcanza en 2012 a $2.198.983 millones, lo que implica un crecimiento de 5,6% respecto de 2011. En el contexto, a Carabineros de Chile se asignan recursos que ascienden a $773.318 millones, cifra que representa un 7,2% de aumento con respecto a 2011. Entre otras acciones, en 2012 se incorporarán 20 nuevas comunas a la estrategia de Plan Cuadrante de Seguridad Preventiva; un nuevo paso hacia la meta de tener 50 comunas adicionales en 2014. 

Por su parte, la Policía de Investigaciones contará con $192.604 millones adicionales, un 5,9% más que en 2011, los cuales aseguran el financiamiento de una vasta gama de acciones de beneficio directo a la ciudadanía. Dentro de este presupuesto se incluyen $2.130 millones para proyectos especiales que refuerzan la capacidad investigativa de la Institución y $6.626 millones para inversión en infraestructura policial. 
Como parte de una estrategia territorial con foco en barrios especialmente identificados, el presupuesto 2012 contempla poco más de $8.000 millones para continuar abordando la problemática de barrios críticos e inseguros, con lo cual se intervienen 50 barrios residenciales y 64 barrios comerciales. Complementariamente, se asignan $4.132 millones para financiar proyectos de seguridad ciudadana bajo el esquema de fondos concursables.
Especial mención se debe hacer al inicio del proyecto “Frontera Norte” que, en un esfuerzo combinado de las instituciones policiales y las Fuerzas Armadas, busca controlar el ingreso de sustancias ilícitas y la inmigración ilegal por nuestra frontera norte. A este fin se destinan $6.170 millones. 

7.
Un presupuesto para terminar con la pobreza.
Mi gobierno ha planteado que uno de los grandes desafíos que tenemos como país es terminar con la pobreza extrema al año 2014, y avanzar en la diminución de la pobreza para erradicarla definitivamente al año 2018. A quienes viven en esta desmejorada situación debemos ayudarlos, tenderles una mano; no es aceptable que en pleno siglo XXI existan chilenos que vivan en la pobreza y menos en la indigencia. 

El Presupuesto 2012 contempla recursos para uno de los compromisos más destacables del plan de gobierno: Bonificación Ingreso Ético Familiar, el cual entregará un bono per cápita para aliviar las necesidades económicas de las 170.000 familias más vulnerables de nuestro país en 2012, con recursos que alcanzarán los $81.597 millones. La entrega de los bonos se realizará a través de una asociación del Estado con el beneficiario, en la cual este último se compromete a una serie de acciones, entre ellas: asistencia de sus hijos al colegio, control del niño sano, participación en programas de habilitación y capacitación.

Otro compromiso fundamental que ha adoptado el gobierno es dar solución habitacional a aquellas familias que viven en aldeas y campamentos. Reconociendo la gravedad de la situación, y con miras a la erradicación definitiva de los campamentos en Chile, es prioridad para el Gobierno dar solución habitacional a las más de 4.000 familias damnificadas de las Aldeas de Emergencia, así como aquellas que viven en campamentos. Para ello se dispondrá de equipos en terreno con más de 180 funcionarios en todo el país, además de los recursos necesarios para cumplir la meta del cierre definitivo de 97 aldeas y 50 campamentos durante el año 2012; para esto se destina un monto de $11.950 millones adicionales respecto de 2011.
Adicionalmente, se contemplan recursos para el Programa Calle y para el Plan Noche Digna. Estos programas han sido exitosos, en especial durante el invierno. Durante el año 2011, cerca de 5.000 personas fueron beneficiadas por el Plan Noche Digna y se espera que para 2012 se puedan atender 2.500 adicionales. 

8.
Un presupuesto para las regiones.
Nuestro Gobierno ha querido dar un énfasis especial al desarrollo de las regiones, lo que contribuirá a las bases de un Chile más competitivo, descentralizado y democrático. Durante años las regiones esperaron una señal potente en términos de traspaso de recursos y competencias, lo cual se está haciendo realidad durante este gobierno. El presupuesto de 2012 destinará $866.912 millones para el programa de inversión de los Gobiernos Regionales. Esta cifra es especialmente alta al compararla con el promedio anual de la última década. 

Estos programas de inversión permitirán ejecutar obras de alto impacto regional, provincial y local en materia de vialidad, salud, educación, agua potable, alcantarillado y otra infraestructura comunitaria postulada a los Gobiernos Regionales. 

El proceso de descentralización considera también un especial apoyo a las Municipalidades, fortaleciendo sus capacidades de gestión y entregándoles mayores recursos. Por esto, y teniendo en cuenta la importancia de la inversión en el crecimiento local, el presupuesto de 2012 destina $80.892 millones a programas de inversión municipal, lo que significa un aumento real de 26,7% respecto de 2011. 

Dentro de los fondos destinados a la inversión municipal, destacan, tanto por su crecimiento como por su carácter innovador, los siguientes:

a. Fondo de Incentivo al Mejoramiento de la Gestión Municipal. Este fondo, que considera $20.560 millones en el presupuesto 2012, constituye una innovación en nuestro país, dado que será distribuido como incentivo a aquellos municipios que presenten los mejores indicadores financieros y de calidad de los servicios que otorgan. 
b. Compensación fiscal por exenciones al impuesto territorial, lo que implica una inyección de recursos directa a aquellas comunas con mayor porcentaje de propiedades exentas del pago al impuesto territorial. El proyecto de presupuesto 2012 incrementa los recursos destinados a este objetivo en 69,4% respecto de 2011, alcanzando los $35.980 millones.  
c. Finalmente, se da continuidad al Fondo de Recuperación de Ciudades afectadas por el terremoto y tsunami. Los proyectos que se financiarán corresponden, principalmente, a infraestructura municipal, destacándose varios Edificios Consistoriales Municipales destruidos totalmente por sismo de 2010.

Para potenciar el desarrollo de comunas urbanas de mayor densidad, se contempla el programa de "Préstamos para el Desarrollo de Ciudades", cuyo monto asciende a los $11.000 millones, el que considera otorgar préstamos de mediano plazo a Municipalidades, las que mediante un programa especial, pagarán estos recursos con cargo la generación de ingresos propios provenientes de Impuestos Territoriales. 

La disposición descentralizadora del gobierno se plasma además en diversos proyectos de ley tendientes a hacer más eficientes, participativas y transparentes las administraciones municipales y regionales. Es el caso de iniciativas tales como los plebiscitos comunales, fortalecimiento del rol fiscalizador de Concejo Municipal, elección directa de Consejeros Regionales (CORES), rol fiscalizador del CORE y aumento de atribuciones del Gobierno Regional, con un sistema de traspaso de competencias. 

II. 
Contenido del Proyecto de ley.

En primer lugar, se contiene el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público, que conforma los presupuestos de ingresos y gastos del Fisco y de los servicios e instituciones regidos por la  Ley de Administración  Financiera del Estado. El total neto asciende a $ 29.988.476 millones y US$ 8.874 millones.

En el subtítulo Gastos en Personal, de cada uno de los presupuestos de los servicios e instituciones que se proponen, se incorpora el efecto año de los mejoramientos sectoriales y generales aprobados en anualidades anteriores y en la presente y, en su caso, las provisiones correspondientes, lo que se refleja en la cifra pertinente en moneda nacional.
En segundo lugar, se incluye los ingresos generales de la Nación y los programas de gastos en subsidios, operaciones complementarias, servicio de deuda y transferencias de aportes fiscales a los organismos que aprueban presupuesto en esta ley. Este agregado presupuestario, denominado Tesoro Público, presenta niveles de ingresos y gastos del orden de $26.175.590 millones y US$13.250 millones. 

En tercer lugar, se autoriza al Presidente de la República para contraer, hasta por el monto que se señala, obligaciones de carácter financiero en el exterior o en el país. Por las características de este tipo de operaciones en cuanto al plazo de los compromisos que se contraen, resulta indispensable que este artículo sea aprobado por el H. Congreso Nacional con quórum calificado, según lo dispuesto en el artículo 63, N° 7 de la Constitución Política de la República.

Enseguida, se contienen disposi​ciones complementarias sobre materias de orden presupuestario.

De este modo, se proponen limitaciones al gasto, en cuanto a que sólo en virtud de ley puede incrementarse la suma de determinados conceptos de egresos corrientes. Asimismo, se dispone similar exigencia respecto de gastos en inversión, cuando se haya alcanzado el 10% por sobre la suma aprobada en esta ley para esos fines, sin perjuicio de las excepciones o exclusiones que establece. Con ello, se da cumplimiento al inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, en cuanto a que en la Ley de Presupuestos corresponde fijar limitaciones al gasto y las exclusiones y autorizaciones de su variación que procedan. El inciso final perfecciona las limitaciones del nivel de gasto, disponiendo que aquel monto en que se disminuya la suma determinada conforme al inciso primero de esta disposición (gasto corriente), para incrementar las cantidades a que se refiere este inciso (gasto de capital), constituirá una reducción definitiva del nivel autorizado en el citado inciso primero. 

Se dispone la obligación de los órganos y servicios públicos de informar al Gobierno Regional correspondiente, las iniciativas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Se regulan los procedimientos de licitación a que estarán afectos los servicios públicos para adjudicar durante el año 2012 la realización de estudios para inversiones y proyectos de inversión, distinguiendo, en relación a sus montos, la utilización de licitación pública o privada.

Se propone una norma que tiene como objetivo resguardar el interés fiscal, al facultar a la autoridad correspondiente para que, en los decretos que dispongan transferencias de recursos, se puedan incorporar condiciones de uso o destino de éstos e información periódica sobre su aplicación y reintegros cuando corresponda. El inciso final no permite que, con las transferencias que constituyan asignaciones globales a unidades de un servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, se destinen recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, excepto aquellos que estén expresamente autorizados en el respectivo presupuesto.

Se prohíbe a los organismos y servicios públicos, la adquisición, arrendamiento o construcción de viviendas destinadas a sus funcionarios, con las excepciones que se señalan. Considerando que las Fuerzas de Orden ya no están en la Partida del Ministerio de Defensa, se las incluye explícitamente dentro de las excepciones.

Se establece un mecanismo de flexibilización de las dotaciones máximas de personal, permitiendo reasignar dotación entre servicios de cada ministerio sin que se pueda superar la dotación total del conjunto de aquellos. Adicionalmente, se otorga la facultad de reasignar recursos con tal objeto. 

Se regula la provisión de cargos vacantes durante el año 2012. 

Se propone un mecanismo, a través del cual se persigue posibilitar el reemplazo del personal contratado que, por cualquier causa, no pueda desempeñar su cargo por un período de treinta días corridos.  El objetivo de esta norma es evitar la disminución de servicios causada por tales ausencias, estableciéndose en la misma disposición el resguardo de mayores gastos y el procedimiento de justificación de tales reemplazos.

Se dispone un procedimiento para la provisión de los cargos de Alta Dirección Pública, regulados en la norma que se cita de la ley N° 19.882, precisando cuales son los mecanismos e instancias más idóneas, públicas y de menor costo, en los cuales incluir toda la información relativa a los procesos de selección de los respectivos cargos y los requisitos exigidos, sin apartarse del espíritu que informa la citada norma.

Se regula la adquisición y arrendamiento de los vehículos motorizados que señala, como también el procedimiento para reasignar dotación de vehículos entre los servicios dependientes de un mismo ministerio, sin alterar la dotación máxima total de la respectiva cartera.

Se regula el destino del producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que, de acuerdo a sus facultades, efectúe durante el año 2012 el Ministerio de Bienes Nacionales. 

Asimismo, se mantiene la excepción respecto del destino de los ingresos producto de las enajenaciones de bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, en el sentido que éstos se incorporarán anualmente en la Ley de Presupuestos, en los respectivos capítulos de las Partidas presupuestarias correspondientes. Se ajusta este inciso al hecho que las Fuerzas de Orden ya no están dentro de la Prtida del Ministerio de Defensa Nacional.

Se establece el deber de la Direc​ción de Presupuestos de proporcionar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Especial de Presupuestos, información relativa a la ejecución del presupuesto, deuda pública y del Banco Central, copia de los balances y estados financieros de las empresas del Estado y demás que señala.

En concordancia con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 19.908, se solicita autorización por el monto que se señala para efectuar las operaciones autorizadas y reguladas en dicho artículo 5°.

Se propone autorizar al Presidente de la República para otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y las universidades estatales, hasta por la cantidad de US$500.000.000 (quinientos millones de dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en otras monedas.

Se regula la forma de ejercer esta facultad, y la extensión de la garantía que se puede otorgar.

Asimismo, se establece que todas aquellas empresas que reciban la garantía estatal para las operaciones de deuda que contraten, deberán suscribir, previamente, un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de Corporación de Fomento de la Producción, con el objeto de que el Gobierno cuente con una instancia de análisis y evaluación uniforme de la gestión y del desarrollo de los planes y las políticas de las aludidas empresas.

Se propone un procedimiento autorizatorio destinado a centralizar la procedencia y gasto producto de la afiliación o incorporación de los organismos públicos a diferentes organismos internacionales, radicándolo en el ministerio del ramo y en la cartera de Relaciones Exteriores.  

Se identifica los mecanismos reglamentarios y administrativos necesarios para la ejecución del presupuesto del Sector Público para el año 2012.

Se fija la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, incorporando una nueva excepción a la existente, que permite dictar durante el mes de diciembre de 2011 los decretos y resoluciones que, por disposiciones de esta ley, se requieren para la ejecución de determinados rubros de gasto.

Se señala el porcentaje de los recursos destinados a avisaje y publicaciones, que las reparticiones públicas podrán realizar en medios de comunicación con clara identificación local.

Se otorga la calidad de agentes públicos a los encargados de programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios.

Se contiene una norma que obliga a los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley a remitir a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, una copia de informes derivados de estudios e investigaciones que se contraten con cargo a la asignación 22.11.001.

Finalmente, se establece la obligación de los organismos públicos de informar, a más tardar el 31 de marzo de 2012, a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la nómina de los proyectos y programas de inversión financiados con el subtítulo 31, su calendario de ejecución y si fuera pertinente, su calendario de licitación.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:
PROYECTO DE LEY:

“ESTIMACION DE INGRESOS Y CÁLCULO DE GASTOS


Artículo 1º.- Apruébese el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público, para el año 2012, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	INGRESOS


	30.963.816.230
	970.340.274


	 29.993.475.956

	IMPUESTOS
	21.841.843.452
	
	21.841.843.452

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	1.699.985.610
	
	1.699.985.610

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	584.018.593
	542.816.679
	41.201.914

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	309.840.772
	21.950.953
	287.889.819

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	566.830.161
	
	566.830.161

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	468.850.121
	
	468.850.121

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	25.562.389
	
	25.562.389

	VENTA DE ACTIVOS  FINANCIEROS


	1.929.987.095
	
	1.929.987.095

	RECUPERACIÓN DE  PRÉSTAMOS
	197.999.136
	
	197.999.136

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	454.803.920
	405.572.642
	49.231.278

	ENDEUDAMIENTO


	2.851.076.661
	
	2.851.076.661

	SALDO INICIAL DE CAJA


	33.018.320
	
	33.018.320



	
	
	
	

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	GASTOS
	30.963.816.230
	970.340.274
	29.993.475.956

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	4.944.379.296
	
	4.944.379.296

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	2.025.266.308
	
	2.025.266.308

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	6.299.522.501
	
	6.299.522.501

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	9.847.764.363
	534.113.490
	9.313.650.873

	INTEGROS AL  FISCO


	46.926.397
	30.654.142
	16.272.255

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	2.463.278
	
	2.463.278

	ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS NO FINANCIEROS


	169.616.127
	
	169.616.127

	ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS FINANCIEROS


	971.993.897
	
	971.993.897

	INICIATIVAS DE  INVERSIÓN


	2.526.159.059
	
	2.526.159.059

	PRÉSTAMOS


	305.358.327
	
	305.358.327

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	3.178.630.779
	405.572.642
	2.773.058.137

	SERVICIO DE LA DEUDA


	628.324.806
	
	628.324.806

	SALDO FINAL DE CAJA


	17.411.092
	
	17.411.092

	
	
	
	

	
	
	
	


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas


	Deducciones de transferencias
	Total



	INGRESOS


	7.336.577
	
	7.336.577

	IMPUESTOS


	2.480.200
	
	2.480.200

	
	
	
	 

	RENTAS DE LA  PROPIEDAD


	2.203.693
	
	2.203.693

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	4.660
	
	4.660

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	34.103
	
	34.103

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	2.497.768
	
	2.497.768

	RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
	3.166
	
	3.166

	ENDEUDAMIENTO


	109.987
	
	109.987

	SALDO INICIAL DE CAJA
	3.000
	
	3.000


	GASTOS


	8.873.717
	
	8.873.717

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	146.466
	
	146.466

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	234.438
	
	234.438

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	92
	
	92

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES

OTROS GASTOS CORRIENTES


	56.642

600
	
	56.642

600

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	3.513
	
	3.513

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS


	7.590.512
	
	7.590.512



	INICIATIVAS DE INVERSIÓN


	1.373
	
	1.373

	PRÉSTAMOS


	3.166
	
	3.166

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	300
	
	300

	SERVICIO DE LA DEUDA


	836.615
	
	836.615

	
	
	
	



Artículo 2º.- Apruébense los Ingresos Generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2012, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $


	Miles de US$



	INGRESOS GENERALES DE LA NACIÓN:


	
	

	MPUESTOS

	21.841.843.452
	2.480.200

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES

	13.865.601
	422.707

	RENTAS DE LA PROPIEDAD

	175.211.654


	2.203.693

	INGRESOS DE OPERACIÓN

	14.013.100


	4.660

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	99.933.342
	24.136

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	244.800
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	1.198.478.143
	2.465.791

	RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS


	10
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL


	
	4.000.030

	ENDEUDAMIENTO


	2.832.000.000
	109.987

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000



	TOTAL INGRESOS
	26.180.590.102
	11.713.204


	Programas Especiales del Tesoro Público:


	
	

	
	
	

	Subsidios
	795.983.399
	

	
	
	

	Operaciones Complementarias
	1.894.925.483
	6.076.541

	
	
	

	Servicio de la Deuda Pública
	616.442.704
	836.615



	Fondo de Reserva de Pensiones
	
	103.370

	
	
	

	Fondo de Estabilización Económica y Social

Fondo de Educación
	
	303.389

4.000.020



	TOTAL APORTES
	26.180.590.102
	11.713.204


Artículo 3°.- Autorícese al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 6.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en  los Ingresos Generales de la Nación.

Autorícesele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 500.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.
Para los fines de este artículo podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.
La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2012 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2012, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.

La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación. 

Artículo 4°.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al Fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.

No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.

Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%. 

Artículo 5°.- Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos. 

Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2012, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.

Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.

Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.

Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o bien no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.

Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 01, 02 y 03, de los subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora; las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.

Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.
Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional, de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.

Artículo 9°.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia, desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación, al o a los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación, o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 

Artículo 10.- Durante el año 2012, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios, salvo en aquellos casos que la Dirección de Presupuestos autorice previamente la reposición de un porcentaje mayor de dichas vacantes.

Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente  para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera.
El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta. 

Artículo 11.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a 30 días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Artículo 12.- Para los efectos de proveer durante el año 2012 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

Artículo 13.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición, a cualquier título, de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.

Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.

Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.

La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula "Por orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.

En el decreto supremo respectivo, podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados. 

Artículo 14.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2012 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 al 2011, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:

65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;
10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y

25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.

La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.

No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.

Los ingresos producto de las enajenaciones de los bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Publica no estarán afectos a lo dispuesto en los incisos anteriores y las aplicaciones que se efectúen con cargo a estos recursos se incorporarán anualmente en la Ley de Presupuestos, en los respectivos capítulos de la Partida Ministerio de Defensa Nacional y de la Partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública según corresponda, identificando los ingresos y gastos estimados en cada caso. Estas enajenaciones se efectuarán por licitación pública y los recursos sólo podrán emplearse en proyectos de infraestructura, incluidos proyectos de inversión social, tales como habitabilidad y mejoramiento de las condiciones de vida de todo el personal integrante de estas instituciones, y en proyectos de infraestructura militar. La proporción de proyectos militares será inferior a la de proyectos de inversión social, salvo autorización expresa del Ministerio de Defensa. Trimestralmente el Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública en su caso, deberán informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos de las enajenaciones y los proyectos de infraestructura financiados con los recursos a que se refiere este inciso. 

Artículo 15.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:

1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.

2. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.
3. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.
4. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.
5. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.
6. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los noventa días y ciento veinte días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.
7. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.
8. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.
9. Informe trimestral de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N° 19.908, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre. 

10.
Informe Trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre.
11.
Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los 90 días siguientes al término del respectivo trimestre.
En el caso del Fondo de Estabilización Económica y Social, el informe deberá ser presentado ante la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y contener, al menos, el detalle de aportes y retiros del período, debiendo identificarse y fundamentarse el destino de estos últimos.

12.
Informe trimestral, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre, de las asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley. Adicionalmente y en las mismas fechas, los organismos responsables de dichos programas, deberán publicar en su página web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.

Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.
13. Informe, antes del 31 de diciembre de 2011, de los gastos considerados para el año 2012 en iniciativas de inversión en las zonas comprendidas en el decreto supremo N° 150, de 2010, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, especificando el tipo de obra, región y comuna de ubicación, costo y plazo de ejecución. Asimismo, estado de avance trimestral, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre, de cada una de las obras especificadas.

14. La Dirección de Presupuestos, en el marco del Plan Araucanía, informará a más tardar el 31 de marzo de 2012 a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de las iniciativas de inversión sectoriales consideradas en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2012 que se contempla desarrollar en la IX Región.
Para dar cumplimiento a lo señalado en los párrafos anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes, debiendo además ser publicada en los mismos plazos en la página web de los organismos obligados a proporcionarla.

El reglamento a que se refiere el inciso tercero del artículo 7° de la ley N° 19.862, deberá establecer que la inscripción de cada operación de transferencia deberá señalar el procedimiento utilizado en su asignación, si es por concurso, asignación directa u otro. Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.

Toda información que en virtud de otras disposiciones de esta ley deba ser remitida a Comisiones del Senado y de la Cámara  de Diputados, será proporcionada por los respectivos organismos a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, quién la pondrá a disposición de la o las Comisiones a que se refieren dichas disposiciones, sin perjuicio de su publicación en la página web del organismo respectivo. 

Artículo 16.- Durante el año 2012, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$1.500.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.

Artículo 17.- Durante el año 2012 el Presidente de la República podrá  otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y universidades estatales, hasta por la cantidad de US$500.000.000 (quinientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.
La autorización que se otorga al Presidente de la República, será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.
Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.
Las empresas señaladas en el inciso primero, para obtener la garantía estatal señalada, deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.847.
Autorícese a las universidades estatales para contratar, durante el año 2012, empréstitos por períodos de hasta 20 años, de forma que, con los montos que se contraten, el nivel de endeudamiento total en cada una de ellas no exceda del setenta por ciento (70%) de sus patrimonios. El servicio de la deuda se realizará con cargo al patrimonio de las mismas universidades estatales que las contraigan. Estos empréstitos deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda. Con todo, los empréstitos no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.

Copia de los antedichos empréstitos, indicando el monto y las condiciones bajo las cuales fueron suscritos, además de un informe que especifique los objetivos y los resultados esperados de cada operación y su programa de inversiones asociado, serán enviados al Ministerio de Educación y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al de su contratación.
Artículo 18.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación les demande efectuar contribuciones o aportes, se deberá certificar la disponibilidad de recursos para afrontar tales gastos. 
Artículo 19.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975.
Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley N° 19.104 y el artículo 14 de la ley 20.128, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quién podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.
Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.

Artículo 20.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2012, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°, y los decretos y resoluciones que en virtud de esta ley sean necesarios para posibilitar la ejecución presupuestaria a partir del año 2012. 

Artículo 21.- Los órganos y servicios públicos, cuando realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos hasta en un 20% en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa.
Los órganos y servicios a que se refiere este artículo, deberán dar cumplimiento de la obligación establecida en el inciso anterior, por medio de sus respectivas páginas web.

Artículo 22.- Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico. 

Artículo 23.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley deberán remitir a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte  electrónico, una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los 180 días siguientes a la recepción de su informe final. 
Artículo 24.- En caso de contar con asignaciones correspondientes al subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2012, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.

La información señalada en el inciso previo, desglosada por ministerio, deberá estar disponible en el sitio web de la Dirección de Presupuestos, y deberá ser acompañada, en el plazo que corresponda, por la ejecución trimestral de los recursos señalados.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, Y DE HACIENDA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FOMENTA EL MERCADO DE CRUCEROS TURÍSTICOS

(7528-06 Y 7285-06 REFUNDIDOS)

HONORABLE SENADO:


Las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, tienen a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, y en una moción de los Honorables Diputados señora Carolina Goic y señores Pedro Alvarez-Salamanca, Gabriel Ascencio, Nino Baltolu, Germán Becker, Aldo Cornejo, Celso Morales, Sergio Ojeda, Marcelo Schilling y Felipe Ward, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que las Comisiones unidas consideraron este proyecto de ley, concurrieron, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, señor Pablo Longueira; la Subsecretaria de Turismo, señora Jacqueline Plass; el Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, señor Alvaro Castilla; el Superintendente de Casinos de Juego, señor Francisco Leiva; el Gerente General y el Asesor de la Asociación Chilena de Casinos de Juegos, señores Rodrigo Guiñez y Guillermo Vásquez, respectivamente; el Alcalde de San Antonio, señor Omar Vera; el Alcalde de Talcahuano, señor Gastón Saavedra; el Alcalde de Puerto Montt, señor Rabindranath Quinteros, y el asesor del Ministro de Economía, señor Alejandro Arriagada.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Suprimir las distorsiones que afectan la libre competencia en el mercado de cruceros (transporte marítimo de pasajeros con fines turísticos), equiparando beneficios que la legislación reconoce a otros operadores en materia de casinos de juego, de manera de fomentar la recalada de estas naves en puertos nacionales.

II. CUESTIÓN PREVIA


1. Prevenimos que por acuerdo adoptado en sesión de 13 de septiembre pasado, la Sala autorizó que este proyecto fuera debatido en general y en particular a la vez.


2. Hacemos presente también que de acuerdo con el informe financiero acompañado, este proyecto tiene un costo financiero fiscal de 300 millones de pesos anuales.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.


2. Decreto ley N° 825, de 1974, sobre impuesto a las ventas y servicios.


3. Ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica disposiciones en materia de lavado de dinero y blanqueo de activos.

3.2. De Hecho


Expresa el mensaje con que el Ejecutivo envió a trámite legislativo este proyecto de ley, que el mercado del transporte marítimo nacional e internacional en naves mayores con fines turísticos requiere la adopción de medidas que eliminen distorsiones y fomenten la competitividad, permitiendo de este modo una mayor inversión en beneficio de la actividad económica vinculada a la industria turística.


Agrega que un mercado de cruceros competitivo contribuye al desarrollo de esta actividad en nuestro país por la llegada con mayor frecuencia de compañías extranjeras, permitiendo la creación de nuevos empleos, especialmente en regiones.


En los últimos años, continúa, el mercado de cruceros ha tenido un crecimiento sostenido transportando cerca de trece millones y medio de pasajeros por año, lo cual lo destaca como el mercado de mayor categoría en el rubro “viajes recreativos” con una participación del 7,4% promedio, desde 1980, en la industria del turismo.


Expresa, enseguida, que Chile representa un mercado atractivo para los cruceros. Hasta el año 2006, el crecimiento fue de un 30%, empezando a disminuir desde ese año, con una caída acumulada del 40% entre los años 2008 y 2011, debido a los altos costos de pilotaje y a la prohibición de operar casinos de juego a bordo de los cruceros en las aguas territoriales.


Según el mensaje, los cruceros tienen gran incidencia en la economía local. Además de los pagos por puertos y abastecimiento, las recaladas dejan importantes recursos por los pasajeros que desembarcan. Según un estudio de una revista especializada, en promedio un pasajero gasta aproximadamente cien dólares norteamericanos en cada recalada lo cual puede alcanzar a doscientos cincuenta mil dólares en un puerto con un crucero de dos mil pasajeros.


En consecuencia, señala el mensaje, este proyecto tiene por finalidad eliminar las distorsiones que afectan la libre competencia en este mercado, equiparando beneficios que se reconocen a determinados operadores turísticos para que los cruceros nacionales e internacionales ingresen a este mercado.


Manifiesta a continuación que son cuatro los aspectos que se deben corregir para lograr la finalidad descrita.


El primero es la explotación de casinos a bordo de estas naves en su tránsito por nuestro mar territorial, actividad restringida actualmente a determinadas naves mayores nacionales.


El segundo se refiere a las exenciones del impuesto al valor agregado por los servicios prestados a bordo de naves nacionales de carácter turístico, en relación con los ingresos en moneda extranjera provenientes de turistas sin domicilio en Chile, situación que nuestra legislación hoy reconoce a las empresas hoteleras.


El tercer aspecto examina la recuperación del impuesto al valor agregado por servicios portuarios prestados en las regiones I, XI o XII, incluido el “rancho” de naves (aprovisionamiento de combustible, lubricantes, aparejos y mercancías) que sólo se otorgan a empresas extranjeras asimiladas para estos efectos a los exportadores.


El cuarto aspecto es consecuencia de la explotación de casinos de juego a bordo de los cruceros en relación con las normas de la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero y modificó otras de lavado de dinero y blanqueo de activos, en orden a obligar a las naves autorizadas para operar casinos de juego a que informen las operaciones sospechosas a la referida Unidad de Análisis Financiero.


Observa el mensaje que este proyecto es necesario pues nuestra legislación contiene tratamientos que pueden estimarse discriminatorios respecto de las empresas navieras, según sean nacionales o extranjeras.


En opinión del mensaje una primera discriminación positiva se advierte en la ley N° 19.995, que autoriza el funcionamiento de casinos de juego, en el sentido de que sólo permite esta actividad en las naves mercantes mayores nacionales, aunque en condiciones rigurosas que la han hecho impracticable, dada la estrictez de las regulaciones en materia de casinos, que se explica por el carácter excepcional de esta actividad habida consideración de los aspectos de orden público y de seguridad involucrados en la autorización de juegos de azar.


Explica el mensaje a continuación, que para explotar un casino de juego la ley (ley N° 19.995) exige que el operador actúe en Chile como una sociedad anónima cerrada que debe cumplir exigencias restrictivas en cuanto a la composición accionaria, monto mínimo, plazo y forma de enterar el capital social, así como los requisitos, prohibiciones y la obligación de obtener autorización de la Superintendencia de Casinos para efectuar cambios en la composición accionaria o en los estatutos sociales.


Por otra parte, la ley de casinos (artículo 63) autoriza el funcionamiento de casinos de juego en naves mercantes mayores nacionales que reúnan las siguientes modalidades y condiciones:


a) Tener capacidad de pernoctación a bordo superior a 120 pasajeros.


b) Efectuar navegación marítima en aguas de jurisdicción nacional y ser su función principal el transporte nacional o internacional de pasajeros con fines turísticos.


c) Los juegos de azar sólo podrán efectuarse dentro del circuito turístico declarado ante la Superintendencia, desde que la nave se hace a la mar y hasta su arribo a puerto. El circuito no puede tener una duración inferior a tres días ni abarcar menos de quinientas millas náuticas.


d) Sólo se autoriza determinada cantidad de juegos por categoría en relación con la capacidad de pasajeros de la nave.


e) El operador de juegos de azar debe ser una sociedad distinta del armador, propietario, operador, arrendatario o tenedor a cualquier título de la nave.


f) El operador de juegos de azar debe fijar domicilio en una de las comunas comprendidas en el circuito.


g) Sin perjuicio de otras causales, el permiso de operación de juegos de azar se extingue por cancelación de la inscripción en el registro de matrícula de naves mercantes mayores.


Agrega el mensaje que las discriminaciones negativas se manifiestan en exenciones del impuesto al valor agregado que tienen las empresas hoteleras por ingresos en moneda extranjera derivados de servicios prestados a turistas sin domicilio en Chile, beneficio que se ha entendido no alcanza al transporte de pasajeros con fines turísticos en naves nacionales, y la recuperación del impuesto al valor agregado por la venta de bienes muebles corporales por un vendedor habitual en las regiones I, XI, XII y XV, para el rancho de naves en tránsito por Chile, que sólo favorece a empresas navieras extranjeras.


Concluye el mensaje, en este aspecto, en que este tratamiento genera un alto impacto en los costos de los armadores nacionales y en su sustentabilidad, restándole competencia con las empresas extranjeras. Y eso ocurre porque la ley de impuesto a las ventas y servicios (artículo 36) faculta a los exportadores para recuperar ese impuesto al adquirir bienes destinados a la exportación exentos del tributo, ya sea imputándole al débito fiscal que se produce por ventas o servicios internos o solicitando su reembolso al Servicio de Tesorerías.


Por su parte, la moción de los Honorables Diputados señora Carolina Goic y señores Pedro Alvarez-Salamanca, Gabriel Ascensio, Nino Baltolu, Germán Becker, Aldo Cornejo, Celso Morales, Sergio Ojeda, Marcelo Schilling y Felipe Ward, declara que durante años se han adoptado medidas por el Estado para el fomento de las recaladas de cruceros internacionales y los beneficios que esa situación conlleva. En el último tiempo -continúa la moción- diversas compañías internacionales han expresado su preocupación por la pérdida de ventajas comparativas que ofrece el país para este mercado, particularmente por la de no poder operar salas de juego al ingresar a la milla 24 que dista del territorio nacional, restricción que no existe en otras ciudades de la región. 


De acuerdo a lo señalado, los autores de la moción explican que los casinos que operan en cruceros de bandera extranjera, una vez que ingresan al territorio nacional (12 millas marinas desde las líneas de base) o mientras permanezcan en la zona contigua (24 millas contadas también desde las líneas de base), no pueden funcionar como casinos de juego sin contravenir la legislación nacional sobre la materia (ley Nº 19.995). Recuerda la moción que la legislación nacional declara ilícitos los juegos de azar, salvo que una ley los autorice expresamente, como es el caso del artículo 63 de la ley de casinos que determina los requisitos para autorizar a las naves mercantes nacionales para que pueden funcionar como salas de juego. 


Agregan que ciudades como Arica, Puerto Natales, Valparaíso, Puerto Montt, Castro y Punta Arenas, entre otras, pueden sufrir importantes menoscabos por el decrecimiento en el número de recaladas. 


En atención a lo expuesto y considerando la necesidad de facilitar el arribo de un gran número de cruceros turísticos; la relevancia de establecer condiciones que permitan al mercado nacional operar en términos de igualdad con otros países de la región; el estímulo que significa para las ciudades puerto; la no discriminación que debe existir para la regulación del funcionamiento de casinos de juego en naves nacionales e internacionales; la urgencia de contar con una legislación flexible sobre la materia; que durante la vigencia de la ley Nº 19.995 no se han presentado solicitudes para la operación de casinos de juego de acuerdo al artículo 63 de la ley de casinos, y la relevancia de que la Superintendencia de Casinos de Juego pueda normar la actividad de su competencia que se desarrolle en naves turísticas nacionales e internacionales, proponen introducir modificaciones en el señalado artículo con el objeto de permitir que cruceros internacionales puedan operar salas de juego para, de esta manera, fomentar el arribo de esas naves en puertos chilenos. 


El texto está estructurado en 3 artículos permanentes e introduce modificaciones en los incisos primero y segundo del artículo 63 de la ley de casinos, norma que dispone que la Superintendencia podrá autorizar la explotación de juegos de azar, de manera excepcional, en las naves mercantes mayores de bandera nacional, las que deberán contar con una capacidad superior a 120 pasajeros con pernoctación; efectuar navegación marítima en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, y tener por función principal el transporte nacional o internacional de pasajeros con fines turísticos. (Inciso primero). Declara, además, que la explotación de juegos de azar en tales naves se someterá a las mismas disposiciones sobre autorización, operación, fiscalización y tributación previstas en la presente ley para los casinos de juego, con las siguientes particularidades:


a) Los juegos que se autoricen sólo podrán desarrollarse dentro del circuito turístico declarado ante la Superintendencia por la sociedad solicitante y sólo desde que la nave se haya hecho a la mar y hasta su arribo a puerto. Con todo, el circuito turístico en el cual se autorice la explotación de juegos de azar no podrá tener una duración inferior a tres días y su cobertura deberá comprender a lo menos un recorrido de 500 millas náuticas.


b) Sólo podrá autorizarse una cantidad de juegos de azar, por categoría, equivalente a la proporción que establezca el reglamento, en relación con la capacidad de pasajeros de la nave.


c) El titular del permiso de operación para la explotación de los juegos autorizados deberá ser una sociedad distinta del propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor a cualquier título de la nave, y cumplir en lo que fuere pertinente, con lo dispuesto en los artículos 17 y 18.


d) Para todos los efectos de esta ley, la sociedad operadora deberá fijar su domicilio en una de las comunas cuyo puerto esté comprendido en el circuito turístico de la nave.


e) Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 30, en los casos regulados en este artículo, el permiso de operación se extinguirá, también, por cancelación de la inscripción en el registro de matrícula de la nave, de conformidad con el artículo 21 del decreto ley Nº 2.222,de 1978, Ley de Navegación. (Inciso segundo)

- - -

IV. DISCUSIÓN Y APROBACIÓN GENERAL DEL PROYECTO


El proyecto en informe está estructurado en tres artículos permanentes y un artículo transitorio. El artículo 1° propone modificaciones a la ley N° 19.995, sobre Bases Generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego. El artículo 2° contiene enmiendas al articulado del decreto ley N° 825, de 1974, ley sobre impuesto a las ventas y servicios. El artículo 3° agrega una norma a la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Lavado y Análisis Financiero. Por su parte, el artículo transitorio establece un plazo para la dictación del reglamento a que se refiere el proyecto.


Consignamos a continuación el debate que suscitó la idea de legislar acerca de este proyecto de ley y el acuerdo adoptado a su respecto por las Comisiones unidas.

- - -


En sesión de 16 de agosto de 2011, las Comisiones oyeron la exposición de la Subsecretaria de Turismo, señora Jacqueline Plass, quien señaló que la urgencia con que se ha calificado la iniciativa se explica en razón de que los itinerarios de las compañías de cruceros se planifican con dos años de anticipación, por lo que de no aprobarse antes del fin del mes de septiembre, el país no será considerado en las rutas de los cruceros (incluidos los años 2013 y  2014), cuestión que afectará, principalmente, a las ciudades puerto en que recalan esas embarcaciones.


Expresó que la recuperación que ha experimentado este mercado luego de la crisis económica de los años 2008 y 2009 es de un 7%, y su crecimiento proyectado para el presente año es de un 5%. Sobre este aspecto, recordó que 935 millones de personas cruzaron fronteras en el mundo durante el año 2010, y se espera que al año 2020, esa cifra aumente a 1.600 millones. 


Por lo que hace a nuestro país, afirmó que el turismo interno representa el 71% de la actividad turística, en tanto que el turismo receptivo (turistas extranjeros) alcanza el 15% y el emisivo (chilenos viajando al exterior) es de un 14%. Es una industria que alcanza un movimiento de 2.000 millones aportados por turistas extranjeros (personas que pernoctan al menos una noche en el país), cifra que, durante los meses de enero y mayo de este año, ha experimentado un aumento de un 12%. Refiriéndose a los turistas que no duermen en el país (pasajeros de los cruceros), señaló que su ingreso ha sufrido una baja de un 21% entre los años 2008 y 2010, lo que, sumado al decrecimiento de un 40% en la recalada de cruceros en Chile desde el año 2006, ha motivado la presentación de esta iniciativa que tiene por objeto reimpulsar el turismo.


Señaló que la caída en las recaladas se debe, fundamentalmente, al cambio del modelo de negocios que se produjo con ocasión de la crisis económica del año 2008, etapa en la cual disminuyó el costo de los pasajes y aumentó el número de casinos de juego a bordo de las embarcaciones, lo que se tradujo en una baja para nuestro país, que posee cerca de un quinto de la costa navegable del Océano Pacífico. También influyeron los altos costos de faros, balizas, pilotajes, remolques,  la escasa infraestructura de los terminales para pasajeros en los puertos nacionales y la prohibición de operar casinos de juego en las naves extranjeras mientras navegan por aguas territoriales chilenas. Por las razones expuestas, el país ha perdido competitividad en este mercado, pasando de un total de 244 recaladas (317.000 pasajeros) el año 2008, a 155 desembarques (145.000 pasajeros) en la temporada 2010-2011, lo que representa un decrecimiento del 40% en recaladas y un 46% en pasajeros. Esto se traduce en un menor ingreso para el país de 35 millones de dólares anuales. 


Respecto de los beneficios sectoriales, los cruceros representan importantes ganancias tanto para el país como para las ciudades puerto. Cada pasajero que desembarca gasta aproximadamente 100 dólares, en tanto que los tripulantes desembolsan cerca de 89 dólares, por lo que se dejan de percibir  300.000 dólares (cifra aproximada) por cada nave de tamaño medio que se abstiene de recalar en puertos chilenos, perjudicando principalmente a las pequeñas y medianas empresas. 


Por las razones expuestas, anunció que las modificaciones contenidas en este proyecto de ley persiguen corregir las siguientes distorsiones económicas en este mercado:


Uno) Explotación de juegos de azar en los casinos que se encuentran a bordo de cruceros. Modificaciones a la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.


a.- Flexibilizar la operación de casinos de juego en naves nacionales. Para ello, éstas deberán contar con una capacidad mínima de 80 pasajeros y tener servicios turísticos a bordo. El titular del permiso de operación para la explotación de juegos autorizados puede ser una sociedad diferente de la del propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor a cualquier título de la nave. Se mantiene la disposición que obliga a que los circuitos no pueden tener una duración inferior a 3 días, comprendiendo un recorrido mínimo de 500 millas náuticas. Los casinos sólo podrán abrir más allá de 3 millas náuticas de la costa. 


b.- Se aplicarán las normas de fiscalización y sanción contenidas en la ley N° 19.995. 


c.- Sólo se autorizará una cantidad de juegos de azar proporcional a la capacidad de pasajeros de la nave, a razón de una máquina de azar por cada 10 pasajeros; una mesa de juego por cada 50  y un juego de bingo por nave.


d.- Los operadores nacionales autorizados deberán cumplir los procedimientos de homologación de máquinas y sus complementos para la operación y práctica de tales juegos. Sólo podrán desarrollarse los juegos incorporados en el catálogo. 


e.- La Superintendencia de Casinos de Juego inspeccionará los juegos de azar en las naves mercantes mayores nacionales cuando estén en puerto o dentro de las 3 millas náuticas, en todo lo que diga relación con el cumplimiento del catálogo de juegos. 


f.- Se incorpora a la ley de casinos un artículo 63 bis, nuevo, respecto de navíos internacionales, permitiéndoseles explotar juegos de azar siempre que:


i. cuenten con la autorización para navegar de Directemar; 


ii. se encuentren navegando y no detenidas en puertos chilenos; 


iii. el circuito turístico no tenga una duración inferior a 3 días y su cobertura comprenda, a lo menos, un recorrido de 500 millas náuticas, y


iv. los operadores se registren ante la Superintendencia de Casinos de Juego, debiendo acreditar una antigüedad de a lo menos 3 años y la existencia y vigencia del operador, como también adjuntar los tres últimos balances y estados financieros. La autorización de los juegos de azar tendrá una vigencia de 5 años renovables por igual período. La autorización podrá ser denegada, revocada o no revocada, cuando corresponda, en caso de incumplimiento de las condiciones establecidas. 


g.- respecto de los impuestos a operadores de casinos, el nuevo artículo 63 ter exime a las naves nacionales y extranjeras del pago de los impuestos especiales establecidos en los artículos 58, 59 y 60 de la ley de casinos. 


Dos) Modificaciones al decreto ley N° 825, de 1974. 


Se introducen enmiendas al artículo 36 de ese cuerpo legal, para darles a las navieras chilenas el mismo tratamiento tributario que las naves extranjeras para la recuperación del Impuesto al Valor Agregado (IVA), asociado al rancho de las naves en las regiones de Tarapacá, de Aysén, de Magallanes y de Arica y de Parinacota.  


Tres) Modificación de la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero. 


Se incorpora en esa ley la obligación de los titulares de permisos de operación de juegos de azar en naves autorizadas de informar a la Unidad de Análisis Financiero sobre las operaciones sospechosas que detecten.


Finalizada la exposición de la señora Subsecretaria, el Honorable Senador señor Zaldívar consultó por el número de buques nacionales e internacionales que realizan este tipo de actividad. Enseguida, instó al Ejecutivo a estudiar  fórmulas para incentivar las recaladas de cruceros internacionales en Chile más allá de la instalación de salas de juego a bordo, incluyendo rebajas de costos de balizas y prácticos. Agregó que el mercado de los cruceros internacionales es diferente al de las naves nacionales, toda vez que éstos últimos, de transformarse en casinos flotantes, han de regirse por la legislación general vigente y no por otra de carácter excepcional.


El Honorable Senador señor Escalona hizo presente que facultar a los operadores a naves para que éstas funcionen como salas de juego atenta en contra de la actual regulación que rige la actividad. Del mismo modo, expresó que las cifras entregadas por el Ejecutivo carecen de objetividad, pues las enmiendas que se introducen en la ley apuntan, precisamente, al fomento de la existencia de nuevos casinos de juego, particularmente en lo que se refiere al número de pasajeros que hoy se exige como a las millas, que se rebajan de 120 a 80  y de 500 a 300, respectivamente.


Consultó por los antecedentes que justifican las cifras entregadas por el Ejecutivo, particularmente en lo que dice relación con los montos que los pasajeros y tripulantes dejan en cada puerto que recalan. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Bianchi también inquirió por el número de empresas que hoy operan naves turísticas en el país, con el objeto de que el proyecto no beneficie sólo a un sector de dicho mercado, sino que sea un verdadero impulso para toda la industria de casinos en el país, especialmente considerando la competencia que hoy existe en países vecinos respecto de esta industria.


El Honorable Senador señor Sabag señaló que el número de recalada de cruceros no sólo ha bajado por la prohibición de tener casinos a bordo, sino, también, por la ausencia de infraestructura necesaria para que este sector se desarrolle de la mejor manera. También requirió al Ejecutivo para estudiar los mecanismos que eviten que este proyecto se incluya entre los que lesionan la competencia que existe en el modelo de negocios de los casinos de juego, tal como se considera en la ley N° 19.995. 


A su turno, el Honorable Senador señor Pérez Varela señaló que el proyecto apunta en el sentido correcto de fomentar el turismo de extranjeros en el país y todos sus derivados. Recordó que en una sesión de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado celebrada en la ciudad de Punta Arenas, éste fue uno de los temas que mayor preocupación concitaba entre los actores sociales de esa comunidad, pues buena parte de los cruceros recalaba en Usuahia y no en Punta Arenas. Compartió la preocupación del Honorable Senador señor Sabag en el sentido de que este proyecto debe ser compatible con la regulación que existe para los casinos de juego, que ha permitido realizar importantes inversiones, de manera que esta iniciativa no genere escenarios asimétricos en materia de competencia, particularmente con las naves nacionales. 


También solicitó información del Ejecutivo respecto de la fiscalización de  que serán objeto las embarcaciones que desarrollen estas actividades a bordo. 


El Honorable Senador señor Frei precisó que hay dos problemas diferentes: por un lado la legislación de casinos que actualmente rige dicho mercado y, por otro, el fomento del ingreso de turistas extranjeros que viajan en cruceros. A este respecto recordó que los casinos que se han instalado desde la entrada en vigencia de la ley N° 19.995, no sólo incluyen salas de juego, sino también centros vacacionales y de convenciones, constituyendo un verdadero aporte a la infraestructura local y regional. Además -continuó- esas inversiones han significado un beneficio para las comunas y regiones donde se han instalado los casinos por el impuesto que deben pagar, generando un efecto multiplicador que habrá de considerarse al momento de sugerir nuevas legislaciones que pudieren perjudicar este nuevo estatus. 


De acuerdo con lo expuesto, solicitó al Ejecutivo informar acerca de la relación entre los impuestos e ingresos que se han pagado y generado para las comunas y regiones donde se han realizado inversiones en materia de casinos de juego, considerando no sólo las salas, sino, además, hoteles y salas de convenciones. 


Además, sugirió que el proyecto se desglose entre la regulación de los cruceros nacionales y la que rige para los internacionales, particularmente considerando que conceder beneficios tributarios a los primeros puede constituir un elemento de menoscabo a quienes han realizado importantes beneficios al país, desde el punto de vista de la inversión, exigencias requeridas y pago de impuestos. 


En respuesta a las consultas y observaciones, la Subsecretaria de Turismo, señora Plass, expresó que la intención del Ejecutivo no es fomentar la industria de casinos de juego, sino la de los cruceros. De esta forma, y considerando las preguntas respecto del caso de los cruceros nacionales y el eventual efecto que éstos podrían provocar en la industria de casinos, afirmó que éstos están facultados para tener casinos a bordo, cuestión que no se ha solicitado. Explicó que el modelo seguido es el de reciprocidad, por lo que se establece una impuesto de bajo impacto, permitiendo a los nacionales (cinco compañías) competir con empresas internacionales. 


Enseguida, señaló que el cambio de las millas náuticas y el número de pasajeros surgió en la Honorable Cámara de Diputados, en que se propuso la rebaja de 500 a 300 millas y de 120 a 80 pasajeros, a propuesta del Honorable Diputado señor Vallespín, que fue aprobada por unanimidad tanto por la Comisión como en la Sala de esa Corporación. El sentido de esta enmienda dice relación con el fomento de la industria nacional para que los cruceros nacionales puedan competir con las compañías internacionales en rutas similares.

- - -


En sesión de 30 de agosto de 2011, las Comisiones de Gobierno, Descentralización y de Hacienda, unidas, escucharon la exposición del Superintendente de Casinos de Juego, señor Francisco Leiva, quien expresó que la regla general de la actual regulación de casinos es que los juegos de azar son ilícitos, salvo que exista una norma legal que los autorice expresamente, tal como ocurre con las salas autorizadas por la ley N° 19.995, la Polla Chilena de Beneficencia, la Lotería de Concepción y la hípica. 


Respecto de la autorización para explotar juegos de azar en naves mercantes, la ley N° 19.995, en su artículo 63, establece una excepción al número máximo de 24 casinos que pueden funcionar en el territorio nacional al permitir operar salas de juego en naves nacionales, siempre y cuando cumplan con las condiciones y requisitos que ese cuerpo legal consigna. Para el caso de los cruceros de bandera extranjeras, una vez que ingresan al territorio marítimo nacional (12 millas náuticas) o mientras permanezcan en la zona contigua (24 millas náuticas) en que debe cumplirse con la normativa aduanera, fiscal, de inmigración y sanitaria, no pueden funcionar sin contravenir la legislación vigente. 


Hizo presente que en países como Estados Unidos de Norteamérica, Inglaterra, Perú y México, los casinos instalados en cruceros no tienen licencias para operar ni pagan impuestos, pues sólo funcionan en territorios internacionales. Sobre el particular, precisó que existen excepciones que buscan promocionar sus destinos como puntos turísticos, permitiendo a sus naves abrir casinos en aguas territoriales, como es el caso de Saint Tomas; Saint Peter Port y el Canal de Panamá. También en Alaska pueden operar casinos de cruceros en aguas territoriales pagando un impuesto equivalente al 33% de los ingresos brutos del juego. 


Recordó que en la etapa de precalificación, los postulantes a un permiso de operación (o los que solicitan la incorporación de un nuevo socio), deben someterse a un examen de la Superintendencia de Casinos de Juego cuya metodología fue diseñada en conjunto con el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos de Norteamérica, con el objeto de:


Uno) Acreditar la idoneidad de todos los socios accionistas que cuenten con un 5% o más de participación consolidada, directa o indirecta, en la cadena societaria.


Dos) Identificar el origen ilícito de los capitales que sean aportados para el proyecto de casinos de juego. 


Tres) Evaluar la suficiencia y disponibilidad de los fondos para financiar el proyecto de casinos de juego. 


Respecto de la fiscalización regular y extraordinaria que desarrolla la Superintendencia, enumeró las siguientes:


Uno) Material de juego.


Dos) Desarrollo de los juegos de azar y de actividades promocionales. 


Tres) Control y registro de entradas. 


Cuatro) Registro de ingresos brutos del juego. 


Cinco) Sistemas de circuito cerrado de televisión. 


Seis) Cumplimiento de la circular de prevención del lavado de activos y de financiamiento del terrorismo. 


Siete) Información disponible al público. 


Ocho) Modificaciones autorizadas. 


Nueve) Información operacional. 


Diez) Sistemas y actividades de control interno. 


Once) Cambios societarios. 


Sobre la homologación del juego, explicó que ésta tiene por finalidad certificar la idoneidad y la calidad de todo el material que se utiliza para el desarrollo de los juegos de azar. Para ello, continuó, la Superintendencia verifica que los implementos de juego que requieren ser homologados cuenten con un certificado original emitido por un laboratorio internacional, garantizando que el producto ha sido autorizado para ser explotado comercialmente en otra jurisdicción, y cumple con los estándares técnicos exigidos y las instrucciones en español.


El catálogo de juego, explicó, establece cinco categorías autorizadas para ser explotadas en los nuevos casinos de juego -ruleta, cartas, dados, bingo y máquinas de azar-, así como los elementos necesarios para desarrollarlos; las reglas generales aplicables; las condiciones y prohibiciones para la práctica de juegos; las sanciones; la resolución de conflictos y la verificación de premios. Acerca de las sanciones, señaló que la Superintendencia inicia un proceso para su aplicación cuando detecta supuestas infracciones por fiscalizaciones o por denuncias escritas. Recordó que desde que los casinos de juego comenzaron su funcionamiento, la Superintendencia ha aplicado un total de 18 sanciones por un monto total de 1.062 unidades tributarias mensuales. 


Hizo presente que la nueva institucionalidad de casinos de juego que se instaló luego de la entrada en vigencia de la ley N° 19.995 ha generado 9.300 empleos directos permanentes; 4.700 en construcción de proyectos y 17.000 indirectos, desglosado en un 55% de inversión extranjera y 45% de inversión nacional. Sobre los resultados operacionales del año 2010 (considerando que el terremoto del 27 de febrero de ese año obligó al cierre de 8 casinos de juego), afirmó que éstos registraron un crecimiento de un 44,3% en sus ingresos brutos respecto del juego. (4.767.709 visitas con un gasto promedio de $ 33.577).


De acuerdo con las consideraciones y los datos de los párrafos precedentes, el señor Superintendente expresó, respecto del contenido del proyecto de ley, que si bien la actual legislación permite el funcionamiento de casinos de juego en naves nacionales, no ha sido solicitado ningún permiso en 6 años. La iniciativa flexibiliza algunas exigencias respecto de este punto, reduciendo de 120 a 80 pasajeros la capacidad de alojamiento; disminuye el recorrido de 500 a 300 millas náuticas; elimina el requisito de que el titular del permiso de operación deba ser una sociedad diferente del propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor a cualquier título de la nave; se les exime del pago de impuestos especiales y de todas las normas sobre fiscalización y sanciones. 


Fue de opinión de que para evitar que los cruceros se transformen en “casinos flotantes”, debe mantenerse la condición de que el circuito turístico en el cual se autorice la explotación de juegos de azar tenga una duración no menor a 3 días, comprendiendo una travesía mínima de 300 millas náuticas en las naves nacionales y de 500 en los cruceros extranjeros. Además, debe suspenderse la operación de los juegos de azar durante el atraque en puertos y mientras las naves estén a menos de 3 millas de tales puertos. 


El proyecto de ley, continuó, excluye tanto a las naves extranjeras como nacionales de la obligación de someterse a las normas de fiscalización y sanciones establecidas en la ley de casinos, cuestión que resulta  atendible para el caso de las naves extranjeras, ya que se trata de casinos que no sólo operarían en aguas territoriales chilenas, sino que también en otras jurisdicciones. 


Para el caso de las naves nacionales, en su opinión es necesario mantener algunos ámbitos de fiscalización con el objeto de resguardar la fe pública, como es el caso de la homologación del material de juego y su posterior verificación a bordo por parte de los fiscalizadores de la Superintendencia. Ello permitirá, a su juicio, que los casinos de naves mercantes nacionales cuenten con máquinas de azar nuevas, certificadas por laboratorios internacionales, instrucciones en español y con un porcentaje de retorno como premio al jugador de más de un 85%, tal como ocurre con los casinos de la nueva industria. También será necesario mantener el catálogo de juegos de la Superintendencia, toda vez que en él se establecen las reglas y elementos necesarios para desarrollar cada una de las categorías de juego. 


Hacemos presente que al concluir su intervención, el señor Superintendente entregó un documento que da cuenta de los ingresos recibidos por las comunas y gobiernos regionales en que se han instalado los casinos de juego, luego de la entrada en vigencia de la ley de casinos, que se encuentra a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, el representante de la Asociación Chilena de Casinos de Juego, señor Guillermo Vásquez, expresó que la explotación de casinos de juego siempre ha tenido como fundamento el desarrollo de una determinada localidad. Así sucedió con la ley que fundó la Junta de Beneficencia de Viña del Mar y del Balneario de Recreo y que autorizó el Hipódromo y con la que declaró como zona franca la ciudad de Arica, eximiendo del pago de impuestos a esa provincia e instituyendo la Junta de Adelanto de la misma ciudad, que era financiada, al menos parcialmente, con los ingresos del casino. 


Agregó que atendido el mensaje con que se inició la tramitación legislativa de la ley N° 19.995, los casinos aportan al desarrollo económico y a la recaudación fiscal, generando externalidades positivas en la industria turística local. Además, continuó, los bienes jurídicos que subyacen en la regulación del juego están constituidos por la fe pública, la transparencia de la actividad, el rol fiscalizador del Estado, la igualdad ante la ley y la protección de la competencia en dicha industria, los cuales sólo pueden ser reconocidos adecuadamente en una normativa de bases generales que regule la actividad, como es el caso de la ley N° 19.995.


Continuando con el mensaje de la citada ley, expresó que se exigen los siguientes requisitos para el funcionamiento de los casinos:


Uno) Que los operadores de casinos de juego se rijan por un sistema seguro y efectivo de controles.


Dos) Que los casinos paguen los tributos adecuados. 


Tres) Que exista una entidad fiscalizadora (Comisión Nacional del Juego) que autorice y supervigile el funcionamiento de los juegos de azar. 


Cuatro) Que esa Comisión tenga la calidad de Superintendencia. 


Respecto de la tributación a que están afectos los casinos de juego, el representante de la Asociación Chilena de Casinos de Juego explicó que éstos deben pagar impuestos generales (primera categoría -Ley de la Renta- y el impuesto al valor agregado al juego) e impuestos especiales, dentro de los que se cuentan  un 0,07% de una unidad tributaria mensual por cada entrada a las salas de juego, que ingresan a las rentas generales y un 20% sobre los ingresos brutos con la siguiente distribución: a) un 50% para la municipalidad de la comuna en que esté situado el casino, el que deberá destinarse a obras de desarrollo comunal, b) un 50% para el gobierno regional que corresponda a la ubicación del casino, aplicable al  financiamiento de obras de desarrollo regional. Atendido el esquema tributario descrito, señaló que una vez que se integren a la legislación vigente los casinos que funcionaban con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 19.995, se verán favorecidas las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá y Coquimbo, y se incrementarán los fondos regionales de las regiones de Valparaíso, La Araucanía, Los Lagos y Magallanes. 


Fue de opinión que la autorización para el funcionamiento de casinos de juego en naves nacionales (artículo 63 de la ley N° 19.995) -que está vigente- debe ser otorgada por la Superintendencia de manera excepcional en naves mercantes mayores nacionales que tengan una capacidad superior a 120 pasajeros, naveguen en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, funcionen como embarcaciones de transporte nacional o extranjero con fines turísticos y que se adecuen a las mismas normas de autorización, operación, fiscalización y tributación previstas para los casinos terrestres. 


Señaló a continuación que el proyecto de ley que introduce enmiendas a la ley N° 19.995 permitirá el funcionamiento de casinos de juego sin previa licitación, así como la eliminación del control de la Superintendencia y de sus facultades sancionatorias y, además, exceptuará del pago de impuestos especiales a los nuevos operadores. De acuerdo con ello, se vulneran los principios contenidos en la ley N° 19.995, por cuanto los casinos marítimos no aportarán a la industria turística local, debilitando la fe pública, la transparencia de la actividad, la igualdad ante la ley y la sana competencia. Lo anterior, dijo, provocará efectos negativos para el Estado en materia recaudatoria, toda vez que las ventajas tributarias impulsarán la creación de líneas de naves casinos en que el contrato de pasaje no estará afecto al impuesto al valor agregado (incluyendo la alimentación y el consumo de bebidas alcohólicas y no alcohólicas). Se exime además de dicho impuesto a las compras efectuadas en el territorio nacional y de los impuestos especiales al juego, generando el efecto de que las rentas generales y los fondos regionales y locales sufran una merma importante en relación con la actual regulación. 


Además, la iniciativa afecta la acción del Estado en materia de lavado de activos, pues mantiene a los casinos navieros bajo la Unidad de Análisis Financiero, la que, sin embargo, no podrá contar con información del Servicio de Impuestos Internos ni de la Superintendencia de Casinos de Juego, puesto que el contrato de pasaje está exento del impuesto al valor agregado y el juego no estará afecto a los impuestos especiales. Además, no existirá control ni penalización de las actividades tal cual prescribe la ley N° 19.995. 


Un tercer elemento a considerar según la Asociación Chilena de Casinos de Juego son los efectos en los casinos que actualmente operan de acuerdo a la normativa vigente. A este respecto, indicó que las nuevas industrias han invertido cerca de (M) U$ 1.000.000, considerando que se les entregaba un monopolio legal para explotar una actividad ilícita y que no tendrían otra competencia que la establecida en la ley. Expresó que mediante las enmiendas que se pretenden incorporar en la ley 19.995, se vulneran derechos adquiridos y se establece un nuevo escenario para el modelo de negocios, enfrentando ahora una competencia desleal tanto desde el punto de vista tributario como de supervigilancia. Además, recordó que el proyecto se funda en una supuesta asimetría entre las empresas navieras nacionales e internacionales, que se estructuran de la siguiente manera:

Grupo Menéndez Lecaros

Mare Australis: 131 pasajeros.

Vía Australis:   136 pasajeros.

Stella Australis: 210 pasajeros.

Familia Kochifas

Skorpios II:        140 pasajeros.

Skorpios III:       100 pasajeros. 


Comparado ese número de pasajeros con los que arriban en los cruceros internacionales (desde 1.000 a 3.000 pasajeros por recalada), la asimetría siempre estará presente desde el punto de vista del volumen, por lo que este proyecto no elimina dichas diferencias y, por lo tanto, no cumple con su objeto, infringiendo las garantías constitucionales del derecho de propiedad, la igualdad ante la ley y la no discriminación arbitraria en materia económica, razón por la cual el Estado chileno puede enfrentar dos posibles riesgos adicionales:


Uno) Demandas ante el CIADI por incumplimiento de las bases de licitación consideradas en la ley N° 19.995.


Dos) Mala calificación de la OCDE en materia de lavado de activos. 


Finalizada las exposiciones transcritas, el Honorable Senador señor Frei expresó que las cifras acompañadas tanto por el Superintendente de Casinos como por la Asociación Chilena de Casinos de Juego reafirman la necesidad de separar la regulación de las naves nacionales y de las internacionales, toda vez que las exenciones tributarias que se sugieren y la ausencia de fiscalización por parte de la Superintendencia provocarán efectos negativos en materia de competencia en la actual industria de los casinos, pues las inversiones realizadas a la fecha y los ingresos que han generado para las comunas y las regiones se verán afectadas en caso de aprobarse el proyecto en la forma como ha sido despachado por la Honorable Cámara de Diputados. 

- - -


En sesión de día 5 de septiembre de 2011, las Comisiones unidas recibieron a los alcaldes de las ciudades de Puerto Montt, Talcahuano y San Antonio. 


El alcalde de Puerto Montt, señor Rabrindanath Quinteros, expresó que el proyecto es positivo para el sur austral de Chile, por cuanto el número de recaladas en dicha zona del país bajó de manera considerable una vez que comenzaron a operar las prohibiciones para los casinos de juego en los cruceros, efecto que se multiplica considerando el desembolso que hacen los turistas en tierra y la posibilidad de recorrer territorios más allá de las ciudades puerto, beneficiando la industria del turismo extranjero en el país y, con ello, la creación de empleos en una zona particularmente afectada durante los últimos años.


Además, sugirió estudiar mecanismos para el desarrollo de los cruceros en el sur austral de Chile, por cuanto son, junto con Valparaíso, los puertos que presentan mayor interés por parte de las empresas internacionales.  


Enseguida, el Alcalde de Talcahuano, señor Gastón Saavedra, manifestó que desde la instalación de la institucionalidad del nuevo modelo de negocios de la industria de casinos, diversos municipios y gobiernos regionales han experimentado un incremento relevante en materia de ingresos, razón por la cual ésta ha significado un aporte para generar proyectos en materia de desarrollo social. 


Respecto del proyecto de ley en debate, expresó que su contenido no representa una amenaza para el funcionamiento de los casinos que hoy operan de acuerdo con la ley N° 19.995, pues ésta contiene normas que aseguran el normal funcionamiento de esta industria, como es el caso de las limitaciones para su ingreso y para operar en los puertos en donde recalen naves de turismo. 


Sobre los ingresos que ha percibido Talcahuano por el impuesto especial que deben pagar estas empresas, el señor alcalde dijo que éste asciende a los siguientes montos por años:


a) El año 2009, $ 1.102.000 mil.


b) El año 2010, $ 1.090.000 mil.


c) El año 2011, $ 1.571.000 mil. 


Por las razones enunciadas, el aporte de la actual institucionalidad de casinos ha significado un beneficio para el desarrollo de inversiones locales en las comunas que hoy sirven de asiento a las industrias de casinos.


Finalmente, el alcalde de San Antonio, señor Omar Vera, señaló que el proyecto en debate tiene aspectos positivos y negativos. Entre los primeros destacó la posibilidad que se abre para que embarcaciones de turismo internacional puedan operar con casinos a bordo, lo que fomentará el número de recaladas en puertos nacionales. Entre los elementos negativos, destacó la ausencia de límites para acceder a la operación de casinos flotantes a nivel nacional, la carencia de fiscalización, la exención de impuestos y la vulneración de los principios inspiradores de esta ley en materia de descentralización y regionalización. 


Afirmó que la rebaja del número de pasajeros (120 a 80) y de las millas náuticas (500 a 300) no obedece a una proporción nominal ni a la exigencia de que la nave opere principalmente como transporte de pasajeros, lo que, sumado a otros elementos (tales como permitir que el titular del permiso de operación pueda ser el mismo propietario o un tenedor a cualquier título de la nave y que la autorización sea renovable), atenta en contra de una competencia justa en esta industria. 


Respecto de las exenciones tributarias, fue de opinión de que éstas van en contra de los principios establecidos en la ley N° 19.995, por cuanto no persiguen que ingresen nuevos actores al mercado de los casinos flotantes, sino que, más bien, generan un impacto marginal debido al reducido número de operadores nacionales que actúan en este mercado. 


Finalmente, hizo presente que el proyecto en debate debe considerar los siguientes aspectos:


Uno) Autorizar el funcionamiento de casinos en cruceros internacionales. 


Dos) Discutir en un proyecto de ley diferente el funcionamiento y operación de casinos flotantes, los que, de todas formas, deberán estar sujetos al marco regulatorio que actualmente rige para los casinos en tierra.


Los Honorables Senadores señores Escalona y Frei solicitaron al Ejecutivo revisar los mecanismos pertinentes con el objeto de fomentar la industria de los cruceros internacionales, resguardando la industria nacional de casinos que se ha regido por la institucionalidad de la ley N° 19.995, en razón de que no pueden generarse escenarios que perjudiquen el desarrollo que, hasta ahora, han alcanzado comunas y regiones que han podido disponer de fondos extraordinarios para el desarrollo de diversas obras. Del mismo modo, requirieron estudiar las alternativas para que el proyecto pueda desglosarse en los siguientes temas: regulación de las industrias nacional e internacional, respectivamente, como, asimismo, la intención de establecer condiciones equivalentes en materia tributaria para el funcionamiento del mercado de casinos. Del mismo modo, sugirieron que el proyecto tenga por finalidad fomentar el turismo de cruceros para las próximas temporadas, las cuales se comienzan a planificar en el mes de octubre de cada año, razón por la cual insistieron en separar la regulación de las naves nacionales de las internacionales.


El Honorable Senador Pérez Varela planteó que la legislación nacional debe hacerse  cargo de la asimetría que hoy existe entre la regulación del fomento turístico del sur de Chile, la que, en su opinión, causa perjuicios a esta zona en relación con lo que ocurre con otras regulaciones de países limítrofes.

- - -


En sesión de 12 de septiembre de 2011, el Honorable Senador señor Sabag sugirió, atendidos los diversos planteamientos escuchados durante el debate de esta iniciativa, separar el proyecto para que sólo rija respecto de los cruceros internacionales, con el objeto de que el mercado de los casinos que se han acogido a la regulación de la ley N° 19.995 no sufra mermas como consecuencia de los escenarios institucionales que pudieren provocar competencia desleal ni rebajas en la recaudación de impuestos para las comunas y gobiernos regionales que puedan ser afectadas.


El Honorable Senador señor Frei concordó con el planteamiento del Honorable Senador señor Sabag, como la forma de cumplir con el objetivo de fomentar el arribo de cruceros sin introducir mecanismos atentatorios en contra de la actual institucionalidad que rige la industria de casinos en el país. Para el caso de que se quiera fomentar por esta vía el turismo en la zona sur austral, sugirió la redacción de un proyecto de ley diferente del que actualmente se discute. 


El Honorable Senador señor Escalona fue de opinión que ha de considerarse que las leyes deben tener carácter general y promover el bien común, por lo que este proyecto, tal como está, puede generar un efecto negativo al intentar establecer condiciones de igualdad entre la industria nacional e internacional. Según los datos acompañados durante la discusión, son muy pocas las empresas que desarrollan esta industria a nivel nacional, por lo que compartió la sugerencia de los Honorables Senadores señores Sabag y Frei. En caso contrario, concluyó, sólo unas pocas compañías resultarán beneficiadas en perjuicio de otras.


El Ministro de Economía, señor Pablo Longueira, expresó que el proyecto de ley en debate tiene por única finalidad fomentar el desarrollo de la industria de los cruceros internacionales en el país, los que han experimentado una merma ostensible durante los últimos años. Por esa razón, se propone que las naves desarrollen actividades de casino de juego bajo las condiciones establecidas en la iniciativa de ley, además de las consideraciones de otro tipo que pueden hacerse respecto de la rebaja del costo de las balizas y la instalación de infraestructura. Afirmó que este es un proyecto de bajo impacto para la actual industria de casinos, y que sólo tiene por objeto rentabilizar una actividad que genera ganancias y externalidades positivas para el país, de manera tal que no existe amenaza alguna para el aporte que, en materia de impuestos, ha significado la regulación de la ley N° 19.995. 


Atendida la sugerencia de algunos señores Senadores en orden a desglosar el proyecto de ley, el señor Ministro planteó que el Ejecutivo está disponible para conversar sobre los mecanismos que sean necesarios con el objeto de fomentar las recaladas de cruceros extranjeros en el país y, asimismo, del impulso del turismo en el sur austral de Chile. 

- - -


Concluido el debate precedente y sometida a votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, ella resultó aprobada con los votos de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Bianchi, Lagos, Pérez Varela (dos votos), Sabag y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Frei.

- - -

V. DISCUSIÓN PARTICULAR


Consignamos a continuación una descripción del contenido del proyecto, de las normas sobre las cuales éste recae y los acuerdos adoptados.

Artículo 1°


Este artículo del proyecto, en los tres números que lo conforman, propone, cual se dijo, enmiendas a la ley de bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.


El numeral 1) reemplaza en el inciso segundo del artículo 38 de ese texto legal la expresión “Director Nacional del Servicio Nacional” por “Subsecretario”.


(El referido inciso segundo del artículo 38 dispone que, entre otros, el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego estará integrado por el Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo).


Este numeral contó con la aprobación de las Comisiones unidas, las que se la prestaron con los votos de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Bianchi, Lagos, Pérez Varela (dos votos), Sabag y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Frei.

El N° 2) del artículo 1° del proyecto incluye en siete literales otras tantas modificaciones al artículo 63.


El literal a) reemplaza en el inciso primero el guarismo “120” por “80”.


En lo que interesa a este informe el inciso primero del artículo 63 faculta a la Superintendencia para autorizar el funcionamiento de juegos de azar en naves mercantes mayores nacionales que, entre otros requisitos, tengan una capacidad superior a 120 pasajeros con pernoctación a bordo.


La letra b) del N° 2) del artículo 1° también sustituye en el inciso primero mencionado el requisito que deben cumplir las naves mercantes mayores nacionales para explotar juegos de azar de “tener por función principal el transporte nacional o internacional de pasajeros con fines turísticos”, por “tener entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos.”.


El literal c) de este N° 2) del artículo 1° del proyecto reemplaza el encabezamiento del inciso segundo del artículo 63 por:


“La explotación de juegos de azar en las naves se someterán a las siguientes disposiciones sobre autorización y operación:”.


El texto vigente de ese encabezamiento reza: “La explotación de juegos de azar en tales naves, se someterá a las mismas disposiciones sobre autorización, fiscalización y tributación previstas en la presente ley para los casinos de juego, con las siguientes particularidades:”


(Las normas que se refieren a esta materia están contenidas en cinco literales en este inciso segundo).


Enseguida, la letra d) del N° 2) del artículo 1° del proyecto propone sustituir en la letra a) del inciso segundo del artículo 63 la expresión “500” por “300”.


El referido literal a), en lo pertinente a este informe, exige como requisito para autorizar los juegos de azar en naves mercantes mayores nacionales cuyo circuito turístico de navegación no puede ser inferior a 500 millas náuticas.


El literal e) del N° 2) del artículo 1° del proyecto reemplaza el literal b) del inciso segundo del artículo 63, por otro que expresa que sólo podrá autorizarse una cantidad de juegos de azar proporcional a la capacidad de pasajeros de la nave, a razón de una máquina de azar por cada 10 pasajeros; una mesa de juego por cada 50 pasajeros, y un juego de bingo por nave.


El texto reemplazado establece que sólo podrá autorizarse una cantidad de juegos de azar, por categoría, equivalente a la proposición que establezca el reglamento, en relación con la capacidad de pasajeros de la nave.


El literal f) del N° 2) del artículo 1° del proyecto también reemplaza la letra c) del inciso segundo del artículo 63. El nuevo texto preceptúa que el titular del permiso de operación para la explotación de los juegos de azar autorizados podrá ser el propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor, a cualquier título, de la nave o una sociedad distinta de aquéllas que cuente con su autorización, según corresponda. En este último caso, tal sociedad deberá cumplir, en lo que fuere pertinente, con lo dispuesto en los artículos 17 y 18.


El texto de la letra c) de la ley vigente que el proyecto propone reemplazar exige que el titular del permiso de operación para los juegos autorizados sea una sociedad distinta del propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor a cualquier título de la nave, y cumplir en lo que fuere pertinente, con lo dispuesto en los artículos 17 y 18.


(Los artículos 17 y 18 de la ley de bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, sólo permiten la operación de estos últimos por sociedades anónimas cerradas constituidas en Chile, que se sujeten a las normas de las sociedades anónimas abiertas contenidas en la ley N° 18.046, con las modalidades que esos mismos preceptos consignan. También, dan normas sobre los accionistas de las sociedades operadoras y las limitaciones a que están sujetos).


Finalmente, el literal g) del N° 2) del artículo 1° del proyecto propone incorporar un nuevo inciso -el tercero- al artículo 63 en comento que prescribe que la autorización para operar y explotar juegos de azar que reconoce este artículo tendrá una duración de cinco años, renovables por períodos iguales. Esta autorización podrá ser renovada, revocada, denegada o no renovada por incumplimiento de las normas de este artículo o en caso de que el operador sea sancionado por delito que merezca pena aflictiva o en un proceso nacional, o a pena aflictiva en un proceso extranjero, en ambos casos con sentencia ejecutoriada.


Agrega, finalmente que la solicitud de operación se confeccionará con arreglo a un reglamento expedido por decreto de Hacienda.


Este N° 2), con la excepción que se dirá, contó con el rechazo de las Comisiones unidas, habida consideración del planteamiento de excluir de este proyecto de ley las regulaciones de la actividad de casinos de juegos en buques mercantes mayores de matrícula nacional.


Se pronunciaron en contra de este número los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Bianchi, Lagos, Pérez Varela (dos votos), Sabag y Zaldívar y la abstención del Honorable Senador señor Frei.

(La excepción es el inciso tercero del artículo 63 contenido en el literal g) del N° 2 precedente, que al regular la duración de la autorización y otras materias respecto de las concesiones, sin distinguir la nacionalidad de las naves, permite que su contenido pueda ser aplicado indistintamente al precepto que se refiere al funcionamiento de las naves nacionales o al que legisla sobre las naves extranjeras, razón por la cual este inciso tercero se trasladará al artículo siguiente que se refiere a estas últimas).


El N° 3) del artículo 1° del proyecto incorpora a la ley de casinos dos nuevos artículos 63 bis y 63 ter, cuya descripción pasamos a reseñar.


El artículo 63 bis autoriza la operación de juegos de azar en buques mercantes mayores extranjeros con capacidad de pernoctación a bordo, esto es, servicios de hotelería, restaurante, camareros y atención de público, que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos.


Consigna, enseguida, los requisitos o condiciones que se deben reunir para que en la embarcación de que se trate puedan explotarse juegos de azar:


a) Que el buque esté autorizado para navegar en aguas de jurisdicción nacional.


b) Que la nave se encuentre navegando y no detenida en puertos chilenos. (La ley de navegación -artículo 32- faculta a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, en casos calificados, para restringir o prohibir el paso o permanencia de naves en determinados lugares o su ingreso a puertos nacionales).


c) El circuito turístico en que operen esas naves debe tener una duración superior a tres días y un recorrido mínimo de 500 millas náuticas.


d) Las naves han de incorporarse en un registro que llevará la Superintendencia, en el que también se inscribirán el operador del casino si es sociedad distinta del armador. Para inscribir la nave en el registro el operador debe acreditar una antigüedad de a lo menos tres años, antecedentes que comprueben su existencia y sus tres últimos balances, todo lo cual será traducido al castellano.


Finalmente, el nuevo artículo 63 bis contiene un inciso que declara que a la autorización de operación de juegos de azar a que diere lugar este artículo le será aplicable el inciso tercero del artículo anterior.


Con la misma votación precedente, esto es, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Lagos Pérez Varela (dos votos), Sabag y Zaldívar y la abstención del Honorable Senador señor Frei, las Comisiones unidas prestaron su aprobación a este artículo del texto de la Honorable Cámara, con la sola enmienda, cual se dijo, de reemplazar el inciso final por el contenido del inciso tercero del artículo 63, que regula la duración de la autorización para operar juegos de azar en todas las naves, las causales para denegar, revocar o no renovar esa autorización y el procedimiento para otorgarla.


El artículo 63 ter contenido en el N° 3 del artículo 1° del proyecto previene que los operadores nacionales y extranjeros autorizados de conformidad con los artículos 63 y 63 bis, quedan exentos de los impuestos especiales dispuestos en los artículos 58 y 59 de esta ley. (Inciso primero).


El inciso segundo ordena a los operadores nacionales y extranjeros suspender la operación de los juegos de azar durante el atraque de la nave en puertos nacionales y mientras estén a una distancia inferior a tres millas náuticas de ellos.


Agrega en su inciso tercero que las normas sobre fiscalización y sanciones de esta ley no se aplicarán a los juegos de azar regulados en los artículos 63 y 63 bis, quedando éstos sujetos solamente a la ley N° 19.913 (Crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica normas en materia de lavado y blanqueo de activos).


El inciso cuarto dispone que los operadores nacionales se ajustarán a los procedimientos para la homologación de las máquinas e implementos de azar, y sólo podrán desarrollar los juegos incorporados al catálogo.


El inciso quinto y final faculta a la Superintendencia para inspeccionar los juegos de azar en naves mercantes nacionales atracadas en puertos nacionales o dentro de las tres millas náuticas a que se refiere el inciso segundo, en todo lo relacionado con el catálogo de juegos y los implementos de juegos homologados.


Este artículo contó con la aprobación de los miembros presentes de las Comisiones unidas, esto es, los Honorables Senadores señores Bianchi, Lagos, Pérez Varela (dos votos), Sabag y Zaldívar, con la enmienda de suprimir las menciones a los operadores nacionales y al artículo 63 que aparece escrito en los incisos primero, segundo, y tercero, y la supresión de los incisos cuarto y quinto, en razón de que se refieren a los operadores de juegos de azar en naves mercantes mayores nacionales que según se ha dicho, se ha resuelto excluir de las normas de este proyecto de ley. Se abstuvo el Honorable Senador señor Frei.
Artículo 2°


Este precepto del proyecto de la Honorable Cámara introduce enmiendas al artículo 36 del decreto ley N° 825, de 1974, sobre impuestos a las ventas y servicios que autoriza a los exportadores a recuperar el impuesto al valor agregado. (Prevenimos que en virtud de la supresión del inciso octavo de este artículo 36, por la ley N° 19.606, la referencia a los incisos noveno y décimo de ese precepto consignada en el proyecto debe entenderse hecha a los incisos séptimo y octavo).


En su inciso séptimo (noveno), y en lo que interesa a este informe, este precepto extiende el beneficio de la devolución del impuesto al valor agregado a las empresas no constituidas en Chile que exploten naves pesqueras y factorías fuera de la zona económica excluir y que recalen en las regiones I, XI o XII, respecto de las mercancías que adquieran para su aprovisionamiento o por los servicios de reparación de las naves y equipos de pesca, servicios de muellaje, estiba, desestiba y demás servicios portuarios y almacenamiento de mercancías autorizadas. Igual beneficio tendrán las referidas empresas que efectúen transporte de pasajeros o de carga en tránsito por el país y que no tomen o dejen pasajeros ni carguen ni descarguen mercancías en Chile, que recalen en las citadas regiones por los servicios portuarios que se les prestan.


La letra a) del artículo 3° del proyecto propone reemplazar en este inciso la frase “las regiones I, XI y XII” por “las Regiones de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de Magallanes y la Antártica Chilena o de Arica y Parinacota”, y agregar a continuación de la segunda frase subrayada (Igual beneficio tendrán las referidas empresas), la oración “incluso aquéllas constituidas en Chile”, precedida de una coma (,).


Este literal fue aprobado por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Bianchi, Lagos, Pérez Varela (dos votos), Sabag y Zaldívar, sólo en lo que respecta al reemplazo de la mención de las “regiones I, XI y XII”, por las denominaciones ya transcritas. Se abstuvo el Honorable Senador señor Frei. Con la misma votación y abstención se rechazó la intercalación de la frase “incluso aquéllas constituidas en Chile”.


Enseguida, el inciso octavo (décimo) del artículo 36 de la ley sobre impuesto a las ventas y servicios previene que el beneficio consignado en este artículo (la devolución del impuesto al valor agregado) se aplicará a las entidades hoteleras a que se refiere el artículo 12, letra E, número 17), de este texto legal (ingresos en moneda extranjera de empresas hoteleras por servicios a turistas sin domicilio en Chile), pero su recuperación no excederá del guarismo establecido en el artículo 14 (19%), aplicado sobre el monto total de las operaciones en moneda extranjera que efectúen en el respectivo período.


La letra b) del artículo 3° del proyecto sugiere agregar a continuación de la frase subrayada “de este texto legal” la oración “y a las empresas navieras chilenas a que se refiere el número 3 del artículo 13 de esta ley (empresas navieras, aéreas, ferroviarias y otras sólo respecto de los ingresos provenientes del transporte de pasajeros), que exploten naves mercantes mayores, con capacidad de pernoctación a bordo, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos, en cuanto corresponda a servicios prestados a turistas extranjeros sin domicilio ni residencia en Chile.”.


Esta proposición del proyecto también fue rechazada por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Bianchi, Lagos, Pérez Varela (dos votos), Sabag y Zaldívar, de acuerdo con el planteamiento de excluir del mismo a las naves mercantes mayores nacionales. Se abstuvo el Honorable Senador señor Frei.
Artículo 3°


Este precepto del proyecto aprobado por la Honorable Cámara propone la agregación de la frase que enseguida se expresará en el artículo 3° de la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, y que somete a las personas naturales y jurídicas que la misma norma menciona, a la obligación de informar (a la Unidad de Análisis Financiera) acerca de actos, transacciones u operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus actividades. A continuación el precepto establece como tales obligados, por vía de ejemplo, a los bancos e instituciones financieras; las administradoras de fondos de inversión; las casas de cambio; las compañías de seguros; los casinos, salas de juego e hipódromos.


El artículo 3° del proyecto intercala, a continuación de las expresiones “los casinos, salas de juego o hipódromos, la frase “los titulares de permisos de operación de juegos de azar en naves mercantes mayores, con capacidad de pernoctación a bordo, que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos.”.


Las Comisiones unidas, con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Lagos, Pérez Varela (dos votos), Sabag y Zaldívar, aprobaron en los mismos términos propuestos esta enmienda, en el entendido de que las naves mercantes mayores a que se refiere el texto agregado son extranjeras. Se abstuvo el Honorable Senador señor Frei.

1. Ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.


2. Decreto ley N° 825, de 1974, sobre impuesto a las ventas y servicios.


3. Ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica disposiciones en materia de lavado de dinero y blanqueo de activos.

Artículo Transitorio


Finalmente, el proyecto contiene un artículo transitorio que dispone que el reglamento que se debe dictar en conformidad con esta ley, se expedirá en el plazo de tres meses contados desde su publicación.


Este precepto contó con la aprobación de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Bianchi, Lagos, Pérez Varela (dos votos), Sabag y Zaldívar, quienes hicieron constar en este informe de que “el reglamento” a que se refiere este precepto es el consignado en el inciso final del artículo 63 de la ley sobre bases generales para la autorización, financiamiento y fiscalización de casinos de juego que, según quedó dicho en el acápite pertinente de este informe, se trasladó como inciso final del artículo 63 bis, que regula el funcionamiento de juegos de azar en naves mercantes mayores extranjeras. Se abstuvo el Honorable Senador señor Frei.
VI. MODIFICACIONES


En consecuencia, y en virtud de la relación precedente, las Comisiones unidas tienen a honra proponer a la Sala la aprobación del texto del proyecto despachado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

N° 2)


Suprimirlo.

(Mayoría de votos 6x1 abstención).

N° 3


Pasa a ser N° 2.


Uno) Reemplazar el inciso segundo del nuevo artículo 63 bis de la ley N° 19.995 que propone este número, por el siguiente:


“La autorización de operación y explotación de juegos de azar otorgada por aplicación del presente artículo tendrá una duración de cinco años, renovables por períodos iguales. La autorización podrá ser denegada, revocada o no renovada, según corresponda, por incumplimiento de las disposiciones del presente artículo y en caso que el operador de juegos de azar o sus representantes legales hayan sido sancionados por delito que merezca pena aflictiva o de aquéllos señalados en la ley N° 20.393, en virtud de una sentencia condenatoria penal en un proceso nacional, o que merezca una pena privativa de libertad de 3 años y 1 día o superior en un proceso extranjero, que se encuentren ejecutoriadas. La forma de la solicitud de operación será determinada en un reglamento expedido a través de decreto supremo del Ministerio de Hacienda.”.

(Mayoría de votos 6x1 abstención).


Dos) Introducir las siguientes enmiendas al nuevo artículo 63 ter de la ley N° 19.995 incorporado por este número:


a) En el inciso primero, suprimir las expresiones “nacionales y”, y reemplazar la frase “a los artículos 63 y 63 bis,” por “al artículo 63 bis”.


b) En el inciso segundo, suprimir las palabras “nacionales y”.


c) En el inciso tercero, sustituir las expresiones “los artículos 63 y 63 bis” por “el artículo 63 bis,”.


d) Suprimir los incisos cuarto y quinto.

(Mayoría de votos 6x1 abstención).

Artículo 2°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Reemplázase en el inciso séptimo del artículo 36 del decreto ley N° 825, de 1974, ley sobre impuesto a las ventas y servicios, la frase “las regiones I, XI o XII”, por “las Regiones de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de Magallanes y la Antártica Chilena o de Arica y Parinacota.”.”.

(Mayoría de votos 6x1 abstención).

- - -


En consecuencia, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones a la ley N°19.995, que Establece las Bases Generales para la Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juego:


"1) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 38, la expresión "Director Nacional del Servicio Nacional" por "Subsecretario".


2) Agréganse, a continuación del artículo 63, los siguientes artículos 63 bis y 63 ter:


"Artículo 63 bis.- Las naves mercantes mayores extranjeras, con capacidad de pernoctación a bordo, entendiendo por tal el disponer de servicios de hotelería, restaurante, camareros y de atención de público, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos, sólo podrán operar y explotar juegos de azar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, siempre que:


a) Cuenten con la autorización para navegar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, otorgada por la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante;


b) Se encuentren navegando y no detenidas en puertos chilenos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32 del decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación;


c) El circuito turístico en el que operen y exploten tales juegos de azar, no tenga una duración inferior a tres días y su cobertura comprenda, a lo menos, un recorrido de 500 millas náuticas, y


d) Estén incorporadas en el registro que, para este efecto, llevará la Superintendencia, en el que, además, deberá inscribirse el operador de juegos de azar si es una sociedad distinta del propietario de la nave. Para ingresar al registro, la Superintendencia sólo podrá exigir al operador de juegos de azar de la nave acreditar una antigüedad de, a lo menos, tres años; antecedentes que comprueben la existencia y vigencia del operador; y sus tres últimos balances y estados financieros. Estos documentos deberán presentarse junto a la solicitud de autorización, debidamente traducidos al idioma español, en los casos en que sea necesario.


La autorización de operación y explotación de juegos de azar otorgada por aplicación del presente artículo tendrá una duración de cinco años, renovables por períodos iguales. La autorización podrá ser denegada, revocada o no renovada, según corresponda, por incumplimiento de las disposiciones del presente artículo y en caso que el operador de juegos de azar o sus representantes legales hayan sido sancionados por delito que merezca pena aflictiva o de aquéllos señalados en la ley N° 20.393, en virtud de una sentencia condenatoria penal en un proceso nacional, o que merezca una pena privativa de libertad de 3 años y 1 día o superior en un proceso extranjero, que se encuentren ejecutoriadas. La forma de la solicitud de operación será determinada en un reglamento expedido a través de decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


Artículo 63 ter.- Los operadores extranjeros autorizados de acuerdo al artículo 63 bis, estarán exentos del pago de los impuestos especiales establecidos en los artículos 58 y 59 de la presente ley.


Los operadores extranjeros autorizados a explotar juegos de azar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional deberán suspender la operación de tales juegos de azar durante el atraque de la nave en puertos nacionales y mientras se encuentre a una distancia inferior a tres millas de tales puertos.


Asimismo, las normas sobre fiscalización y sanciones de esta ley no se aplicarán a la explotación de los juegos de azar regulados en el artículo 63 bis, aplicándoseles, para estos efectos, sólo las disposiciones de la ley N° 19.913.


Artículo 2°.- Reemplázase en el inciso séptimo del artículo 36 del decreto ley N° 825, de 1974, ley sobre impuesto a las ventas y servicios, la frase “las regiones I, XI o XII”, por “las Regiones de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de Magallanes y la Antártica Chilena o de Arica y Parinacota.”.


Artículo 3°.- Agrégase en el inciso primero del artículo 3º de la ley N° 19.913, que Crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica Diversas Disposiciones en Materia de Lavado y Blanqueo de Activos, a continuación de la frase "los casinos, salas de juego e hipódromos;" la siguiente: "los titulares de permisos de operación de juegos de azar en naves mercantes mayores, con capacidad de pernoctación a bordo, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos;".


Artículo Transitorio.- El reglamento que se debe dictar en conformidad a esta ley, deberá expedirse en el plazo de tres meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley.".

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 16 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente) (Jovino Novoa), Carlos Bianchi, Camilo Escalona, Eduardo Frei, Carlos Kuschel, Fulvio Rossi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar; 30 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Camilo Escalona, Eduardo Frei, Jovino Novoa, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar; 5 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Camilo Escalona, Eduardo Frei, Carlos Kuschel y Hosain Sabag; 12 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Camilo Escalona, Eduardo Frei, Carlos Kuschel, Ricardo Lagos, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar, y 13 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente) (Jovino Novoa), Carlos Bianchi, Eduardo Frei, Ricardo Lagos, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 22 de septiembre de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR GÓMEZ, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE COMPENSACIÓN A USUARIOS POR INTERRUPCIÓN, RESTRICCIÓN O RACIONAMIENTO DEL SUMINISTRO DE AGUA POTABLE

(7636-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de emitir un nuevo primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor José Antonio Gómez Urrutia.

Hacemos presente que este Nuevo Primer Informe es Complementario del Primer Informe emitido por vuestra Comisión de Obras Públicas, con fecha 15 de junio de 2011.


Asimismo, cabe hacer presente que en sesión de fecha 6 de julio de 2011, la Sala acordó que el proyecto volviera a la Comisión de Obras Públicas, para nuevo primer informe.

También hacemos presente, que con fecha 13 de julio de 2011, la Sala del Senado acordó, a petición del Honorable Senador señor Prokurica, que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Diputados señores Roberto Delmastro y Carlos Vilches y de los ex diputados señores Pedro Pablo Alvarez-Salamanca, Pablo Galilea, José García, Arturo Longton, Osvaldo Palma y Baldo Prokurica, que dicta normas sobre compensaciones a usuarios de servicios de distribución de agua potable en caso de interrupciones  suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos, fuera conocido por la Comisión de Obras Públicas y no por la Comisión de Economía, donde se encontraba radicado.


Como el proyecto de ley en informe y el mencionado anteriormente versan sobre la misma materia, la Comisión los debatió en forma simultánea y escuchó nuevamente al señor Ministro de Obras Públicas, don Laurence Golborne; a la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios A.G. (ANDESS) y al asesor jurídico del señor Ministro de Obras Públicas, señor Franco Devillaine.

- - - - - - -

A una de las sesiones en que vuestra Comisión de Obras Públicas analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez, Carlos Ignacio Kuschel y Baldo Prokurica.


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne; de la Ministra (S) de Obras Públicas, señora Loreto Silva; de la Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa; del Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta; del Jefe de la División de Concesiones de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor Humberto Soto; del Asesor Jurídico Legislativo del Ministro de Obras Públicas, señor Franco Devillaine; de la Asesora Legislativa del Ministerio de Obras Públicas, señora Florencia Donoso; del Asesor del Ministro de Obras Públicas, señor Maximiliano Wild; del Asesor Territorial del Ministro de Obras Públicas, señor Carlos Feres; de la Asesora de Prensa del Ministro de Obras Públicas, señora María Teresa Ovalle y del Asesor del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada.

Además, fue invitada la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios (ANDESS A.G.), concurriendo su Presidente, señor Guillermo Pickering y el Gerente General de Aguas Andinas, señor Camilo Larraín.

- - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El artículo 35 ter, incorporado por el Nº 2 del artículo único, deberá votarse de acuerdo con el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, como norma de ley Orgánica Constitucional, requiriendo para su aprobación, modificación o derogación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de acuerdo con el artículo 77 de la Carta Fundamental.
OPINIÓN DE EXCMA. CORTE SUPREMA


Hacemos presente que la Sala del Senado envió oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del artículo único del proyecto de ley en estudio, en cumplimiento a lo preceptuado en los artículos 77, inciso segundo y siguientes de la Carta Fundamental, y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


El Máximo Tribunal emitió su opinión mediante Oficio Nº 97-2011, de fecha 8 de Junio de 2011, informándolo favorablemente, con algunas precisiones.

DISCUSIÓN EN GENERAL 


Durante la discusión en general de esta iniciativa legal, vuestra Comisión de Obras Públicas escuchó las siguientes exposiciones:

Presentación de la Superintendencia de Servicios Sanitarios


Con fecha 13 de julio de 2011, concurrió a esta Comisión la señora Magaly Espinoza, Superintendenta de Servicios Sanitarios quien inició su presentación indicando que los contenidos generales del proyecto son:

a) Establecer el deber de compensar a los usuarios frente a cortes de suministros de agua potable que no se deban a situaciones de fuerza mayor o que no tengan el carácter de programadas, y

b) Establecer la facultad de suspender los contratos que las empresas concesionarias de producción o distribución de agua potable tengan suscritos con grandes consumidores, a fin de asegurar el abastecimiento a la población.


Comentarios Generales 


Los servicios de producción y distribución de agua potable y de recolección y tratamiento de aguas servidas, son prestados por empresas concesionarias de servicio público, regulados por un conjunto de leyes y reglamentos y fiscalizados por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


Un aspecto central y clave del modelo de prestación de servicios es la obligación de garantizar la continuidad y calidad de estos servicios, materia abordada en la Ley General y su reglamento.


La Ley General de Servicios Sanitarios establece la obligación de las empresas prestadoras de garantizar la continuidad y la calidad del servicio, el decreto con fuerza de ley del Ministerio de Obras Públicas N°382, de 1988, establece expresamente en su articulo 35, que “El prestador deberá garantizar la continuidad y la calidad de los servicios, los que sólo podrán ser afectados por causa de fuerza mayor.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, podrá afectarse la continuidad del servicio mediante interrupciones, restricciones y racionamientos, programados e imprescindibles para la prestación de éste garantizando la continuidad y calidad de los servicios, los que sólo podrán ser afectados por causa de fuerza mayor”.


El Reglamento de la Ley General de Servicios Sanitarios, decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas N°1.199 prescribe en el  artículo 97 que “el prestador del servicio de distribución de agua potable y, en su caso, el concesionario de producción debe garantizar la continuidad del servicio, la que sólo podrá verse afectada por razones de fuerza mayor calificadas por la Superintendencia.”.

El marco regulatorio también aborda los procedimientos y sanciones para enfrentar situaciones de incumplimientos que afecten la continuidad de los servicios, contemplando el caso extremo de caducar la concesión si las condiciones del servicio suministrado no corresponde a las exigencias establecidas.


Complementariamente la Superintendencia ha instruido las condiciones de prestación de servicio en situaciones de cortes del suministro a la población tales como reparto de agua en camiones aljibes, entrega de información a clientes afectados y autoridades, en caso que se afecten instalaciones críticas, comunicación en caso que se afecte calidad del agua potable, etc.


Los indicadores de continuidad de servicio del sector, calculados por la Superintendencia muestran altos estándares de cumplimiento (el número de interrupciones por cada 1.000 clientes en el año 2010 es 1,5). Sin embargo, se producen cortes no programados que son informados a la Superintendencia y los totales nacionales registrados son:

	Año
	Total de Interrupciones No programadas
	Duración promedio Del corte (horas)

	2008
	10.141
	4,4

	2009
	9.883
	3,4

	2010
	6.696
	3,8



Si bien cuando ocurren interrupciones se adoptan las medidas y sanciones que la ley establece, las personas son afectadas por estos cortes y dado que el servicio de agua potable es esencial para la vida y salud, hay aspectos de la regulación actual que se pueden perfeccionar para beneficiar a los clientes en forma directa cuando enfrentan la falta del servicio, especialmente en lo referido a la compensación por cortes que la ley sectorial no contempla.

Comentarios Específicos


La Moción en estudio propone “la eliminación en el inciso primero del artículo 35 de la frase "las que sólo podrán ser afectadas por causa de fuerza mayor”.

Eliminar la eximente de fuerza mayor puede tener efectos insospechados en el cálculo de las tarifas, ya que se podrían idear miles de situaciones que sería necesario prevenir y, por tanto, que cabría considerar eventualmente en los costos que deba enfrentar la empresa eficiente, como mínimo costos de seguros respecto de esta situación. Todos los sectores regulados tienen la eximente de fuerza mayor y consideramos que no es factible de eliminar.

Descuento Proporcional del Cargo Fijo

La regla está prevista en la actual legislación de protección al consumidor, que se deberá aplicar subsidiariamente en el sector sanitario. La ley Nº 19.496, en su artículo 25 establece que el proveedor no podrá efectuar cobro alguno por el servicio durante el tiempo en que se encuentre interrumpido.


Esta norma aplicada al sector sanitario significa que no se puede aplicar el cargo fijo en términos proporcionales. Esta situación se aplicó en el caso del corte de agua en Antofagasta y también para el terremoto en que no se cobró el cargo fijo por el servicio no prestado.

Compensación a los usuarios en situaciones de cortes de agua potable no programados e imprescindibles.


Este aspecto no está contemplado en la ley sectorial y es motivo de reclamo frecuente de los clientes que se ven afectados por cortes no programados de los servicios sanitarios.


Por su parte, la Moción estipula que cuando la interrupción del suministro exceda las tres horas continuas la compensación determinada conforme a los incisos precedentes, se incrementará en un 100%. Dicho monto se incrementará en un 50% por cada tres horas adicionales a contar de las primeras seis horas de interrupción del suministro.

Puede ser excesivo considerar un incremento de la compensación cada tres horas, eso no está en ninguna de las otras leyes sectoriales, a lo más en telecomunicaciones hay dos niveles, después de los dos días se cobra un incremento del valor, de acuerdo al artículo 27 de la Ley General de Telecomunicaciones.


Para establecer estos valores correspondería evaluar los efectos de su aplicación, y una simulación de lo establecido en el proyecto de ley, para un corte con 3 días de duración en Santiago, la compensación total se estima en $70.000 para cada usuario y la cuenta tipo de 15 m3 por la que se paga un promedio de $10.228 y para un corte de 3 horas es de $351.


Esta materia se debe evaluar correctamente antes de determinar la forma de compensar porque establecer este mecanismo progresivo lleva a valores que parecen muy altos con respecto al sector.

Derecho del usuario a demandar indemnización de perjuicios por juicio sumarísimo.

En relación a esta materia señaló que la Superintendencia no se pronunciará, sin embargo, provocará agilidad la existencia de este mecanismo en el proceso.

Obligación de los prestadores de presentar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios un plan anual de manejo de emergencia y dotar de atribuciones a la Superintendencia para imponer medidas de mitigación.

Esta norma no es necesaria, dado que la Superintendencia cuenta con atribuciones para exigirlo y para adoptar medidas en las situaciones que interesan. Al efecto, se debe tener presente que el artículo 55 del decreto con fuerza de ley Nº 382,  del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, en lo pertinente señala: " la Superintendencia deberá adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias vigentes." y el artículo 19 de la ley Nº 18.902 establece que se pueden adoptar " todas las medidas para garantizar la seguridad del público y resguardar los derechos de los usuarios".

En la práctica, la Superintendencia ha dictado instructivos al sector sanitario para que cuente con planes de emergencia en forma permanente y actualizados y los implemente cuando ocurran situaciones de emergencia.
Suspensión de contratos entre empresas sanitarias y grandes consumidores en caso de ser necesario asegurar situaciones de fallas dentro del área concesionada.

En este ámbito señaló que no merece objeción la intencionalidad de la norma, no obstante, se debe aclarar que en el sector sanitario no existen contratos con grandes consumidores de aquellos que trata la ley sectorial en el Capítulo II del Título III de la ley. Sí existen los negocios no regulados que se presentan como, por ejemplo, convenios con sistemas rurales al amparo del artículo 52 bis, o la venta de agua cruda, que es el caso de la II Región, en que la Empresa vende agua cruda a las empresas mineras, a terceros. En estos casos la Superintendencia fiscaliza que estos negocios no afecten o comprometan la calidad y continuidad de los servicios bajo concesión.

Siempre tiene prioridad la atención de los servicios bajo la concesión y la Superintendencia debe vigilar que el objetivo principal a cumplir es proveer los servicios al sector regulado y, por lo tanto, no se puede permitir que se prefiera al sector no regulado.

Exposición del señor Presidente de ANDESS


Con fecha 13 de julio de 2011, concurrió a esta Comisión el Presidente de ANDESS, señor Guillermo Pickering, quien expresó que la Moción en estudio contiene algunos errores, como es la eliminación de la fuerza mayor que no puede ser suprimida como causal en la forma propuesta. La definición de fuerza mayor está contenida en el Código Civil, como el imprevisto al que no es posible resistir y existe abundante literatura jurídica y jurisprudencia, no sólo civil, sino que administrativa de los sectores regulados. Asimismo, no existe ningún otro sector en que se haya eliminado la fuerza mayor como causal de exención de cumplimiento del servicio.


Tratándose de la sequía, a diferencia de lo que ocurre en otros sectores, como es el caso de la energía en que puede ser reemplazada por otras fuentes, en la sequía el agua no se puede reemplazar y puede haber casos de extrema sequía en que ni con la mayor infraestructura se pueda resolver la continuidad del servicio en forma inmediata, sin perjuicio de las acciones que tiene que buscar la empresa para solucionar la situación.


Introducir niveles de 100%, es decir, eliminar la fuerza mayor, tendría que traer aparejadas alzas tarifarias muy altas, el modelo tarifario reconoce un nivel de excedencia de 90%, sin embargo, el 100% significaría obras que se utilizarían muy poco y que se cobrarían a los usuarios, por la aplicación del modelo tarifario de manera directa con un incremento muy significativo.


Las situaciones de escasez están reguladas por la legislación, la tarifa incorpora los costos eficientes en el 90% de excedencia y en caso de producirse un déficit las empresas están obligadas a suscribir contratos de compra, de arriendo de aguas o generar interconexiones con otras empresas. El marco regulatorio del sector establece la forma como debe resolverse la situación.


Otros casos de fuerza mayor, como terremoto, actos terroristas o altas turbiedades de las aguas imposibles de tratar que impiden la prestación del servicio con regularidad por un período.


La Moción presentada sostiene que las empresas sanitarias no están obligadas a prestar el servicio o asegurar el abastecimiento de la población privilegiando este tipo de servicio en desmedro de los contratos que tengan con los grandes consumidores.


Lo anterior es una inexactitud, las empresas sanitarias están obligadas a prestar el servicio dentro de sus zonas, tienen la obligación de hacerlo, salvo caso de fuerza mayor y los grandes consumidores de servicios sanitarios no tienen preferencia ante la ley.


El marco regulatorio lo contempla, sin embargo, no existen casos. De esta forma, las empresas sanitarias están obligadas a prestar siempre el servicio privilegiando el abastecimiento de agua a la población.


El caso que se ha invocado es la situación de Aguas Antofagasta, en que existe un contrato que celebró la empresa sanitaria, un negocio no regulado con una empresa minera. El gremio recabó la información de la empresa sanitaria cuando se produjo el problema de turbiedad de las aguas lo que obligó a paralizar la planta que producía agua potable y se suspendió el servicio por 4 días, consultando si es efectivo que se privilegió al sector industrial y no el consumo humano, informándose que se paralizó a las industrias y los pocos recursos hídricos disponibles se concentraron en abastecer, con cortes y racionamiento al sector domiciliario.


Agregó que existe una iniciativa legal que se está tramitando en el Congreso Nacional, que introduce modificaciones a la Ley  del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC) en donde se establece una indemnización de 0,1 unidades tributarias mensuales a cada usuario que reclame en caso de provisión de servicios defectuosos, que incluye los eventos de interrupción del suministro de agua potable. Señaló que se deben tomar en consideración en el análisis de esta materia, las compensaciones a los usuarios, ya que existiría una doble compensación, además de las sanciones que aplica la Superintendencia a las empresas sanitarias.  En relación a la forma en que se pueden hacer efectivas las demandas por indemnización de perjuicios cree que será más ágil el proceso, con mecanismos de mediación.


En Antofagasta, la planta desaladora que es la más grande de Chile, con osmosis inversa y automatizada, se llenó de algas en una gran cuantía la zona de captación, con lo cual se enturbió el agua, se elevó la temperatura de las aguas, se produjeron olores desagradables y sin perjuicio de que no provocaban daños a la salud, el agua no se podía tomar por esas razones. La empresa paralizó el abastecimiento de la población mientras se buscaba una solución a este problema que se produjo como consecuencia de un fenómeno natural.


En el intertanto, la empresa sanitaria tenía contratos de abastecimiento de venta de agua cruda a empresas mineras, que se suspendieron de inmediato, con la finalidad de incorporar esos recursos hídricos para la producción de agua potable para la población. El 70% de la población de Antofagasta se abastece con la producción de la planta desaladora, hubo una interrupción de servicio significativa, se pueden haber cometido errores en la comunicación a la población, en la forma en que se presentó el problema y actualmente se discute en los tribunales de justicia la existencia de la fuerza mayor.


La venta privada de agua en modo alguno exime a las empresas sanitarias del deber de garantizar a sus clientes la continuidad de suministro, y en caso de ser afectados la Superintendecia de Servicios Sanitarios tiene facultades sancionatorias que pueden llegar a 1.000 unidades tributarias anuales, según lo establecido en el artículo 11, letra b de la ley Nº 18.902.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Frei, hizo presente que la planta desaladora es la única que abastece en forma importante a la ciudad, las demás son pequeñas plantas industriales.  


El Presidente de ANDESS, señor Guillermo Pikering, acotó que se trata de una planta enorme y se está construyendo una segunda planta y las soluciones de desalinización son las que se ocupan en el norte de Chile, no sólo para la minería sino que en el futuro para el consumo humano.


El Honorable Senador señor Gómez precisó que el abastecimiento de agua potable en Antofagasta se realiza por la planta desaladora o por las aguas de la cordillera. La Empresa de Antofagasta entrega las aguas de la cordillera a las empresas mineras y abastece a la población por la planta desaladora, porque es más barato. Cuando se produjo el corte del suministro fue responsabilidad absoluta de la Empresa porque cuando quisieron usar las aguas de la cordillera todos los conductos que bajaban las aguas explotaron por falta de mantención, porque no existe la obligación de hacer esa mantención, no se invierten los recursos necesarios porque sólo está considerada la planta desaladora, sin precaver la existencia de una emergencia como la ocurrida.


Se estableció una compensación de 
$ 160.000.000 y la Empresa decidió recurrir en contra de la resolución. La Empresa no considera la situación que afecta a la comunidad con el corte de suministro, no se cumplió con la obligación de tener los resguardos necesarios ante una emergencia y no se cumplió con el objetivo social de una empresa sanitaria.


En seguida, consultó si efectivamente se cortó el suministro de agua a las empresas mineras, en cuyo caso procede el pago de una gran indemnización, con lo cual lo más seguro es que se mantuvo un mínimo de suministro.


El Presidente de Andess, señor Guillermo Pickering, expresó que la Empresa de Antofagasta tiene que abastecer a la población con la planta desaladora y en el caso que haya incurrido en infracciones existe un marco regulatorio que sanciona las faltas. Las empresas sanitarias han descontaminado todas las aguas de origen domiciliario, han rehabilitado el borde costero, protegen el medio ambiente y con ocasión del terremoto del 27 de febrero de 2010, de 8.8 grados, las empresas sanitarias abastecieron de agua potable a las regiones afectadas.


Las empresas sanitarias constituyen una industria que cumple con altos estándares desde el punto de vista técnico que son fiscalizadas. Al año se realizan 900.000 fiscalizaciones de calidad de agua.

Exposición del señor Gerente General de Andess

Con fecha 13 de julio de 2011, concurrió a esta Comisión el Gerente General de Andess, señor Camilo Larraín, quien explicó que el marco regulatorio es correcto, en el sentido de establecer sanciones adecuadas para las empresas prestadoras de servicios sanitarios con la finalidad de cumplir el objetivo disuasivo de que el servicio se preste en forma adecuada, en lugar de compensar las molestias de los usuarios.


El marco regulatorio data del año 1988, sin embargo, en 1998, se fortaleció y se establecieron sanciones fuertes a las empresas en caso de deficiencia en la calidad y continuidad del servicio. Hay multas que pueden alcanzar 1.000 unidades tributarias anuales y tratándose del incumplimiento de programas los montos se elevan a 10.000 unidades tributarias anuales, sin perjuicio de la caducidad de la concesión.


El establecimiento por la ley en abstracto de la indemnización del daño causado, jurídicamente es una anomalía que en el derecho comparado se ha aceptado en aquellos casos en que el costo de reclamo es superior a la cuantía de la indemnización por las molestias causadas al usuario por la interrupción o defectos del servicio, y cuando no existe algún otro tipo de sanción alternativa como ocurre con las sanitarias según se expuso precedentemente. Luego, de aprobarse el proyecto de ley existiría una doble sanción por la misma causa.


Sin perjuicio de lo anterior, siempre queda a salvo la posibilidad de reclamar judicialmente indemnización por daños avaluables causados por la interrupción indebida del suministro.


En el caso de las empresas eléctricas la compensación a los usuarios se explica por su régimen tarifario que comprende los costos para garantizar el suministro incluso en casos de sequía extrema y los costos de infraestructura que no admite fallas prolongadas, y opera exclusivamente cuando el Ministerio de Energía dicta un decreto de racionamiento.


Durante el año 2010 la SISS aplicó 194 multas, por un total de 3.521 UTA ($1.624.209.132) las cuales se dividen en 88 multas a Empresas Sanitarias y 106 multas a establecimientos Industriales generadores de Residuos Industriales Líquidos. Respecto de las empresas sanitarias por deficiencias en la calidad de servicio, concepto que incluye las interrupciones de servicio la SISS aplicó 70 sanciones (36.08% de las sanciones aplicadas) y que ascienden a 1.903 UTA ($877.838.676) (54,05 % del monto total de las sanciones a empresas sanitarias)


Asimismo, informó que actualmente se encuentra en segundo trámite constitucional un proyecto de ley, que introduce en la Ley de Protección al Consumidor una indemnización de 0, 1 Unidades Tributarias Mensuales a cada usuario que reclame en caso de provisión de servicios defectuosos, que incluye los eventos de interrupción del suministro de agua potable. De aprobarse el proyecto propuesto por el Senador Gómez existiría una doble compensación a los usuarios además de las sanciones que aplica la Superintendencia.


El sistema de compensación propuesto en la Moción se transforma en una doble sanción para las empresas sanitarias, lo que constituye un exceso, por un caso de incumplimiento se podría aplicar una multa por parte de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, la compensación considerada en esta iniciativa legal y una compensación en base a la ley de protección al consumidor.


En cuanto a la suspensión de los contratos con grandes consumidores, expresó que sería un error facultar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios para suspender los contratos de suministro con grandes consumidores, puesto que tienen los mismos derechos que los demás usuarios. Por grandes consumidores se deben entender los hospitales, colegios, etc.


El caso que motivó la presentación de esta Moción no fue un contrato con grandes consumidores y tampoco un contrato de servicio sanitario.


El Honorable Senador señor Horvath reconoció el cambio significativo del sistema sanitario, haciendo presente que se han incorporado plantas de tratamiento de las aguas y de las aguas servidas. Asimismo, existe rapidez en los cortes y reposiciones del servicio que realizan las empresas.


Luego, señaló que nunca se ha logrado que el modelo de tarifas incorpore un elemento adicional que es la cuenca de la cual se obtiene el agua, sea subterránea o superficial, la calidad y cantidad de agua depende del manejo de la cuenca.


Asimismo, reiteró la necesidad de aclarar quiénes son los titulares de las aguas tratadas, respecto a los derechos consuntivos o no consuntivos aguas abajo. Este tema debe resolverse no sólo por la vía de la judicialización de las causas, sino que a través de un instrumento.


El Honorable Senador señor Longueira anunció su rechazo a la eliminación de la fuerza mayor, puesto que será un error y significará alzas en las tarifas, sin perjuicio de precisar los términos, por lo que solicitó que se retire esa parte de la Moción, haciendo presente que no es lógico que como consecuencia de abusos se tienda un manto de duda sobre esta industria.


La privatización de este sector ha permitido una cobertura excepcional en el país y un tratamiento de agua que nos ubica dentro de los cinco países más avanzados en esta materia. 


No obstante lo anterior, señaló que se puede perfeccionar la compensación para los usuarios, porque existe el derecho cuando no se presta el servicio en un determinado tiempo, por razones que no son de fuerza mayor, a recibir una compensación que no vuelva vía tarifa.


Hay un buen sistema de regulación y no hay razón para que en otros servicios básicos se contemple la compensación y ello no ocurra en la falta de suministro de agua cuando no obedece a fuerza mayor.


El Honorable Senador señor Gómez retiró de su Moción la eliminación de la fuerza mayor.


La Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magali Espinosa, informó que en el caso de Aguas Antofagasta se produjo un corte de suministro entre 3 y 4 días a la población por fallas en la planta desaladora. Esta situación fue investigada y sancionada por la Superintendencia y se constató que no correspondía aplicar la fuerza mayor porque la empresa sanitaria no fue capaz de prever la situación y fueron los clientes los que advirtieron que el agua estaba con mal olor, es decir, hubo falta de control por lo que se aplicó una multa de 550 unidades tributarias anuales.


Los motivos principales que justificaron la sanción es que no se adoptaron los controles necesarios para evitar que los clientes detectaran el problema, en lugar de hacerlo la empresa y además no tenía correctamente las acciones de mantención la aducción de la cordillera a la ciudad, cuando se empezó a cortar el agua y a llenar las aducciones fallaron y se rompieron. Esa situación impidió que el agua de la cordillera llegase a la ciudad y se produjo el corte de suministro. Al mismo tiempo, se minimizó el problema de la planta desaladora considerándose que se resolvería al día siguiente y pasaban los días y el corte de suministro se mantenía.


Esta multa fue recurrida ante los tribunales de justicia por la Empresa.


Junto con lo anterior, se llegó a un acuerdo voluntario entre la Empresa y SERNAC, para evitar la presentación de una demanda colectiva por parte de los clientes. La compensación total alcanzó a $ 160.000.000 y por cliente fue un promedio de $ 4.000, no todos sufrieron el corte de suministro los mismos días, hubo turnos de cortes en que se entregó agua por horas. 


En relación a la venta de aguas servidas, informó que la Superintendencia emitió a principios del mes de julio una interpretación del artículo 61, indicando que la Superintendencia carece de atribuciones para determinar que las empresas sanitarias tienen la propiedad de las aguas servidas tratadas y que tienen la obligación de cumplir con todas las cláusulas del decreto de la concesión y ésta establece que debe descargarlas en un punto determinado.
- - - - -

Hacemos presente, como se señaló al inicio de este informe, que con fecha 13 de julio de 2011, la Sala del Senado acordó, a petición del Honorable Senador señor Prokurica, que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Diputados señores Roberto Delmastro y Carlos Vilches y de los ex diputados señores Pedro Pablo Alvarez-Salamanca, Pablo Galilea, José García, Arturo Longton, Osvaldo Palma y Baldo Prokurica, que dicta normas sobre compensaciones a usuarios de servicios de distribución de agua potable en caso de interrupciones  suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos, fuera conocido por la Comisión de Obras Públicas y no por la Comisión de Economía.


Como el proyecto de ley en informe y el mencionado anteriormente versan sobre la misma materia, la Comisión los debatió en forma simultánea y escuchó nuevamente al señor Ministro de Obras Públicas, don Laurence Golborne; a la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios A.G. (ANDESS) y al asesor jurídico del señor Ministro de Obras Públicas, señor Franco Devillaine, quienes realizaron las siguientes exposiciones:

Exposición del Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne.

El Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne, informó que el Ejecutivo comparte la importancia de regular esta materia que beneficia a toda la ciudadanía, por lo tanto, se otorgará un impulso a esta iniciativa.


Señaló que las mociones en estudio consagran la obligación de las empresas concesionarias de compensar a los usuarios ante los cortes de suministro de agua potable que no se deban a razones de fuerza mayor o que no tengan el carácter de programados y establece la facultad de suspender los contratos que las empresas concesionarias de producción o distribución tengan suscritos con grandes consumidores a fin de asegurar el abastecimiento de la población. De esta forma, se privilegia el abastecimiento de la ciudadanía por encima de compromisos que puedan existir con industrias.


En seguida, señaló en relación al descuento proporcional de cargo fijo, que dicha regla está prevista en la actual legislación de protección al consumidor, que se aplica subsidiariamente, sin embargo, estimó preferible contar con una norma en la ley sectorial.


Respecto de la compensación a los usuarios por cortes de agua potable no programados e imprescindibles, explicó que no se contempla en la ley sectorial, sin perjuicio de que algunas empresas tienen la práctica de rebajar costos de los consumos cuando hay más de tres cortes en el mes. Algunas empresas discutieron esta instrucción por la vía judicial y obtuvieron un fallo favorable en el pasado, con lo cual resulta necesario contar con una norma de esta especie.


Expresó que existiría una contradicción entre la presentación del texto y lo propuesto puesto que en la presentación se señala: “en atención a las consideraciones anteriores se formula una propuesta que establece el deber de compensar a los usuarios frente a cortes de suministro que no se deben a situación de fuerza mayor” y la moción propone la eliminación del inciso primero del artículo 35, la frase “las que sólo podrán ser afectadas por causa de fuerza mayor”, pasando la coma (,) hacia el punto final.


La eliminación de la causal de fuerza mayor podría tener un efecto insospechado en la fijación de las tarifas y se podrían idear diversas situaciones que sería necesario prevenir, por lo tanto, habría que considerar eventualmente los costos que deba enfrentar la empresa ante estas situaciones, como mínimos costos de seguro respecto a este evento de fuerza mayor que podrían incrementar fuertemente las tarifas.


Todos los sectores prestadores de servicios tienen eximentes de fuerza mayor y esas normas se deben mantener.


Respecto de la compensación, expresó que la moción establece que cuando la interrupción del suministro exceda de tres horas continuas la compensación se incrementará en 100% y se aumentará en 50% por cada tres horas adicionales, a contar de las primeras seis horas de interrupción de suministro. Lo anterior puede ser excesivo, porque normalmente cuando estos eventos ocurren se deben a problemas técnicos no previstos y dan origen a la compensación, sin embargo, el incremento excesivo cada tres horas puede ser complejo, además, no se considera en ninguna de las otras dos leyes sectoriales que regulan los demás servicios.


En el área de telecomunicaciones se consideran dos niveles, después de los dos días de interrupción del servicio.


En la medida en que las penalidades sean más altas se pueden producir efectos en las tarifas. La empresa modelo, en la cual se construye la base tarifaria, tendrá que considerar estos eventos, que pueden ser excesivos y provocar un efecto contraproducente en las tarifas.


En cuanto al derecho de los usuarios a demandar indemnización de perjuicios en un juicio sumarísimo destacó la agilidad de la propuesta para obtener la reparación, sin embargo, es importante considerar que si se adopta esta modalidad será muy oneroso para el Estado, además, lo pedirían todos los demás sectores, por lo que solicitó que la Comisión reconsidere esta materia.  


En relación a la obligación de presentar ante la Superintendencia de Servicios Sanitarios un plan anual de manejo de emergencia y dotarla de atribuciones para imponer medidas de mitigación, expresó que no es una norma necesaria puesto que la Superintendencia cuenta con atribuciones para exigirlo y adoptar las medidas en las situaciones que interesan.


Finalmente, en relación a la suspensión de contratos entre empresas sanitarias y grandes consumidores, en caso de ser necesario para asegurar situaciones de fallas en el área concesionada, expresó que, aun cuando, no merece objeción la intencionalidad de la norma se debe aclarar que no existen contratos con grandes consumidores de aquellos que trata la ley sectorial. Los convenios suscritos al amparo del artículo 52 bis de la ley sectorial, expresamente contemplan que no se puede afectar o comprometer la calidad y continuidad de los servicios bajo concesión.


La situación que preocupa se produce en un ámbito no regulado respecto de otras fuentes de agua no destinada precisamente a la producción o distribución de agua potable y sería necesario establecer una precisión para indicar que todas las fuentes de agua que el prestador tenga comprometida en los servicios de su concesión no podrán verse afectadas de modo alguno por contratos que puedan afectar o comprometer la calidad y continuidad del servicio. 


El Honorable Senador señor García Huidobro expresó que ambas mociones son muy positivas y es necesaria la preocupación de la autoridad por los usuarios. En seguida, consultó qué efectos ha tenido en las empresas distribuidoras eléctricas el precio final de las compensaciones que tienen los usuarios por los cortes de suministro.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó que es muy relevante la existencia de la obligación de compensación y se debe establecer claramente que este costo no se puede cargar a los usuarios. 


Respecto al procedimiento judicial manifestó que el procedimiento sumario es lento y ello genera obligaciones económicas para el afectado.


En cuanto al plan de manejo de las emergencias expresó su oposición a lo manifestado por el señor Ministro, puesto que en el caso de la ciudad de Antofagasta no existía un plan de manejo de emergencia y las cañerías y los conductos desde la cordillera a la ciudad estaban rotos e impidió que el agua llegara con prontitud cuando se produjo el problema con la planta desaladora, por lo que es indispensable que las empresas tengan planes de emergencia para que no se produzcan 4 ó 5 días de corte de suministro.


Respecto de los contratos con los grandes clientes, señaló que puede que la expresión sea errónea, no obstante, se refiere al caso de las empresas sanitarias del norte del país con las grandes empresas mineras y cuando se producen las situaciones de emergencia y como las multas son muy altas resulta más fácil interrumpir el suministro a la población que afrontar multas por parte de las empresas mineras. En consecuencia, es importante establecer el criterio que siempre se tiene que privilegiar el abastecimiento de la población.


El Honorable Senador señor Frei señaló que en la ciudad de Antofagasta progresivamente después de que se construyó la planta desaladora aumentó el consumo en base al servicio que entrega esa planta, con lo cual se fue dejando de lado la mantención del suministro que llegaba desde el Altiplano, porque son más de 300 kilómetros.


Las empresas mineras se ubican cerca de los suministros, luego cuando se produjo la crisis de la empresa desaladora y la falta de mantención de las líneas hacia la ciudad con lo cual no se pudo reemplazar el servicio que presta la empresa desaladora respecto de lo que se traía antes del Altiplano.


El Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne, aclaró que no está considerado que la compensación se incluya en las tarifas, sin embargo, cuando se fija la empresa en base a la cual se determinan los precios en la medida en que esa empresa modelo está sujeta a eventos de este tipo, tiene que adoptar las seguridades y resguardos necesarios, lo que implica inversiones adicionales que se traducen en alzas de tarifas.


El costo de mayor seguridad siempre lo pagan los usuarios porque se deben incorporar dentro de los sistemas de producción los elementos para considerar la seguridad, el daño que se comete al no proveer un servicio tan básico como el agua es mayor. 


Debe existir un equilibrio adecuado entre los niveles de seguridad y la calidad del servicio que se pretende otorgar, es un tema a considerar, sin embargo, no se pretende que exista un plan de multa dentro del proceso tarifario.


En el tema del manejo de emergencias expresó que la Superintendencia de Servicios Sanitarios debe exigir estos planes y tiene las facultades para ello, no obstante, no es necesario establecerlo en la ley, podría exigirse por la vía reglamentaria. No parece conveniente recargar la ley con una atribución ya otorgada.


En el tema de los contratos con las grandes empresas mineras existe acuerdo en el fondo, la normativa actual no permite privilegiar o destinar aguas para el consumo residencial para cumplir con estos contratos, el único caso que existe es en la ciudad de Antofagasta y la Superintendencia considera que la normativa actual no permite privilegiar o destinar aguas para cumplir con estos contratos, no hay ninguna objeción para establecerlo claramente en la ley para que exista una plena claridad en esta materia.


Finalmente, ofreció presentar, durante la discusión en particular de esta iniciativa legal, una comparación con el sistema eléctrico y no debería existir un impacto significativo si es que se consideran los elementos marginales que son parte de la concesión.


Procedimiento Sumarísimo

Se informó que la Corte Suprema se pronunció en relación a la conveniencia de establecer desde un punto de vista material y formal diferencias procedimentales en la norma y el Ejecutivo está de acuerdo con el planteamiento de la Corte Suprema, por lo general, cuando se establecen modificaciones a los procedimientos sumarios, transformándolos en sumarísimos, se lo hace con el sentido de beneficiar a una de las partes del proceso, que generalmente es la parte más débil. Así, se ha establecido en el procedimiento humanitario laboral y en otros procedimientos, por lo que no existiría mayor inconveniente, sin embargo, sería adecuado revisar con mayor detención aquellas diferencias sustantivas, principalmente en el sistema probatorio que pudiesen generar algún tipo de situación que afecten el debido proceso.


La norma es positiva y se debe analizar con mayor detenimiento.

- - - - - - 

Presentación de la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios A.G. (ANDESS)

El Presidente de ANDESS Chile, señor Guillermo Pickering, inició su presentación informando que la institución que representa data del año 1990 y su principal tarea es representar a las Empresas de Agua Potable de Chile, apoyar su gestión y su relación con la comunidad; difundir y detallar su aporte al cuidado del medioambiente, en especial el relacionado con la descontaminación de las aguas; transmitir el aporte que realiza la industria sanitaria al desarrollo económico del país y al mejoramiento de la calidad de vida de las personas.


Las empresas de Agua Potable que representa son: Aguas del Altiplano; Aguas Antofagasta; Aguas Chañar; Aguas del Valle; Esval, Essbio; Essal; Aguas Patagonia; Aguas Andinas; Emapal S.A.; La Leonera; Nuevosur; Aguas Araucanía y Aguas Magallanes.

Respecto del nivel de continuidad del servicio en Chile expresó que es de calidad mundial. A partir del año 2002, la Superintendencia de Servicios Sanitarios mide objetivamente la calidad de servicio de las empresas sanitarias y uno de los parámetros que considera es la continuidad de la provisión de agua potable.


Dicho indicador se construye considerando la cantidad de interrupciones, su duración y el número de usuarios afectados por la empresa.


Para el período comprendido, entre los años 2002 a 2010, el indicador de continuidad promedio para el conjunto de las empresas es de 0.9944 en una escala de 0 a 1, lo que equivale a una nota de 6,97 en una escala de calificaciones de 1 a 7.


La contabilización de las interrupciones del servicio en el país está regulada en detalle en el Protocolo de Entrega de Información de la Superintendencia de Servicios Sanitarios y la alteración, desfiguración y ocultamiento de datos es sancionado en forma administrativa, con una multa de hasta 500 Unidades Tributarias Anuales por entrega de información falsa o manifiestamente errónea, de acuerdo a lo establecido en el artículo 11, letra d) de la ley Nº 18.902. 


Además, penalmente se sanciona al infractor con una multa de hasta 1.000 Unidades Tributarias Anuales y la inhabilitación por cinco años para ejercer cargos de director, administrador, gerente o auditor externo de una sociedad anónima, de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 bis de la ley Nº 18.902.


Informó que un indicador comparable es la densidad de las roturas anuales de cañerías de agua potable por cada kilómetro de longitud de la red. La industria sanitaria chilena tiene en promedio una densidad de rotura anual aproximada a 0,5; es decir 1 rotura cada 2 años por kilómetro de red. Internacionalmente, este indicador es usado para medir el estado estructural y de conservación de la red de agua potable.


Un servicio relativamente nuevo, como Aguas Manquehue, presenta una densidad de roturas de 0,26.


Para la comparación con empresas sanitarias de América Latina, no existe mucha información disponible, sin embargo, del informe anual de la Asociación de Entes Reguladores de Agua Potable y Saneamiento de las Américas (ADERASA) para el año 2010, fue posible obtener información para empresas sanitarias de México, Perú, Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay y Ecuador. Este indicador en promedio es de 1,6.


De la comparación anterior se puede observar que el promedio de la industria sanitaria en Chile presenta un desempeño muy superior en materias relacionadas con continuidad de servicio.

Responsabilidad ante cortes de suministros no programados


En esta materia precisó que la ley obliga a garantizar la continuidad del servicio, salvo fuerza mayor. Actualmente, se indemniza a los usuarios previa dictación de una sentencia judicial. 


La ley Nº 19.549, actualmente vigente, eleva las sanciones administrativas por discontinuidad en la prestación del servicio hasta 1.000 Unidades Tributarias Anuales y hasta 10.000 Unidades Tributarias Anuales o caducidad de la concesión, si la causa basal es incumplimiento del programa de desarrollo.


Ante un corte de suministro no programado la Superintendencia de Servicios Sanitarios exige a la empresa sanitaria respectiva que se reponga la red y procede a la aplicación de sanciones por discontinuidad cuando se producen más de 4 interrupciones no programadas en un semestre en determinado cuartel.


La Superintendencia de Servicios Sanitarios ha considerado como casos de fuerza mayor los actos de terceros no dependientes, la infiltración de aguas lluvias, el mal uso del alcantarillado por parte de los usuarios o terceros, entre otros.

Principales aspectos del proyecto de ley.


El proyecto de ley en estudio, obliga a indemnizar a los usuarios afectados por interrupciones no programadas o imprescindibles, mediante el descuento proporcional del cargo fijo y el duplo de los cargos variables del servicio afectado a precio de período punta, considerando el consumo promedio horario de cada usuario. Cuando la interrupción exceda las tres horas continuas la compensación se incrementará en un 100%. Dicho monto se incrementará en un 50% por cada tres horas adicionales a contar de las primeras seis horas de interrupción del suministro. 


En opinión de ANDESS A.G., esta indemnización resulta desproporcionada.


La tramitación de los juicios de indemnización de perjuicios, por interrupción, restricción o racionamiento de agua potable se propone que se realice conforme a un procedimiento sumarísimo y especial que el mismo proyecto establece, se trata de una regla especialísima sólo para las empresas sanitarias.


Asimismo, se faculta de la Superintendencia de Servicios Sanitarios para suspender hasta por un año y mediante resolución fundada en la necesidad de asegurar el abastecimiento a la población, los contratos de suministro con grandes consumidores.

Opinión de la industria


Las indemnizaciones establecidas directamente en la ley deberían suponer el establecimiento de definiciones claras sobre los estándares de calidad o continuidad, cuya infracción cause la indemnización.


Esos estándares deben ser debidamente incorporados en el cálculo de las tarifas y la indemnización debe ser proporcional y corresponder a daños comunes a todos los usuarios.


La falla debe ser imputable al proveedor y no debe existir una doble indemnización por la misma causa y con el mismo objetivo.


Las indemnizaciones establecidas directamente en la ley deberían contener los siguientes supuestos:


1.- Aplicarse cuando efectivamente se produce la discontinuidad del servicio en el inmueble dada la capacidad de conducción de la red.


2.- Se deben aplicar a las fallas generadas por problemas en la producción. Las interrupciones causadas por falta de disponibilidad de agua cruda que exceda los caudales incorporados en la tarifa (90% de probabilidad de excedencia o derechos subterráneos a caudal nominal) no dan derecho a indemnización. En este sentido, se requiere una mayor certeza.


3.- Respecto de la distribución y las roturas de redes subterráneas, expresó que es necesario establecer que aún las nuevas del mejor material existente son imposibles de prever y evitar en todos los casos.


4.- Consecuencialmente y para una debida certeza, debiera incorporarse al reglamento de concesiones el criterio de la Superintendencia de Servicios Sanitarios de admitir y no sancionar interrupciones causadas por roturas en la red cuando no excedan de 4 roturas en un cuartel durante un semestre. Excepto en caso de incumplimiento del programa de reposición de redes.

Reglas claras evitan la judicialización del pago de las indemnizaciones.


La definición reglamentaria de los estándares de servicio y la instrucción de criterios indicativos sobre casos de fuerza mayor ha significado que por regla general las empresas pagan automáticamente la indemnización evitando la judicialización.


En opinión de ANDESS S.A, no resulta aconsejable establecer un estatuto judicial de reclamo de indemnizaciones exclusivo para las empresas sanitarias, debiendo aplicarse las reglas comunes generales. Los juicios sumarios, sin apelación, no garantizan el debido proceso cuando la calificación de los hechos es lo esencial de la controversia, más aún si la cuantía puede llegar a ser importante.

Otras consideraciones.


El monto de la indemnización debiera calcularse en base al servicio que origina la interrupción, esto es, producción o distribución de agua potable o, recolección de aguas servidas.


El cálculo del costo horario debiera referirse al promedio últimos 6 meses, que es la regla general adoptada en la actual normativa para el calculo del consumo promedio en caso de no existir lectura efectiva, y tiene la ventaja de ser más representativa del consumo habitual del usuario.


La indemnización debe ser excluyente con otras sanciones o indemnizaciones previstas en las leyes del sector sanitario, protección al consumidor u otras.


Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores formularon las siguientes consultas y planteamientos:


1.- El Honorable Senador señor Prokurica expresó que el funcionamiento de las empresas sanitarias de las regiones II y III, que han motivado la presentación de las Mociones para regular esta materia, dan cuenta de una realidad distinta de otras regiones del país.


El contrato de abastecimiento de agua potable es de adhesión, los usuarios no pueden elegir la empresa prestadora del servicio, como tampoco pueden negociar el monto de las tarifas, por el servicio, que se fijan entre la empresa sanitaria respectiva y la Superintendencia de Servicios Sanitarios, sin defensa de los consumidores.


Cuando las partes no cumplen el contrato, se produce una situación diametralmente diversa. Si el consumidor no paga la cuenta por el consumo, se le suspende el servicio y además se le cobra la reposición del mismo.

En opinión del señor Senador, se debe defender tanto a los consumidores como al sistema de suministro de agua potable, pero cuando falla la prestación del servicio se requiere que el consumidor reciba una compensación.


Finalmente, consultó cuántas veces ha resultado sancionado un director por la presentación de información falsa o errónea.


El Presidente de ANDESS A.G., señor Guillermo Pickering, respondió que efectivamente se produce un contrato de adhesión para el suministro de agua potable, el consumidor no puede elegir la empresa sanitaria puesto que se trata de un monopolio natural que tiene ciertas regulaciones.


Respecto del proceso de fijación de tarifas explicó que se aplica un marco regulatorio que es muy avanzado. Si existe acuerdo entre la Superintendencia de Servicios Sanitarios y la empresa respectiva, se fija la tarifa. En caso que no exista acuerdo, la tarifa la fija un Panel de Expertos.


Por otra parte, cabe considerar que los consumidores se pueden inscribir en un registro al inicio del proceso de fijación de tarifas y pueden solicitar información e incluso objetar la fijación del precio. 


Asimismo, de acuerdo a la ley de acceso a la información pública, cualquier persona puede solicitar los antecedentes considerados para el proceso de fijación de la tarifa.


Es necesario considerar que en la III Región existe un problema de sequía, que es de carácter estructural y una de las soluciones es la construcción de una planta desaladora, cuyo plazo se estima en dos años.

Por último, informó que en una empresa de la VIII Región, ante la inminencia de la aplicación de una multa a un director éste optó por renunciar a su cargo.


2.- El Honorable Senador señor Gómez expresó que existe una gran desigualdad entre las empresas sanitarias y los consumidores individuales. Las empresas deben hacerse responsable de las inversiones que realizan, en el caso de la II Región, el problema de interrupción del servicio de agua que se produjo con la Planta Desaladora obedeció a una falta de mantención de las tuberías que bajan el agua desde la cordillera.


La empresa no efectuó las mantenciones requeridas porque le resulta más rentable abastecer de aguas a las grandes empresas mineras.


El Presidente de ANDESS A.G., señor Guillermo Pickering, informó que las inversiones que deben realizar las empresas sanitarias obedecen al cumplimiento de un Plan de Desarrollo que constituye un instrumento público y cuyo infracción puede determinar la caducidad de la concesión.


En el caso de la II Región, se presentó un problema puntual con la Planta Desaladora, no obstante, se presta un buen servicio. Antiguamente, el problema en la II Región era la presencia de arsénico en el agua, por lo que fue necesario construir la Planta Desaladora.

3.- El Honorable Senador señor Sabag manifestó que es necesario reconocer el gran desarrollo de las empresas sanitarias en el país cuya utilidad económica está fijada por ley. 


No obstante lo anterior, debe considerarse que existen diferencias en el funcionamiento de estas empresas en las distintas regiones y se debe abordar esa situación, como es el caso de la rotura de cañerías de alcantarillado que han afectado el pavimento de diversas ciudades.


El Presidente de ANDESS A.G., señor Guillermo Pickering, expresó que deben existir reglas objetivas para que se establezcan compensaciones justas.


Chile exhibe un alto nivel de cumplimiento de las empresas sanitarias, además del suministro de agua, existe producción de agua, tratamiento de las mismas y alcantarillado.

Presentación del Asesor Jurídico Legislativo del Ministerio de Obras Públicas, señor Franco Devillaine.


El Asesor Jurídico Legislativo, señor Franco Devillaine, informó que las Mociones en estudio proponen establecer compensaciones a usuarios por cortes de suministros de agua potable, mediante  la  incorporación  del  artículo 35 bis al decreto con fuerza de ley N° 382.


En opinión del Ejecutivo, se plantea la necesidad de realizar un análisis de las distintas iniciativas que a la fecha se han presentado a efectos de proponer una modificación legal apoyando las ideas matrices de las mismas.


Existiendo coincidencia con las ideas centrales del proyecto de ley, corresponde profundizar los conceptos vinculados a la responsabilidad sobre la base de establecer un sistema que logre establecer un estatuto de responsabilidad reforzado.

En ese sentido, propuso establecer un modelo de compensaciones a usuarios por cortes de suministro de agua potable considerando un sistema de responsabilidad construido sobre la base del concepto de “deber de servicio”. 


El desplazamiento de la tarea pública, función pública, a un concesionario significa que éste debe asumir la responsabilidad que se deriva de las funciones que le son delegadas, obligación que recae normalmente en el Estado. 


El sistema sanciona al concesionario bajo el supuesto de una acción dañosa e imputable. En otras palabras, para que haya lugar a la responsabilidad es necesario que el demandante acredite la comisión de una falta de servicio, del mismo modo que si la Administración estuviese actuando directamente.


Se trata de un sistema que opera bajo las reglas de cargas probatorias simples y bajo la lógica que el incumplimiento de la obligación debe ser acreditado por quien lo alega al igual que el daño que es consecuencia del mismo. 


La responsabilidad se construye sobre la base del concepto de servicio debido y los antecedentes que permiten establecer este estándar y su infracción está constituida por consideraciones pragmáticas que tienen que ver con expectativas normativas de la comunidad. 

La combinación de estos dos conceptos nos permiten formular causales de exclusión de responsabilidad por cortes no programados atribuibles a situaciones que debidamente consideradas por la administración desde un punto de vista cualitativo y cuantitativo constituyen el umbral de tolerancia.

Vigorización de la responsabilidad cuando se cruza el umbral de tolerancia.


El umbral de tolerancia está constituido por un catálogo definido de situaciones que normalmente debieran considerarse como caso fortuito o fuerza mayor y por situaciones de falta de servicio excusables, ambos determinados por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


El efecto de alegar, caso fortuito o fuerza mayor, sobre la base de argumentar hechos no descritos dentro de este catálogo generarán a la concesionaria el efecto de tener que probar la diligencia (inversión del onus probandi). En este caso existe una presunción de responsabilidad de la empresa sanitaria por el corte no programado.

Tarificación del disvalor mínimo


Se propone que el valor mínimo a indemnizar al usuario sea equivalente a una cifra en Unidades Tributarias Mensuales independientemente del valor promedio mensual de una hora de suministro


Se propondrá una exclusión: Resultarán indemnizable el corte o cortes no programados que por sí solos, o en conjunto, superen una hora dentro de un mes calendario.


Se propondrá un sistema de indemnización por falta de servicio incremental a partir de la media hora siguiente a la primera hora de corte de suministro y una sanción incremental si el corte se prolonga por un período mayor a las 12 horas.
Procedimiento de impugnación


La Superintendencia de Servicios Sanitarios resolverá de manera independiente a través de dos resoluciones diversas:


El incumplimiento de la obligación de suministro continuo: En contra de la misma procederán los recursos administrativos y en contra de las resoluciones que resuelvan la impugnación el recurso de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones para que conozca con preferencia.


La sanción de multa: En contra de la misma procederán los recursos administrativos y en contra de las resoluciones que la resuelvan, la impugnación a través del procedimiento contemplado en la Ley Orgánica de la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Los montos determinados en la ley serán calculados en base a un informe de la Superintendencia sobre la interrupción. 

El Juez podrá duplicar o triplicar el monto de la compensación en caso de judicialización atendidos los fundamentos de la misma.
La indemnización compensatoria (tasada) y el procedimiento de impugnación.


La Corte de Apelaciones no podrá imponer compensaciones a favor de los usuarios por montos superiores a los determinados en la ley, pudiendo recorrer el marco sancionatorio establecido, haciendo una valoración de la entidad del incumplimiento de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


La Corte de Apelaciones podrá aumentar el monto a compensar a los usuarios del doble al cuádruple, según los fundamentos que tuvo para alegar el caso fortuito y la entidad del daño causado. 

Los usuarios tendrán a salvo acciones para reclamar mayores perjuicios a los compensados, lo que podrán hacer individual o colectivamente.


Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores formularon las siguientes consultas y planteamientos:


1.- El Honorable Senador señor Gómez señaló que el suministro del agua potable es un negocio entregado a un particular para la prestación de un servicio de primera necesidad, por lo que en su opinión, no se debe eliminar la responsabilidad objetiva de la empresa prestadora del servicio cuando se trata de casos graves en que no se ha prestado el servicio y los consumidores requieren protección.


2.- El Honorable Senador señor Prokurica recordó que la presentación de esta Moción es consecuencia de problemas que han afectado a las regiones del norte del país. En su opinión, deberían establecerse normas de compensación para los casos en que no se preste el servicio de alcantarillado y el tratamiento de aguas, que en muchas oportunidades se cobra a los usuarios en las cuentas y en algunos casos no se realiza.

- - - - - - - 


- Puesta en votación esta iniciativa legal, durante la discusión en general, como quedó registrada en nuestro primer informe, fue aprobada en general, en los mismos términos que venía formulada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de esa época, Honorables Senadores señores Camilo Escalona, José Antonio Gómez (Antonio Horvath) y Jaime Quintana.


- Sometida nuevamente a votación en sesión celebrada el 13 de julio de 2011, fue aprobada en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente accidental), José Antonio Gómez Urrutia (Jaime Quintana Leal), Antonio Horvath Kiss y Pablo Longueira Montes, habiendo retirado el autor de la Moción Honorable Senador señor Gómez el Nº 1 del artículo único, que modificaba el inciso primero del artículo 35 de la Ley General de Servicios Sanitarios, que establece que el prestador deberá garantizar la continuidad y la calidad de los servicios, las que sólo podrán ser afectadas por causa de fuerza mayor, esta última frase fue retirada en la Moción, pasando sus Nos 2 y 3 a ser Nos 1 y 2, respectivamente. 


- Puesta en votación, nuevamente esta iniciativa legal, con fecha 28 de septiembre de 2011, fue aprobada en general con los votos de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona, Alejandro García-Huidobro, Antonio Horvath, Jaime Quintana y Hosaín Sabag.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de lo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382 del año 1989 del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios sanitarios:


1.-  Incorpórense los  siguientes artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter, nuevos:


“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la interrupción, restricción o racionamiento que no sea programado e imprescindible para la prestación del servicio, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión, dará lugar al descuento proporcional del cargo fijo respectivo y al pago de una compensación a los usuarios, de cargo del concesionario, equivalente al duplo de las sumas de los valores de los cargos variables del agua potable, recolección de aguas servidas y tratamiento, cuando correspondiere, valorizada a precio de período punta.


Para la determinación del monto de la compensación que corresponda a cada usuario se estará al consumo promedio diario calculado para ese período dividido por 24 y multiplicado por el número de horas o fracción de hora en que el servicio se encuentre suspendido.


Cuando la interrupción del suministro exceda las tres horas continuas la compensación determinada conforme a los incisos precedentes, se incrementará en un 100%. Dicho monto se incrementará en un 50% por cada tres horas adicionales a contar de las primeras seis horas de interrupción del suministro.


La compensación regulada en este artículo se efectuará descontando las cantidades correspondientes en la facturación más próxima, independientemente del derecho que asista al concesionario para repetir en contra de terceros responsables.


En caso de que entre el hecho que da derecho a la compensación y el pago de la misma transcurran más de tres meses, se deberá reajustar el monto de la misma conforme a la variación del índice de precios al consumidor, entre el mes anterior a que se produjo el hecho y el mes anterior al pago de la compensación.


La compensación regulada en este artículo es independiente del derecho de cada usuario para demandar la indemnización de los perjuicios que le haya producido la interrupción, restricción o razonamiento.


Artículo 35 ter.- La tramitación de los juicios de indemnización de perjuicios, por interrupción, restricción o racionamiento de agua potable se hará conforme al procedimiento sumarísimo que se establece a continuación:


1°.- Deducida la demanda, el tribunal citará a las partes a audiencia dentro del quinto día hábil después de la última notificación, ampliándose este plazo si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo o parte del aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil;


2°.- La audiencia se celebrará con la parte que asista y en ella se recibirá la contestación de la demanda y se rendirán las pruebas. La parte que quiera rendir prueba testimonial deberá presentar, antes de las doce horas del día anterior al de la audiencia, una lista de los testigos de que piensa valerse;


3°.- Si el juez lo estima conveniente, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, que no podrá exceder los 15 días.


4°.- La sentencia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe, en su caso;


5°.- La sentencia definitiva será apelable en el solo efecto devolutivo, salvo que el juez, por resolución fundada no susceptible de apelación, conceda el recurso en ambos efectos. Las demás resoluciones son inapelables, y


6°.- La apelación se tramitará como en los incidentes y gozará de preferencia para su vista y fallo.


7°.- Los plazos que se establecen en este procedimiento serán de días hábiles.


Artículo 35 quater.- Los prestadores deberán presentar a la Superintendencia, en el mes de diciembre de cada año, un plan de manejo de las emergencias que puedan afectar la continuidad y calidad del servicio a una parte o la totalidad de su área de concesión. Dicho plan deberá considerar las medidas de mitigación que el prestador adoptará y, además, los planes de acción para superar la situación de emergencia. Sin perjuicio de las sanciones que procedan por la falta de presentación del plan de manejo de emergencias, la Superintendencia, producida alguna emergencia, podrá establecer las medidas de mitigación que sean necesarias, a costa del prestador respectivo.”.

2.- Agréguese el siguiente artículo 47 I,  nuevo:


“Artículo 47 I.- Los contratos de provisión de agua potable suscritos entre usuarios finales grandes consumidores y empresas concesionarias de distribución de agua potable o con las empresas concesionarias de producción de agua potable que utilicen, para prestar el servicio, redes de empresas concesionarias de distribución, se suspenderán en su ejecución, mediante resolución fundada de la autoridad correspondiente, en aquellos casos en que sea necesario asegurar el suministro a la población dentro del área de concesión de la respectiva empresa concesionaria de distribución de agua potable. La suspensión de los contratos no podrá tener una duración superior a un año corrido.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 13 de julio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente accidental), José Antonio Gómez Urrutia (Jaime Quintana Leal), Antonio Horvath Kiss y Pablo Longueira Montes; 10 de agosto de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss y Jaime Quintana Leal y 28 de septiembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss, Jaime Quintana Leal y Hosain Sabag Castillo (Eduardo Frei Ruiz-Tagle).

Sala de la Comisión, a 30 de septiembre de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DICTA NORMAS SOBRE COMPENSACIONES A LOS USUARIOS DE SERVICIOS DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA POTABLE EN CASOS DE INTERRUPCIONES O SUSPENSIONES NO AUTORIZADAS O NO COMUNICADAS PREVIAMENTE A ELLOS

(2357-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señores Roberto Delmastro y Carlos Vilches y de los ex Diputados señores Pedro Pablo Alvarez Salamanca, Pablo Galilea, José García, Arturo Longton, Osvaldo Palma y Baldo Prokurica.


No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, vuestra Comisión lo discutió sólo en general, por considerar que contiene disposiciones que ameritan un mayor estudio y análisis y, en consecuencia, acordó proponer a la Sala que lo debata y estudie en estos mismos términos.


Hacemos presente que el 13 de julio de 2011, la Sala del Senado acordó a petición del Honorable Senador señor Prokurica, que este proyecto de ley fuera conocido por la Comisión de Obras Públicas y no por la Comisión de Economía, donde se encontraba radicado, petición que fue aprobada.


Asimismo hacemos presente, que la Comisión de Obras Públicas, con fecha 15 de junio de 2011, trató y aprobó el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, originado en Moción del Honorable Senador señor Gómez, que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable (Boletín Nº 7.636-09), el que pasó a la Sala del Senado en sesión 31ª ordinaria, de 6 de julio de 2011, acordándose volverlo a la Comisión de Obras Públicas, para un Nuevo Primer Informe.


Como el proyecto de ley en informe y el mencionado anteriormente versan sobre la misma materia, la Comisión los debatió en forma simultánea.

A una de las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez y Baldo Prokurica.


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne; del Asesor Jurídico Legislativo del Ministro, señor Franco Devillaine; del Asesor del Ministro, señor Maximiliano Wild; de la Asesora Legislativa del Ministerio, señora Florencia Donoso; del Jefe de la División de Concesiones de la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS), señor Humberto Soto y del Asesor del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada.


Además fue invitada la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios (ANDESS A.G.). Concurriendo su Presidente Ejecutivo, señor Guillermo Pickering y el Gerente Legal de Aguas Andinas, señor Camilo Larraín.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Por una parte, imponer a las empresas concesionarias de servicios sanitarios la necesidad de tener que contar con la autorización de la Superintendencia de Servicios Sanitarios en forma previa a cualquier acción de ellas que afecte la continuidad del servicio y, por otra parte, establecer un procedimiento de compensación de tipo administrativo y no judicial, que opere en forma automática e inmediata, en beneficio de los usuarios de agua potable sujetos a regulación de precios, que se hayan visto afectados por interrupciones, restricciones y racionamientos que no hayan sido autorizados por la Superintendencia ni comunicados previamente a los usuarios, de cargo de la empresa concesionaria.
ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto con fuerza de ley Nº 382, de 21 de junio de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios. 


1.1.- El Título III, que se refiere a la explotación de los servicios.


1.2.- El artículo 35, que establece que el prestador debe garantizar la continuidad y la calidad de los servicios, señalando que sólo podrán ser afectados por causa de fuerza mayor.


2.- La ley Nº18.410, que creó la Superintendencia de Electricidad y Combustible.


3.- La ley Nº18.902, que creó la Superintendencia de Servicios Sanitarios


4.- La ley Nº19.496, de protección de los derechos de los consumidores.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción señala que en la actualidad, los usuarios de empresas sanitarias se encuentran en indefensión jurídica frente a interrupciones o suspensiones en el servicio de agua potable, ya que no existen acciones legales expeditas para que éstos puedan hacer valer sus derechos.


En efecto, las personas afectadas para obtener una reparación al perjuicio que se les ha ocasionado, deben hoy litigar, partiendo por acreditar que el incumplimiento de la empresa es injustificado, vale decir, culpable; acto seguido, deben acreditar, conforme a las reglas generales, el perjuicio que se les ha ocasionado, probando su monto y, por último, en el evento de obtener una sentencia favorable, accionar para lograr el pago por parte de la empresa.


Tal situación jurídica y procesal, en la práctica inhibe cualquier acción de los particulares.  El efecto práctico de lo anterior es que las empresas culpables y/o negligentes disfrutan de una cierta impunidad frente a sus clientes, toda vez que en los hechos sólo se hacen acreedoras a multas impuestas por las autoridades encargadas de la fiscalización.


En razón de lo antes expuesto, es necesario modificar la situación legal, para lo cual se sugiere incorporar, en la legislación aplicable a los servicios sanitarios, el mecanismo de compensaciones que recientemente fuera aprobado para las interrupciones de suministro por parte de las empresas eléctricas.


La modificación legal que se propone, constituye un aporte al perfeccionamiento del sistema sanitario, al regular de mejor forma las relaciones entre las empresas y sus clientes.  Sin duda, su sola existencia impulsará a las empresas sanitarias a prestar un servicio ajustado a las exigencias legales ya que, en caso de incumplimiento, quedan expuestas a compensaciones a los usuarios.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto se encuentra estructurado sobre la base de un artículo único que mediante dos numerales introduce modificaciones al DFL. N° 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, específicamente dentro de su título III, denominado “De la explotación de los servicios sanitarios”.


El primer numeral agrega, en el inciso segundo del artículo 35, un nuevo requisito para afectar la continuidad del servicio, cual es, que las interrupciones, restricciones y racionamientos, programados e imprescindibles para la prestación de éste, además de ser comunicadas, sean autorizadas por la Superintendencia de Servicios Sanitarios, lo que supone que las empresas concesionarias proporcionen los antecedentes necesarios a ese ente fiscalizador y, necesariamente, obtengan una resolución favorable que les permita afectar la continuidad del servicio, ya sea para reparar una red dañada, para incorporar a algún nuevo cliente grande (como un loteo), etc.


El segundo numeral tiene por finalidad agregar un artículo 35 bis, nuevo, que establece el procedimiento de la compensación. El prestador del servicio pagará al usuario una cantidad equivalente al duplo del valor del agua potable no suministrada durante la interrupción o suspensión del mismo, la que se efectuará descontando los valores correspondientes en la factura más próxima, o en aquellas que determine la Superintendencia, a requerimiento del respectivo concesionario. El abono de la compensación se efectuará de inmediato, independientemente del derecho que le asista al concesionario para repetir en contra de terceros responsables.
DISCUSIÓN EN GENERAL 


Durante la discusión en general de esta iniciativa legal, vuestra Comisión de Obras Públicas escuchó las siguientes exposiciones:

Exposición del Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne.

El Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Goborne, informó que el Ejecutivo comparte la importancia de regular esta materia que beneficia a toda la ciudadanía, por lo tanto, se otorgará un impulso a esta iniciativa.


Señaló que las mociones en estudio consagran la obligación de las empresas concesionarias de compensar a los usuarios ante los cortes de suministro de agua potable que no se deban a razones de fuerza mayor o que no tengan el carácter de programados y establece la facultad de suspender los contratos que las empresas concesionarias de producción o distribución tengan suscritos con grandes consumidores a fin de asegurar el abastecimiento de la población. De esta forma, se privilegia el abastecimiento de la ciudadanía por encima de compromisos que puedan existir con industrias.


En seguida, señaló en relación al descuento proporcional de cargo fijo, que dicha regla está prevista en la actual legislación de protección al consumidor, que se aplica subsidiariamente, sin embargo, estimó preferible contar con una norma en la ley sectorial.


Respecto de la compensación a los usuarios por cortes de agua potable no programados e imprescindibles, explicó que no se contempla en la ley sectorial, sin perjuicio de que algunas empresas tienen la práctica de rebajar costos de los consumos cuando hay más de tres cortes en el mes. Algunas empresas discutieron esta instrucción por la vía judicial y obtuvieron un fallo favorable en el pasado, con lo cual resulta necesario contar con una norma de esta especie.


En la medida en que las penalidades sean más altas se pueden producir efectos en las tarifas. La empresa modelo, en la cual se construye la base tarifaria, tendrá que considerar estos eventos, que pueden ser excesivos y provocar un efecto contraproducente en las tarifas.


El Honorable Senador señor García-Huidobro expresó que ambas mociones son muy positivas y es necesaria la preocupación de la autoridad por los usuarios. En seguida, consultó qué efectos ha tenido en las empresas distribuidoras eléctricas el precio final de las compensaciones que tienen los usuarios por los cortes de suministro.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó que es muy relevante la existencia de la obligación de compensación y se debe establecer claramente que este costo no se puede cargar a los usuarios. 


El Ministro de Obras Públicas, señor Laurence Golborne, aclaró que no está considerado que la compensación se incluya en las tarifas, sin embargo, cuando se fija la empresa en base a la cual se determinan los precios en la medida en que esa empresa modelo está sujeta a eventos de este tipo, tiene que adoptar las seguridades y resguardos necesarios, lo que implica inversiones adicionales que se traducen en alzas de tarifas.


El costo de mayor seguridad siempre lo pagan los usuarios porque se deben incorporar dentro de los sistemas de producción los elementos para considerar la seguridad, el daño que se comete al no proveer un servicio tan básico como el agua es mayor. 


Debe existir un equilibrio adecuado entre los niveles de seguridad y la calidad del servicio que se pretende otorgar, es un tema a considerar, sin embargo, no se pretende que exista un plan de multa dentro del proceso tarifario.


En el tema del manejo de emergencias expresó que la Superintendencia de Servicios Sanitarios debe exigir estos planes y tiene las facultades para ello, no obstante, no es necesario establecerlo en la ley, podría exigirse por la vía reglamentaria. No parece conveniente recargar la ley con una atribución ya otorgada.


Finalmente, ofreció presentar, durante la discusión en particular de esta iniciativa legal, una comparación con el sistema eléctrico y no debería existir un impacto significativo si es que se consideran los elementos marginales que son parte de la concesión.

- - - - - - - - - - - - -
Presentación de la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios A.G. (ANDESS)

El Presidente de ANDESS Chile, señor Guillermo Pickering, inició su presentación informando que la institución que representa data del año 1990 y su principal tarea es representar a las Empresas de Agua Potable de Chile, apoyar su gestión y su relación con la comunidad; difundir y detallar su aporte al cuidado del medioambiente, en especial el relacionado con la descontaminación de las aguas; transmitir el aporte que realiza la industria sanitaria al desarrollo económico del país y al mejoramiento de la calidad de vida de las personas.


Las empresas de Agua Potable que representa son: Aguas del Altiplano; Aguas Antofagasta; Aguas Chañar; Aguas del Valle; Esval, Essbio; Essal; Aguas Patagonia; Aguas Andinas; Emapal S.A.; La Leonera; Nuevosur; Aguas Araucanía y Aguas Magallanes.

Respecto del nivel de continuidad del servicio en Chile expresó que es de calidad mundial. A partir del año 2002, la Superintendencia de Servicios Sanitarios mide objetivamente la calidad de servicio de las empresas sanitarias y uno de los parámetros que considera es la continuidad de la provisión de agua potable.


Dicho indicador se construye considerando la cantidad de interrupciones, su duración y el número de usuarios afectados por la empresa.


Para el período comprendido, entre los años 2002 a 2010, el indicador de continuidad promedio para el conjunto de las empresas es de 0.9944 en una escala de 0 a 1, lo que equivale a una nota de 6,97 en una escala de calificaciones de 1 a 7.


La contabilización de las interrupciones del servicio en el país está regulada en detalle en el Protocolo de Entrega de Información de la Superintendencia de Servicios Sanitarios y la alteración, desfiguración y ocultamiento de datos es sancionado en forma administrativa, con una multa de hasta 500 Unidades Tributarias Anuales por entrega de información falsa o manifiestamente errónea, de acuerdo a lo establecido en el artículo 11, letra d) de la ley Nº 18.902. 


Además, penalmente se sanciona al infractor con una multa de hasta 1.000 Unidades Tributarias Anuales y la inhabilitación por cinco años para ejercer cargos de director, administrador, gerente o auditor externo de una sociedad anónima, de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 bis de la ley Nº 18.902.


Informó que un indicador comparable es la densidad de las roturas anuales de cañerías de agua potable por cada kilómetro de longitud de la red. La industria sanitaria chilena tiene en promedio una densidad de rotura anual aproximada a 0,5; es decir 1 rotura cada 2 años por kilómetro de red. Internacionalmente, este indicador es usado para medir el estado estructural y de conservación de la red de agua potable.


Un servicio relativamente nuevo, como Aguas Manquehue, presenta una densidad de roturas de 0,26.


Para la comparación con empresas sanitarias de América Latina, no existe mucha información disponible, sin embargo, del informe anual de la Asociación de Entes Reguladores de Agua Potable y Saneamiento de las Américas (ADERASA) para el año 2010, fue posible obtener información para empresas sanitarias de México, Perú, Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay y Ecuador. Este indicador en promedio es de 1,6.


De la comparación anterior se puede observar que el promedio de la industria sanitaria en Chile presenta un desempeño muy superior en materias relacionadas con continuidad de servicio.

Responsabilidad ante cortes de suministros no programados


En esta materia precisó que la ley obliga a garantizar la continuidad del servicio, salvo fuerza mayor. Actualmente, se indemniza a los usuarios previa dictación de una sentencia judicial. 


La ley Nº 19.549, actualmente vigente, eleva las sanciones administrativas por discontinuidad en la prestación del servicio hasta 1.000 Unidades Tributarias Anuales y hasta 10.000 Unidades Tributarias Anuales o caducidad de la concesión, si la causa basal es incumplimiento del programa de desarrollo.


Ante un corte de suministro no programado la Superintendencia de Servicios Sanitarios exige a la empresa sanitaria respectiva que se reponga la red y procede a la aplicación de sanciones por discontinuidad cuando se producen más de 4 interrupciones no programadas en un semestre en determinado cuartel.


La Superintendencia de Servicios Sanitarios ha considerado como casos de fuerza mayor los actos de terceros no dependientes, la infiltración de aguas lluvias, el mal uso del alcantarillado por parte de los usuarios o terceros, entre otros.

Principales aspectos del proyecto de ley.


El proyecto de ley en estudio, obliga a indemnizar a los usuarios afectados por interrupciones no programadas o imprescindibles, mediante el descuento proporcional del cargo fijo y el duplo de los cargos variables del servicio afectado.


En opinión de ANDESS A.G., esta indemnización resulta desproporcionada.

Opinión de la industria


Las indemnizaciones establecidas directamente en la ley deberían suponer el establecimiento de definiciones claras sobre los estándares de calidad o continuidad, cuya infracción cause la indemnización.


Esos estándares deben ser debidamente incorporados en el cálculo de las tarifas y la indemnización debe ser proporcional y corresponder a daños comunes a todos los usuarios.


Las indemnizaciones establecidas directamente en la ley deberían contener los siguientes supuestos:


1.- Aplicarse cuando efectivamente se produce la discontinuidad del servicio en el inmueble dada la capacidad de conducción de la red.


2.- Se deben aplicar a las fallas generadas por problemas en la producción. Las interrupciones causadas por falta de disponibilidad de agua cruda que exceda los caudales incorporados en la tarifa (90% de probabilidad de excedencia o derechos subterráneos a caudal nominal) no dan derecho a indemnización. En este sentido, se requiere una mayor certeza.


3.- Respecto de la distribución y las roturas de redes subterráneas, expresó que es necesario establecer que aún las nuevas del mejor material existente son imposibles de prever y evitar en todos los casos.


4.- Consecuencialmente y para una debida certeza, debiera incorporarse al reglamento de concesiones el criterio de la Superintendencia de Servicios Sanitarios de admitir y no sancionar interrupciones causadas por roturas en la red cuando no excedan de 4 roturas en un cuartel durante un semestre. Excepto en caso de incumplimiento del programa de reposición de redes.

Reglas claras evitan la judicialización del pago de las indemnizaciones.


La definición reglamentaria de los estándares de servicio y la instrucción de criterios indicativos sobre casos de fuerza mayor ha significado que por regla general las empresas pagan automáticamente la indemnización evitando la judicialización.


En opinión de ANDESS S.A, no resulta aconsejable establecer un estatuto judicial de reclamo de indemnizaciones exclusivo para las empresas sanitarias, debiendo aplicarse las reglas comunes generales. Los juicios sumarios, sin apelación, no garantizan el debido proceso cuando la calificación de los hechos es lo esencial de la controversia, más aún si la cuantía puede llegar a ser importante.

Otras consideraciones.


El monto de la indemnización debiera calcularse en base al servicio que origina la interrupción, esto es, producción o distribución de agua potable o, recolección de aguas servidas.


El cálculo del costo horario debiera referirse al promedio últimos 6 meses, que es la regla general adoptada en la actual normativa para el calculo del consumo promedio en caso de no existir lectura efectiva, y tiene la ventaja de ser más representativa del consumo habitual del usuario.


La indemnización debe ser excluyente con otras sanciones o indemnizaciones previstas en las leyes del sector sanitario, protección al consumidor u otras.


Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores formularon las siguientes consultas y planteamientos:


1.- El Honorable Senador señor Prokurica expresó que el funcionamiento de las empresas sanitarias de las regiones II y III, que han motivado la presentación de las Mociones para regular esta materia, dan cuenta de una realidad distinta de otras regiones del país.


El contrato de abastecimiento de agua potable es de adhesión, los usuarios no pueden elegir la empresa prestadora del servicio, como tampoco pueden negociar el monto de las tarifas, por el servicio, que se fijan entre la empresa sanitaria respectiva y la Superintendencia de Servicios Sanitarios, sin defensa de los consumidores.


Cuando las partes no cumplen el contrato, se produce una situación diametralmente diversa. Si el consumidor no paga la cuenta por el consumo, se le suspende el servicio y además se le cobra la reposición del mismo.

En opinión del señor Senador, se debe defender tanto a los consumidores como al sistema de suministro de agua potable, pero cuando falla la prestación del servicio se requiere que el consumidor reciba una compensación.


Finalmente, consultó cuántas veces ha resultado sancionado un director por la presentación de información falsa o errónea.


El Presidente de ANDESS A.G., señor Guillermo Pickering, respondió que efectivamente se produce un contrato de adhesión para el suministro de agua potable, el consumidor no puede elegir la empresa sanitaria puesto que se trata de un monopolio natural que tiene ciertas regulaciones.


Respecto del proceso de fijación de tarifas explicó que se aplica un marco regulatorio que es muy avanzado. Si existe acuerdo entre la Superintendencia de Servicios Sanitarios y la empresa respectiva, se fija la tarifa. En caso que no exista acuerdo, la tarifa la fija un Panel de Expertos.


Por otra parte, cabe considerar que los consumidores se pueden inscribir en un registro al inicio del proceso de fijación de tarifas y pueden solicitar información e incluso objetar la fijación del precio. 


Asimismo, de acuerdo a la ley de acceso a la información pública, cualquier persona puede solicitar los antecedentes considerados para el proceso de fijación de la tarifa.


Es necesario considerar que en la III Región existe un problema de sequía, que es de carácter estructural y una de las soluciones es la construcción de una planta desaladora, cuyo plazo se estima en dos años.

Por último, informó que en una empresa de la VIII Región, ante la inminencia de la aplicación de una multa a un director éste optó por renunciar a su cargo.


2.- El Honorable Senador señor Gómez expresó que existe una gran desigualdad entre las empresas sanitarias y los consumidores individuales. Las empresas deben hacerse responsable de las inversiones que realizan, en el caso de la II Región, el problema de interrupción del servicio de agua que se produjo con la Planta Desaladora obedeció a una falta de mantención de las tuberías que bajan el agua desde la cordillera.


La empresa no efectuó las mantenciones requeridas porque le resulta más rentable abastecer de aguas a las grandes empresas mineras.


El Presidente de ANDESS A.G., señor Guillermo Pickering, informó que las inversiones que deben realizar las empresas sanitarias obedecen al cumplimiento de un Plan de Desarrollo que constituye un instrumento público y cuyo infracción puede determinar la caducidad de la concesión.


En el caso de la II Región, se presentó un problema puntual con la Planta Desaladora, no obstante, se presta un buen servicio. Antiguamente, el problema en la II Región era la presencia de arsénico en el agua, por lo que fue necesario construir la Planta Desaladora.

3.- El Honorable Senador señor Sabag manifestó que es necesario reconocer el gran desarrollo de las empresas sanitarias en el país cuya utilidad económica está fijada por ley. 


No obstante lo anterior, debe considerarse que existen diferencias en el funcionamiento de estas empresas en las distintas regiones y se debe abordar esa situación, como es el caso de la rotura de cañerías de alcantarillado que han afectado el pavimento de diversas ciudades.


El Presidente de ANDESS A.G., señor Guillermo Pickering, expresó que deben existir reglas objetivas para que se establezcan compensaciones justas.


Chile exhibe un alto nivel de cumplimiento de las empresas sanitarias, además del suministro de agua, existe producción de agua, tratamiento de las mismas y alcantarillado.

Presentación del Asesor Jurídico Legislativo del Ministerio de Obras Públicas, señor Franco Devillaine.


El Asesor Jurídico Legislativo, señor Franco Devillaine, informó que las Mociones en estudio proponen establecer compensaciones a usuarios por cortes de suministros de agua potable, mediante la  incorporación  del  artículo  35 bis al decreto con fuerza de ley N° 382.


En opinión del Ejecutivo, se plantea la necesidad de realizar un análisis de las distintas iniciativas que a la fecha se han presentado a efectos de proponer una modificación legal apoyando las ideas matrices de las mismas.


Existiendo coincidencia con las ideas centrales del proyecto de ley, corresponde profundizar los conceptos vinculados a la responsabilidad sobre la base de establecer un sistema que logre establecer un estatuto de responsabilidad reforzado.

En ese sentido, propuso establecer un modelo de compensaciones a usuarios por cortes de suministro de agua potable considerando un sistema de responsabilidad construido sobre la base del concepto de “deber de servicio”. 


El desplazamiento de la tarea pública, función pública, a un concesionario significa que éste debe asumir la responsabilidad que se deriva de las funciones que le son delegadas, obligación que recae normalmente en el Estado. 


El sistema sanciona al concesionario bajo el supuesto de una acción dañosa e imputable. En otras palabras, para que haya lugar a la responsabilidad es necesario que el demandante acredite la comisión de una falta de servicio, del mismo modo que si la Administración estuviese actuando directamente.


Se trata de un sistema que opera bajo las reglas de cargas probatorias simples y bajo la lógica que el incumplimiento de la obligación debe ser acreditado por quien lo alega al igual que el daño que es consecuencia del mismo. 


La responsabilidad se construye sobre la base del concepto de servicio debido y los antecedentes que permiten establecer este estándar y su infracción está constituida por consideraciones pragmáticas que tienen que ver con expectativas normativas de la comunidad. 

La combinación de estos dos conceptos nos permiten formular causales de exclusión de responsabilidad por cortes no programados atribuibles a situaciones que debidamente consideradas por la administración desde un punto de vista cualitativo y cuantitativo constituyen el umbral de tolerancia.

Vigorización de la responsabilidad cuando se cruza el umbral de tolerancia.


El umbral de tolerancia está constituido por un catálogo definido de situaciones que normalmente debieran considerarse como caso fortuito o fuerza mayor y por situaciones de falta de servicio excusables, ambos determinados por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


El efecto de alegar, caso fortuito o fuerza mayor, sobre la base de argumentar hechos no descritos dentro de este catálogo generarán a la concesionaria el efecto de tener que probar la diligencia (inversión del onus probandi). En este caso existe una presunción de responsabilidad de la empresa sanitaria por el corte no programado.

Tarificación del disvalor mínimo


Se propone que el valor mínimo a indemnizar al usuario sea equivalente a una cifra en Unidades Tributarias Mensuales independientemente del valor promedio mensual de una hora de suministro


Se propondrá una exclusión: Resultarán indemnizable el corte o cortes no programados que por sí solos, o en conjunto, superen una hora dentro de un mes calendario.


Se propondrá un sistema de indemnización por falta de servicio incremental a partir de la media hora siguiente a la primera hora de corte de suministro y una sanción incremental si el corte se prolonga por un período mayor a las 12 horas.
Procedimiento de impugnación


La Superintendencia de Servicios Sanitarios resolverá de manera independiente a través de dos resoluciones diversas:


El incumplimiento de la obligación de suministro continuo: En contra de la misma procederán los recursos administrativos y en contra de las resoluciones que resuelvan la impugnación el recurso de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones para que conozca con preferencia.


La sanción de multa: En contra de la misma procederán los recursos administrativos y en contra de las resoluciones que la resuelvan, la impugnación a través del procedimiento contemplado en la Ley Orgánica de la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Los montos determinados en la ley serán calculados en base a un informe de la Superintendencia sobre la interrupción. 

El Juez podrá duplicar o triplicar el monto de la compensación en caso de judicialización atendidos los fundamentos de la misma.
La indemnización compensatoria (tasada) y el procedimiento de impugnación.


La Corte de Apelaciones no podrá imponer compensaciones a favor de los usuarios por montos superiores a los determinados en la ley, pudiendo recorrer el marco sancionatorio establecido, haciendo una valoración de la entidad del incumplimiento de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


La Corte de Apelaciones podrá aumentar el monto a compensar a los usuarios del doble al cuádruple, según los fundamentos que tuvo para alegar el caso fortuito y la entidad del daño causado. 

Los usuarios tendrán a salvo acciones para reclamar mayores perjuicios a los compensados, lo que podrán hacer individual o colectivamente.


Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores formularon las siguientes consultas y planteamientos:


1.- El Honorable Senador señor Gómez señaló que el suministro del agua potable es un negocio entregado a un particular para la prestación de un servicio de primera necesidad, por lo que en su opinión, no se debe eliminar la responsabilidad objetiva de la empresa prestadora del servicio cuando se trata de casos graves en que no se ha prestado el servicio y los consumidores requieren protección.


2.- El Honorable Senador señor Prokurica recordó que la presentación de esta Moción es consecuencia de problemas que han afectado a las regiones del norte del país. En su opinión, deberían establecerse normas de compensación para los casos en que no se preste el servicio de alcantarillado y el tratamiento de aguas, que en muchas oportunidades se cobra a los usuarios en las cuentas y en algunos casos no se realiza.

- - - - - - - 


- Puesta en votación esta iniciativa legal, fue aprobada en general con los votos de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona, Alejandro García-Huidobro, Antonio Horvath, Jaime Quintana y Hosaín Sabag.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Obras Públicas os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, en la forma que a continuación se indica:


1. Agrégase, en el inciso segundo del artículo 35, después de la expresión “deberán ser”, la frase “autorizados por la autoridad y”.


2. Agrégase, a continuación del artículo 35, el siguiente artículo 35 bis, nuevo:


“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la interrupción o suspensión del servicio de distribución de agua potable por parte de un prestador, no autorizada por la autoridad o no comunicada previamente a los usuarios, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión de distribución, dará lugar a una compensación a los usuarios sujetos a regulación de precios afectados, de cargo del concesionario, equivalente al duplo del valor del agua potable no suministrada durante la interrupción o suspensión del servicio.


La compensación regulada en esta norma se efectuará descontando los valores correspondientes en la facturación más próxima, o en aquellas que determine la Superintendencia, a requerimiento del respectivo concesionario.


Las compensaciones a que se refiere este artículo se abonarán al usuario de inmediato, independientemente del derecho que asista al concesionario para repetir en contra de terceros responsables.”.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 10 de agosto de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss y Jaime Quintana Leal y 28 de septiembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss, Jaime Quintana Leal y Hosain Sabag Castillo (Eduardo Frei Ruiz-Tagle).

Sala de la Comisión, a 30 de septiembre de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo,

Abogado Secretario
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(7947-03)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado por Mensaje del Presidente de la República.


A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, las siguientes personas:

- De la Subsecretaría de Pesca, el Subsecretario señor Pablo Galilea Carrillo; la Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa Collantes, y el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio Rives. 

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señora Francisca Navarro Moyano. 

- De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista, señor Rodrigo Bermúdez.

-  El asesor del H. Senador Fulvio Rossi; señor Santiago Gacitúa.

- - - - - - - -

CONSTANCIAS


Se hace presente que tienen carácter de ley orgánica constitucional los siguientes preceptos del proyecto, que modifican la organización básica de la Subsecretaría de Pesca y de algunos de los servicios del sector: artículo 1°, numerales 1), 6), 7), 9), 10), 12) y 13); artículos 2°, 3° y 4°, y Artículo Segundo transitorio.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO




De acuerdo con el Mensaje, la iniciativa procura adecuar la estructura orgánica de las instituciones del sector público relacionadas con la pesca y la acuicultura, a una realidad compleja y diversa de aquella en que surgió. Así, se radica en la Subsecretaría de Pesca el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal, presidido por el Subsecretario; se crea en la División de Desarrollo Pesquero de la Subsecretaría un Departamento de Pesca Artesanal; se incorpora a la Ley de Pesca la Comisión Nacional de Acuicultura, dotándola de facultades de asesoría en materia de política y regulación sectoriales; se modifica la estructura institucional de la Subsecretaría en materia de acuicultura, porque la actual se considera superada y se crea una división de Acuicultura en su seno; se aumenta el número de Consejos Zonales de Pesca, para asegurar una participación efectiva de las comunidades relacionadas con la actividad, y se crea el cargo de Subdirector Nacional de Acuicultura.




El proyecto está conformado por 6 artículos permanentes y 2 transitorios.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

- Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1991.

- Decreto Ley N° 1.626, de 1976, que crea la Subsecretaría de Pesca en el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

- Decreto Ley N°.2.442, de 1978, que establece funciones y atribuciones del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en materia de pesca: organiza la Subsecretaría de Pesca; crea el Consejo Nacional de Pesca y el Servicio Nacional de Pesca.

- Decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, que fija la planta de la Subsecretaría de Pesca.

- Ley N° 20.434, que creó la Subdirección Nacional de Acuicultura en el Servicio Nacional de Pesca.

- Decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2011, que modificó la estructura orgánica del Servicio Nacional de Pesca.
- - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN GENERAL


El Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea Carrillo, describió y justificó la iniciativa en los siguientes términos:




1.- Se modifica la administración del Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal, que actualmente corresponde al Director del Servicio Nacional de Pesca, pasando a depender del Subsecretario de Pesca, a quien corresponde orgánicamente el fomento de la actividad pesquera artesanal. Además, se dispone que la coordinación de los proyectos que gestione dicho Fondo será efectuada por la Subsecretaría de Pesca y que para efectos de la elección de los proyectos que se apoyarán, se valorará especialmente a aquellos que cuente con cofinanciamiento público - privado. 


2.- Se crea, dentro de la División de Desarrollo Pesquero de la Subsecretaría de Pesca, el Departamento de Pesca Artesanal, entre cuyas funciones se encuentra proponer al Subsecretario las políticas tendientes a desarrollar y fomentar la actividad pesquera artesanal; coordinar con las demás divisiones y departamentos las solicitudes y requerimientos que realicen los pescadores artesanales y sus organizaciones, y coordinar las relaciones institucionales con dichos actores del sector pesquero.


3.- Se crea la Comisión Nacional de Acuicultura, que será presidida por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura y estará integrada por miembros permanentes; su finalidad será dar opinión ante materias de relevancia para el sector ligado a la acuicultura, junto con proponer las medidas tendientes a implementar la Política Nacional de Acuicultura.


4.- El actual Departamento de Acuicultura, que forma parte de la División de Administración Pesquera, se convierte en División de Acuicultura, con el objetivo de liderar autónomamente los diversos temas de la actividad de cultivo, tales como la normativa ambiental y sanitaria, el ordenamiento territorial, la cartografía y la tramitación de concesiones, entre otros.


5.- Se modifica la organización de los Consejos Zonales de Pesca, con la finalidad de afrontar de mejor manera la gran variedad de realidades geográficas que se presentan en el territorio nacional.


6.- Atendida la nueva relevancia de la acuicultura, que se refleja en el presente proyecto de ley, se crea el cargo de Subdirector Nacional de Acuicultura del Servicio Nacional de Pesca y se modifica el nombre de la actual Subsecretaría de Pesca, que pasa a denominarse Subsecretaría de Pesca y Acuicultura. 


El señor Subsecretario de Pesca agregó que el proyecto en estudio es la primera fase de una iniciativa que debería culminar más adelante, con la creación de una Subsecretaría de Acuicultura o, eventualmente, de un Ministerio del Mar. 


El Honorable Senador señor Horvath valoró el contenido del proyecto, señalando que durante la discusión del mismo sería conveniente analizar la posibilidad de incorporar en el sector pesquero instituciones con funciones similares a las que cumplen en la agricultura y la ganadería el Instituto de Desarrollo Agropecuario y el Servicio Agrícola y Ganadero, especialmente en materias sanitarias y de fomento. 


Además, propuso que en relación con la normativa que regula el Fondo de Fomento de la Pesca Artesanal se establezca que los concursos se realicen a nivel regional y no nacional, como se hace actualmente, a fin de tomar en consideración en los procesos de evaluación las características particulares de cada región y de las organizaciones de pescadores artesanales.


Por último, estimó necesario que en la regulación del sector pesquero se establezcan medidas que promuevan el consumo humano de los productos del mar, lo cual, además de los beneficios que produciría en la salud de la población, permitiría que los pescadores artesanales pudiesen vender sus productos a mejores precios.


El Honorable Senador señor Bianchi, si bien mostró su disposición favorable al proyecto de ley, sostuvo que no comparte la decisión de esperar un tiempo mayor antes de proponer la creación de un Ministerio del Mar, el cual, debido a las características de nuestro territorio, es absolutamente indispensable.


El Honorable Senador señor Rossi pidió que el Ejecutivo, durante la discusión del proyecto, precise las medidas que se tomarán para otorgar un adecuado impulso a la modernización de la pesca artesanal y detalle los recursos que se destinarán a su fomento. 


El señor Subsecretario de Pesca, junto con agradecer los comentarios de los Honorables Senadores, señaló que su repartición está de acuerdo con la necesidad de dar un mayor impulso al sector pesquero artesanal, al igual que a la acuicultura, actividad que ha entregado importantes recursos al país, especialmente a través de la industria salmonera.


En otro aspecto, agregó que también se potenciará el recurso algas marinas, respecto del cual se fomentará su repoblamiento.


Por último, si bien concordó con la necesidad de que el sector pesquero esté representado a nivel ministerial, manifestó que dicha medida no es parte del programa de Gobierno, no obstante poder discutirse a futuro.

- Puesto en votación el proyecto, fue aprobado en general, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




Se consigna a continuación el texto del proyecto aprobado en general por la Comisión:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el DS. N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en el sentido siguiente:


1) Modifícase el artículo 59 en el sentido siguiente:


a) Sustitúyese en el inciso 1° la frase a continuación del punto y coma (;) por la siguiente: “estará presidido por el Subsecretario y funcionará en dependencias de la Subsecretaría.”.


b) Reemplázanse las letras a), c) y d) del inciso 2° por las siguientes:

“a) Un representante del Ministerio;

c) Un representante del Servicio;

d) Un representante de la Subsecretaría, que le corresponderá realizar las funciones de Director Ejecutivo del Consejo; y”


2) Reemplázase en el artículo 60, las dos veces que aparece, la frase “El Servicio” por la expresión “La Subsecretaría”.


3) Modifícase el artículo 61 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el inciso 1° a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo el mecanismo de asignación de los proyectos deberá considerar, en casos de proyectos que compitan en una misma categoría, una mayor ponderación para aquellos que consideren un cofinanciamiento por parte de los pescadores artesanales u organización de pescadores artesanales que lo presenta.”.


b) Sustitúyese en el inciso 2° del artículo 61 la expresión “al Servicio” por la frase “a la Subsecretaría”.


4) Reemplázase en el artículo 62 la expresión “del Servicio” por la oración “de la Subsecretaría”.


5) Reemplázase en el artículo 86 la frase “previos informes técnicos fundados de la Subsecretaría, y del Consejo Nacional de Pesca”, por la expresión “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría, y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura”.


6) Sustitúyese en el artículo 87 la frase “previos informes técnicos debidamente fundados de la Subsecretaría, del Consejo Nacional de Pesca y del Consejo Zonal de Pesca que corresponda” y la coma que la precede, por la expresión “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura”.


7) Agrégase al Título VI a continuación del artículo 90 quater, el siguiente párrafo 3°:

Párrafo 3°

De la Comisión Nacional de Acuicultura


Artículo 90 A.- Créase la Comisión Nacional de Acuicultura, en adelante "la Comisión", cuya función será asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en la formulación y evaluación de las acciones, medidas y programas que se requieran para implementar la Política Nacional de Acuicultura.

Artículo 90 B.- La Comisión será presidida por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, y estará integrada además por los siguientes miembros:


a) Un representante de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


b) Un representante del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


d) Un representante del Ministerio del Medio Ambiente.


e) Un representante de la Dirección General de Territorio Marítimo y Marina Mercante.


f) Un representante del Instituto de Fomento Pesquero.


g) Siete miembros provenientes de las asociaciones de acuicultores legalmente constituidas, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


h) Un miembro proveniente de una asociación de prestadores de servicio de la acuicultura legalmente constituida, designado por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


Artículo 90 C.- Corresponderá a la Comisión, en especial, las siguientes tareas:


a) Dar su opinión respecto de los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley;


b) Elaborar y proponer las medidas, planes y programas tendientes a la ejecución e implementación de la Política Nacional de Acuicultura.


c) Dar su opinión respecto del ordenamiento territorial de las actividades de acuicultura.


d) Dar su opinión sobre asuntos internacionales con relevancia para el sector; y,


e) Dar su opinión sobre las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, que proponga el Presidente de la República antes que sean presentadas al Congreso Nacional.


La Comisión podrá referirse a las demás materias que estime pertinentes y que incidan en la actividad de acuicultura, quedando facultada para solicitar los antecedentes necesarios de los organismos públicos o privados del sector, a través de su Presidente.


Artículo 90 D.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, que estará radicada en la Subsecretaría.


Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva, coordinar las reuniones de la Comisión, levantar acta de los acuerdos adoptados, elaborar una Memoria Anual que resuma las actividades desarrolladas por la Comisión durante el año calendario anterior, y en general, todas aquellas que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión establecidos en la presente ley.

Artículo 90 E.- La Comisión podrá invitar a sus sesiones a representantes de otros Ministerios y Servicios relacionados con las materias a tratar, así como a representantes del sector privado.


Artículo 90 F.- Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.


Artículo 90 G.- Corresponderá a la Subsecretaría, prestar el apoyo técnico y administrativo que sea menester para el funcionamiento de la Comisión y de su Secretaría Ejecutiva.


Artículo 90 H.- La Comisión acordará, las demás normas para su funcionamiento interno, el que deberá considerar al menos tres reuniones ordinarias anuales.

8) Reemplázase en el numeral 2) del artículo 96 la frase “a través de concurso público de acuerdo con las normas que se establezcan en el reglamento”, por la expresión “de conformidad con las normas establecidas en la ley N° 19.886.”.


9) Elimínase el inciso 2° del numeral 2. del artículo 146.


10) Reemplázase el inciso 1° del artículo 150 por el siguiente:


“Creánse siete organismos zonales, denominados Consejos Zonales de Pesca:


a) Uno en la zona correspondiente a las Regiones XV de Arica y Parinacota, I de Tarapacá y II de Antofagasta, con sede en la comuna de Iquique;


b) Uno en la zona correspondiente a las Regiones III de Atacama y IV de Coquimbo, con sede en la comuna de Coquimbo;


c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución;


d) Uno en la zona correspondiente a las Regiones VIII del Biobio y IX de la Araucanía, con sede en la comuna de Talcahuano;


e) Uno en la zona correspondiente a las Regiones XIV de los Ríos y X de Los Lagos, con sede en la ciudad de Puerto Montt;


f) Uno en la zona correspondiente a la Región XI de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, con sede en la comuna de Aysén;


g) Uno en la zona correspondiente a las Región XII de Magallanes y Antártica Chilena, con sede en la comuna de Punta Arenas.”


11) Sustitúyese en la letra a) del artículo 152 la primera expresión “del Servicio” por la frase “de Pesca”.


12) Modifícase la letra g) del artículo 152, en el sentido siguiente:


a) Reemplázase el inciso 1° por el siguiente: “El número de consejeros que en cada caso se indica en representación de las organizaciones gremiales legalmente constituidas de armadores; de pequeños armadores y de plantas de procesadoras de productos pesqueros.”.


b) En el inciso 3° elimínase la frase “y un cuarto, a los acuicultores” y la coma que la antecede (,) y sustitúyese el segundo punto y coma (;) por la palabra “y”. 


c) En el inciso 4° reemplázase la expresión “V, VI, VII, VIII y IX e Islas Oceánicas”, por la frase “V, VI y VII e Islas Oceánicas”.


d) Agrégase el siguiente inciso 5° nuevo, cambiando los demás su orden correlativo:


“En el Consejo Zonal de la VIII y IX Regiones, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro, a los armadores industriales de pesca demersal; otro, a los pequeños armadores industriales, y un cuarto, a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros.”.


e) En el inciso 5°, que pasa a ser 6°, sustitúyese la expresión “XIV, X y XI”, por la frase “XIV y X”; elimínase la frase “y un cuarto, a los acuicultores” y la coma que la antecede (,); y reemplázase el segundo punto y coma que aparece (;) por la palabra “y”.


f) Agrégase a continuación del inciso 5° que pasa a ser 6° el siguiente inciso nuevo:


“En el Consejo Zonal de la XI Región, uno representará a los armadores industriales, otro, a los pequeños armadores y otro, a los industriales procesadores de productos pesqueros.”


g) En el inciso 6° que pasa a ser 8° elimínase la frase “y un cuarto, a los acuicultores” y la coma que la antecede (,) y sustitúyese el segundo punto y coma (;) por la palabra “y”.


13) Agrégase en el inciso 4° del artículo 173, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma la siguiente expresión “y designará un Director Ejecutivo para la administración de este Fondo”.


Artículo 2°.- Créase en la planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5 de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, un cargo de Director Zonal de Pesca, quien ejercerá sus competencias en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, grado 5° EUS, el que para el solo efecto del artículo 7° de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerará equivalente a Jefe de División.


Artículo 3°.- Modifícase el DFL. N° 2 de 2011, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que modificó la estructura orgánica del Servicio Nacional de Pesca, en los siguientes términos:


1) En su artículo primero, elimínase la frase “a cargo de un Subdirector”, y la coma (,) que la precede, e incorpórase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“La Subdirección estará a cargo de un Subdirector Nacional de Acuicultura, grado 4º EUS, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”.

2) Intercálase a continuación del artículo primero, el siguiente artículo primero bis:


“Artículo primero bis.- Corresponderá, especialmente, al Subdirector Nacional de Acuicultura, las siguientes funciones:


a) Subrogar al Subdirector Nacional.


b) Asesorar al Director Nacional y demás órganos del Servicio en materia de acuicultura.


c) Planificar las acciones de fiscalización de cumplimiento de la normativa ambiental, de salud animal y demás aplicable a la acuicultura.


d) Supervisar y evaluar la ejecución de las acciones a que se refiere el literal precedente.


e) Coordinar a las Direcciones Regionales, Departamentos y demás unidades del Servicio que ejecutan funciones en materia de acuicultura.


f) Proponer al Director Nacional los programas sanitarios y demás normas que, conforme a la legislación aplicable a la acuicultura, corresponda dictar al Servicio.


g) Administrar el registro de personas acreditadas para elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria y demás que se requieran.


h) Controlar a las personas a que se refiere el literal anterior y proponer al Director Nacional las sanciones que corresponda aplicar a las mismas en los casos previstos por la normativa.


i) Presentar al Director Nacional, para efectos que éste ejerza la facultad a que se refiere el artículo 28 letra a) del DFL. N° 5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, propuestas de normas para la aplicación y fiscalización de las leyes y reglamentos sobre acuicultura.”.


Artículo 4°.- Modifícase el DFL. N° 5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en el sentido siguiente:


1) En el artículo 16:


a) Elimínase en la letra c) el literal ii).


b) Agrégase en la letra d), el siguiente literal iii):


“iii) Departamento de Pesca Artesanal”


c) Agrégase la siguiente letra e) nueva, cambiando las demás su orden correlativo:


“e) División de Acuicultura.”


2) En el artículo 18:


a) Elimínase en la letra a) del numeral 1. La frase “y de las actividades de acuicultura”.


b) Suprímese en la letra d) del numeral 1. la expresión “y de acuicultura”.


c) Elimínase en la letra f) del numeral 1. la frase “y de acuicultura”.


d) Agrégase en el encabezado del numeral 2. a continuación de la palabra “Pesquero” la frase “y de Acuicultura”.


e) Elimínase en la letra f) del numeral 2. La frase “y de acuicultura”.


f) Agrégase el siguiente numeral 4. nuevo:


“4. Corresponderá a la División de Acuicultura:


a) Coordinar su gestión con las demás unidades orgánicas para la formulación y ejecución de acciones comunes en aspectos sectoriales de administración de la actividad de acuicultura.


b) Proponer planes, programas y estudios de investigación en acuicultura.


c) Mantener actualizada la información de las actividades de acuicultura a nivel nacional y el catastro de resoluciones sobre concesiones y autorizaciones de acuicultura.


d) Estudiar y proponer las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura.


e) Informar técnicamente las propuestas de ordenamiento territorial que afecten al sector.


f) Evaluar y proponer medidas especiales para la sanidad y protección de las especies hidrobiológicas y del medio ambiente en relación a las actividades de acuicultura, de propagación o de repoblación.


g) Identificar las necesidades de conocimiento para optimizar el manejo de la acuicultura nacional.


h) Elaborar los informes técnicos para el otorgamiento de concesiones de acuicultura y otros relacionados con las empresas de cultivo y los que sean necesarios para fundar la normativa sectorial propuesta para ser dictada.


i) Asesorar al Subsecretario en materias de políticas y estrategias de la actividad acuícola.


j) Evaluar e informar técnicamente las solicitudes de internación de especies hidrobiológicas con fines de acuicultura, ornamentales, investigación, recreación, investigación entre otros.


k) Evaluar el desempeño de la actividad acuícola nacional.


l) Evaluar ambientalmente proyectos acuícolas y de impacto en esta actividad.


m) Coordinar del funcionamiento y operación de las agrupaciones de concesiones.


n) Mantener relaciones permanentes con instancias de participación sectorial a nivel nacional e internacional.


3) Sustitúyese el numeral 3. del artículo 19 por el siguiente:


“3. Corresponderá al Departamento de Pesca Artesanal:


a) Proponer al Subsecretario las políticas tendientes a desarrollar y fomentar a la actividad pesquera artesanal.


b) Coordinar con las demás Divisiones y Departamentos de esta Subsecretaría las solicitudes y requerimientos que realicen los pescadores artesanales y sus organizaciones.


c) Coordinar las relaciones institucionales con los pescadores artesanales y sus organizaciones.”.


Artículo 5°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 1° del decreto ley N° 1626, de 1976 a la “Subsecretaría de Pesca”, por “Subsecretaría de Pesca y Acuicultura”.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la Subsecretaría de Pesca, deberán entenderse en lo sucesivo a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura.


Artículo 6°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 12 del decreto ley N° 2442 de 1978 al “Servicio Nacional de Pesca”, por “Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura”.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga al Servicio Nacional de Pesca, deberán entenderse en lo sucesivo al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.

Artículos Transitorios


Artículo Primero Transitorio.- Las personas que a la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley, integren los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V a IX Regiones e Islas Oceánicas, y el de la Regiones XIV a XI, continuarán integrando, respectivamente, los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones VIII a IX y el de la XIV y X Regiones.


Artículo Segundo Transitorio.- Los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, y el de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, deberán constituirse dentro de un plazo máximo de seis meses contados desde la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley.


Mientras no se encuentren constituidos dichos Consejos Zonales con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad con el artículo 150 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, el Consejo Zonal de Pesca de las Regiones VIII del Biobio y IX de la Araucanía; y en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo tendrá competencia el Consejo Zonal de las Regiones XIV de Los Ríos y X de Los Lagos.”.

- - - - - - -


Acordado en sesión de fecha 28 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Fulvio Rossi Ciocca y Hosain Sabag Castillo.


Valparaíso, 3 de octubre de 2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, CHAHUÁN, ROSSI Y RUIZ-ESQUIDE, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PROHÍBE TODA FORMA DE PUBLICIDAD DEL TABACO Y RESTRINGE SU CONSUMO

(7456-11)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, las siguientes personas:

· Del Ministerio de Salud: el Ministro, señor Jaime Mañalich Muxi; el asesor del Ministro, señor Juan Cataldo Acuña, y el asesor legislativo, señor Jaime González Kazazian. 
· De la Fundación Educación Popular en Salud (EPES) - Chile Libre de Tabaco: la Académica de la Escuela de Salud Pública de la Universidad de Chile, señora María Teresa Valenzuela; la Coordinadora de Chile Libre de Tabaco, señora Lezak Shallat; el monitor de tabaquismo, señor Miguel García; el integrante de la asociación, señor Gonzalo Palma. 
· De la Asociación Chilena de Gastronomía (ACHIGA): el Presidente, señor Fernando de la Fuente Espina. 
· De la Asociación Nacional de Empresarios Nocturnos, Turismo y Espectáculo (ANETUR): El Presidente, señor Fernando Bórquez Uribe, y los asesores, señor Manuel Guzmán y señora Tamara López González. 
· Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el analista, señor Pedro Pablo Rossi. 
· De la Biblioteca del Congreso Nacional: la analista, señora Irina Aguayo Ormeño. 
· La asesora del Honorable Senador Francisco Chahuán: señora Marcela Aranda Arellano.
- - - - - - - -

CONSTANCIAS


Se hace presente que ninguna de las disposiciones de la iniciativa en informe requiere quórum especial para su aprobación y que ellas no dicen relación con la organización y las atribuciones de los tribunales de justicia.


Sin perjuicio de tratarse de una iniciativa legal de artículo único, corresponde efectuar su discusión sólo en general, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento del Senado, pues comprende disposiciones relativas a distintos temas.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


De acuerdo con los fundamentos expresados en la moción, en vista de que los indicadores sanitarios chilenos sobre efectos del tabaco en la salud humana no han variado significativamente, el proyecto persigue cerrar brechas que la ley N° 20.105 dejó abiertas, en orden a ajustar la legislación nacional a las tendencias mundiales sobre uso, comercialización, publicidad y demás aspectos relacionados con el consumo de tabaco, recogidas por el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud (OMS) para el Control del Tabaco.

El proyecto está conformado por un artículo único, compuesto por ocho numerales, que modifican diversos artículos de la Ley del Tabaco, N° 19.419, y agregan algunos preceptos nuevos.


Se hace presente que el día 6 de septiembre en curso el Ejecutivo retiró de tramitación un proyecto de ley de su iniciativa, que se encontraba en primer trámite en el Senado, el cual restringe el consumo de tabaco en lugares públicos, Boletín N° 7.692-11. El mismo día ingresó en la Cámara de Diputados el mensaje con que inicia un proyecto de ley que modifica Ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco, Boletín N° 7.914-11.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

· Ley N° 19.419, que regula actividades que indica, relacionadas con el tabaco.

· Ley N° 20.105, modificatoria de la anterior, para adecuarla al Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco.

· Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (CMCT OMS) de 2003.

· Decreto N° 143, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2005, que promulga el CMCT OMS.

· Decreto N° 18, del Ministerio de Salud, de 1997, reglamentario de la ley N° 19.419.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN GENERAL


La Comisión recibió en audiencia a diversas organizaciones que solicitaron ser escuchadas.


La señora María Teresa Valenzuela Schmidt, académica de la Escuela de Salud Pública de la Universidad de Chile, comenzó su exposición señalando que la finalidad de la organización Chile Libre de Tabaco, de la cual forma parte, es abogar por la revisión y modificación de la actual normativa que regula el tabaco en nuestro país, con el objetivo de hacerla más restrictiva y así dar fiel cumplimiento a los compromisos internacionales adquiridos por Chile en relación con este tema.


A continuación, indicó que de las mediciones efectuadas a partir del año 1971 es posible inferir que la tendencia respecto del consumo de tabaco en Chile era ascendente y que se estabilizó a partir del año 2000. No obstante lo anterior, en los últimos años ha aumentado el consumo de tabaco entre las mujeres y en los sectores socioeconómicos de menores ingresos y se ha elevado el consumo diario de cigarrillos por la población general. Agregó que Chile es el país de América Latina con mayor consumo de tabaco entre los jóvenes, precisando que más de un treinta por ciento de los menores de 18 años fuma.


Planteó, además, que de los objetivos sanitarios sobre reducción del consumo de tabaco fijados por el Ministerio de Salud para la década 2000-2010, sólo se dio cumplimiento al referido a la disminución del consumo por escolares de octavo básico, lo que puede relacionarse con el establecimiento, a partir del año 2005, de ambientes libres de humo de tabaco en los establecimientos educacionales.


De lo anteriormente expuesto, agregó, es posible concluir que la situación actual de consumo de tabaco en nuestro país presenta las siguientes características: Chile tiene el primer lugar en América Latina en consumo de tabaco por la población adulta y la más alta prevalencia entre los menores de dieciocho años; cada año el 17% de las muertes producidas en el país se debe a enfermedades causadas por el tabaco, con un costo anual para el sistema de salud de más de 
US$ 2.000.000.000, y más de un millón trescientas mil personas están expuestas involuntariamente en sus trabajos y hogares al humo del tabaco, en condición de fumadores pasivos.


Posteriormente señaló las medidas que, según la organización que representa, deberían implementarse en nuestro país para prevenir o reducir el consumo de tabaco.


En primer lugar, indicó que la providencia más efectiva es el alza en los impuestos que afectan a los productos producidos con tabaco, lo cual redunda en un aumento de sus precios. 


La segunda en importancia es la creación de ambientes cerrados cien por ciento libres de humo, tanto en lugares públicos como privados. A este respecto, señaló que son infundados los temores de la industria gastronómica y de entretenimiento, por cuanto existen variadas experiencias internacionales que demuestran que no sufren pérdidas reales por la aplicación de estas medidas. Presentó el siguiente gráfico:
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Fuente: www.tobaccoatlas.org.

Luego indicó que otra medida para disminuir el consumo es la prohibición de toda publicidad referida al tabaco. En ese sentido, según ha determinado la Organización Mundial de la Salud, la proscripción debe ser absoluta, por cuanto la mera restricción de propaganda sobre el tabaco no ha tenido un efecto significativo sobre el consumo.


Un cuarto arbitrio, agregó, es la incorporación de advertencias en las cajetillas de cigarrillos, acompañadas de imágenes gráficas, las cuales deben tender a aumentar el conocimiento de los consumidores respecto del tabaquismo y sus efectos, a reforzar el abandono del hábito y a desalentar las recaídas.


Otras opciones, de menor impacto, son el control efectivo del contrabando de productos fabricados con tabaco y la implementación de estrategias de educación a la población sobre los efectos negativos del consumo.


Posteriormente, se refirió a la creación de ambientes totalmente libres de humo, destacando que entre sus múltiples beneficios la experiencia internacional ha demostrado una disminución de 11% de la prevalencia de tabaquismo en espacios públicos cerrados y en lugares de trabajo, con un impacto especialmente notorio en la población adulta entre 25 y 54 años (en este grupo etario, en Chile una de cada dos personas fuma). 


Además, mencionó que los estudios médicos han demostrado que basta una exposición de treinta minutos al humo del tabaco para que una persona no fumadora pueda sufrir algún riesgo en su salud, y que desde la creación de ambientes libres de tabaco en Uruguay han disminuido en 17% las muertes por infarto agudo al miocardio. 


A continuación se hizo cargo de afirmaciones de los opositores a esta medida y sostuvo que no es efectivo que ella aumentaría el consumo de tabaco en el hogar o que afectaría las utilidades de las industrias gastronómica y de entretención. Respecto de esto último, señaló que la experiencia de diversos países que han puesto en práctica esta medida atestigua que las ganancias de las referidas actividades comerciales se han incrementado. 


Por otra parte, dio cuenta de diversos estudios que demuestran la mayoritaria aprobación de la población a la idea de crear ambientes libres de humo de tabaco, incluso por aquellos que son fumadores. Entre las encuestas presentadas, destacó las siguientes, efectuadas a clientes de restaurantes de Santiago:
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Sostuvo que hay otro tipo de medidas de menor impacto que también pueden contribuir a disminuir el consumo de tabaco, como la implementación de más advertencias sanitarias circulando simultáneamente, la eliminación de la publicidad del tabaco en los puntos de venta, la ejecución de una política pública de salud destinada a adoptar programas de tratamiento de la dependencia del tabaco, la revisión de los procedimientos de fiscalización y de aplicación de sanciones actualmente existentes y la inclusión del riesgo a la exposición del humo de tabaco entre la normativa de protección a la salud de los trabajadores.


Concluyó señalando que nuestra legislación sobre consumo de tabaco debe actualizarse, por cuanto Chile ha quedado rezagado frente a otros países, especialmente en la creación de ambientes 100% libres de humo. 


El Honorable Senador señor Rossi, consultó a la señora María Teresa Valenzuela sobre cuál es la medida de mayor impacto para disminuir el consumo de tabaco.


La señora Valenzuela respondió que la experiencia internacional ha comprobado que el alza de impuesto es la más significativa. Sin embargo, recordó que la mayor disminución en el consumo se ha producido por la implementación de un conjunto de medidas.


El señor Fernando de la Fuente Espina, Presidente de la Asociación Chilena de Gastronomía (ACHIGA), manifestó que, a partir de la modificación de la normativa que regula el tabaco en el año 2005, su gremio invirtió más de US$ 115.000.000, a fin de adecuarse a las obligaciones en infraestructura que se le impusieron. Por lo anterior, no está de acuerdo con que nuevamente se cambien las reglas del juego.


También cuestionó la eficacia de las medidas propuestas en el proyecto de ley, señalando que la experiencia internacional ha demostrado que las prohibiciones absolutas tienen un carácter negativo. Entre sus consecuencias indicó que no se produce una reducción del consumo de tabaco, sino que éste se traslada al hogar, además de representar una enorme pérdida económica para el sector gastronómico, junto con disminuir los ingresos de los trabajadores del sector e incentivar el surgimiento de locales que funcionan al margen de la ley. 


Por otra parte, agregó, una nueva normativa al respecto es innecesaria, por cuanto en Chile las personas ya se encuentran protegidas por la actual ley. Agregó que el siguiente gráfico, elaborado a partir de de una encuesta efectuada durante el año 2010 por la Universidad del Desarrollo, da cuenta del grado de satisfacción de la población:
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Además, informó que un reciente estudio efectuado por la empresa Ipsos Research, que recogió la opinión de trabajadores y administradores del sector gastronómico, sobre la implementación de ambientes totalmente libres de tabaco, catastró las siguientes consecuencias negativas de la medida: baja en la frecuencia de visita de clientes y de permanencia en el local, disminución de puestos de trabajo y rebaja de las propinas para los trabajadores. Mostró los siguientes gráficos:
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En otro sentido, mencionó que el gremio que representa ha adoptado una serie de buenas prácticas para mitigar los efectos del humo del tabaco en sus trabajadores, entre las cuales destacó la constante rotación de personal entre las zonas de fumadores y no fumadores, la existencia de zonas de descanso para trabajadores libres de humo, la implementación de sistemas de ventilación y extracción de aire y la libertad para eximirse de trabajar en zonas de fumadores.


A continuación, indicó que de los 172 países que han ratificado el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, sólo 26 han aplicado restricciones absolutas. Incluso, agregó, Holanda y Grecia han decidido revertir ese tipo de medidas e Inglaterra se encuentra actualmente en un proceso de revisión de dichas políticas.


Señaló que la experiencia internacional enseña que las prohibiciones absolutas son negativas, no son una tendencia mundial y son innecesarias e ineficientes, por cuanto las personas en Chile ya están suficientemente protegidas bajo la actual legislación sobre la materia.


Finalmente, expuso que, a su juicio, el proyecto afecta los intereses del comercio, por cuanto su implementación generaría una gran pérdida económica para el sector y modificaría las condiciones impuestas hace sólo pocos años. 


El Señor Fernando Bórquez Uribe, Presidente de la Asociación Nacional de Empresarios Nocturnos, Turismo y Espectáculos, manifestó que los resultados de los diversos estudios presentados en favor y en contra del endurecimiento de las normas sobre consumo de tabaco están determinados por el cliente que los contrata, lo cual les resta valor.


Además, expresó que el gremio que representa no está de acuerdo con disposiciones que limiten las libertades de las personas ni con un Estado que regule hasta las situaciones más íntimas de la población. Por otra parte, mencionó que, si bien es positivo conocer la experiencia internacional sobre la materia, se debe legislar de acuerdo a la realidad y la costumbre nacionales. 




Declaró que una de las mayores virtudes de los servicios entregados por quienes componen su gremio es proveer a la población adulta un “espacio de libertad” y que la implementación de prohibiciones absolutas constituye un atropello a ese derecho, especialmente porque el consumo de tabaco, al igual que el de alcohol, es una costumbre muy arraigada en la población. Recordó que las prohibiciones al consumo de alcohol han derivado en la apertura de locales clandestinos.

A continuación señaló que la industria que representa se encuentra sobre regulada y que el 84% de sus clientes son fumadores, por lo que su sector sería el más afectado con un endurecimiento de la normativa sobre consumo de tabaco. Además, advirtió que entre las consecuencias negativas de una política de prohibición absoluta de fumar en recintos cerrados, están la caída significativa de las ventas de los negocios agrupados en su gremio, la disminución de los empleos ofrecidos por el  sector y la pérdida de inversiones realizadas en años recientes a efectos de implementar sistemas de ventilación y extracción de aire, derivados de la última modificación a la normativa sobre la materia.

A fin de dar cuenta de la percepción de sus agremiados frente a una modificación de la ley que regula el consumo de tabaco, presentó los siguientes gráficos:
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Manifestó también que el sistema de trabajo en los negocios agrupados en su gremio tiene características particulares. Así, la mayoría de los trabajadores de locales nocturnos son jóvenes estudiantes que cumplen jornadas parciales; están expuestos al humo proveniente del cigarrillo sólo algunos días a la semana y sus jornadas laborales son menores que las normales, debido a que la vida nocturna comienza a altas horas de la noche.

En cuanto a la experiencia internacional, mencionó que la Unión Europea no ha fijado una posición oficial al respecto y que la mayoría de los países que componen dicha organización han implementado medidas mixtas y no prohibiciones absolutas. Incluso, agregó, en Holanda se habría revertido la prohibición para establecimientos pequeños.

Finalmente, expresó que su gremio no tiene por qué cargar con más obligaciones derivadas  de la deficiente fiscalización de la normativa actual por parte de la autoridad pública y lamentó que el proyecto de ley en discusión se haya presentado sin que se hubiese tratado previamente el tema con la organización que preside.

El Honorable Senador señor Rossi, respecto de esta última afirmación, precisó que el espacio para discutir sobre los proyectos de ley es el Congreso Nacional.

El señor Ministro de Salud, Doctor Jaime Mañalich Muxi, declaró que para la repartición que dirige el tema en discusión no es banal y debe ser tomado con la seriedad necesaria, por cuanto la industria tabacalera es muy poderosa en nuestro país.

Señaló que el consumo de tabaco genera extraordinarias utilidades a esa industria, pero, al mismo tiempo, provoca consecuencias dramáticas en el presupuesto nacional de salud, ya que casi el 25% de esos dineros debe ser destinado a paliar las consecuencias negativas derivadas del consumo de tabaco.

Entre las medidas adoptadas por el Ejecutivo en relación con esta materia, destacó que se ha elevado severamente el impuesto al tabaco, lo cual ha tenido una notoria influencia en la disminución del consumo entre los jóvenes. Además, se ha extendido la propaganda anti tabaco en los medios de comunicación y se ha aumentado la fiscalización para hacer cumplir las restricciones establecidas. Indicó también que el Ministerio de Salud ha potenciado los programas “Clase sin humo” y “Elige no fumar”. Por último, estimó necesaria la incorporación al registro de fármacos del Instituto de Salud Pública de todos los productos que contengan nicotina. A este respecto, recordó un reciente fallo de la Corte Suprema que ratificó la postura del Ministerio de Salud, en cuanto a que los productos que contienen nicotina para su administración a personas, como chicles, masticables, comprimidos o parches dérmicos, se deben catalogar como medicamentos, exigiéndoles un registro sanitario previo a su distribución y uso.

No obstante lo anterior, manifestó que aún falta tratar el tema de las eventuales restricciones a las imágenes públicas asociadas al tabaco, junto con dotar a la autoridad sanitaria de instrumentos de fiscalización más efectivos. Agregó también que el Ejecutivo se encuentra dispuesto a considerar nuevos aumentos de impuestos a los cigarrillos, en caso de ser necesario. 

A continuación, rebatió los argumentos de quienes estiman que una normativa más restrictiva sobre el consumo de tabaco sería negativa, indicando que lo primero que se debe tener en consideración respecto de este tema es que quien decide fumar no debe afectar a los demás con su conducta. Sin embargo, la experiencia ha señalado que alrededor de un 10% de las personas que no fuman se transforman en fumadores pasivos al estar en contacto con el humo proveniente del cigarrillo. Agregó que no es correcto el argumento de que con nuevas medidas para reducir el consumo de tabaco se afectarían las libertades personales, ya que esa misma línea argumental podría aplicarse a otros productos que la sociedad ha estimado que deben ser restringidos, como algunos tipos de drogas. En último término, señaló que no es posible que exista plena libertad para fumar y que después otros deban hacerse cargo de los gastos médicos que dicha conducta genere.

La señora Lezak Shallat, de la organización Chile Libre de Tabaco, hizo presente a la Comisión que al momento de conceder audiencia a los representantes de la industria tabacalera se debe tener en consideración lo dispuesto en el número 3 del artículo 5 del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, que dispone que “A la hora de establecer y aplicar sus políticas de salud pública relativas al control del tabaco, las Partes actuarán de una manera que proteja dichas políticas contra los intereses comerciales y otros intereses creados de la industria tabacalera, de conformidad con la legislación nacional.”

El Señor Marco Opazo, Gerente de Asuntos Públicos de la empresa British American Tobacco, expresó, en primer lugar, que su representada comparte la necesidad de establecer un marco regulatorio estricto respecto del consumo de tabaco.


Seguidamente, señaló que son tres los temas de mayor preocupación para la empresa. 


El primero de ellos tiene relación con la necesidad de incrementar los controles sobre el comercio ilegal de cigarrillos, para lo cual propuso establecer severas sanciones a la venta de cigarrillos sueltos o de procedencia ilegal, consistentes en elevadas multas en dinero y en la clausura de los locales comerciales de quienes reincidan en dichas conductas. 


A este respecto, indicó también que debe darse adecuado cumplimiento a lo establecido en el artículo 15 del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, el cual dispone que “Las Partes reconocen que la eliminación de todas las formas de comercio ilícito de productos de tabaco, como el contrabando, la fabricación ilícita y la falsificación y la elaboración y aplicación a este respecto de una legislación nacional y de acuerdos subregionales, regionales y mundiales son componentes esenciales del control de tabaco”.  


Agregó que el contrabando de cigarrillos ha tenido un sostenido aumento en nuestro país en los últimos años y, a pesar de que las incautaciones también se han extendido en el referido período, éstas sólo alcanzan a alrededor de un 10% del comercio ilegal total.


Además, advirtió, la implementación de una prohibición de venta en un radio distante 300 metros de establecimientos escolares y preescolares, tal como se establece en el proyecto en discusión, generaría un incentivo al comercio ilícito, tal como se concluyó durante la discusión del proyecto que dio origen a la última modificación legal sobre este tema, en el año 2005.


Lo expuesto, razonó, tiene como objetivo evitar una disminución en el valor de los cigarrillos, incentivado de esa forma el consumo de productos que no cumplen  con la normativa de salud, no poseen advertencias sanitarias y no pagan impuestos. Presentó el siguiente gráfico al respecto:
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En segundo término, expresó que en materia de advertencias sanitarias en nuestro país se da pleno cumplimiento a las directrices establecidas en el convenio antes citado. No obstante, la ausencia de un plazo determinado para la implementación de las advertencias ha hecho compleja la ejecución de dicha política pública, por lo cual la empresa que representa ha propuesto que se establezca un plazo de seis meses para estos efectos, asimilando la legislación nacional a las normas implementadas por otros países que han regulado esta situación.


Por último, recordó que a partir de la última modificación legal que reguló el consumo de tabaco sólo se permite efectuar publicidad en los puntos de venta, salvo que éstos se encuentren a menos de 300 metros de establecimientos escolares. Sin embargo, advirtió que una prohibición total al respecto, como la propuesta en el proyecto en discusión, evitaría la diferenciación de las marcas y fomentaría el acceso a cigarrillos de bajo precio. Además, hizo presente que el Tribunal Constitucional ha resuelto que las actividades comerciales pueden ser reguladas, pero no prohibidas.


El Doctor Gonzalo Valdivia Cabrera, de la Sociedad Chilena de Enfermedades Respiratorias, comenzó su exposición señalando que a partir de la Encuesta Nacional de Salud se ha podido obtener datos que permiten una visión más adecuada de la situación actualmente existente en nuestro país respecto del consumo de tabaco.


Sobre la base de dicho estudio se ha podido determinar que un 53,4% de la población ha consumido tabaco alguna vez  durante su vida. A este respecto, enfatizó que la prevalencia se presenta en mayor medida en las personas que poseen un nivel educacional más elevado, aunque la cantidad de consumo diario de cigarrillos es mayor en la población con menor instrucción. A fin de graficar lo anteriormente expuesto, presentó los siguientes gráficos:
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También los datos obtenidos de la Encuesta Nacional de Salud efectuada entre los años 2009 y 2010 muestran que el promedio de edad de inicio del consumo es de 17,9 años, que el consumo promedio de la población es de 10,4 cigarrillos por día y que entre las mujeres se producen dos alzas significativas en los niveles de consumo y prevalencia, las cuales corresponden a los períodos de adolescencia y climaterio. Además, señaló que un antecedente novedoso recogido por el referido estudio es que se pudo determinar que el nivel de dependencia de la nicotina crece significativamente mientras avanza la edad de la población, presentándose en mayor medida entre las mujeres, tal como da cuenta el siguiente gráfico:
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En cuanto a otras mediciones, mencionó que el 33,2% de los fumadores diarios es dependiente a la nicotina, lo cual corresponde al 9,9% de la población chilena de 15 o más años. Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que se ha podido concluir que la disposición a cesar el hábito de consumo de tabaco en la población, en general, es bastante positiva, siendo notoriamente superior en los estratos de menor nivel educacional.


En cuanto a las novedades presentadas en la Encuesta Nacional de Salud efectuada entre los años 2009 y 2010, respecto a la realizada el año 2003, mencionó las siguientes: prevalencia estable en los últimos siete años; tres cuartas partes de los fumadores consume tabaco diariamente; alta prevalencia en la población menor de 44 años;  intensificación del nivel de consumo; reducción de la brecha de consumo entre hombres y mujeres; prevalencia íntimamente relacionada con el nivel educacional del fumador; alta dependencia a la nicotina entre fumadores; positiva estimación de la disposición a cesar el hábito, y alta exposición de los no fumadores al humo del tabaco.




Presentó los siguientes gráficos, que dan cuenta de las cuatro etapas por las cuales atraviesa la epidemia causada por el consumo de tabaco, además de detallar las principales características de cada una de ellas:
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En opinión del doctor Valdivia, Chile estaría actualmente en la situación descrita en la tercera etapa, con algunos rezagos de la segunda.




Además, manifestó que, de acuerdo a un estudio efectuado el año 2004 por el Ministerio de Salud, el consumo de tabaco se encuentra en el cuarto lugar de los factores de riesgo causantes de mortalidad, afectando de mayor manera a hombres que a mujeres.




En último término, dio cuenta de que la experiencia internacional ha demostrado que el aumento del impuesto al tabaco es el factor que más contribuye a la disminución del consumo, aunque estima que la medida debe ser combinada con otras, de tipo sanitario y educativo, para tener mayor eficacia.




El señor Oscar Aliste Carreño, Presidente de la Confederación Nacional de Suplementeros de Chile, expresó su preocupación por los efectos que la eventual aprobación del proyecto de ley en discusión podría tener para su gremio.


Señaló que a pesar de que el giro de sus asociados corresponde principalmente a la venta de diarios y revistas, en el último tiempo y debido a la baja en las ventas, el expendio de cigarrillos se ha transformado en una de las principales fuentes de ingreso, por lo que la aplicación de más restricciones a dicho comercio generaría un gran impacto en el rubro de los suplementeros.


No obstante manifestar que su intención no es plantear una defensa de los intereses de las empresas tabacaleras ni un incentivo al consumo de tabaco, pidió mantener las actuales condiciones existentes para la venta de cigarrillos, a las cuales tuvo que adecuarse el gremio luego de la implementación de la última reforma sobre la materia.




Por otra parte, según su opinión, una mayor restricción a la venta de cigarrillos por los suplementeros no ayudará  a la disminución del consumo, ya que la gente se puede abastecer en otros expendios de tabaco. En cambio, dijo, poner remedio a la inexistencia de fiscalización de la normativa vigente sí permitiría reducir el consumo de tabaco en la población.  

- - - - - - -

El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que la discusión del presente proyecto de ley es una buena oportunidad para hacer frente al flagelo provocado por el consumo de tabaco, especialmente en lo referido al comercio ilegal de cigarrillos. Por lo anterior, consultó al señor Marco Opazo si tenía conocimiento de las acciones incoadas por las autoridades en contra de quienes incumplen la normativa de tabaco en dicho aspecto.


El señor Marco Opazo señaló que durante la vigencia de la actual normativa sobre consumo de tabaco se han efectuado alrededor de 500 denuncias, de las cuales sólo una ha terminado en una condena dictada por un tribunal de justicia. Además, indicó que, a su juicio, las sanciones vigentes no son suficientemente severas para desincentivar el contrabando.


El señor Oscar Aliste agregó que las nuevas medidas de restricción al comercio de cigarrillos podrían incentivar un aumento de los lugares clandestinos de venta y, por ende, el contrabando.


A su juicio, lo principal es regular los lugares donde se fuma, y no donde se expende el tabaco, ya que la gente siempre va a tener algún lugar donde abastecerse. Además, advirtió que los únicos perjudicados con nuevas medidas de control serán los pequeños comerciantes, porque las grandes empresas no se ven afectadas por estas restricciones, ya que se encuentran a gran distancia de los establecimientos educacionales.


Por último, hizo presente a la Comisión la urgencia de adoptar medidas de fomento a la educación de la población sobre los efectos negativos del tabaco, ofreciendo incluso la colaboración de su gremio en la distribución de informativos a los compradores de cigarrillos.


El honorable Senador señor Chahuán manifestó su comprensión respecto de las inquietudes planteadas por los representantes de la Confederación Nacional de Suplementeros de Chile, y destacó la importancia de la labor de quienes integran dicho gremio, en especial en pueblos pequeños, donde  la única opción de abastecerse de algunos productos es este tipo de negocios.


Además, estimó que se debe tener especial cuidado en establecer una adecuada y clara forma de medición de las distancias en que regirá la prohibición de venta de cigarrillos, además de generar un justo equilibrio en la magnitud de dichas áreas de restricción.


Luego, enfatizó su preocupación sobre la casi nula fiscalización ejercida por el Ministerio de Salud respecto del acatamiento de la normativa que regula el consumo de tabaco, e indicó que dicho Ministerio debe insertar este tema en sus políticas públicas. Propuso, en este orden de ideas, facultar a los funcionarios municipales para cooperar en las acciones de inspección.  


El Honorable Senador señor Rossi expresó su inquietud sobre la forma en que inciden en los niveles de prevalencia y consumo el nivel educacional, el acceso a la información, la edad y el sexo de los fumadores. Además, consultó por las medidas más eficaces para disminuir el consumo de tabaco e inquirió si existen antecedentes en nuestro país sobre la eficacia de la separación de ambientes como medida de protección de los no fumadores.


El Doctor Gonzalo Valdivia respondió que la gradiente educacional en relación al consumo es un antecedente que se presenta en todos los países. No obstante, en Chile no fue un dato relevante sino hasta el año 2003, por cuanto en la encuesta realizada en el año 1985 en Santiago no se advertían diferencias en este sentido. 

En cuanto a la incidencia del sexo de las personas en el consumo, indicó que la gran diferencia que se presenta en las mujeres sobre 65 años de edad se debe a su superior expectativa de vida en relación a los varones. Sin perjuicio de lo anterior, advirtió que un aspecto relacionado con las mujeres que debería merecer mayor consideración por la autoridad es el hecho de que alrededor del 25% de ellas persiste en el consumo de tabaco durante su período de embarazo.

A su juicio, la ejecución de medidas aisladas contra el consumo no tiene resultados importantes y, por lo tanto, debe adoptarse un conjunto de intervenciones integradas. Además, debe tenerse claro que cada una de las medidas tiene diferentes efectos, y mencionó como ejemplo la situación de las advertencias sanitarias, que si bien no tienden a reducir el consumo, sí retardan su inicio. Por último, manifestó que se debe poner un énfasis especial en la implementación de medidas de prevención del consumo y en la creación de ambientes 100% libres de humo de tabaco, puesto que la separación de ambientes ha demostrado su ineficacia como medida para proteger a los no fumadores.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide estimó que la normativa que ha regulado el consumo de tabaco en los últimos 15 años no ha rendido los frutos que se esperaba, señalando que aún se realiza una publicidad excesiva de los productos que contienen tabaco y no se ha podido crear conciencia ciudadana sobre los efectos negativos del consumo. Por lo anterior, es necesario que el proyecto que se apruebe contenga todas las medidas posibles para atacar el flagelo, incluyendo aquellas destinadas a asegurar una adecuada recuperación de las personas adictas, lo cual, según su opinión, no se aborda en la presente moción ni en la iniciativa presentada anteriormente por el Ejecutivo.


Al respecto, la señora Viviana Leal, encargada de la Unidad de Tabaco del Ministerio de Salud, concordó en que falta en los proyectos un plan de cesación del consumo, tanto en el ámbito educacional como en la entrega de medicamentos para combatir la adicción. No obstante, informó que la repartición a su cargo implementó durante el curso del año 2010 un fono de atención para quienes deseen consultar por procedimientos para dejar de fumar y actualmente se encuentra en estudio un proyecto para incorporar a las Garantías Explícitas en Salud un programa para prevenir el consumo en madres de lactantes de hasta 1 año de edad. Finalmente, puso de manifiesto que los proyectos que regulen el consumo de tabaco deben hacer un énfasis especial en la protección del fumador pasivo.  


El Honorable Senador señor Uriarte expresó su preocupación por la falta de eficacia de las políticas de fiscalización, y recalcó que deberán contemplarse en el proyecto de ley en discusión medidas que tiendan a combatir el contrabando de cigarrillos y su posterior distribución a la población.

El Honorable Senador señor Girardi destacó que los objetivos pretendidos en el presente proyecto de ley son transversales a todas las corrientes políticas, lo cual permite hacer frente al poderío de las compañías tabacaleras, las que, incluso, han tratado de limpiar su imagen integrando a sus directorios a personas influyentes, tanto en la sociedad como en la política. También, consideró que es una buena oportunidad para reponer aspectos que no pudieron ser incluidos en la última modificación legal, como la creación de ambientes 100% libres de humo de tabaco.


Agregó que al proponer este proyecto su interés no es coartar la libertad de las personas que deseen fumar, sino proteger la salud de los menores que se ven expuestos tanto al humo del tabaco como al ejemplo negativo de quienes fuman en su entorno.


Manifestó también que debe crearse conciencia respecto de las consecuencias perniciosas del consumo de tabaco y que es preciso combatir ciertos mitos al respecto, por cuanto las sustancias que componen el cigarrillo no presentan la característica de tener una dosis umbral, es decir, que puede producir daño de acuerdo a la intensidad del consumo, ya que el tabaco, incluso en pequeñas cantidades, causa perjuicios a la salud de las personas. En virtud de lo expuesto, razonó, es importante convencer a los adultos de que la única forma de prevenir los daños derivados del tabaco es la eliminación completa de su consumo.  


Una vez concluida la ronda audiencias y consultas, la Comisión votó y aprobó en general el proyecto de ley en informe.


- Acordado por la unanimidad de los integrantes de la comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación en general propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:

“Art. Único. Modificase la Ley 20.105 sobre Tabaco en el siguiente sentido:


1) Para eliminar el actual artículo 3 y reemplazarlo por el siguiente:


“Se prohíbe totalmente la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto.


Se prohíbe, asimismo, la publicidad transfronteriza de productos hechos con tabaco o de marcas relacionadas con dichos productos, así como la publicidad en las señales internacionales de los medios de comunicación chilenos o de páginas de internet cuyos dominios correspondan a la terminación "punto el" o que pertenezcan a personas naturales o jurídicas que desarrollen actividades de cualquier índole dentro del territorio nacional.”.


2) Para eliminar el inciso 2° del actual articulo 4 y reemplazarlo por el siguiente: Asimismo, se prohíbe cualquier forma de exhibición, venta y comercialización de tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los límites exteriores de los establecimientos de enseñanza Pre-escolar, Básica y Media.


3) Para agregar el siguiente artículo 8 bis nuevo:


“El fabricante y el importador de los productos hechos con tabaco deberá publicitar los efectos dañinos derivados del hábito de fumar, en conformidad al reglamento correspondiente.”


4) Para reemplazar del artículo 9 inciso 4 la frase “podrá prohibir” por “prohibirá”


5) Para agregar al artículo 11 la siguiente letra i) y eliminar sus incisos 2°, 3° y 4º


“En las oficinas, establecimientos y lugares cerrados de trabajo, públicos y privados donde trabajen dos o más personas.”


6) Para reemplazar el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarés, casinos de juego, otros lugares de juego legalmente autorizados, hoteles y demás establecimientos similares, y en general en cualquier otro recinto cerrado, no se podrá fumar, a excepción en sus zonas o espacios al aire libre que se encuentren desprovistas de techo.”


7) Para reemplazar el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar aislados o separados del resto del recinto, contar con mecanismos que impidan el paso del humo de una zona a otra, ventilación hacia el aire libre o sistemas de extracción del aire hacia el exterior o disponer de cualquier otra condición o medida apropiada y eficaz para impedir la contaminación del aire del lugar, y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.


Conforme a sus propias facultades fiscalizadoras la Autoridad Sanitaria podrá definir, según el caso, las medidas más apropiadas y eficaces para dar cumplimiento al mandato establecido en el inciso anterior.


En los lugares reservados para no fumadores se deberán exhibir advertencias que prohíban fumar.”


8) Para agregar el siguiente artículo 17 nuevo:


“Se concede acción popular para denunciar las infracciones a la presente ley.


El denunciante percibirá un tercio del valor de la multa fijada a cada infracción.”.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones de fecha 13 y 27 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera.


Valparaíso, 3 de octubre de 2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORAS PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN Y SEÑORES PROKURICA Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA USO DE MENORES O INCAPACES CON FINES DE MENDICIDAD

(7964-07)

El 26 de enero de 1990, Chile firmó y suscribió la Convención sobre los Derechos del Niño, junto a otros 57 países, y fue ratificada ante Naciones Unidas el 13 de agosto. El día 14 de agosto de 1990 fue promulgada como ley, mediante el Decreto Supremo 830 del Ministerio Relaciones Exteriores de Chile, el cual fue publicado en el Diario Oficial del 27 de septiembre de 1990, fecha en que la Convención entró en vigencia en Chile.
Han pasado 21 años desde que la Convención pasó a ser Ley de la Nación y aún queda mucho por hacer.
Dentro de los derechos de los niños tenemos:
Derecho de los niños y niñas a condiciones de vida digna, desarrollo personal e igualdad de oportunidades.
Derecho a la educación: escolaridad, aprendizajes y no discriminación.

El derecho de los niños y niñas a la convivencia familiar.
Este último derecho supone que la familia representa un entorno positivo para el desarrollo de los niños y niñas; por eso la Convención sobre los Derechos del Niño establece para los padres un conjunto de responsabilidades para proteger el desarrollo de sus hijos y obliga al Estado a tomar medidas para apoyar a los padres en su tarea de orientación, promoción del desarrollo y cuidado de los niños y niñas.
Según el Informe de la Situación de los Niños y Niñas en Chile a 15 Años de la Ratificación de la Convención por los Derechos del Niño1, la pobreza y la exclusión son negativas principalmente porque dañan la dignidad personal, limitan el desarrollo intelectual, social y afectivo de los niños, lo que restringirá luego sus capacidades para beneficiarse de las oportunidades del desarrollo social. Cuando las desigualdades son extremas -como en el caso chileno- los privilegios tienden a heredarse y el origen familiar reemplaza el esfuerzo y el mérito personal, como mecanismo de distribución de los beneficios sociales. Bajo estas condiciones, las nuevas generaciones se encuentran con desigualdades que tienden a consolidarse y se transforman en barreras a la movilidad social.
La falta de movilidad social y la discriminación son los síntomas inequívocos de que la igualdad de oportunidades ha sido defraudada.
El tema que aborda este proyecto se relaciona con las estrategias que a nivel internacional se mencionan como adecuadas en la lucha contra la explotación infantil, la que debe incluir varios puntos. Nos enfocamos, principalmente, en lo que se conoce como la ampliación de la protección legal para controlar los casos de explotación y permitir las actuaciones legales contra los culpables y el auxilio de las víctimas.

De este objetivo principal extraemos dos específicos, crear una mayor protección legal para los niños e implementar mecanismos que refuercen la responsabilidad de las familias la comunidad.
1° CREAR UNA MAYOR PROTECCIÓN LEGAL PARA LOS NIÑOS
Enfocándonos en el primer punto buscamos evitar la utilización de menores o incapaces para la mendicidad.
El concepto de UNICEF de “niños en la calle” corresponde a aquellos que conservando algún grado de vinculación con su familia, incluso pudiendo llegar a depender de ella; mantienen la autonomía para permanecer gran parte del tiempo en la calle.
Respecto a lo anterior se acuña la idea de que la vida en el espacio de calle es una situación más que una condición. Situación que lleva a estos niños y adolescentes a ser particularmente vulnerables a todas las formas de explotación y malos tratos, encontrándose en una situación de exclusión social y son, por tanto, los más difíciles de apoyar con servicios fundamentales como la educación y atención de salud, y consecuentemente, los más difíciles de proteger, viéndose amenazada su capacidad para participar plenamente en la sociedad.
La exclusión de estos niños puede provenir desde sus familias, la comunidad, el gobierno, la sociedad civil, los medios de comunicación, el sector privado y de otros niños (UNICEF, 2006).
Lucchini, señala que el niño que sale de su casa no se vuelve niño que habita en la calle “de la noche a la mañana”; sino que supone un proceso una transición debido a una serie de factores que forman un sistema y permiten conocer quién es el niño que habita en la calle y cómo se convierte en tal.
Dentro de estos factores, Lucchini destaca: (a) las dificultades en la familia, (b) la movilidad espacial de la familia o cambios de residencia, (c) las características del espacio urbano, es decir, la distancia entre el domicilio y lugar donde el niño pasa el día y la eficacia y costo del transporte público, (d) las coacciones de la calle, es decir, los peligros, las posibilidades objetivas de supervivencia y la presencia de otros niños, (e) las iniciativas del niño y el balance que hace de su experiencia en la calle, y finalmente, (f) la relación con la calle y la imagen que el niño tiene de ella, lo que no es igual en todas las sociedades, culturas y capas sociales. Para los niños que habitan en la calle, ésta es parte integrante de lo cotidiano.
A lo anteriormente expuesto nosotros podemos agregar que otro factor que aúna lo dicho en los puntos a, d y f es la permanencia de los niños en las calles siendo utilizados con fines de mendicidad.
Estos niños al ser instrumentalizados por sus padres o por quienes tienen a su cargo su cuidado o educación, con el fin de obtener dinero en su provecho, se ven envueltos en un ambiente seriamente perjudicial para su desarrollo y seguridad. A su corta edad son sometidos a una especie de trabajo forzado que no sólo los expone a condiciones de vida muy lejanas a las adecuadas para un niño, sino que además les roba parte de su inocencia y de su infancia, pues la calle claramente es un ambiente donde para sobrevivir los niños están obligados a crecer más rápido.

Esta situación promueve que los niños desde que son infantes desarrollen su vida en la calle, primero como acompañantes obligados y luego pasando a formar parte del trabajo infantil precario. De no producirse algún tipo de intervención, tendremos a un niño en situación de calle, con escaso apego familiar y en extremo vulnerable.
Es por eso que diversas legislaciones contemplan una serie de tipos penales cuyo bien jurídico protegido lo constituyen los derechos que derivan de las relaciones de la patria potestad, tutela o guarda, así como el derecho al sustento, y los derechos derivados de la que se posee por la simple pertenencia a la relación familiar.
En nuestro país existe una tarea pendiente, pues deberíamos contemplar un tipo penal que sancione el uso de menores o incapaces en la recaudación de dinero, obtenidos al mendigar, y a quienes se aprovechan con su explotación.
Para resguardar el interés superior de los niños, los hechos constitutivos del delito de uso de menores o incapaces para la mendicidad, ya sea porque ellos la practiquen -niños e incapaces- o por adultos que se hagan acompañar por ellos, deberán ser puestos en conocimiento de las autoridades e instituciones competentes en estas materias, para que se determine sí el o la menor se encuentran en situación de riesgo o desamparo.
2° IMPLEMENTAR MECANISMOS QUE REFUERCEN LA RESPONSABILIDAD DE LAS FAMILIAS Y LA COMUNIDAD
La nueva política social inspirada en la Convención implica disminuir el rol tutelar y de control del Estado y favorecer, en cambio, la responsabilidad de las familias y la comunidad. Consecuentemente, junto con los mecanismos predominantes de control y reparación, se requieren cada vez más recursos de acompañamiento y apoyo a las familias a fin de que cumplan su rol de inclusión social.
Es por esto que el proyecto busca por un lado, sancionar las conductas que puedan ser contraproducentes a una sana convivencia familiar, en el ámbito de las responsabilidades y los roles de la familia, especialmente en lo laboral; y por otro, crear mecanismos de apoyo y fortalecimiento a los roles en la familia, ayudando a distinguir y separar a quienes son encargados del sustento y quienes son los destinatarios preferentes del cuidado, en este caso los niños, adolescentes o incapaces.
La idea es lograr crear una red de apoyo para los niños y sus padres de modo de analizar caso a caso las opciones más adecuadas para el fortalecimiento de los niños y adolescentes y entregar a sus padres la orientación necesaria para cambiar su dinámica familiar, y a su vez tomar medidas más drásticas sólo en aquellos casos más graves, con eso logramos velar por el interés superior del niño y por la institución de la familia.
Dentro de los problemas generados por el trabajo infantil está el absentismo escolar, y los contratiempos que significa para un óptimo desempeño escolar, ya sea por las pocas horas dedicadas al estudio o por el cansancio que significa para un niño el trabajar y estudiar.
Particularmente complicado es el tema para los niños que no están en redes institucionales, pues son invisibles para la sociedad. Es lo que pasa con niños de menos de 6 años, que no necesariamente deben estar escolarizados, no hay forma de detectar vulneración, y eso explicaría también porque se llega a extremos en que la gente arrienda lactantes para mendigar, porque no hay forma ni registro de ellos, más que las vacunas al día y el control del niño sano.
En ciertos casos, la economía familiar puede llevar a la necesidad de que los hijos aporten con su trabajo temporalmente. Esto es normal en familias rurales o con negocios propios. El trabajo puede también suponer para ellos la obtención de un dinero propio para sus gastos y un reforzamiento de su estima al sentirse económicamente independientes y en cierta medida autovalentes.
El trabajo infantil puede por tanto ser beneficioso y constituirse como un ámbito seguro y de desarrollo para el niño, si se respetan las condiciones adecuadas, el descanso y permitiendo la asistencia al colegio o jardín.
Estas cuestiones son de competencia del juez de familia, pero si él no tiene donde derivar para un seguimiento y control de los casos, no llegamos a ninguna solución permanente, para lo cual se necesitará ayuda de profesionales y técnicos interdisciplinarios y la asistencia de la red de oferta programática del SENAME.
Se requiere mejorar lo promoción de la educación sobre todo en los más pobres, crear una cultura diferente, en que no sólo se garantice el acceso a una mejor educación sino que se cree el convencimiento entre los más vulnerables que la educación es la puerta de salida de la pobreza y de entrada a una vida más digna.
Un pueblo educado, aunque pobre, es menos vulnerable a la explotación

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:
Proyecto de ley

Artículo Único: Incorpórese al Código Penal, el siguiente artículo 357 (bis):
357 Bis: El que, teniendo a su cargo el cuidado o educación de un menor de edad o de un incapaz lo utilizare para la práctica de la mendicidad en forma directa, será sancionado con las penas de presidio menor en su grado mínimo a medio y en caso que la conducta sea realizada de forma indirecta la pena asignada al delito será presidio menor en su grado mínimo. En ambos casos con multa de tres a diez unidades tributarias mensuales.
Tratándose de un funcionario público en el desempeño de su cargo o abusando de él, será además condenado a suspensión de cargo u oficio público en su grado máximo.
En todos los casos el juez deberá, además, aplicar alguno de los programas establecidos en el artículo 4° de la Ley 20.032.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES WALKER (DON IGNACIO), PIZARRO, RUIZ-ESQUIDE Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE PERMITE INTERRUPCIÓN DEL EMBARAZO ANTE RIESGO DEMOSTRADO PARA LA VIDA DE LA MADRE

(7965-11)

Considerando:
Que el artículo 119 del Código Sanitario, vigente hasta 1989, contenía la siguiente definición: “Sólo con fines terapéuticos se podrá interrumpir un embarazo. Para proceder a esta intervención se requerirá la opinión documentada de dos médicos-cirujanos”.
Era una definición destinada a abordar y resolver en el orden legislativo, el viejo y complejo tema de la colisión que se puede suscitar entre el derecho a la vida de la madre y del que está por nacer.
Esa disposición había evolucionado en forma relativamente pacífica en la sociedad chilena, considerando sus valores, usos y costumbres, entre 1931 -fecha de su dictación- y 1989, habiendo sido modificada y enriquecida bajo el gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva.
En 1989, la Junta Militar procedió a derogar dicho artículo, sustituyéndolo por el siguiente: “No podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea provocar un aborto”. De esta manera, una situación que era de suyo excepcional, se transformó en una prohibición absoluta y general respecto de cualquier forma de aborto. Se introdujo, así, una rigidez, una especie de camisa de fuerza, que no permite atender adecuadamente las situaciones de suyo excepcionales, como el embarazo con riesgo para la vida de la madre.
Por otra parte, la referencia a “fines terapéuticos” no deja de tener una dosis de ambigüedad, en la medida que puede implicar la salvaguardia de la salud, y no sólo la vida, de la madre. En este proyecto consideramos solamente el caso de riesgo de "vida de la madre", y no de "salud materna", en cuyo caso se cae en una aceptación amplia que incluye todas las situaciones en la cual el embarazo o la maternidad pueden provocar daño de la salud física o psicológica en la madre.
Es difícil determinar las situaciones en las cuales el embarazo genera un riesgo real de vida para la madre. Si bien son situaciones cada día más excepcionales, hay que aceptar que ellas pueden existir y que en otros casos el embarazo puede dificultar un tratamiento o hacer necesaria su postergación, lo cual no necesariamente significa riesgo de vida materna.
En relación al actual debate que propone introducir el llamado “aborto terapéutico”, como una modificación del Código Penal, en el título sobre “delitos contra la vida”, proponemos una solución mejor: modificar el Código Sanitario permitiendo la interrupción del embarazo cuando hay un riesgo demostrado para la vida de la madre. Ello requiere y exige un informe de dos especialistas registrado en la ficha clínica de la paciente.
Hay una diferencia importante entre tratar este tema en el artículo 345 del Código Penal, en el Título VIII, N° 1, sobre “aborto”, como un delito contra la vida, y hacerlo en el Código Sanitario, con las características que se han señalado.
Este no es un juego de palabras. El aborto, como delito contra el derecho a la vida, supone la intención positiva (“maliciosamente”, dice el Código Penal) de poner fin a la vida del que está por nacer. En esta modificación que se propone, en cambio, la acción va dirigida a salvar la vida de la madre, a consecuencia de lo cual se pone fin a la vida del feto, como algo no deseado ni buscado.
Finalmente, cabe consignar que lo que está en juego en este debate no es, en términos estrictos, una postura a favor o en contra del derecho la vida, sino una colisión entre dos derechos fundamentales: la vida de la madre y la vida del que está por nacer. La regulación que tolera la interrupción del embarazo pondera el interés de protección del nasciturus con el interés de protección de la vida de la madre, en la medida que existe un peligro actual o inminente sobre la vida de la mujer. Si no se interviene y existe el peligro de muerte de los dos (madre y embrión/feto), resulta mejor intervenir para salvar una vida. Es el argumento de “mal menor”.
Es cierto que, afortunadamente, producto de los avances de la ciencia, es cada día más improbable que exista un serio riesgo para la vida de la madre, lo que hace de la aplicación de este caso algo cada vez más excepcional. Debe, pues, emplearse un criterio estricto, o restringido, que considera verdaderamente el caso de un peligro para la vida de la madre.
Provecto de Ley
Reemplácese el artículo 119 del Código Sanitario, por el siguiente:
“No se considerará aborto la acción destinada a salvar la vida de la madre, cuando existiere un riesgo demostrado para la misma, si a consecuencia de ello se produjere la interrupción del embarazo. Para proceder de esa forma se requerirá de un informe de dos especialistas registrado en la ficha clínica de la paciente”.

(Fdo.): Ignacio Walker Prieto, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALVEAR Y ALLENDE Y SEÑORES BIANCHI, FREI Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE INSTITUYE EL 6 DE OCTUBRE DE CADA AÑO COMO EL “DÍA NACIONAL DEL TRABAJADOR FERROVIARIO”

(7974-13)

FUNDAMENTOS

“Había una vez un tiempo de trenes, muy distinto del actual, un tiempo de aventura, de grandes expresos y noches cruzadas por los silbidos de las locomotoras” (Benjamín Vicuña Mackenna).
Desde su invención y desarrollo el Ferrocarril se constituyó en uno de los logros más importantes de la humanidad. Su expansión y masificación fue un impulso decisivo para las economías y la producción, mejorando sustancialmente la vida de las personas, al acortar las distancias, mejorar las comunicaciones y transportar masivamente y con rapidez los alimentos y bienes de consumo.

En los 161 años de existencia de nuestro país, el ferrocarril, ha sido una de las instituciones estatales más relevantes, fundamentalmente por su contribución a la consolidación de la soberanía territorial de la república, a su integración, a la formación de poblados y ciudades, al desarrollo de la economía y al progreso de sus habitantes.

El tren llevaba y traía el correo, maquinarias, animales, maderas, entre muchos otros activos clave, y a su vez garantizaba el desplazamiento de las personas y familias en busca de estudios, trabajo o vacaciones.

En Chile, el Ferrocarril irrumpe en 1851 en el norte minero y pronto se extiende por el país, llegando a unirlo, con una misma vía férrea, desde Iquique hasta Puerto Montt, existiendo también ferrocarriles en Chiloé y Arica.
Asimismo, el tren cruzó la cordillera de Los Andes, conectando Santiago con Buenos Aires a través del ferrocarril Trasandino y Arica con La Paz a través del FCALP. 

Antecedentes históricos

El 6 de agosto de 1862 se promulgó la Ley de Ferrocarriles, que rigió hasta 1925. Esa Ley, además de regular la relación jurídica con los fundos colindantes y con los pasajeros, también regulaba itinerarios, velocidad, carga, tarifas, reclamos, pasajeros malolientes, animales domésticos, etc.

Para 1921, la Empresa de los Ferrocarriles del Estado tenía 5.828 kilómetros de vías férreas, un capital de 403.729,942 pesos oro, con 786 locomotoras, 613 coches de pasajeros, 9.341 carros de carga y, 22.674 trabajadores.

Asimismo, el trazado ferroviario tiene verdaderas joyas de la ingeniería, particularmente notables son los viaductos y obras de arte construidas para el avance del tren. Ejemplos de ello están en el Viaducto del Malleco y cientos de hermosos puentes y túneles que aún son claves para la conectividad, como el puente Banco Arenas sobre el río Maule en Constitución o el túnel Las Raíces, en Lonquimay o la labor titánica de los hermanos Clark para realizar el trazado del Ferrocarril Trasandino.  

El tren y la cultura

Parte fundamental de la actividad económica, social y cultural de pueblos y ciudades, giraba en torno al ferrocarril y a los trabajadores ferroviarios. Muchos artistas se inspiraron en el ferrocarril y sus trabajadores para crear obras. Uno de ellos fue nuestro Premio Nobel Pablo Neruda, quien evocando a su padre, al trabajador ferroviario José del Carmen Reyes, conductor de trenes, escribió este poema: 

El Padre

Pablo Neruda (fragmento)

El ferroviario es marinero en tierra

y en los pequeños puertos sin marina

-pueblos del bosque- el tren que corre

desenfrenando la naturaleza,

cumpliendo su navegación terrestre.

Cuando descansa el largo tren

se juntan los amigos,

entran, se abren las puertas de mi infancia,

la mesa se sacude,

al golpe de una mano ferroviaria

chocan los gruesos vasos del hermano

y destella

el fulgor

de los ojos del vino.
El ferrocarril, inicialmente fue remolcado por locomotoras a vapor, luego por locomotoras diesel y finalmente por eléctricas. Con ello, además contribuyó al desarrollo de la industria eléctrica ya que ferrocarriles debió construir sus propias subestaciones de electricidad.

El trabajador y la red ferroviaria

Este auge ferroviario, significó el desarrollo de trabajadores especialistas en oficios y profesiones, hasta entonces desconocidos.

Los trabajadores ferroviarios, tanto operarios, técnicos como ingenieros cubrían variadas especialidades como: vías y obras, puentes, mecánicos de motores a vapor, caldereros, ruedas, sistemas de frenos, sistema de señales, operadores de tráfico, maquinistas, además de un conjunto de empleados encargados de la contabilidad y, la operación del tráfico, conductores de trenes, etc.

A medida que avanzaba la construcción del ferrocarril por el país, el Jefe de Estación pasó a ser un personaje relevante para esos pueblos, dirigía un servicio que transportaba no solo a las personas, sino que también la carga, los productos agrícolas que los agricultores necesitaban vender, como también el tren traía también los bienes de consumo que los comerciantes de los pueblos adquirían.

La cualificación, compromiso y responsabilidad de los trabajadores ferroviarios fueron factores importantes para el funcionamiento y engrandecimiento de los ferrocarriles que, en esos años, se consideraba una empresa de servicio público.
El historiador Elías Almeida Arroyo en su obra “Biografía de Chile” del año 1943, muestra parte de la grandeza material de los ferrocarriles, que hacían funcionar sus trabajadores, decía el historiador: “Chile posee una red bastante completa de buenas comunicaciones. Hay 9.000 Km. de ferrocarriles (sumando Estado y privados) que unen entre sí a todos los pueblos de más de 5.000 habitantes, excepto Arica y Punta Arenas. El principal ferrocarril es el central, que une Tarapacá con la región de los canales”. 
Esa vía central, hacia el Norte era de trocha angosta y hacia el Sur de trocha ancha y de ella salían numerosos ramales, principalmente hacia los puertos, pero también, hacia la cordillera. 
Entre esos distintos ramales podemos mencionar aquellos que terminaban en Iquique, Taltal, Chañaral, Caldera, Coquimbo, Valparaíso, San Antonio, Pichilemu, Constitución, Concepción-Talcahuano Tomé, Lebu, y Valdivia. También existían ramales hacia Las Cabras, San Clemente, Licantén, Cherquenco, Cunco, Villarrica, Riñihue y Ranco, Lumaco, Galvarino, Carahue, Fresia, Toltén, Rupanco, además, había un tren que unía Ancud y Castro y, otro que salía desde la Plaza Italia a Puente Alto.
Esta extensa red ferroviaria, estaba orientada a cubrir las diversas zonas productivas del país: minera, manufacturera, ganadera, forestal, agrícola, y era esencial para el desarrollo del país.

Solo considerando ese contexto, es posible imaginar, algo de la importancia estratégica, en lo político, social, económico y geopolítico que tenía el ferrocarril para Chile.

Retroceso de los trenes

Los trenes, a nivel mundial, en la década del 50 mostraron los primeros síntomas de declinación, al irrumpir masivamente los vehículos, especialmente, camiones, buses y aviones, que habían sido desarrollados durante la Segunda Guerra mundial para transportar soldados y pertrechos.

Así y todo, en Chile, hasta la década de los años 60, el país continuaba con sus planes de inversión en sus ferrocarriles. Existió una fuerte inversión ferroviaria en riel soldado, electrificación y, en la adquisición de equipos, principalmente, automotores y locomotoras.

Posteriormente, las políticas del autofinanciamiento disminuyeron el aporte fiscal, eliminaron todos los ramales excepto el ramal de Talca a Constitución, cerraron las maestranzas, privatizaron la carga, vendieron locomotoras y equipos por chatarra. Los especialistas Ian Thomson y Apolonia Ramírez, agregan que otro motivo de la declinación del ferrocarril luego del golpe militar de 1973, fue la injusta competencia desleal, en algunos casos propiciada por el Estado, al subvencionar al transporte terrestre, condonarle las deudas y rebajarle los peajes por el uso vial.
El compromiso social de los trabajadores ferroviarios

Se ha mencionado que a medida que avanzaba el tendido ferroviario y, nacían los pueblos y ciudades alrededor de las estaciones ferroviarias, los trabajadores ferroviarios se integraban a la vida social, cultural, deportiva o política de esas localidades. 

Gracias a ese compromiso social, los trabajadores ferroviarios también quedaron enraizados con la historia del Movimiento Sindical chileno. Más aún, fueron protagonistas del mismo, en efecto, en la constitución de la Federación Obrera de Chile, FOCH, el año 1909 la que se formó a partir de la base sindical de los Sindicatos Ferroviarios, que estaban entre los más organizados y combativos de la época.

El año 1972, cuando se produce el paro de los camioneros, los trabajadores ferroviarios acordaron no plegarse a esa paralización, granjeándose el malestar de los transportistas. Tras el golpe militar del 11 de octubre de 1973 todas las dependencias ferroviarias fueron allanadas y, pese a que nada anormal se encontró, a las semanas siguientes se desató la represión existiendo fusilamientos de trabajadores San Bernardo, San Rosendo y San Antonio. Paralelamente, la administración a cargo de un interventor militar, eliminó derechos sindicales y laborales, incentivos remuneracionales, escalafones y carrera funcionaria etc., y, luego se inició un programa de exoneración que abarcó a miles de trabajadores.

Mártires ferroviarios

En ese contexto, el 6 de octubre de 1973, once (11) trabajadores ferroviarios de la Maestranza de San Bernardo fueron detenidos, en sus domicilios y en sus lugares de trabajo y posteriormente fusilados en el Cerro Chena, por militares de la Escuela de Infantería. Sus nombres eran los siguientes:

Alfredo Acevedo Pereira, 27 años, Taller Patio 

Roberto Ávila Márquez, 59 años, Taller Albañilería, 

Raúl Castro Caldera, 23 años, Taller Eléctrico 

Hernán Chamorro Monardes, 29 años, Oficina Técnica 

Manuel González Vargas, 46 años, Taller Herrería 

Arturo Koyck Fredes, 48 años, Taller Eléctrico 

Adiel Monsalves Martínez, 41 años, Taller Pabellón Central 

José Morales Álvarez, 31 años, Taller Eléctrico 

Pedro Oyarzún Zamorano, 36 años, Taller Frenos de Aire 

Joel Silva Oliva, 37 años, Taller Pabellón Central, y  

Ramón Vivanco Díaz, 44 año, Taller Ruedas.
Estos fusilamientos quedaron acreditados en el informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, de febrero de 1991: "(los trabajadores ferroviarios) antes mencionados fueron ejecutados el día 6 de octubre de 1973, por efectivos del Ejército en el centro de detención Cerro Chena, mediante múltiples impactos de bala, Sus muertes constan en los certificados de defunción, en los que se señala como lugar del fallecimiento, la Escuela de Infantería de San Bernardo".

Tras ser largo proceso, el año 2008, el brigadier en retiro del Ejército, Víctor Raúl Pinto Pérez, fue condenado a 15 años de prisión por "secuestros y homicidios", de estos trabajadores ferroviarios, resolución adoptada por el juez Héctor Solís. 

Además, debemos mencionar a otros ferroviarios, también detenidos y desaparecidos, de Laja, San Antonio, Valparaíso y al ingeniero Alfredo Rojas Castañeda, Director de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, EFE, el año 1973, detenido en su domicilio por efectivos militares y, hasta ahora, desaparecido, no obstante que sus documentos de identidad aparecieron en Buenos Aires, al parecer, usados por la DINA en el montaje de la llamada Operación Colombo, donde asesinaron a 119 personas. 

Maestranza de San Bernardo

La historia de San Bernardo, igual que otras ciudades, está influida por los trabajadores ferroviarios quienes, participaron activamente en la vida social, deportiva, cultural, económica y política de una ciudad desarrollada al alero de la Maestranza Central de San Bernardo.

El 28 de diciembre de 1914, ante el notario público y de hacienda, Pedro N. Cruz, compareció don Justiniano Sotomayor, ingeniero, Director General de los Ferrocarriles del Estado, y don Carlos Rogers, comerciante, redujeron a escritura pública el siguiente contrato de compraventa:

“El señor Rogers vende a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, representado por el señor Sotomayor, quien a su vez declara comprarla para esos ferrocarriles, una extensión de ciento veinte hectáreas del fundo “Cerro Negro” de propiedad del señor Rogers, ubicado en el departamento de La Victoria, en las vecindades de la estación de San Bernardo”.

Esta importante Maestranza, que llegó a ser la más importante de EFE, se planificó para reparar y construir locomotoras a vapor y carros de carga. Era autosuficiente en varios aspectos, tenía su propia planta productora de oxígeno para la soldadura (con el excedente de su producción abastecía a hospitales e industrias de la zona), su propia fundición, una subestación eléctrica y, una Escuela de Aprendices donde formaba a los trabajadores. Además, otros 35 talleres que funcionaban con 2.000 trabajadores especialistas, técnicos e ingenieros.

Solicitudes y planteamiento del proyecto de ley

Por esa razón, la Centro de Desarrollo Social Amigos del Parque Ferroviario Mártires de la Maestranza de la ciudad de San Bernardo, junto a la Agrupación Maipo Contigo y diversas otras organizaciones, ha planteado en diversas instancias la necesidad de rendir homenaje y reconocimiento a los miles de hombres, mujeres y familias que aportaron al engrandecimiento del país y, forjaron una tradición y una cultura, que persiste hasta nuestros días, a través de la creación del Día Nacional del Trabajador Ferroviario.

A pesar, que existe amplio consenso sobre la contribución, protagonismo e importancia económica, social, cultural y política que los trabajadores ferroviarios han significado para el país a través de su historia, en la actualidad no existe un reconocimiento explícito hacia ellos, como si ocurre con muchos otros grupos sociales.
La fecha que se propone es el día 6 de octubre de cada año. Éste corresponde al día que fueron fusilados los once ferroviarios de la Maestranza Central San Bernardo. Si bien corresponde a una fecha aciaga, se ha transformado en una época de reencuentro de la familia ferroviaria y sus vecinos, reencuentro con su historia y su cultura, una demostración de que la convivencia es más sólida cuando está cimentada en el respeto a las ideas y las personas, y una constatación de que la paz, la libertad, la democracia, siempre triunfarán por sobre la intolerancia y la violencia.

La declaración del 6 de octubre como el Día Nacional del Trabajador Ferroviario, es un reconocimiento a todos los trabajadores ferroviarios, por el sacrificio, esfuerzo, imaginación y creatividad. Es un merecido gesto de reconocimiento, por su contribución al desarrollo del país, su cultura y su gente.

Por las razones expuestas venimos en presentar el siguiente,

Proyecto de ley

ARTÍCULO ÚNICO: Declárese el día 6 de octubre de cada año, Día Nacional del Trabajador Ferroviario.

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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